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Señor Ministro Arturo Zaldívar, Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal
Señoras Ministras y Señores Ministros de este Alto Tribunal
Señoras Consejeras y Señores Consejeros de la Judicatura Federal
Señoras Magistradas y Señores Magistrados de la Sala Superior del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación
Distinguida audiencia que sigue a distancia este solemne ejercicio de 
rendición de cuentas, fincado en lo más profundo de un Estado 
democrático con vocación constitucional

Es un honor presentarme ante este Tribunal Pleno con la alta encomienda 
de rendir el informe correspondiente a las labores realizadas por la Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación durante el ejercicio 
de 2021.

Me guío bajo la brújula de que somos un solo conjunto institucional, y 
que presidir la Sala significa contribuir a que ese conjunto fluya, sin perder 
de vista nunca que la justicia se construye en equipo, con armonía, sereni­
dad y respeto a las visiones de quienes intervienen en ese luminoso proceso. 
La justicia es luminosa y su luminiscencia crece en la medida en que se 
nutre de los distintos talentos, habilidades, visiones y buenas intenciones 
de quienes la procuran y la construyen. La luz de la causa contrasta con la 
negra toga de la responsabilidad que implica, pero no deja por eso de ser 
una vocación feliz y solidaria.

Bajo ese entendido, de que las instituciones se fortalecen por la suma 
de sus integrantes, quiero hacer, en primer lugar, un reconocimiento justo y 
generoso a la Señora Ministra Norma Lucía Piña Hernández y a los Señores 
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Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, mis compañeros de Sala. Cada uno es 
una pieza fundamental en las perspectivas que discutimos, con empatía y 
atención, en las sesiones. 

La Sala se enriquece con nuestra variedad de trayectorias, de visiones, 
de ideologías y de edades. Porque no hay una trayectoria, un género, ni una 
edad determinada para servir mejor a la justicia, lo único que la sirve mejor 
es el anhelo de hacerlo así, porque ese faro orienta nuestra sensibilidad e 
inteligencia. Ese anhelo lo compartimos en la Primera Sala, y es algo que me 
llena no sólo de alegría y orgullo, sino de esperanza.

Extiendo el reconocimiento al personal profesional, operativo y admi­
nistrativo de las Ponencias de la Sala, y, por supuesto, a su Secretaría de 
Acuerdos y a todas las personas que la integran con entusiasmo y dedica­
ción. Por cierto, además les felicito por las mejoras constantes, como en el 
sistema de publicación de las tesis y la agilización del proceso de intercam­
bio de información entre la Secretaría y las Ponencias, lo que permite ahorros 
en recursos materiales. 

En las grandes maquinarias, todas las piezas del engranaje son nece­
sarias y más cuando se trabaja en nombre de la justicia, de la Constitución 
y en beneficio de la sociedad. Frente a la coyuntura sanitaria que se vive, el 
reconocimiento adquiere aún mayor valor y significado. Iniciamos este año 
trabajando desde el confinamiento, pero con acrecentado empeño y confianza 
en el porvenir. Ha sido doloroso por supuesto, hay pérdidas que no se repa­
rarán nunca y duelos que ensombrecen. La enfermedad ha visitado casas y 
oficinas y, aunque muchas veces se ha ido, ha dejado una estela de preocu­
paciones y ha trastornado familias. La pandemia también nos ha llevado por 
caminos que representan sacrificios personales que no eran imaginables, 
que cuestan mucho. Pero justamente por eso, la causa de este servicio 
público en nombre de la justicia de un país entero se vuelve aún más ele­
vada; y esa entrega, frente a circunstancias complejas, eleva nuestro espíritu. 
Todo dolor y toda pérdida, todo sacrificio personal, incluso toda incompren­
sión y sensación de soledad, se entregan a una causa superior porque el ser 
humano se eleva según las causas comunes a las que sirva.

Por eso confiamos en el porvenir, porque trabajamos por las causas 
superiores, hasta donde llegue la suma de nuestros caminos individuales. 
Porque de nuestro avance generacional depende la marcha de la generación 
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que sigue y la que sigue; y ese avance, mientras más colectivo y menos 
individual sea, más ensancha el horizonte, más lo vuelve realizable. Nos tocó 
vivir una situación de emergencia mundial, y no nos arredramos. Nuestro 
optimismo nace también de la experiencia, porque hemos constatado que, 
aun ante circunstancias adversas, logramos adaptarnos manteniendo viva 
nuestra esperanza mientras servimos a la justicia conforme a nuestro mejor 
leal saber y entender.

Con ese ánimo, la Primera Sala resolvió este año 1624 asuntos y aprobó 
136 tesis (83 de jurisprudencia y 53 aisladas), a lo largo de 41 sesiones. Las 
primeras 26 sesiones fueron por vía remota, aprovechando las facilidades 
de las telecomunicaciones, y las restantes 15 fueron presenciales, bajo la 
llamada "nueva normalidad", con prudencia y atención a todas las recomen­
daciones sanitarias.

Aun cuando los asuntos por resolver presentan complejidades serias, 
los datos duros dan cuenta del compromiso de la Primera Sala por una jus­
ticia pronta y expedita. Al iniciar el año teníamos un balance de 552 asuntos 
pendientes y estamos cerrando con 419, de los cuales 292 ya están en 
Ponencia y 127 en trámite. Lo que está pendiente equivale a un 26% de lo 
resuelto, de manera que la Sala está ligeramente por debajo de la media del 
28% de los últimos cuatro años (o dentro del rango del 20% al 30% de los 
últimos cuatro años). Esta perspectiva denota que la Sala trabaja con efi­
ciencia. La acuciosa celeridad en más de 8,400 acuerdos nos ha permitido 
mantener a la baja la cantidad de los asuntos en trámite, privilegiando su 
integración oportuna para el estudio por parte de las Ponencias. 

Por otra parte, es interesante observar que la reforma judicial de este 
año ha comenzado a tener un impacto cuantitativo interesante. El impacto 
parecería ligero porque entraron 1,601 expedientes el año pasado y este 
año se recibieron 1,363 nuevos (una diferencia de 238 asuntos entre 2021 con 
respecto a 2020), pero si tomamos en cuenta la irrupción de la pandemia 
ocasionada por el COVID-19, la interrupción temporal de los plazos judiciales 
y el tiempo de ajuste de las judicaturas del país, sin embargo, tomar 2020 
como punto de comparación sería engañoso. Por eso acudimos a 2019, y 
tenemos que se informó el ingreso de 2,842 expedientes. En contraste, 
reitero que en 2021 fueron 1,363 asuntos, esto equivale a un 52% menos 
asuntos. Es cierto que en 2021 la justicia mexicana sigue adaptándose a 
una nueva normalidad, pero no se puede negar que comienza a reflejarse el 
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impacto de esa reforma judicial en la estadística. Confiando que el diseño 
legislativo haya sido el óptimo para el país, la cantidad de ingresos en 2021, 
que de todos modos es una cantidad importante, luce más acorde para un 
tribunal constitucional, que debe resolver en última instancia los asuntos más 
complejos del país, con la necesidad del espacio reflexivo que ello implica.

Viendo los datos estadísticos es válido afirmar que la Primera Sala 
mantiene un ritmo muy sostenido y solvente en términos cuantitativos. Sin 
embargo, las estadísticas palidecen en relevancia cuando observamos los 
méritos cualitativos de las decisiones y su profundo impacto en la sociedad 
y en la vida del país. Estoy convencida de que la Primera Sala está atenta a 
la sociedad y a los cambios y nuevos horizontes que demanda, es sensible 
a los derechos y libertades de las personas y mantiene su vocación de equili­
brar las situaciones inequitativas a fin de lograr una verdadera justicia.

Trabajar por la justicia es fomentar la responsabilidad de los unos para 
con los otros, procurar los mejores estándares para proteger vidas, patrimo­
nios, derechos y libertades, y lograr el bien común, la reparación del daño, la 
solución a los conflictos. También lo es fortalecer la democracia y sus pilares, 
y mejorar nuestras instituciones y el amplio espectro del derecho positivo 
mexicano. De estos compromisos da cuenta puntual un abanico de senten­
cias, de historias vivas.

Tenemos, por ejemplo, el amparo en revisión 1077/2019, que se remonta 
a diciembre de 2013, con una madre buscando a su hijo, que tenía 16 años 
cuando dentro de su trabajo en una aceitera en Veracruz, fue detenido por 
presuntos policías que lo subieron a una camioneta mientras le decían al 
encargado que se lo llevaban porque había sido señalado como cómplice 
de un robo. Su madre inició una búsqueda sin fin y sin fruto. El peregrinar 
que conocen muchas familias mexicanas.

En febrero de 2016, la madre acudió al Comité contra la Desaparición 
Forzada, para solicitar medidas cautelares y acciones urgentes. El Estado mexi­
cano rindió algunos informes, pero la madre no lograba ni obtener copias 
del expediente. En 2017, el Comité requirió al Estado para que investigara la 
posible participación de policías, garantizara exhumaciones y procedimientos 
de identificación, y comunicara a los padres la estrategia integral que dise­
ñara. Al no existir reacción por parte de las autoridades mexicanas, la madre 
promovió un juicio de amparo. La Jueza de Distrito lo otorgó, imponiendo algu­
nas medidas pertinentes, pero sobreseyó respecto de la omisión de implemen­
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tar las medidas y acciones urgentes emitidas por el Comité. La autoridad 
responsable consideraba que tales medidas y acciones eran meras recomen­
daciones, y que no era obligatorio tomarlas en cuenta. El término "recomenda­
ción" no es usado por el Comité ni por la Convención Internacional para la 
Protección de todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas por 
sus Estados Partes, porque no fue intención de la Organización de las 
Naciones Unidas reducir a simple sugerencia un mecanismo que requiere 
atenderse de manera inmediata y expedita.

En la Primera Sala reconocimos el derecho humano de las víctimas de 
desaparición forzada a ser buscadas. Un derecho que la propia ONU había 
considerado, en un informe de 2019, como "un tanto disperso y poco desa­
rrollado, no obstante su fundamental importancia para las víctimas de este 
crimen atroz". También determinamos que negar obligatoriedad a las accio­
nes urgentes, dictadas por el Comité en ejercicio de la competencia otorgada 
por un tratado internacional e impedir que su cumplimiento sea revisado 
judicial y constitucionalmente, restringe un mecanismo de fuente convencio­
nal y encaminando a garantizar la búsqueda urgente. Además de estas 
consideraciones, en la Primera Sala decidimos realizar una exhortación en 
el sentido que, dada la gravedad y extensión del fenómeno de la desapari­
ción forzada de personas en nuestro país, es necesario que todas las autori­
dades de búsqueda, procuración e impartición de justicia del Estado mexicano 
se comprometan en la búsqueda diligente, exhaustiva y eficiente de las per­
sonas reportadas como desaparecidas.

Otra sentencia destacada en materia penal deviene del amparo en 
revisión 26/2021, sobre si procede la prisión preventiva oficiosa cuando se 
trata de tentativa de delitos. La Sala consideró que el artículo 19 constitucio­
nal contiene, por taxatividad o por remisión expresa, un abanico de delitos 
respecto de los cuales procede la prisión preventiva oficiosa, pero no precisa 
si dicha medida abarca a los mismos delitos en grado de tentativa. Al no 
disponerlo expresamente, ni remitir a ninguna otra norma para regular tal 
consideración, determinamos que la prisión preventiva oficiosa no puede 
imponerse en estos casos. Sin embargo, podría proceder la prisión preven­
tiva justificada si algún caso lo amerita.

También en materia penal tenemos el amparo directo 6/2021, donde 
resolvimos que en el procedimiento abreviado, la suplencia de la queja 
acotada no sólo procede a favor de la persona imputada sino también para 



XIV

Suprema Corte de Justicia de la Nación

las víctimas u ofendidos en relación con la reparación del daño en la apela­
ción. Esta posibilidad equilibra los derechos de las víctimas y permite el 
acceso a un recurso judicial efectivo. Así, en estos casos, el tribunal de alzada 
deberá verificar posibles violaciones al derecho fundamental de la repara­
ción integral del daño, piedra angular para la procedencia del procedimiento 
abreviado a la luz de los derechos de la víctima u ofendido.

Por otra parte, en cuanto al ámbito familiar, en la Primera Sala conside­
ramos que la realidad social genera situaciones de hecho que ameritan ser 
tuteladas. En este rubro se inscribe el amparo directo 18/2020. La historia 
se remonta a 1992, cuando nació la quejosa. Su mamá la llevó a registrar, 
acompañada de su amiga Porfiria, que firmó como testigo. En 1993 la mamá 
le dijo a Porfiria que no podía cuidar a la niña y se la encargaba, cosa que 
aceptó, llevándola incluso a registrar con su apellido. La hija biológica de 
Porfiria, de 21 años, fue testigo en este segundo registro de la niña. No se llevó 
a cabo ningún procedimiento de adopción. La niña creció en ese seno 
familiar, y luego tuvo dos hijas como madre soltera, que también alcanzaron 
el apellido de Porfiria, quien murió intestada en 2014. La quejosa denunció la 
sucesión y esto detonó que, en un diverso juicio civil, la hija biológica deman­
dara la nulidad de la segunda acta de nacimiento de la quejosa, lo que se 
negó en primera instancia, pero se concedió en la alzada. Fue así como 
el asunto llegó a la Primera Sala. 

El registro de una segunda acta de nacimiento, a pesar del conocimiento 
de la existencia de un registro previo, es una ilicitud, pero no podía producir 
la nulidad porque ello pugnaba con los derechos de la personalidad de la 
quejosa (de identidad, filiación y al nombre), los cuales son inalienables, 
imprescriptibles e irrenunciables en la medida en que la quejosa generó 
su identidad a partir del nombre que se incorporó en la segunda acta de 
nacimiento, el cual  incluso ya había transmitido a sus hijas. La voluntad que en 
un momento dado expresó Porfiria para reconocer como su hija a la quejosa 
(cuando recién había cumplido su primer año de vida) generó una filiación 
por solidaridad humana, ya que lo hizo con la intención de integrarla a su 
familia y criarla como una más de sus hijas, y ello produjo una serie de obli­
gaciones y derechos entre ellas.

Otra sentencia relevante en materia familiar fue la contradicción de 
tesis 267/2020, en la que reflexionamos sobre cómo la pandemia ocasionada 
por el COVID-19 impacta en el régimen de convivencia entre un progenitor 
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no custodio y su hija o hijo menor de edad. Aunque se haya ordenado por un 
juez que se lleve a cabo en forma presencial y libre, puede realizarse a dis­
tancia y por medios electrónicos en aras de procurar el interés superior de 
la infancia, especialmente la salud.

Por otra parte, en el amparo directo en revisión 670/2021 conside­
ramos inconstitucional una provisión del Estado de México que, entre los 
impedimentos para contraer matrimonio, colocaba a las enfermedades 
crónicas e incurables, contagiosas o hereditarias, salvo que fueran acepta­
das por escrito por el otro contrayente. Resolvimos que la mejor manera de 
proteger la salud de quien desea unirse en matrimonio o concubinato no es 
una prohibición absoluta, sino suministrar información oportuna, completa, 
comprensible y fidedigna, apropiada para una decisión informada. El asunto 
tuvo su origen en un juicio civil donde una persona solicitó el reconocimiento de 
concubinato a la sucesión de quien en vida fuera su pareja durante 12 años, 
a fin de acceder a los derechos hereditarios. Se había negado esa petición 
porque la persona fallecida padecía el síndrome de inmunodeficiencia adqui­
rida (SIDA) y no existía consentimiento por escrito.

En el terreno doméstico, una de las esferas más íntimas de las personas, 
la Primera Sala sigue encaminada a erradicar resabios de situaciones 
estructuralmente injustas que permanecen soterradas y asimiladas en la con­
ciencia cultural. En este contexto tenemos, por ejemplo, el amparo directo 
9/2021, en el que analizamos la regularidad constitucional de las cláusulas 
de un convenio de divorcio, donde el hombre donó a sus hijos la propie­
dad de un bien inmueble, y sobre éste constituyó un derecho de usufructo 
en favor de su exesposa, sujetándolo a que ella se mantuviera soltera, que no 
recibiera visitas masculinas en el inmueble y que lo habitara sólo con sus 
hijos. Determinamos que este tipo de estipulaciones son propias de un régi­
men patriarcal imperante, es decir, la desigualdad estructural entre hombres 
y mujeres. Estas cláusulas restringen de manera ilegítima los derechos de la 
mujer, lesionando su dignidad al introducirse en cuestiones íntimas que 
sólo a ella le corresponde decidir sin coacciones ni controles injustificados. 
Al encontrarse ella subordinada por el clausulado a fin de acceder al usu­
fructo, se actualizó la violencia psicológica en términos de la Ley General de 
Acceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, ya que se restringía 
su autodeterminación.
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También en el ámbito familiar, destaco el amparo directo en revisión 
7653/2019, cuya historia refleja esa desigualdad estructural y los retos para 
erradicarla. En 1995, un hombre y una mujer se casaron por separación de 
bienes en Veracruz y tuvieron una niña, con el paso del tiempo los problemas 
conyugales llevaron a la mujer a demandar una pensión alimenticia, otorgada 
en 2009. Entonces el señor intentó el divorcio necesario, pero no logró demos­
trarlo. En 2016 el señor intentó de nuevo terminar el vínculo, a partir de la 
jurisprudencia de la Suprema Corte sobre divorcio sin expresión de causa 
de 2015. La señora contrademandó y pidió ser compensada por los años 
que dedicó a su hogar. Se presentaron tres juicios de amparo, se dictaron 
diversas sentencias en cumplimiento, pero la señora nunca dejó de reclamar 
la inconstitucionalidad de la norma por considerarla omisa sobre la compen­
sación en casos como el suyo. 

La norma impugnada sí era constitucional, pero no lo era el sistema 
normativo, que preveía sólo la indemnización para el divorcio necesario y 
ninguna cuando el divorcio era por mutuo consentimiento, pero omitía qué 
procedía en los divorcios sin expresión de causa. El sistema normativo no 
era neutro, pues la inequidad se generaba desde ahí, y era como un anillo 
rígido que no permitía encontrar solución por analogía ni con interpreta­
ciones conformes. En la Primera Sala resolvimos que en esos casos procede 
una compensación al cónyuge que se dedicó preponderantemente al hogar, 
aun cuando una legislación local no la prevea. El mensaje es claro: la ausen­
cia de regulación no es obstáculo para impedir el derecho a una vida digna 
y a la igualdad entre cónyuges.

Por desgracia, la violencia contra las mujeres sigue existiendo (y no 
siempre por parte de hombres), llegándose a extremos como obligarlas a la 
infertilidad, tema justamente del amparo en revisión 1064/2019. La historia 
detrás de este caso es la de una mujer de 31 años que atendió su embarazo 
en una clínica del Instituto Mexicano del Seguro Social, que en 2017 fue inter­
nada con dolores de parto, y atendida con medicamentos para la presión 
alta y para inducir la dilatación. Días después seguía sin dilatación y con pre­
sión alta. Al cuarto día la pasaron al quirófano. Ahí, la ginecóloga le informó que 
le harían una cesárea, y le preguntó si ya había hablado con su esposo 
sobre no tener más hijos, la mujer respondió que no y la ginecóloga la llamó 
irresponsable por no haber abordado ese tema con su marido, preguntán­
dole cuántos días más quería pasar en la clínica. Le avisó que iba a salir a 



XVII

Informe DE LA PRIMERA SALA 2021

hablar con su esposo, que sólo esperaba que no fuera "un macho de esos que 
no entienden", le dijo, y se salió. Al esposo le dijo que no era conveniente 
que la paciente tuviera otro embarazo, y así logró su autorización para prac­
ticar una obstrucción tubaria bilateral o esterilización forzada. A la paciente, 
que seguía en el quirófano, le mostró el consentimiento de su marido. 
La quejosa, cansada tras cuatro días en labor de parto, y además al sentirse 
violentada e intimidada, firmó a pesar de que ella y su esposo tenían pen­
sado tener otro bebé. El consentimiento estaba viciado y su obtención fue, 
incluso, vejatoria. 

En la Primera Sala determinamos que la paciente fue objeto de violen­
cia obstétrica institucional, como una forma de violencia de género, expre­
sada a través de una serie de prácticas deshumanizantes, ejercidas en el 
ámbito de la salud pública. Ordenamos dar vista al órgano interno de control 
para que proceda conforme a las responsabilidades administrativas condu­
centes. En este sentido, la sentencia estableció una serie de efectos relevan­
tes, como son el apoyo psicológico en todo momento, y que el hospital 
constituya un comité de tres expertos para analizar la viabilidad de revertir 
la operación quirúrgica y, de ser factible y desearlo así la quejosa, se realice 
y el hospital corra con los gastos. Si no se puede revertir, ayudarla entonces 
con técnicas de reproducción asistida si ella así lo desea. Además, se orde­
naron medidas de no repetición, tales como que el IMSS elabore una guía 
integral para prevenir y erradicar conductas generadoras de violencia obsté­
trica institucional (y cómo debe obtenerse el consentimiento) y distribuirla 
a todas las clínicas del circuito regional.

Otro grupo social que suele ser discriminado es el de las personas con 
discapacidad. En el amparo directo en revisión 1533/2020, en el marco de 
un juicio de alimentos donde el papá tiene esclerosis múltiple, resolvimos que 
la designación de un representante especial es incompatible con el modelo 
social de derechos humanos, pues se basa en el modelo médico previo que 
sustituye la voluntad de la persona con discapacidad. Un sistema de apoyos 
es más acorde con la Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad y respeta tanto su voluntad como sus preferencias. 

La Convención propugna por transitar de un modelo médico a uno social 
de derechos humanos. El modelo médico hace énfasis en la deficiencia de 
salud; el social, en las barreras que existen y que impiden que las personas 
tengan una vida autónoma. El problema no radica en la enfermedad ni en el 
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padecimiento, sino en la organización de la sociedad y su infraestructura, 
diseñada por personas sanas. No es que una persona, por enferma, esté en 
desventaja, sino que es el diseño del entorno el que la coloca en desventaja. 

En el amparo en revisión 162/2021 reforzamos esta orientación por 
eliminar el llamado modelo médico y cristalizar el modelo social al determinar 
que las personas con discapacidad tienen derecho a practicar el deporte 
de su elección en igualdad de condiciones que las demás y que la modali­
dad del deporte adaptado, dirigido exclusivamente a personas con discapa­
cidad, no es un ajuste razonable sino una medida de accesibilidad, opcional 
y, en su caso, complementaria. El criterio emana de un caso sobre un niño 
con síndrome de Down al que no permitían tomar clase de natación con los 
demás niños sin discapacidad, sino aparte en una "modalidad adaptada". 
Esa elección no debe ser realizada por la escuela, pues restringe de forma 
unilateral la capacidad de interacción y el sentimiento de pertenencia del 
menor. Lo que toca a la institución es capacitar a su personal para eliminar 
las barreras de acceso y procurar la convivencia, acordando con el niño y 
sus padres los ajustes razonables a su condición.

Por otra parte, en el recurso de queja 40/2020 ordenamos admitir una 
demanda de amparo promovida en contra de una aseguradora que se negó 
a expedir una póliza de gastos médicos a un bebé con discapacidad. Las 
aseguradoras cuentan con autorización para celebrar contratos de seguro 
sobre un bien jurídico tutelado constitucionalmente cuya garantía corresponde 
en principio al Estado, como es la salud de las personas, así que es materia 
de fondo la negativa de asegurar por discapacidad y definir si sus determi­
naciones son o no actos de autoridad.

La discriminación continúa siendo una conducta tan perniciosa como 
presente. Al respecto, en el amparo directo en revisión 4421/2020 resolvi­
mos que el artículo 43, fracción I, de la Ley de Migración es inconstitucional 
porque imponía como requisito para la obtención del documento migratorio 
de internamiento en el territorio nacional, que la persona extranjera no estu­
viera sujeta a un proceso penal. Sin sentencia firme, presumir una culpa viola 
la presunción de inocencia. En el amparo en revisión 114/2020 se inva­
lidó otro artículo de la Ley de Migración, también por imponer un requisito 
haciendo distinciones en calidades migratorias respecto con la obtención 
de la Clave Única de Registro de Población (CURP), de manera que los refu­
giados no podían conseguirla, pero los visitantes por razones humanitarias 
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sí. Dado que la CURP es importante para el acceso a determinados servi­
cios públicos y oportunidades, tales como la salud, la educación y el trabajo, 
así que la distinción era discriminatoria. 

Por otra parte, el combate a la discriminación implica reflexionar si toda 
estrategia es apta para atajarla. Ahí se inscribe el amparo directo en revisión 
1956/2020, en el que analizamos si una empresa de plataformas electrónicas 
que sirven para intermediar entre ofertantes y solicitantes de empleo, era 
responsable por ofertas o anuncios potencialmente discriminantes. Resolvi­
mos que no, pues tendría que realizar conductas propias y no sucedía así, 
al contrario, establecía como parte de los términos y condiciones con sus 
clientes la advertencia de no discriminar.

En otros casos se trata de responsabilidad. De qué le corresponde a 
cada quien probar. Esta reflexión fue determinante en otras dos sentencias 
de la Primera Sala. En el amparo directo en revisión 5505/2020 un señor 
demandó la reparación del daño moral a la empresa donde falleció su 
madre, en un aparente accidente cuando iba al baño. La explicación fue 
poco clara y parte de la razón del reclamo por daño moral. En el Estado de 
México se preveía el daño moral para supuestos que en la Primera Sala 
consideramos enunciativos, pero no limitativos. Además, determinamos que 
los familiares se encuentran en desventaja para justificar qué obligaciones 
se tenían, cuáles se cumplieron, cuáles no, así que no era al hijo a quien le 
correspondía probar que la empresa había obrado con negligencia en caso 
del fallecimiento de su madre ni en el tratamiento posterior de su cuerpo, sino 
que la empresa debía demostrar lo contrario, así como su cumplimiento en 
todos los protocolos relacionados con su actividad. 

Muy similares consideraciones se tuvieron en la contradicción de tesis 
206/2020, donde resolvimos que cuando se reclame la nulidad de transfe­
rencias electrónicas bancarias le corresponde a la institución bancaria 
demostrar que se siguieron los procedimientos establecidos normativamente 
para acreditar su fiabilidad. Esto no es carga de la prueba para el usuario de 
la banca, sino para la institución bancaria.

Otras dos resoluciones relevantes de la Primera Sala se inscriben en la 
protección al medioambiente y el desarrollo sustentable. En el amparo en 
revisión 1023/2019 analizamos una medida precautoria dictada en una acción 
colectiva. En esa acción colectiva se suspendió, de manera provisional, la 
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emisión de permisos comerciales para liberar al ambiente organismos gené­
ticamente modificados de maíz, y se restringió la emisión de permisos experi­
mentales para proteger al medio ambiente y a la diversidad de maíces 
nativos. La Sala analizó la suspensión y resaltó su carácter provisional, ava­
lándola al considerar que, además de que podía causarse un daño irrever­
sible al medio ambiente, existe incertidumbre científica acerca de los riesgos 
y los daños. Por eso la suspensión es necesaria y basta atisbar la posibili­
dad de riesgos irreversibles para decretarla mientras se resuelve la acción 
promovida.

Por otra parte, resolvimos que no existía invasión de competencias por 
parte de la Federación por el Programa de Manejo del Área Natural Protegida 
de Yum Balam-Holbox. En la controversia constitucional 212/2018 se abordó 
por primera vez el concepto de la función ecológica de la propiedad como 
un deber a cargo de todas las autoridades de usar de manera sostenible la 
diversidad biológica y de abstenerse de realizar actividades que afecten 
las funciones ecológicas de los recursos naturales. Esta función trasciende 
a cualquier uso que se le pueda dar a la propiedad por parte del municipio. 
Además, los deberes de conservación y restauración son obligatorios no 
sólo para los propietarios, sino también para los ocupantes y usuarios del 
sitio. También desdoblamos los principios jurídicos medioambientales, debien­
do aplicarse a cualquier caso que incida en la protección de los recursos 
naturales.

En otro tema, la Primera Sala ha refrendado su compromiso con la demo­
cracia, la transparencia, el equilibrio de poderes y, en general, con la justicia 
abierta. Da cuenta de ello, en primer término, los amparos en revisión 
25/2021 y 27/2021. En julio de 2019 el Congreso de Yucatán votó la iniciativa 
para modificar su Constitución local que permitiría el matrimonio igualita­
rio, pero por mayoría de votos no pasó. Como la votación fue mediante 
cédula, un colectivo de organizaciones y activistas de la comunidad LGBT+ 
promovieron un juicio de amparo bajo la figura del interés legítimo, argumen­
tando que la secrecía de la votación les impedía saber la posición de cada 
integrante del Congreso, y ello impactaba en que, llegado el momento, no 
pudieran elegir representantes sensibles y afines a sus derechos ni que 
pidieran explicaciones a quienes habían considerado comprometidos con 
su causa. Se lesionaba su derecho a la participación política y a la transpa­
rencia parlamentaria. En la Primera Sala determinamos que los promoventes 
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sí tenían interés legítimo, siendo innecesario que probaran ser integrantes 
de la comunidad LGBT+ porque basta su autoadscripción, y resolvimos que el 
procedimiento legislativo era inválido porque el reglamento ordenaba que 
la votación fuera nominal, abierta. Hacerlo por cédula no sólo violaba esa 
normativa, sino que agraviaba a la comunidad LGBT+, que tenía genuino 
interés en la reforma que se discutía y en saber con claridad la posición de 
los integrantes del congreso local.

Con el mismo ánimo resolvimos el amparo en revisión 271/2020, donde 
establecimos que todas las sentencias dictadas por todos los poderes judi­
ciales ameritan ser puestas a disposición de la sociedad mediante versiones 
públicas, resolución que, por cierto, coincide con la reforma de agosto de 
2020 a la Ley General de Transparencia, que es posterior a la presenta­
ción de la demanda de este juicio. Asimismo, en el amparo en revisión 
308/2020 determinamos que la Ley General de Comunicación Social es 
omisa en esclarecer los criterios a que debe sujetarse el gasto en comuni­
cación social y no dispone procedimientos concretos ni reglas que garanticen 
que en el ejercicio de dicho gasto se impida la discrecionalidad. Esta omisión 
impacta en la libertad de expresión, así que concedimos el amparo para 
que el Congreso cumpla con la obligación del artículo tercero transitorio del 
decreto de la reforma constitucional de febrero de 2014 y subsane las defi­
ciencias de la ley.

Finalmente, parte de un correcto balance de poderes en un régimen 
democrático es el prudente escrutinio de la intervención del Estado en la vida 
íntima de las personas, lo que en el amparo en revisión 41/2020 nos llevó 
a invalidar el programa "Mochila segura" por no contar con un marco legal 
que lo sustentara y estableciera reglas claras para llevarse a cabo. Esto no 
impide que, en casos justificados y bajo sospecha razonable, en las escuelas 
puedan existir intervenciones cuando se haya cometido un delito o esté por 
cometerse, o se coloque a la comunidad escolar en un riesgo o peligro 
inminente. 

Todas estas sentencias reseñadas abarcan apenas el 1.5% de lo re­
suelto este año por la Primera Sala, pero son veinticuatro resoluciones que 
corroboran cada una de las aseveraciones que a lo largo del discurso 
he formulado sobre nuestro quehacer, comprometido y diligente. Quisiera 
terminar estas palabras invitando a reflexionar en todas estas historias, y 
agradeciendo a este Tribunal Pleno la amabilidad de su atención.





PRIMERA SALA
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SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 
PRIMERA SALA

ACUERDOS DE PRESIDENCIA
DEL 1 DE DICIEMBRE DE 2020 AL 30 DE NOVIEMBRE DE 2021 

TIPO DE ASUNTOS ADMISIONES AVOCAMIENTOS DESECHAMIENTOS TRÁMITE TOTAL 

Acciones de inconstitucionalidad 0 20 0 1 21

Amparos directos 0 18 0 136 154

Amparos directos en revisión 0 168 0 1,229 1,397

Amparos en revisión 0 167 0 790 957

Conflictos competenciales 0 11 0 62 73

Consulta a trámite prevista en el párrafo segundo de la fracción 
II del artículo 14 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación

0 0 0 1 1

Contradicciones de tesis 0 133 0 750 883

Controversias constitucionales 0 42 0 3 45

Impedimentos 0 3 0 14 17

Incidentes de inejecución de sentencia 0 12 0 92 104

Incidentes de inejecución derivados de denuncias de repetición 
del acto reclamado 0 7 0 10 17

Incidentes derivados de juicios ordinarios federales 0 1 0 10 11

Juicios ordinarios federales 0 6 0 22 28

Quejas 0 1 0 23 24

Quejas en controversias constitucionales y en acciones de incons-
titucionalidad 0 4 0 0 4

Recursos de apelación 0 4 0 2 6

Recursos de denegada apelación 0 2 0 0 2

Recursos de inconformidad derivados de proce dimientos 
de responsabilidad administrativa 0 1 0 1 2

Recurso de revocación 0 0 0 1 1

Recursos de inconformidad previstos en la fracción IV del artículo 
201 de la Ley de Amparo 0 3 0 7 10

Recursos de inconformidad previstos en las fracciones I a III del 
artículo 201 de la Ley de Amparo 0 5 0 22 27

Recursos de reclamación 14 448 0 2,099 2,561

Recurso de reclamación derivado de juicio contencioso 
administrativo 0 0 0 1 1

Recursos de reclamación en acciones de inconstitucionalidad o 
en controversias constitucionales 0 82 0 0 82

Revisiones administrativas 0 76 0 110 186

Revisiones en incidentes de suspensión 0 3 0 9 12

Solicitudes de ejercicio de la facultad de atracción 27 69 190 1,201 1,487

Solicitudes de ejercicio de la facultad de atracción previstas en 
la fracción III del artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos

0 1 1 6 8

Solicitudes de reasunción de competencia 2 28 30 245 305

Solicitudes de sustitución de jurisprudencia 0 0 0 3 3

Varios 1 0 0 1 2

TOTAL DE ASUNTOS EN EL PERIODO 44 1,315 221 6,851 8,431
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SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN
PRIMERA SALA

CUADRO GENERAL DEL MOVIMIENTO DE EXPEDIENTES POR TIPO DE ASUNTO
DEL 1 DE DICIEMBRE DE 2020 AL 30 DE NOVIEMBRE DE 2021
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Acciones de inconstitucionalidad 4 0 24 24 26 0 1 27 1 0 1

Amparos directos 36 0 17 17 28 0 0 28 25 2 23

Amparos directos en revisión 104 0 170 170 178 0 1 179 95 37 58

Amparos en revisión 132 0 168 168 185 1 3 189 111 18 93

Conflictos competenciales 2 0 11 11 12 0 0 12 1 0 1

Contradicciones de tesis 73 0 139 139 152 0 1 153 59 14 45

Controversias constitucionales 10 0 45 45 40 0 2 42 13 2 11

Impedimentos 0 0 3 3 2 0 1 3 0 0 0

Incidentes de inejecución de sentencia 5 0 13 13 11 3 0 14 4 2 2

Incidentes derivados de juicios ordinarios 
federales 4 0 1 1 5 0 0 5 0 0 0

Incidentes de inejecución derivados de denuncia 
de repetición del acto reclamado 0 0 7 7 6 0 0 6 1 0 1

Juicios ordinarios federales 5 0 6 6 6 0 1 7 4 0 4

Quejas 6 0 1 1 6 0 0 6 1 0 1

Quejas en controversias constitucionales y en 
acciones de inconstitucionalidad 0 0 4 4 3 0 0 3 1 0 1

Recursos de apelación 0 0 4 4 1 0 0 1 3 1 2

Recursos de denegada apelación 0 0 2 2 2 0 0 2 0 0 0

Recursos de inconformidad previstos en las 
fracciones I a III del artículo 201 de la Ley de 
Amparo

3 0 5 5 7 0 0 7 1 0 1

Recursos de inconformidad derivados de proce-
dimientos de responsabilidad administrativa 1 0 1 1 1 0 0 1 1 1 0

Recursos de inconformidad previstos en la frac-
ción IV del artículo 201 de la Ley de Amparo 1 0 1 1 2 0 0 2 0 0 0

Recursos de reclamación 90 14 440 454 538 0 0 538 6 1 5

Recursos de reclamación en controversias consti-
tucionales y en acciones de inconstitucionalidad 21 0 82 82 75 0 0 75 28 12 16

Revisiones administrativas 34 0 74 74 68 0 0 68 40 30 10

Revisiones en incidentes de suspensión 0 0 3 3 3 0 0 3 0 0 0

Solicitudes de ejercicio de la facultad de atracción 14 27 69 96 88 0 0 88 22 7 15

Solicitudes de ejercicio de la facultad de atracción 
previstas en la fracción III, del artículo 105 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos

0 0 1 1 1 0 0 1 0 0 0

Solicitudes de reasunción de competencia 7 2 28 30 31 0 4 35 2 0 2

Varios 0 1 0 1 1 0 0 1 0 0 0

TOTAL 552 44 1,319 1,363 1,478 4 14 1,496 419 127 292

1 Se reportan los ingresos en Secretaría de Acuerdos de la Primera Sala en la inteligencia de que algunos de los asuntos aún no han sido entregados a la Ponencia 
respectiva.
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REPARACIÓN INTEGRAL DEL DAÑO. EL ARTÍCULO 30, PÁRRAFO PRI­
MERO, DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE MÉXICO, NO LIMITA ESE 
DERECHO DE LAS VÍCTIMAS U OFENDIDOS DE DELITO. 

Hechos: Una persona fue sentenciada en procedimiento abreviado por el 
delito de lesiones agravadas, se le impuso pena de prisión y se le condenó 
al pago de la reparación del daño, lo que vía apelación se confirmó, en 
contra de esa resolución, la víctima del delito promovió juicio de amparo 
directo en el que planteó como concepto de violación, entre otros, la incons­
titucionalidad del artículo 30, primer párrafo, del Código Penal del Estado 
de México, al considerar que limita la reparación integral del daño.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que el artículo 30, párrafo primero, del Código Penal del Estado 
de México no limita el derecho a la reparación integral del daño de las víc­
timas u ofendidos del delito, al prever que cuando se trate de un delito de 
lesiones y no existan pruebas en las que se acredite el daño causado, el Juez 
para fijar el monto de la reparación, deberá tomar como base el doble de la 
tabulación de indemnizaciones que establece la Ley Federal del Trabajo y 
el salario mínimo general más alto del Estado. Lo anterior es así, pues el 
referido precepto legal se refiere a la reparación por daño material, cuyo 
elemento es parte de la reparación integral, por lo que debe leerse en con­
junto con lo dispuesto por el artículo 26, del mismo ordenamiento legal, lo 
cual no resulta contrario a lo establecido en los artículos 1o. y 20, apartado C, 
fracción IV, de la Constitución General, y 1 y 8 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, ni a los criterios emitidos por esta Suprema Corte.

Tesis
DE JURISPRUDENCIA  

POR PRECEDENTES
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Justificación: La remisión que hace el párrafo primero, del artículo 30 del 
Código Penal del Estado de México, a la Ley Federal del Trabajo de forma 
supletoria, únicamente hace referencia al daño material, ya que dicho 
parámetro fue fijado atendiendo a los salarios que deja de percibir la víc­
tima, ya sea permanentemente, o bien, durante un tiempo determinado con 
el fin de reparar las consecuencias que el delito le produjo. De ahí que, para 
que exista una verdadera reparación integral del daño debe leerse en con­
junto con lo dispuesto por el diverso artículo 26, del mismo ordenamiento 
legal. Luego, acorde a las reglas que fija este precepto, la reparación del 
daño debe ser plena, efectiva y proporcional a la gravedad del daño cau­
sado, así como a la afectación que el hecho delictivo causó en la víctima 
u ofendido. Dicha reparación debe comprender, en términos generales, el 
restablecimiento de las cosas en el estado en que se encontraban antes 
de cometerse el delito, así como la restitución del bien obtenido por el delito, 
el pago en su caso del deterioro y menoscabo, o de los derechos afecta­
dos. De igual forma, debe comprender la indemnización del daño material 
y moral causado a la víctima o a los ofendidos, el cual debe ser suficiente 
para cubrir el pago de los tratamientos que, como consecuencia del delito, 
sean necesarios para la recuperación de su salud física y psicológica. En ese 
sentido, la porción normativa impugnada al prever el supuesto de cuando 
estos parámetros no se encuentren acreditados en autos, está refiriéndose 
al daño material como parte de la reparación integral.

1a./J. 11/2021 (11a.)

Amparo directo en revisión 2666/2020. 9 de junio de 2021. Cinco votos de las 
Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien está con el sentido pero 
se separa de algunas consideraciones, Ana Margarita Ríos Farjat, y los 
Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Rosalba 
Rodríguez Mireles.

Tesis de jurisprudencia 11/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de dieciocho de agosto de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de agosto de 2021 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de agosto de 2021, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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EXTRADICIÓN. LOS ARTÍCULOS 3o. Y 13 DEL TRATADO DE EXTRADICIÓN 
ENTRE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y LOS ESTADOS UNIDOS 
DE AMÉRICA, NO VULNERAN LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD Y SEGU­
RIDAD JURÍDICA. 

Hechos: Al promover un juicio de amparo indirecto, una persona sujeta a un 
procedimiento de extradición reclamó que los artículos 3o. y 13 del Tratado 
de Extradición entre los Estados Unidos Mexicanos y los Estados Unidos de 
América resultan contrarios al principio de legalidad, puesto que de su con­
tenido no se desprende expresamente cuál es el procedimiento que debe 
aplicarse para tramitar la extradición, las autoridades que intervienen, sus 
funciones, ni las resoluciones que deben emitirse.

Criterio jurídico: Los preceptos impugnados no son contrarios a los principios 
de legalidad y seguridad jurídica que derivan de los artículos 14 y 16 consti­
tucionales, pues la remisión normativa que de manera expresa realiza dicho 
tratado a las normas mexicanas, permite identificar que la Ley de Extradición 
Internacional es el ordenamiento aplicable para sustanciar el procedimiento 
de extradición en nuestro país, en el que se reconocen los elementos 
y derechos necesarios para que las autoridades y las personas involucradas 
puedan desarrollarlo en un plano de certeza legal.

Justificación: Los preceptos 3o. y 13 del Tratado Internacional entre los 
Estados Unidos Mexicanos y los Estados Unidos de América que de manera 
general regulan las pruebas y las reglas para instruir su procedimiento, no 
son violatorios del principio de legalidad de las normas, el cual se rela­
ciona con el diverso de seguridad jurídica previstos en los artículos 14 y 16 
de la Constitución Federal, puesto que la remisión normativa que el propio 
tratado realiza al contenido de las normas nacionales, en el caso, a la Ley 
de Extradición Internacional –por voluntad convenida como una expresión de 
soberanía nacional y de reciprocidad internacional–, permite a la persona 
requerida identificar en un ámbito de certeza jurídica y sin necesidad de 
efectuar algún tipo de interpretación: a) el procedimiento diseñado en el 
sistema jurídico nacional para dar curso y resolución a la extradición solici­
tada por el país extranjero; b) las autoridades que intervienen durante su 
substanciación; c) las funciones específicas de esas autoridades; d) las 
resoluciones judiciales que deben emitirse; e) cuáles son las autoridades 
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encargadas de valorar las pruebas aportadas; f) el método y las normas para 
su valoración; y g) las pruebas que resultan necesarias para otorgar o negar 
esa petición. Por lo anterior, se establece que las prevenciones generales 
contenidas en los preceptos impugnados encuentran un abundante conte­
nido complementario en las normas a las que expresamente remite el referido 
tratado, que permiten desarrollar el procedimiento en un ámbito de seguri­
dad jurídica, por lo que dichos artículos respetan la garantía de audiencia, 
el debido proceso y la defensa adecuada, pues brindan los mecanismos 
jurídicos apropiados que permiten a las personas relacionadas con el proce­
dimiento de extradición el conocer plenamente la causa y objeto del pro­
cedimiento, la oportunidad de ofrecer y desahogar pruebas, así como 
acceder a un recurso efectivo.

1a./J. 13/2021 (11a.)

Amparo en revisión 314/2020. Eugenio Javier Hernández Flores. 12 de mayo 
de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, 
quien está con el sentido, pero con salvedad en las consideraciones y se 
reservó su derecho para formular voto aclaratorio, Ana Margarita Ríos 
Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ana Margarita 
Ríos Farjat. Secretario: Saúl Armando Patiño Lara.

Tesis de jurisprudencia 13/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veinticinco de agosto de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de septiembre de 2021 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de septiembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

EXTRADICIÓN INTERNACIONAL. EL ARTÍCULO 1o. DE LA LEY DE EXTRA­
DICIÓN INTERNACIONAL NO ES DISCRIMINATORIO AL NO REGULAR 
LOS MISMOS DERECHOS QUE SE RECONOCEN A QUIENES ESTÁN 
SUJETOS A UN PROCESO PENAL, DEBIDO A QUE NO SON PROCE­
DIMIENTOS COMPARABLES. 

Hechos: Una persona sujeta a un procedimiento de extradición promovió 
una demanda de amparo indirecto en la que reclamó la inconstitucionalidad 
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del artículo 1o. de la Ley de Extradición Internacional, al considerar que 
es contrario al principio de no discriminación, puesto que no concede los 
mismos derechos que se reconocen a quienes están sujetas a un proceso 
penal.

Criterio jurídico: El artículo 1o. de la Ley de Extradición Internacional no 
contraviene el principio de no discriminación contenido en el artículo 1o. de 
la Constitución Federal, al no regular para las personas requeridas en ese 
procedimiento la aplicación de los mismos derechos que asisten a las per­
sonas sujetas a un proceso penal, pues requieren de un trato diferenciado 
atendiendo a las distintas finalidades y consecuencias existentes entre uno 
y otro procedimiento.

Justificación: El derecho a la no discriminación se encuentra íntimamente 
relacionado con el derecho fundamental de igualdad que impone la exigen­
cia de tratar igual a los iguales y desigual a los desiguales, pero no prohíbe al 
legislador establecer un trato desigual, sino sólo aquellos tratos injustifi­
cados que no estén apoyados en criterios razonables y objetivos, lo que 
requiere del análisis de una medida de comparación válida para su identi­
ficación. En ese sentido, no existe un parámetro objetivo con base en el cual 
pueda contrastarse el trato legal que en nuestro sistema jurídico se contempla 
para aquellas personas que se encuentran sujetas a un proceso de extradi­
ción, el cual obedece a un principio de reciprocidad internacional para tras­
ladar a una persona de un Estado a otro para que sea procesada en ese 
país, frente al trato que se prevé para quienes están siendo sometidos a un 
proceso penal, que tiene la finalidad de establecer la existencia de un delito, 
determinar la responsabilidad penal, imponer las sanciones relativas y las 
reparaciones correspondientes. Por lo tanto, las finalidades y consecuen­
cias existentes entre uno y otro procedimiento permiten identificar una 
distinción muy robusta que impide un contraste objetivo entre ambos pro­
cedimientos, por lo que se concluye que el precepto impugnado, al no 
conceder a las personas relacionadas con un procedimiento de extradición 
los mismos derechos que se reconocen a quienes están sujetas a un pro­
ceso penal, no vulnera el principio de no discriminación a que se refiere 
el artículo 1o. de la Constitución Federal.

1a./J. 14/2021 (11a.)
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Amparo en revisión 314/2020. Eugenio Javier Hernández Flores. 12 de mayo 
de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien 
está con el sentido, pero con salvedad en las consideraciones y se reservó 
su derecho para formular voto aclaratorio, Ana Margarita Ríos Farjat, y los 
Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ana Margarita Ríos 
Farjat. Secretario: Saúl Armando Patiño Lara.

Tesis de jurisprudencia 14/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veinticinco de agosto de dos mil 
veintiuno. 

Esta tesis se publicó el viernes 3 de septiembre de 2021 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de septiembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

BENEFICIOS PRELIBERACIONALES DE LIBERTAD CONDICIONADA Y 
LIBERTAD ANTICIPADA. REQUERIR PARA SU OBTENCIÓN QUE A LA 
PERSONA SENTENCIADA NO SE LE HAYA DICTADO DIVERSA SEN­
TENCIA CONDENATORIA FIRME NO VULNERA EL PRINCIPIO NON BIS 
IN IDEM, NI SE CONTRAPONE CON EL DERECHO PENAL DEL ACTO. 

Hechos: Una persona sentenciada solicitó la concesión de los beneficios 
preliberacionales de libertad condicionada y libertad anticipada. En primera 
y segunda instancias se negaron dichos beneficios preliberacionales, pues 
en contra de la persona sentenciada se habían dictado diversas sentencias 
condenatorias firmes, por lo cual no se cumplía con el requisito previsto en 
los artículos 137, fracción I, y 141, fracción I, de la Ley Nacional de Ejecu­
ción Penal. La persona sentenciada promovió amparo indirecto en el que 
planteó la inconstitucionalidad del requisito anterior, bajo el argumento 
de que se contrapone al paradigma del derecho penal del acto y vulnera el 
principio non bis in idem reconocidos en los artículos 18 y 23 de la Consti­
tución Federal. Un tribunal negó el amparo; contra dicha determinación 
se interpuso el recurso de revisión del que conoció la Primera Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que determinó que el requisito 
señalado no vulnera el principio non bis in idem, ni se contrapone con el 
derecho penal del acto y, por tanto, es constitucional.
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Criterio jurídico: Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación considera que los artículos 137, fracción I, y 141, fracción I, ambos 
de la Ley Nacional de Ejecución Penal, que establecen como requisito para 
la obtención de los beneficios de libertad condicionada y libertad anticipada, 
que a la persona sentenciada no se le haya dictado diversa sentencia conde­
natoria firme, no vulneran el principio non bis in idem, ni se contraponen 
con el derecho penal del acto.

Justificación: El principio non bis in idem, reconocido en el artículo 23 
del Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, prohíbe que el 
Estado juzgue dos veces a una persona con motivo de los mismos hechos 
delictivos. Dicho principio no se vulnera en los casos en que se establece 
como requisito para acceder a un beneficio preliberacional que la persona 
sentenciada no cuente, al menos, con una diversa sentencia condenatoria 
firme. En dicho supuesto el Juez de ejecución que cuida el cumplimiento 
de la pena, sólo hace un ejercicio de verificación para determinar si la per­
sona sentenciada cumple o no con los requisitos establecidos por la Ley 
Nacional de Ejecución Penal para conceder los beneficios preliberacionales 
de libertad condicionada y de libertad anticipada, lo cual no implica un juz­
gamiento de hechos delictivos y menos aún, que se juzgue dos veces a 
la persona sentenciada por los mismos hechos delictivos como lo prohíbe el 
artículo 23 constitucional. Por otro lado, el artículo 18 constitucional esta­
blece que el sistema penitenciario de nuestro país tiene como finalidad lograr 
la reinserción de la persona sentenciada a la sociedad y procurar que no 
vuelva a delinquir; de igual forma, señala que para alcanzar dicho obje­
tivo en la ley secundaria se podrán establecer beneficios preliberacionales. 
El paradigma del "derecho penal de autor" ha sido rechazado por nuestro 
orden constitucional, que se decanta por lo opuesto, esto es, por el "derecho 
penal de acto", que obliga a no tomar en cuenta las características per­
sonales de la persona sentenciada a la hora de imponer las sanciones 
penales. Lo anterior, revela que el legislador tiene un amplio margen de 
configuración para determinar los requisitos para acceder a los beneficios 
preliberacionales, y que con ello se alcancen los objetivos previstos en el 
artículo 18 de la Constitución Federal. Razón por la cual, los beneficios 
preliberacionales no deben considerarse como un derecho fundamental de 
las personas privadas de la libertad, sino una facultad de configuración 
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legislativa. Si bien los artículos 137, fracción I, y 141, fracción I, de la Ley 
Nacional de Ejecución Penal, exigen como requisito para la obtención de 
los beneficios de libertad condicionada y libertad anticipada, que la persona 
sentenciada que los solicita no cuente con otra sentencia condenatoria 
firme dictada en un diverso procedimiento penal, ello no vulnera el principio 
non bis in idem ni se contrapone con el "derecho penal del acto", pues la 
verificación de los requisitos de procedencia no implica juzgar a una per­
sona dos veces por el mismo delito, y su negativa no descansa en razones 
relativas a la personalidad del sentenciado, sino que atiende a que el legis­
lador consideró que en esta circunstancia, la concesión de los beneficios no 
permitirá alcanzar el objetivo de ser reinsertada a la sociedad y que, cuando 
esto ocurra, no vuelva a delinquir.

1a./J. 15/2021 (11a.)

Amparo en revisión 34/2021. Faustino o Fauztino Zamora Guzmán. 19 de mayo 
de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, Ana 
Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Ramón Eduardo 
López Saldaña.

Tesis de jurisprudencia 15/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veinticinco de agosto de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de septiembre de 2021 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de septiembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RECURSO DE APELACIÓN. EL ARTÍCULO 476 DEL CÓDIGO NACIONAL 
DE PROCEDIMIENTOS PENALES QUE ESTABLECE LA AUDIENCIA DE 
ALEGATOS ACLARATORIOS SOBRE LOS AGRAVIOS HECHOS VALER 
POR ESCRITO, NO TRANSGREDE LA ORALIDAD DEL SISTEMA PENAL 
ACUSATORIO NI LOS PRINCIPIOS DE INMEDIACIÓN, PUBLICIDAD Y 
CONTRADICCIÓN. 

Hechos: Una persona fue sentenciada en procedimiento abreviado por el 
delito de lesiones agravadas, se le impuso pena de prisión y se le condenó 
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al pago de la reparación del daño, lo que vía apelación se confirmó; en 
contra de esa resolución, la víctima del delito promovió juicio de amparo 
directo en el que planteó como concepto de violación, entre otros, la incons­
titucionalidad del artículo 476 del Código Nacional de Procedimientos Pena­
les, al considerar que viola los principios constitucionales que rigen el 
sistema oral, los cuales no pueden estar sujetos a la voluntad de las partes 
ni a la del órgano jurisdiccional.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación considera que el artículo 476 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales que prevé la audiencia de aclaración de alegatos sobre los agra­
vios hechos valer por escrito en el recurso de apelación, no transgrede los 
principios de oralidad, inmediación, publicidad y contradicción.

Justificación: El artículo 476 impugnado establece dos supuestos para 
llevar a cabo la audiencia de aclaración de alegatos: a) Cuando las partes, 
a petición propia, necesiten exponer de forma oral alegatos aclaratorios 
respecto de los agravios planteados, esta petición se hace dentro del propio 
escrito de interposición, en la contestación, o bien en el libelo de adhesión; 
y, b) Cuando el Tribunal de Apelación lo estime pertinente, para lo cual la 
audiencia se deberá convocar para llevarse a cabo dentro de los cincos 
días después de admitido el recurso y quince días después de que fenezca 
el término para la adhesión. Lo anterior, justifica que la celebración de la 
audiencia de alegatos no sea forzosa sino discrecional para las partes, de 
conformidad con el diverso precepto 471 del Código Nacional y para el propio 
Tribunal de Apelación. La opción o potestad que el legislador otorga a 
las partes para solicitar esa audiencia tiene que ver con su estrategia del 
manejo de su defensa, aquéllas tienen claro conocimiento de la sentencia 
de primera instancia, es por ello que dicha instancia impugnativa se abre a 
petición de parte. Ahora, una vez solicitada la celebración de la audien­
cia por las partes, el legislador prevé que el tribunal de alzada está obli­
gado a fijar fecha y hora para llevarla a cabo, sin excepción alguna. Lo que se 
refuerza con lo establecido en el artículo 477 del Código Nacional de Proce­
dimientos Penales, en el que se determina la forma en que debe llevarse a 
cabo la audiencia de aclaración de alegatos, en la que, se insiste, se ven­
tilan las cuestiones inherentes a los agravios planteados por escrito. En ese 
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sentido, es razonable que se otorgue a quienes abren la instancia de ape­
lación, no sólo expresen por escrito los agravios que les causan la sentencia 
de primera instancia sino la posibilidad de que aclaren sus agravios oral­
mente, cuestión que abona a la identificación de la litis impugnativa y puede 
evitar algún error en el entendimiento de los agravios por parte del Tribunal 
de Apelación. El precepto impugnado lejos de contravenir los principios del 
sistema penal los salvaguarda, porque atiende a las peculiaridades de cada 
etapa procedimental, dado que la tramitación de la apelación corresponde 
con el diseño de una fase de revisión final. Además, es innecesario que el 
artículo impugnado establezca los supuestos en los que el tribunal de alzada 
deba ordenar la celebración de aclaración de alegatos, pues atendiendo 
al contexto en que se desenvuelve la norma, es evidente que cuenta con la 
facultad discrecional para que, en caso de que los alegatos no sean compren­
sibles, se cite a las partes para su aclaración, como segunda opción.

1a./J. 16/2021 (11a.)

Amparo directo en revisión 2666/2020. 9 de junio de 2021. Cinco votos de las 
Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien está con el sentido pero se 
separa de algunas consideraciones, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los 
Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente, en el que se aparta de algunas 
consideraciones contendidas en la presente tesis, y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: 
Rosalba Rodríguez Mireles.

Tesis de jurisprudencia 16/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de uno de septiembre de dos mil veintiuno. 

Nota: La sentencia relativa al amparo directo en revisión 2666/2020, aparece 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 27 de 
agosto de 2021 a las 10:35 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Undécima Época, Libro 4, Tomo IV, agosto de 2021, 
página 3483, con número de registro digital: 30044.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de septiembre de 2021 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de septiembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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PERSONAS QUE SE DEDICAN A LA ABOGACÍA O PROCURADORES. 
LA PROHIBICIÓN DE COMPRAR LOS BIENES EN LOS JUICIOS EN QUE 
INTERVENGAN Y LA PROHIBICIÓN DE SER CESIONARIOS DE LOS 
DERECHOS QUE SE TENGAN SOBRE ELLOS NO VULNERA LOS DERE­
CHOS A LA IGUALDAD Y A LA NO DISCRIMINACIÓN.

Hechos: Un Tribunal Colegiado concedió el amparo a una persona y ordenó 
declarar la nulidad de una cláusula de un contrato, en la cual, un abogado 
pactó con sus clientes que el pago de sus honorarios sería con un porcen­
taje de los bienes que se obtuvieran en los juicios que se comprometió a 
tramitar. El Tribunal Colegiado consideró que dicha cláusula era contraria 
a la prohibición prevista en el artículo 2,276 del Código Civil para el entonces 
Distrito Federal. Inconforme, el abogado interpuso recurso de revisión y 
argumentó que el citado precepto transgrede los derechos a la igualdad 
y a la no discriminación, porque limita la libertad de quienes ejercen la abo­
gacía y de las y los procuradores para pactar con sus clientes esa forma de 
pago, a diferencia de lo que ocurre con el resto de los profesionistas, quienes 
no tienen esa restricción.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que la prohibición prevista en el artículo 2,276 del Código Civil 
para el entonces Distrito Federal no vulnera el derecho a la igualdad y a la 
no discriminación, pues si bien tiene por efecto que, a diferencia de otros 
profesionistas, quienes ejercen la abogacía y las y los procuradores no 
puedan pactar con sus clientes el pago de sus honorarios con parte de los 
bienes que son objeto de sus servicios, esa diferencia de trato tiene una 
justificación objetiva y razonable.

Justificación: Un escrutinio ordinario de la prohibición descrita permite con­
cluir que la distinción de trato tiene una finalidad constitucionalmente admi­
sible, en tanto busca proteger a las clientas y los clientes del abuso de sus 
abogados o abogadas, así como de procuradores, quienes cuentan con un 
conocimiento jurídico que probablemente aquéllos no, lo que les coloca 
en una situación ventajosa que les permitiría obligarlos a venderles sus 
bienes subvaluados o a cederlos como contraprestación excesiva por con­
cepto de honorarios. Asimismo, es un medio apto para evitar que las per­
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sonas destinatarias de la prohibición incurran en esos abusos y dado que 
la diferencia de trato no se sustenta en una categoría sospechosa, la auto­
ridad legislativa no estaba obligada a usar los mejores medios imaginables 
para su consecución, por lo que guarda una relación de instrumentalidad 
con la finalidad pretendida. Finalmente, es proporcional pues la prohibición 
no es absoluta, sino que está acotada sólo a los bienes que son materia de 
los juicios en que las abogadas y los abogados o procuradores intervienen, 
por lo que únicamente excluye esa específica modalidad de pago y no 
genera un desequilibrio desproporcionado entre el derecho a la libertad de 
contratación de los profesionistas descritos y la protección de los dere­
chos de las y los usuarios de sus servicios.

1a./J. 18/2021 (11a.)

Amparo directo en revisión 2397/2020. Ignacio Carlos Zaragoza Mora y otro. 
9 de junio de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Her­
nández, Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, quien formuló voto aclaratorio, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto aclaratorio, y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Jesús Iram Aguirre 
Sandoval.

Tesis de jurisprudencia 18/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de ocho de septiembre de dos mil 
veintiuno. 

Esta tesis se publicó el viernes 24 de septiembre de 2021 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de septiembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RATIFICACIÓN DEL DESISTIMIENTO DEL JUICIO DE AMPARO EN MATE­
RIA PENAL O DE ALGUNO DE SUS RECURSOS. PARA SU VALIDEZ, EL 
ÓRGANO JURISDICCIONAL DEBE ORDENAR AL FUNCIONARIO CON FE 
PÚBLICA QUE EXPLIQUE AL QUEJOSO O RECURRENTE LOS ALCAN­
CES Y LAS CONSECUENCIAS DE SU DECISIÓN, AL MOMENTO DE LA 
DILIGENCIA. 

Hechos: Una persona sentenciada en un procedimiento penal interpuso 
recurso de revisión en contra de la resolución dictada en un juicio de amparo 
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directo. El recurso se desechó; contra ese proveído interpuso recurso de recla­
mación, y durante el trámite de este último presentó un escrito de desistimiento 
de ese medio de defensa, por lo que se ordenó su ratificación, haciendo del 
conocimiento del recurrente los alcances y las consecuencias de su decisión 
para el efecto de tenerlo por desistido del recurso de reclamación y dejar 
firme el auto impugnado.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que en atención a los principios de debido proceso y de seguri­
dad jurídica, para dar validez a la ratificación del desistimiento del juicio de 
amparo o de alguno de los recursos ordenada en el artículo 63, fracción I, 
párrafo primero, de la Ley de Amparo, tratándose de un asunto de naturaleza 
penal, el órgano jurisdiccional correspondiente debe ordenar al funcionario 
judicial encomendado que al momento de la diligencia de ratificación expli­
que al quejoso o recurrente los alcances y las consecuencias jurídicas de su 
decisión de no continuar con la instancia o medio de defensa iniciado.

Justificación: En la doctrina procesal y en la jurisprudencia, el desistimiento 
se contrae al acto abdicatorio por el cual se manifiesta el propósito de aban­
donar una instancia o de no confirmar el ejercicio de una acción, la reclama­
ción de un derecho o la realización de cualquier otro trámite de un procedimiento 
iniciado. Por tanto, como consiste en apartarse del ejercicio de un derecho 
o de facultades procesales ya ejercidos, puede referirse tanto a una acción, 
como a un recurso, a una prueba o a un incidente. En ese sentido, el artículo 
63, fracción I, párrafo primero, de la Ley de Amparo, no sólo comprende el 
desistimiento de la demanda de un juicio de amparo, sino también de los 
recursos que establece para ese procedimiento dicha legislación. Ahora 
bien, para que se tenga certeza de la decisión del quejoso o recurrente, el 
citado artículo 63 establece la necesidad de que se ratifique el desistimiento. 
Lo anterior significa que la autoridad encargada del asunto debe ordenar 
que ante el funcionario judicial con fe pública, el quejoso o recurrente expre­
samente manifieste que confirma su decisión de desistirse del juicio y/o del 
recurso. En ese tenor, para garantizar el derecho al debido proceso y la 
seguridad jurídica de las personas que se encuentran involucradas en un 
procedimiento penal, en cualquier etapa, dada su situación de fragilidad, 
es indispensable que antes de ratificar el desistimiento se les expliquen los 
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efectos jurídicos que traerá consigo poner fin a la acción de amparo, o bien, 
a los diversos medios de impugnación que rigen dicho juicio constitucional. 
Ello, en atención a sus derechos de seguridad jurídica y al debido proceso, que 
son reconocidos en los artículos 14 de la Constitución General, 8, numeral 1, 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14, numeral 1, del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

1a./J. 19/2021 (11a.)

Recurso de reclamación 370/2021. Edgar Iván Ledezma Salcedo. 11 de agosto 
de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y 
Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Rosalba Rodrí­
guez Mireles.

Tesis de jurisprudencia 19/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de seis de octubre de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de octubre de 2021 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de octubre de 2021, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

ANÁLISIS DE LA CONSTITUCIONALIDAD DEL ARTÍCULO 129 DE LA 
LEY GENERAL DE SOCIEDADES MERCANTILES. ES IMPROCEDENTE 
HACER EL ESTUDIO CUANDO SE ADUCE QUE LAS RECOMENDACIONES 
EMITIDAS POR EL GRUPO DE ACCIÓN FINANCIERA INTERNACIONAL 
(GAFI) VULNERAN EL DERECHO A LA IGUALDAD DE LAS SOCIEDADES 
ANÓNIMAS. 

Hechos: Una sociedad anónima de capital variable promovió juicio de amparo 
en contra del Decreto por el que se adicionan diversas disposiciones de la 
Ley General de Sociedades Mercantiles, publicado en el Diario Oficial de 
la Federación, el catorce de junio de dos mil dieciocho, en específico en 
contra del artículo 129, por considerar que vulneraba el derecho a la igualdad, 
al establecer ciertas obligaciones, relacionadas con la entrega de informa­
ción de la estructura y tenencia accionaria para las sociedades anónimas, sin 
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que dichas obligaciones se prevean para otras sociedades a las que el orde­
namiento jurídico mexicano les reconoce personalidad. Además, la inconsti­
tucionalidad que se planteó también se basa en que el Grupo de Acción 
Financiera Internacional (GAFI), en sus recomendaciones, no distinguió 
entre tipos de sociedades.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que es improcedente analizar si el artículo 129 de la Ley Gene­
ral de Sociedades Mercantiles vulnera el derecho a la igualdad de las socie­
dades anónimas derivado del contraste entre las obligaciones establecidas 
para esas sociedades y las previstas para las demás sociedades a las que se 
les reconoce personalidad en el sistema jurídico mexicano, bajo el argumento 
de que el legislador federal no tenía facultades para regular de cierta forma 
los alcances de las recomendaciones emitidas por el GAFI.

Justificación: Las recomendaciones emitidas por el GAFI no tienen el alcance 
de utilizarse como estándar para revisar la constitucionalidad del artículo 
129 de la Ley General de Sociedades Mercantiles, ya que el examen de 
regularidad constitucional de una norma general tiene por objeto la confron­
tación del texto legal con el contenido de los principios constitucionales (en 
sentido amplio, de fuente interna e internacional), pero no con instrumentos 
de naturaleza internacional cuyo contenido no versa de manera directa 
sobre derechos humanos (por no fijar las relaciones o posiciones jurídicas, 
sentido y/o alcance de un derecho humano).

1a./J. 20/2021 (11a.)

Amparo en revisión 776/2019. Optimuros, S.A. de C.V. 12 de mayo de 2021. 
Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita 
Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Cecilia Armengol Alonso.

Tesis de jurisprudencia 20/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de seis de octubre de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de octubre de 2021 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de octubre de 2021, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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DERECHO DE ALIMENTOS (HABITACIÓN) DE LAS PERSONAS MENO­
RES DE EDAD. ES DISTINTO DEL DERECHO DE USO QUE SUS PROGE­
NITORES DEFIENDEN EN UN JUICIO DE TERMINACIÓN DE CONTRATO 
DE COMODATO RESPECTO DEL INMUEBLE DONDE HABITAN, POR LO 
QUE EN DICHO JUICIO NO PROCEDE ANALIZAR EL ASUNTO A LA LUZ 
DEL INTERÉS SUPERIOR DE LA INFANCIA.

Hechos: El padre y la madre de dos personas menores de edad fueron deman­
dados por la abuela de éstas en un juicio sobre terminación de contrato 
verbal de comodato, respecto de un inmueble que ocupaban aquéllos como 
casa habitación. En primera y segunda instancia se determinó la improce­
dencia de la acción planteada por la abuela; razón por la cual esta última 
promovió juicio de amparo. El Tribunal Colegiado concedió protección consti­
tucional para que la autoridad responsable emitiera una nueva resolución, 
en la que valorara debidamente las pruebas desahogadas en el juicio. Los 
padres de las menores de edad presentaron un recurso de revisión en el que 
alegaron que el Tribunal Colegiado debió analizar el impacto que tendría la 
concesión del amparo en los derechos humanos de sus hijas quienes habita­
ban el domicilio y por lo tanto se podrían ver desalojadas de dicho inmueble.

Criterio jurídico: El derecho de alimentos de las hijas o hijos menores de 
edad (que comprende la habitación), es distinto del derecho de uso que 
sus padres, como parte en el proceso, defienden en un juicio de terminación 
de contrato de comodato, por lo que en estos casos la autoridad jurisdic­
cional no se encuentra constreñida a realizar ningún pronunciamiento sobre 
el impacto de la determinación en el interés superior de la infancia, ya que no 
existe disputa respecto de los derechos de niños, niñas o adolescentes.

Justificación: A pesar de la estrecha relación funcional que guarda el derecho 
de habitación de una persona menor de edad, respecto del satisfactor mate­
rial (inmueble) que se emplea para colmar ese derecho, cuando la litis en el 
juicio natural versa sobre la determinación judicial de restitución de la pose­
sión de un inmueble, mas no sobre el alcance, subsistencia y/o modificación 
del derecho de alimentos (habitación) de las personas menores de edad, el 
caso no amerita ser apreciado a la luz de su interés superior, ni con pers­
pectiva de infancia. Lo anterior, aun tomando en consideración el alcance 
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que jurisprudencialmente se ha dado al interés superior de la infancia y al 
derecho de participación de niños, niñas y adolescentes en los procedimientos 
en donde se ventilen sus derechos, pues no es posible atender a una even­
tual e incierta situación de hecho que en el futuro pudiera afectar de manera 
indirecta a las personas menores de edad involucradas. Lo definitivo en 
estos casos es que no existe una contraposición jurídica entre el derecho 
de propiedad y posesión que ostenta la parte actora en el juicio de origen 
y el derecho de alimentos (habitación) de las personas menores, pues lejos de 
estar vinculado directamente con el inmueble litigioso, está ligado jurídica­
mente al deber de proporcionar alimentos a cargo de las personas respon­
sables de tal obligación.

1a./J. 21/2021 (11a.)

Amparo directo en revisión 758/2020. Jovita Guadalupe Gutiérrez Tapia. 19 de 
mayo de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández 
y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarias: Irlanda Denisse Ávalos 
Núñez y Karina Castillo Flores.

Tesis de jurisprudencia 21/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de trece de octubre de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de octubre de 2021 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de octubre de 2021, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

AUDIENCIA ACLARATORIA DE ALEGATOS EN EL RECURSO DE APE­
LACIÓN. EL ARTÍCULO 476 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIEN­
TOS PENALES QUE LA PREVÉ, NO VULNERA EL DERECHO DE TODA 
PERSONA A SER SENTENCIADA EN AUDIENCIA PÚBLICA, PREVIA 
CITACIÓN, A QUE SE REFIEREN LOS ARTÍCULOS 17 Y 20 DE LA CONS­
TITUCIÓN POLÍTICA DEL PAÍS. 

Hechos: En una demanda de amparo directo se reclamó que el artículo 476 
del Código Nacional de Procedimientos Penales vulnera el derecho a ser 
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sentenciado en audiencia pública, previa citación de las partes, en relación 
con el derecho a contar con un recurso efectivo. Ante la negativa del amparo 
decretada por el Tribunal Colegiado, la parte quejosa interpuso recurso de 
revisión, el cual fue remitido a este Alto Tribunal.

Criterio jurídico: El artículo 476 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales que prevé la apertura de una audiencia aclaratoria de alegatos sólo 
en determinados supuestos y no de manera obligatoria en el recurso de ape­
lación, no vulnera el derecho de toda persona a ser sentenciada en audiencia 
pública, previa citación, a que se refieren el artículo 17, párrafo sexto, en 
relación con el diverso 20, apartado B, fracción V, ambos de la Constitución 
Política del país.

Justificación: El precepto impugnado regula un mecanismo diseñado para 
la sustanciación del recurso de apelación en el que la apertura de una 
audiencia aclaratoria de alegatos no es obligatoria, sino que se realiza a peti­
ción de alguna de las partes recurrentes para no afectar sus estrategias 
legales, o cuando el tribunal de alzada lo considere necesario. Esto garantiza, 
por un lado, la oportunidad a la parte que ha formulado agravios para clari­
ficar su postura, o encaminar de manera clara sus argumentos, y por otro, sirve 
como una herramienta al alcance del órgano jurisdiccional para facilitar su 
tarea en la precisión de los reclamos y la forma en que deberá atenderlos 
para resolver el recurso conforme a los principios de exhaustividad, prontitud, 
congruencia y completitud. Así, el hecho de que el artículo 476 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales establezca sólo para algunos casos la 
celebración de una audiencia aclaratoria de alegatos durante el trámite del 
recurso de apelación, no significa que al recurrente le sea transgredido 
el derecho a ser sentenciado en audiencia pública, previa citación, como 
parte del derecho de audiencia, de las formalidades esenciales del proce­
dimiento y del debido proceso. Lo anterior, puesto que ello no implica que la 
parte recurrente no haya sido llamada a la tramitación del recurso, que no 
estuviera en oportunidad de imponerse de su contenido, o que no pueda 
expresar agravios, pues dicho trámite está regulado en el artículo 471 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales, como tampoco impide ni limita 
que a la parte recurrente o la que se ha adherido al recurso le sea dictada 
sentencia de apelación de plano en la propia audiencia o por escrito dentro 
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de los tres días siguientes a la celebración de la audiencia. Por lo tanto, el 
precepto impugnado no es violatorio del artículo 17, párrafo sexto, en rela­
ción con el diverso 20, apartado B, fracción V, ambos de la Constitución 
Política del país.

1a./J. 26/2021 (11a.)

Amparo directo en revisión 504/2021. Froylán Solorio Peñaloza. 11 de agosto 
de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Ana Margarita 
Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Saúl Armando 
Patiño Lara.

Tesis de jurisprudencia 26/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintisiete de octubre dos mil veintiuno. 

Esta tesis se publicó el viernes 5 de noviembre de 2021 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de noviembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PRINCIPIO DE PRIVILEGIO DEL FONDO SOBRE LA FORMA. LA TRAMI­
TACIÓN DE UN JUICIO EN LA VÍA INCORRECTA NO ES UN MERO FOR­
MALISMO QUE PUEDA OBVIARSE (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 
17, PÁRRAFO TERCERO, CONSTITUCIONAL).

Hechos: Una persona demandó en la vía ordinaria civil a una inmobiliaria el 
otorgamiento y firma de escritura de un contrato de compraventa de un inmue­
ble. Al contestar, la empresa opuso la excepción de improcedencia de la vía, 
sustentada en que la relación entre las partes es mixta y, por tanto, se debió 
demandar en la vía ordinaria mercantil. La excepción fue desestimada en 
ambas instancias, bajo el argumento de que no le causaba perjuicio, dada 
la similitud de plazos entre ambas vías y porque la vía civil concede una 
mayor oportunidad probatoria. En el juicio de amparo directo, el Tribunal 
Colegiado consideró que no se argumentó cuál derecho fue trastocado con 
la tramitación del juicio en la vía incorrecta y que la jurisprudencia 1a./J. 
74/2005 se emitió previo a la incorporación del tercer párrafo del artículo 17 
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constitucional, conforme al cual los Jueces deben privilegiar el fondo sobre 
la forma.

Criterio jurídico: La incorporación al Texto Constitucional de la obligación a 
cargo de las autoridades jurisdiccionales de privilegiar la solución de fondo 
de las controversias judiciales sobre los formalismos procedimentales no 
es irrestricto sino que está condicionado a que en los juicios o procedimientos 
seguidos en forma de juicio, no se afecte con su aplicación la igualdad entre 
las partes, el debido proceso u otros derechos. Por tanto, si con la trami­
tación de un juicio en la vía incorrecta se transgrede el derecho a la segu­
ridad jurídica, no se cumplen los requisitos constitucionales para obviar 
dicha violación procesal con base en ese principio.

Justificación: La vía es un presupuesto procesal y, por ende, una condición 
de validez del proceso, que se concibe como el conjunto de formalidades 
adjetivas, plazos, términos y demás elementos que integran un procedimiento 
particular, estructurado y previamente establecido por el legislador en el cual 
deben seguirse los diferentes tipos de controversias que se puedan someter 
a la jurisdicción de un tribunal o autoridad que ejerce una función material­
mente jurisdiccional. Su objetivo es dar efectividad a los derechos sustan­
tivos de las personas y su existencia deriva de uno de los derechos que 
sustenta todo el sistema jurídico nacional: la seguridad jurídica. Sobre esas 
bases, la tramitación del juicio en la vía incorrecta no es un mero formalismo 
procedimental, ni siquiera el incumplimiento a alguna de las formalidades 
que deben regir el proceso natural, sino la transgresión a toda la estructura 
creada por el legislador para la sustanciación de la controversia, cuya ausen­
cia impide tener plena certeza de que se respetó el derecho del demandado 
a la seguridad jurídica y legalidad. Por ende, no es constitucionalmente 
válido aceptar que pueda obviarse y consentir su incumplimiento, so pretexto 
de fallar de fondo la litis del juicio, ya que no se satisfacen las exigencias 
constitucionales para ello, pues uno de los requisitos que el artículo 17 consti­
tucional establece para que los juzgadores puedan privilegiar la solución 
del fondo de la controversia, al margen de la existencia de violaciones proce­
sales, es que con éstas no se haya transgredido algún otro derecho sustantivo 
de las partes y con el trámite en la vía incorrecta de un litigio se transgrede 
el derecho a la seguridad jurídica.

1a./J. 29/2021 (11a.)
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Amparo directo en revisión 5934/2019. Bansí, S.A., Institución de Banca Múlti­
ple. 29 de septiembre de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía 
Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis Gon­
zález Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló 
voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ana Margarita 
Ríos Farjat. Secretario: Jesús Iram Aguirre Sandoval.

Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 74/2005 citada, se publicó con el rubro: 
"PROCEDIMIENTO SEGUIDO EN UNA VÍA INCORRECTA. POR SÍ MISMO 
CAUSA AGRAVIO AL DEMANDADO Y, POR ENDE, CONTRAVIENE SU 
GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA.", en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXII, agosto de 2005, 
página 107, con número de registro digital: 177529.

Tesis de jurisprudencia 29/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de tres de noviembre de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de noviembre de 2021 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 16 de 
noviembre de 2021, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

INTERÉS LEGÍTIMO EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. LO TIENEN 
LOS INTEGRANTES DE LA COMUNIDAD LGBTI+ Y SUS FAMILIARES 
CUANDO RECLAMAN DEL CONGRESO DEL ESTADO DE YUCATÁN LA 
IMPOSICIÓN DE UNA VOTACIÓN POR CÉDULA SECRETA Y LA EJECU­
CIÓN DE DICHA VOTACIÓN POR LA QUE SE DESECHÓ UN DICTAMEN 
DE REFORMA A LA CONSTITUCIÓN LOCAL EN MATERIA DE MATRIMO­
NIO Y CONCUBINATO IGUALITARIO. 

Hechos: El quince de julio de dos mil diecinueve, mediante la imposición 
de un mecanismo de votación por cédula secreta, el Pleno del Congreso del 
Estado de Yucatán desechó por mayoría de votos un dictamen de reforma 
a la Constitución Local, mediante el cual se pretendía derogar la definición 
del matrimonio y el concubinato como la unión entre una mujer y un hombre. 
En desacuerdo, un conjunto de personas, quienes manifestaron ser residen­
tes en el Estado de Yucatán e integrantes de la comunidad LGBTI+ o familiares 
de personas de dicha comunidad, promovieron juicio de amparo indirecto, 
alegando que la imposición y ejecución de dicha votación por cédula violaba, 
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entre otros, el derecho a participar activamente en la dirección de los asun­
tos públicos del Estado, en relación con la libertad de expresión y el acceso 
a la información pública. El Juez de Distrito sobreseyó en el juicio al consi­
derar que las y los quejosos no acreditaron su interés legítimo.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que las personas que se autodeterminan como pertenecientes a 
la comunidad de lesbianas, homosexuales, bisexuales, personas transgene­
ristas, intersexuales y más (LGBTI+), o como familiares de personas per­
tenecientes a esa colectividad, cuentan con interés legítimo para impugnar 
la imposición de una votación por cédula secreta y la celebración de dicha 
votación por parte del Pleno del Congreso Local que dio lugar al dese­
chamiento de un dictamen de reforma a la Constitución del Estado de Yuca­
tán en materia de matrimonio y concubinato igualitario. Esto es así, ya que 
estas personas detentan un agravio diferenciado por virtud de su especial 
situación frente al ordenamiento jurídico.

Justificación: En primer lugar, atendiendo a las circunstancias del caso con­
creto, concurre una pretensión por parte de las y los quejosos a través de 
la acción de amparo indirecto: que se declare la violación de sus derechos 
humanos a la participación política y a la libertad de expresión e informa­
ción con motivo de una incorrecta imposición y votación por cédula al interior 
del Congreso del Estado. En segundo lugar, estos derechos de participación 
política y libertad de expresión e información se encuentran reconocidos 
como derechos objetivos de rango constitucional y se estima que el interés 
de las y los quejosos se encuentra garantizado por dichos derechos, en 
virtud de su especial situación en el ordenamiento jurídico; lo cual hace que 
dicho interés sea cualificado, actual, real y jurídicamente relevante. Por un lado, 
porque existe un vínculo suficiente entre los derechos humanos reclama­
dos y la situación de las y los quejosos. El principio de publicidad parlamen­
taria guarda una conexión patente con el derecho a la participación política 
y la libertad de expresión e información. Incluso, el principio mencionado se 
configura como una obligación exigida por estos derechos, de modo que 
su incumplimiento puede generar una violación de los mismos. Por otro lado, 
las personas que promovieron la demanda de amparo y que gozan de tales 
derechos se encuentran en una situación particular frente a esta posible 
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violación, dado el contexto fáctico y normativo en el que se desenvuelven. 
Esto es, un contexto en donde son víctimas de la estigmatización provocada 
por los párrafos segundo y tercero del artículo 94 de la Constitución Local 
(la norma que iba a ser reformada mediante el dictamen desechado por 
virtud de los actos reclamados), que prohíbe implícitamente el matrimonio 
igualitario. La conceptualización del matrimonio y el concubinato que prevé 
esta norma es análoga a la formulación que esta Primera Sala ha determi­
nado una y otra vez como estigmatizante por discriminación en contra de las 
personas de la comunidad LGBTI+. Así, se está en un contexto en donde 
las personas que accionaron el juicio de amparo son destinatarias de un 
mensaje adoptado por el Estado de Yucatán que les afecta en su esfera 
jurídica de manera particular y diferenciada frente al resto de la sociedad. 
Como consecuencia de esta situación, el ejercicio de los derechos a la parti­
cipación política, expresión e información por parte de las y los quejosos se 
da desde una situación especial dentro del orden jurídico y a partir de una 
afectación particularizada en su esfera jurídica. De este modo, su interés en 
la publicidad del voto de los representantes populares (cuestión implicada 
por sus derechos a la participación política y a la libertad de expresión e 
información) se diferencia del interés simple que cualquier persona podría 
tener en el tema. La violación que se atribuye al acto reclamado está conec­
tada directamente con el trato específico que reciben o han recibido por 
parte del orden jurídico a partir de una norma estigmatizante. Por último, 
tomando en cuenta todo lo anterior, se hace evidente cómo la posible conce­
sión del amparo sí puede generar un beneficio positivo en la esfera jurídica 
de la quejosa de carácter actual. De considerarse que la votación por cédula 
que desechó el referido Dictamen se llevó a cabo en contraposición a los 
derechos a la participación política, libertad de expresión e información, el 
efecto de la sentencia consistirá en reponer el procedimiento para que se lleve 
a cabo la votación cumpliendo con la publicidad que exigen interrelaciona­
damente los derechos a la participación política, libertad de expresión e 
información.

1a./J. 31/2021 (11a.)

Amparo en revisión 25/2021. 18 de agosto de 2021. Cinco votos de las Ministras 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis 
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González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó 
su derecho para formular voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Miguel Antonio 
Núñez Valadez.

Tesis de jurisprudencia 31/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diez de noviembre de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de noviembre de 2021 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de noviembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CUANDO SE IMPUGNAN 
CIERTOS ACTOS INTRALEGISLATIVOS COMO LA IMPOSICIÓN DE 
UNA VOTACIÓN POR CÉDULA SECRETA Y LA EJECUCIÓN DE DICHA 
VOTACIÓN PARA DESECHAR UN DICTAMEN DE REFORMA A UNA 
CONSTITUCIÓN LOCAL, PUES NO SE ACTUALIZA LA RAZÓN DE IM­
PROCEDENCIA RELATIVA A LA INJUSTICIABILIDAD DE LOS ACTOS 
RECLAMADOS. 

Hechos: El quince de julio de dos mil diecinueve, mediante la imposición 
de un mecanismo de votación por cédula secreta, el Pleno del Congreso del 
Estado de Yucatán desechó por mayoría de votos un dictamen de reforma 
a la Constitución Local, mediante el cual se pretendía derogar la definición 
del matrimonio y el concubinato como la unión entre una mujer y un hombre. 
En desacuerdo, un conjunto de personas, quienes manifestaron ser residen­
tes en el Estado de Yucatán e integrantes de la comunidad LGBTI+ o familiares 
de personas de dicha comunidad, promovieron juicio de amparo indirecto, 
alegando que la imposición y ejecución de dicha votación por cédula vio­
laba, entre otros, el derecho a participar activamente en la dirección de los 
asuntos públicos del Estado, en relación con la libertad de expresión y el 
acceso a la información pública. El Juez de Distrito sobreseyó en el juicio.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que la imposición de una votación por cédula secreta y la cele­
bración de dicha votación por parte del Pleno de un Congreso Local, aun 
cuando son actos intralegislativos que no dieron lugar a una norma jurídica, 
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son actos de autoridad susceptibles de ser revisables a través del juicio de 
amparo indirecto.

Justificación: En primer lugar, los referidos actos reclamados no entran en 
las hipótesis de las fracciones V y VII del artículo 61 de la Ley de Amparo. 
Las causas de improcedencia ahí previstas apuntan a actos del Congreso 
Federal o actos de los Congresos Locales en materia de juicio político y 
declaración de procedencia, así como de la elección, suspensión o remo­
ción de funcionarios. En segundo lugar, no se advierte ninguna previsión 
constitucional o legal que lleve a concluir que los actos específicamente 
reclamados por las y los quejosos no pueden ser justiciables a través del 
juicio de amparo, que lleve a la improcedencia en razón de la fracción XXIII 
del artículo 61 de la Ley de Amparo. Esto es así, ya que no se está ante un 
caso en que la revisión constitucional de estos actos intra-legislativos (que 
se dieron durante un procedimiento legislativo y se relacionan con una 
votación legislativa) ponga en entredicho nuestro modelo constitucional y el 
equilibrio entre poderes al afectar la autonomía del Poder Legislativo; situa­
ción que de ocurrir, según los precedentes y doctrina constitucional, haría 
injusticiables tales actos vía juicio de amparo. En suma, no se aprecia una 
norma de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de la que 
pueda inferirse que la forma de llevarse a cabo una votación legislativa y su 
ejecución sea una cuestión reservada en única instancia por la Constitución 
a una valoración por el órgano legislativo estatal. Los actos reclamados modi­
ficaron situaciones jurídicas en forma unilateral y obligatoria, al desecharse 
un dictamen de reforma a la Constitución del Estado de Yucatán que buscaba 
derogar ciertas normas jurídicas en materia de matrimonio; por ello, son 
actos de autoridad que, aunque forman parte del derecho parlamentario 
administrativo, se encuentran específicamente reglados en ley y reglamento. 
No se trata entonces de actos que la Constitución haya conferido al legisla­
dor una discreción absoluta por criterios políticos o de oportunidad. Así, 
aceptar la justiciabilidad de estos actos no provoca que un conflicto se 
encause indebidamente a través del Poder Judicial en sustitución de un 
órgano con legitimidad democrática al que la Constitución le asigna dicha 
facultad. Además, verificar si una votación al interior del Congreso se llevó 
a cabo correctamente y viola o no derechos humanos, no rompe con la 
autonomía parlamentaria delimitada por la Constitución General ni trans­
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forma su mandato de representativo en imperativo. Por su parte, tampoco 
se considera que la justiciabilidad de este caso implique una politización de 
la justicia constitucional. Al aceptar que los actos reclamados son suscep­
tibles de analizarse a través del juicio amparo, ni siquiera se está entrando 
a debatir una cuestión sustantiva en términos valorativos ni le está dictando 
una política pública al Poder Legislativo yucateco. Por el contrario, la publici­
dad parlamentaria es una precondición formal del debate democrático que 
opera en un plano procesal que trasciende cualquier consideración política 
por parte de las Legislaturas. Finalmente, la imposición de una votación y 
la votación por cédula, tal como se llevó a cabo por el Congreso del Estado 
de Yucatán, tuvo un efecto por sí mismo y ese efecto fue definitivo en el 
ordenamiento jurídico. Por ende, aun cuando tales actos formaron parte de 
un determinado proceso legislativo, su impugnación se debe a los efectos 
causados por esa mera votación y las y los quejosos no buscaron cuestionar 
el proceso legislativo a la luz de su producto normativo; por lo que no guarda 
relevancia la doctrina de trascendencia normativa. De ahí que, en el caso 
concreto, de manera interrelacionada, se logró acreditar el interés legítimo 
de las y los quejosos para impugnar los referidos actos reclamados.

1a./J. 32/2021 (11a.)

Amparo en revisión 25/2021. 18 de agosto de 2021. Cinco votos de las Ministras 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó 
su derecho para formular voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Miguel Antonio Núñez 
Valadez.

Tesis de jurisprudencia 32/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diez de noviembre de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de noviembre de 2021 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de noviembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

INTERÉS LEGÍTIMO EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. TRATÁN­
DOSE DE MATRIMONIO O CONCUBINATO IGUALITARIO, NO DEBE 
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CONFUNDIRSE EL CONCEPTO DE INTERÉS LEGÍTIMO CON LOS CON­
CEPTOS DE INTERÉS INDIVIDUAL O COLECTIVO/DIFUSO. 

Hechos: El quince de julio de dos mil diecinueve, mediante la imposición 
de un mecanismo de votación por cédula secreta, el Pleno del Congreso del 
Estado de Yucatán desechó por mayoría de votos un dictamen de reforma 
a la Constitución Local, mediante el cual se pretendía derogar la definición 
del matrimonio y el concubinato como la unión entre una mujer y un hombre. 
En desacuerdo, un conjunto de personas, quienes manifestaron ser residen­
tes en el Estado de Yucatán e integrantes de la comunidad LGBTI+ o familiares 
de personas de dicha comunidad, promovieron juicio de amparo indirecto, 
alegando que la imposición y ejecución de dicha votación por cédula violaba, 
entre otros, el derecho a participar activamente en la dirección de los asuntos 
públicos del Estado, en relación con la libertad de expresión y el acceso a 
la información pública. El Juez de Distrito sobreseyó en el juicio al considerar 
que la parte quejosa no acreditó su interés legítimo.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que al momento de analizar la afectación de un acto reclamado, 
no deben confundirse los conceptos de interés individual o colectivo/difuso 
con el interés legítimo para efectos de la procedencia del juicio de amparo 
indirecto.

Justificación: El interés legítimo se vincula con la exigencia de alegar una 
violación a un derecho constitucional y resentir una afectación en la esfera 
jurídica, por la especial situación que la parte quejosa ocupa frente al ord­
namiento jurídico; lo cual permite a las personas combatir actos que estiman 
lesivos de sus derechos humanos, sin la necesidad de ser titulares de un 
derecho subjetivo –noción asociada clásicamente al interés jurídico–. Así, el 
interés legítimo radica en un agravio diferenciado que sufre una persona por 
virtud de su especial situación que tiene en el orden jurídico. Se trata, pues, 
de un interés personal –de carácter individual o colectivo– que es cualificado, 
actual, real y jurídicamente relevante. Interés que debe estar garantizado por 
un derecho objetivo y que implica una afectación en cierta esfera jurídica 
de la persona (entendida en sentido amplio) apreciada bajo un parámetro de 
razonabilidad y no sólo como una simple posibilidad; por lo que la conce­
sión del amparo se traducirá en un beneficio positivo en la esfera jurídica 
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de la parte quejosa actual o futuro pero cierto. Sin que puedan confundirse 
los conceptos de interés individual o colectivo/difuso con el interés legítimo. 
Un aspecto es el concepto de interés atendiendo al número de personas 
que se ven afectadas (interés individual o colectivo/difuso) y otro muy dis­
tinto el concepto de interés atendiendo al nivel de afectación o intensidad 
de relación con la esfera jurídica de que se trate (interés simple, legítimo o 
jurídico). El interés legítimo no es sinónimo ni puede equipararse al interés 
colectivo/difuso. Hay interés legítimo de carácter individual; aunque, para 
efectos de algunos juicios de amparo y de acuerdo al alcance de los derechos 
humanos involucrados, es también común que el interés legítimo de una 
persona responda a un interés colectivo o difuso. En ese sentido, tratándose 
del caso que nos ocupa, ante la estigmatización que causa una norma que 
prohíbe el matrimonio y el concubinato igualitario, lo relevante es la auto­
determinación y basta la afirmación bajo protesta de decir verdad de las 
personas físicas que interpusieron la acción de amparo para que se tenga 
por satisfecha. A partir de esto, es que se desprende un interés personal de 
los quejosos para impugnar los actos del Congreso del Estado de Yucatán, 
en el que comulga un interés tanto individual como colectivo: a saber, el inte­
rés legítimo que se acredita en este caso por las y los quejosos se da en 
razón de un interés individual y un interés colectivo.

1a./J. 33/2021 (11a.)

Amparo en revisión 25/2021. 18 de agosto de 2021. Cinco votos de las Ministras 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis Gon­
zález Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Miguel Antonio Núñez 
Valadez.

Tesis de jurisprudencia 33/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diez de noviembre de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de noviembre de 2021 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de noviembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS. EL CUMPLIMIENTO DE LAS 
ACCIONES URGENTES DICTADAS POR EL COMITÉ CONTRA LA DESA­
PARICIÓN FORZADA DE LAS NACIONES UNIDAS PUEDE Y DEBE SER 
SUPERVISADO JUDICIAL Y CONSTITUCIONALMENTE.

Hechos: En la ciudad de Veracruz se realizaron operativos en los que desa­
pareció un grupo de personas, entre ellas, un adolescente de 16 años quien 
se encontraba en su lugar de trabajo cuando llegó un grupo de policías y 
civiles, informaron a su empleador de su detención y se lo llevaron en una 
camioneta. Desde ese momento se desconoce su paradero. Cuando su 
madre supo de esos hechos, acudió a diversas unidades para obtener 
información sobre su hijo. Por la falta de noticias, denunció, ante el Ministerio 
Público, su desaparición. Se inició la averiguación previa por el delito de 
privación de la libertad física, que se acumuló al resto de averiguaciones ini­
ciadas por hechos similares. Los familiares de las personas desaparecidas, 
por la falta de resultados en la indagatoria a cargo del Ministerio Público, 
presentaron una comunicación al Comité contra la Desaparición Forzada 
de las Naciones Unidas para solicitar medidas cautelares y acciones urgen­
tes. Este órgano, conforme al artículo 30 de la Convención Internacional para 
la Protección de todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas, 
emitió acciones urgentes en las que requirió al Estado Mexicano realizar 
una serie de actuaciones tendientes a lograr la localización de las personas 
desaparecidas.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que la implementación y cumplimiento de las acciones urgen­
tes emitidas por el Comité contra la Desaparición Forzada de las Naciones 
Unidas por parte de las autoridades encargadas de la búsqueda de personas 
desaparecidas, es susceptible de supervisión jurisdiccional y constitucional.

Justificación: Es imprescindible supervisar judicial y constitucionalmente 
que la búsqueda de personas y la investigación sobre los hechos violatorios 
y sobre la identidad de los responsables no sólo se complementen, sino 
que se coordinen eficientemente y con la utilización de todos los medios 
institucionales disponibles, incluidos los provenientes del derecho interna­
cional. Al verificar las acciones u omisiones de las autoridades obligadas a 
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acatar las acciones urgentes emitidas por el Comité contra las Desapari­
ciones Forzadas, se reconoce a la Convención Internacional para la Pro­
tección de todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas como 
fuente de derechos constitucionales. Derechos cuyo contenido y alcance 
serían, en todo caso, delineados –en uso de sus competencias– por el intér­
prete autorizado del tratado quien, a partir de esa definición, identifica obli­
gaciones específicas para las autoridades mexicanas en un caso específico 
y frente a una persona específica, quien tiene la expectativa legítima de que 
esas determinaciones se cumplan y monitoreen en el ámbito interno. Ahora 
bien, las acciones urgentes no suponen una solución de fondo, sino órdenes 
preventivas de ejecución inmediata. Están dirigidas a proteger la esfera 
jurídica de una persona frente a una violación de derechos humanos que 
puede generar los peores efectos si no se interviene con prontitud, de manera 
que suponen el acceso a una protección reforzada. Negar obligatoriedad a 
las acciones urgentes e impedir que su cumplimiento sea revisado judicial 
y constitucionalmente es la interpretación más restrictiva de un mecanismo 
incluido en un tratado internacional, encaminado justamente a garantizar 
su finalidad esencial: la búsqueda urgente –esto es, sin dilaciones inadmi­
sibles– de las personas desaparecidas, lo que obstruye el acceso a un 
recurso efectivo.

1a./J. 34/2021 (11a.)

Amparo en revisión 1077/2019. 16 de junio de 2021. Cinco votos de las Ministras 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien se 
adhirió al voto concurrente de la Ministra Norma Lucía Piña Hernández, y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secre­
taria: Adriana Ortega Ortiz.

Tesis de jurisprudencia 34/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diez de noviembre de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de noviembre de 2021 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de noviembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS. EL DERECHO A NO SER 
VÍCTIMA DE DESAPARICIÓN FORZADA COMPRENDE EL DERECHO A 
LA BÚSQUEDA COMO PARTE DE SU NÚCLEO ESENCIAL.

Hechos: En la ciudad de Veracruz se realizaron operativos en los que desa­
pareció un grupo de personas, entre ellas, un adolescente de 16 años 
quien se encontraba en su lugar de trabajo cuando llegó un grupo de poli­
cías y civiles, informaron a su empleador de su detención y se lo llevaron en 
una camioneta. Desde ese momento se desconoce su paradero. Cuando 
su madre supo de esos hechos, acudió a diversas unidades para obtener 
información sobre su hijo. Por la falta de noticias, denunció, ante el Ministerio 
Público, su desaparición. Se inició la averiguación previa por el delito de 
privación de la libertad física, que se acumuló al resto de averiguaciones 
iniciadas por hechos similares. Los familiares de las personas desapareci­
das, por la falta de resultados en la indagatoria a cargo del Ministerio Público, 
presentaron una comunicación al Comité contra la Desaparición Forzada 
de las Naciones Unidas para solicitar medidas cautelares y acciones urgen­
tes. Este órgano, conforme al artículo 30 de la Convención Internacional para 
la Protección de todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas, 
emitió acciones urgentes en las que requirió al Estado Mexicano realizar 
una serie de actuaciones tendientes a lograr la localización de las personas 
desaparecidas.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
concluye que existe un derecho a la búsqueda; esto es, el derecho de toda 
persona desaparecida y de sus personas queridas a que todas las autori­
dades, en el ámbito de sus respectivas competencias, con todos los recursos 
y medios institucionales disponibles y en completa coordinación, ejecuten 
sin dilación –incluso de oficio– de forma imparcial, dignificante, diligente, 
exhaustiva, continua, sin estigmatizaciones, con un enfoque diferencial y 
permitiendo la participación sin reservas de las víctimas, todas las acciones 
necesarias para determinar la suerte o paradero de la persona reportada 
como desaparecida, bajo la presunción de que está viva, salvo que exista 
evidencia en contrario; en ese caso, el derecho a la búsqueda incluye la obli­
gación por parte del Estado de desarrollar e implementar todos los meca­
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nismos e instrumentos requeridos para encontrar, identificar y preservar los 
restos de las víctimas en condiciones de dignidad mientras son entregadas 
a sus personas queridas.

Justificación: La búsqueda y sus resultados integran el núcleo esencial del 
derecho a no padecer desaparición forzada y dan contenido y sustancia a 
los deberes de prevenir, investigar y reparar las violaciones de derechos 
humanos y sus correlativos derechos a la verdad, la justicia y la reparación. 
Esto significa que, en el ámbito de la búsqueda de personas desaparecidas, 
las autoridades deben determinar, con certidumbre reparatoria y dignifi­
cante, la suerte o paradero de las personas desaparecidas para abatir la 
angustia y zozobra de sus personas cercanas como estándar de cumplimiento 
de esos deberes y como estándar de satisfacción de los derechos a la verdad 
y la justicia. Así, la investigación debe emprenderse de forma imparcial, 
dignificante, diligente, exhaustiva, continua, sin estigmatizaciones, con un 
enfoque diferencial y permitiendo la participación sin reservas de las vícti­
mas. Este enfoque diferencial implica introducir una perspectiva de diversidad 
en los procesos de búsqueda de las personas y en la atención y conside­
ración de las personas que les buscan. La perspectiva de diversidad es el 
paradigma según el cual se analizan las causas, consecuencias e impactos 
diferenciados de la desaparición de personas debido al género, la pertenen­
cia étnica, la condición de discapacidad, la edad, entre otros factores de 
exclusión que determinan la forma y patrones de la desaparición, así como 
la manera en que las víctimas indirectas lidian con esta violación. Finalmente, 
debe aclararse que la búsqueda no cesa sino hasta que exista certeza de 
la suerte o paradero de la persona desaparecida.

1a./J. 35/2021 (11a.)

Amparo en revisión 1077/2019. 16 de junio de 2021. Cinco votos de las Ministras 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien se 
adhirió al voto concurrente de la Ministra Norma Lucía Piña Hernández, y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secre­
taria: Adriana Ortega Ortiz.
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Tesis de jurisprudencia 35/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diez de noviembre de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de noviembre de 2021 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de noviembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS. LA BÚSQUEDA INMEDIATA, 
ACUCIOSA Y DILIGENTE DE LAS PERSONAS DESAPARECIDAS ES UNA 
OBLIGACIÓN INELUDIBLE A CARGO DEL ESTADO QUE DEBE EMPREN­
DERSE SIN OBSTÁCULOS INJUSTIFICADOS Y CON TODA LA FUERZA 
INSTITUCIONAL DISPONIBLE, COMO CONSECUENCIA DEL DERECHO 
DE LAS PERSONAS DESAPARECIDAS A SER BUSCADAS.

Hechos: En la ciudad de Veracruz se realizaron operativos en los que desapa­
reció un grupo de personas, entre ellas, un adolescente de 16 años quien 
se encontraba en su lugar de trabajo cuando llegó un grupo de policías y 
civiles, informaron a su empleador de su detención y se lo llevaron en una 
camioneta. Desde ese momento se desconoce su paradero. Cuando su madre 
supo de esos hechos, acudió a diversas unidades para obtener información 
sobre su hijo. Por la falta de noticias, denunció, ante el Ministerio Público, su 
desaparición. Se inició la averiguación previa por el delito de privación de 
la libertad física, que se acumuló al resto de las averiguaciones iniciadas 
por hechos similares. Los familiares de las personas desaparecidas, por 
la falta de resultados en la indagatoria a cargo del Ministerio Público, presen­
taron una comunicación al Comité contra la Desaparición Forzada de las 
Naciones Unidas para solicitar medidas cautelares y acciones urgentes. 
Este órgano, conforme al artículo 30 de la Convención Internacional para la 
Protección de todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas, emi­
tió acciones urgentes en las que requirió al Estado Mexicano realizar una 
serie de actuaciones tendientes a lograr la localización de las personas 
desaparecidas.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
sostiene que la desaparición forzada de personas es una violación grave 
de derechos humanos, cuyo parámetro de regularidad constitucional con­
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tiene no sólo la obligación de castigar a los responsables y asignarles las 
consecuencias jurídicas proporcionales con la magnitud de su violación, 
sino también la impostergable obligación de búsqueda de las personas 
desaparecidas con toda la fuerza institucional disponible y con toda la coordi­
nación institucional necesaria para lograr su localización con vida.

Justificación: Dado el carácter de violación grave de derechos humanos de 
la desaparición forzada, es importante empeñarse en identificar a los agentes 
perpetradores y castigarles proporcionalmente, en la medida de su respon­
sabilidad; pero es más importante aún utilizar todos los esfuerzos institucio­
nales disponibles para el hallazgo con vida de la persona reportada como 
desaparecida, lo cual configura la obligación general de garantía y los debe­
res específicos de prevenir y reparar las violaciones de derechos humanos. 
Se ha señalado que la desaparición forzada tiene una naturaleza compleja 
y pluriofensiva a partir del impacto indiscutible que tiene en multiplicidad de 
derechos, como el derecho a la personalidad jurídica, a la integridad per­
sonal, a la libertad personal y a la vida. Es innegable, entonces, que la desa­
parición no sólo interrumpe y afecta la plena realización de un proyecto de 
vida de las víctimas directas e indirectas, sino que coloca la vida e integridad 
de la persona desaparecida en riesgo permanente, pues no existe para ella 
ninguna protección jurídica. De ahí que la búsqueda inmediata, acuciosa y 
diligente de la persona desaparecida constituya uno de los deberes espe­
cíficos contenidos en el artículo 1o. constitucional: investigar exhaustivamente 
las violaciones de derechos humanos. Estos deberes comprometen al Estado 
a una búsqueda diligente, exhaustiva y continua, a una investigación impar­
cial y efectiva sobre la suerte o paradero de la persona desaparecida, así 
como sobre la identidad de quienes perpetraron la violación y garantizar 
que éstos enfrenten las consecuencias jurídicas que corresponden a sus 
hechos delictivos; sobre todo ante el mínimo indicio de la participación de 
agentes estatales o grupos que actúan con su aquiescencia.

1a./J. 36/2021 (11a.)

Amparo en revisión 1077/2019. 16 de junio de 2021. Cinco votos de las Ministras 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis 
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González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien se 
adhirió al voto concurrente de la Ministra Norma Lucía Piña Hernández, y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secre­
taria: Adriana Ortega Ortiz.

Tesis de jurisprudencia 36/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diez de noviembre de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de noviembre de 2021 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de noviembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS. LAS ACCIONES URGEN­
TES EMITIDAS POR EL COMITÉ CONTRA LA DESAPARICIÓN FORZADA 
DE LAS NACIONES UNIDAS SON OBLIGATORIAS PARA LAS AUTO­
RIDADES ENCARGADAS DE LA BÚSQUEDA DE LAS PERSONAS 
DESAPARECIDAS.

Hechos: En la ciudad de Veracruz se realizaron operativos en los que desa­
pareció un grupo de personas, entre ellas, un adolescente de 16 años quien 
se encontraba en su lugar de trabajo cuando llegó un grupo de policías y 
civiles, informaron a su empleador de su detención y se lo llevaron en una 
camioneta. Desde ese momento se desconoce su paradero. Cuando su 
madre supo de esos hechos, acudió a diversas unidades para obtener 
información sobre su hijo. Por la falta de noticias, denunció, ante el Minis­
terio Público, su desaparición. Se inició la averiguación previa por el delito 
de privación de la libertad física, que se acumuló al resto de averiguaciones 
iniciadas por hechos similares. Los familiares de las desaparecidas, por la 
falta de resultados en la indagatoria a cargo del Ministerio Público, presen­
taron una comunicación al Comité contra la Desaparición Forzada de las 
Naciones Unidas para solicitar medidas cautelares y acciones urgentes. 
Este órgano, conforme al artículo 30 de la Convención Internacional para 
la Protección de todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas, 
emitió acciones urgentes en las que requirió al Estado Mexicano realizar 
una serie de actuaciones tendientes a lograr la localización de las personas 
desaparecidas.
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Criterio jurídico: La Primera Sala decidió que, para respetar plenamente los 
derechos de las personas desaparecidas a ser buscadas y de acceso a la 
justicia, las acciones urgentes emitidas por el Comité contra la Desapari­
ción Forzada de las Naciones Unidas son obligatorias para las autoridades 
del Estado Mexicano, en el ámbito de sus respectivas competencias, al 
constituir lineamientos precisos de búsqueda e investigación y ser conse­
cuencia del efecto útil que debe darse a las disposiciones de los tratados y 
de la aplicación del principio pro persona en su interpretación.

Justificación: El mayor efecto útil que debe darse a una norma internacional 
de derechos humanos es permitirle que exprese con toda potencia el respeto, 
protección y garantía de los derechos humanos, tanto a nivel interno como 
internacional. Así, existe una clara correlación entre el principio de efecto útil 
y el principio pro persona, como principios interpretativos del contenido de 
los tratados y sus consecuencias normativas. De esta manera, el derecho a 
la búsqueda de las personas desaparecidas exige a los Estados recurrir 
a todas las herramientas jurídicas nacionales e internacionales útiles para 
establecer la suerte o paradero de la persona. En este sentido, cabe desta­
car que el espíritu de la Convención Internacional para la Protección de todas 
las Personas contra las Desapariciones Forzadas es prevenir, investigar, san­
cionar y reparar la desaparición forzada, así como dotar a las personas de 
la protección más amplia ante su ocurrencia y efectos. Además, su preámbulo 
implica que los Estados firmantes reconocen su compromiso con las finali­
dades del tratado aceptado incondicionalmente por el Estado Mexicano, 
quien no interpuso reserva alguna. Esa convención contiene la instauración 
de un mecanismo de monitoreo y supervisión de cumplimiento de las dispo­
siciones del tratado: el Comité contra la Desaparición Forzada. De su régimen 
de facultades, se advierte que –entre las no sujetas a confirmación posterior 
por parte de los Estados– cuenta con competencias interpretativas para 
recibir informes, emitir recomendaciones generales u observaciones finales, 
y dictar y supervisar acciones urgentes. El ejercicio de estas facultades debe 
entenderse como parte de las disposiciones que el Estado acepta al firmar, 
ratificar e incorporar la convención a su régimen jurídico interno, pues integran 
el contenido normativo y sustantivo del tratado. En efecto, las acciones 
urgentes son procedimientos mediante los cuales el Comité ordena al Estado 
tomar las medidas necesarias para el pronto hallazgo de una persona desa­
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parecida, lo que es consecuencia esencial del objeto y fin del tratado. De esta 
manera, están diseñadas y dirigidas para ser operadas y cumplidas espe­
cialmente por los órganos encargados de la búsqueda de las personas 
desaparecidas. Suponer que no establecen obligaciones para dichos órganos 
es restar efecto útil a la Convención Internacional para la Protección de 
todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas, disminuir injustifica­
damente la esfera de protección de las personas y contradecir las determina­
ciones del gobierno mexicano, quien adoptó, ratificó e incorporó el contenido 
del tratado a su régimen jurídico.

1a./J. 37/2021 (11a.)

Amparo en revisión 1077/2019. 16 de junio de 2021. Cinco votos de las Ministras 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien se 
adhirió al voto concurrente de la Ministra Norma Lucía Piña Hernández, y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secre­
taria: Adriana Ortega Ortiz.

Tesis de jurisprudencia 37/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diez de noviembre de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de noviembre de 2021 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de noviembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DERECHO A DEFENDER LA DEMOCRACIA. CONSTITUYE UNA CONCRE­
TIZACIÓN DEL DERECHO A PARTICIPAR EN LOS ASUNTOS PÚBLICOS 
DEL ESTADO Y COMPRENDE EL EJERCICIO CONJUNTO DEL DERECHO 
A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DE LOS DERECHOS POLÍTICO 
ELECTORALES.

Hechos: Diversas personas, físicas y morales, promovieron juicio de amparo 
indirecto en contra de la imposición de un mecanismo de votación por cédula 
secreta sobre un dictamen de reforma constitucional local, atribuible a diver­
sas autoridades adscritas al Poder Legislativo de una entidad federativa, al 
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considerarlo violatorio de, entre otros, el derecho a la libertad de expresión 
y el de acceso a la información pública.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el derecho a defender la democracia constituye una especí­
fica concretización del derecho a participar en los asuntos públicos del 
Estado, y comprende el ejercicio conjunto del derecho a la libertad de expre­
sión y de los derechos político electorales. En ese tenor, el Estado se encuen­
tra obligado a garantizarlo mediante normativas y prácticas adecuadas que 
posibiliten a los ciudadanos su acceso real y efectivo a los diferentes espacios 
deliberativos en términos igualitarios, así como a adoptar medidas para 
garantizar su ejercicio en atención a la situación de vulnerabilidad en que 
se encuentran los integrantes de ciertos sectores o grupos sociales.

Justificación: Lo anterior toda vez que, particularmente en situaciones de 
ruptura institucional, la relación entre la libertad de expresión y los derechos 
político electorales resulta aún más manifiesta, pues se ejercen de manera 
conjunta con la finalidad de protestar contra la actuación de los poderes 
estatales contraria al orden constitucional, y para reclamar el retorno de la 
democracia.

1a./J. 38/2021 (11a.)

Amparo en revisión 27/2021. 18 de agosto de 2021. Cinco votos de las Ministras 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó 
su derecho para formular voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretarios: Pablo Fran­
cisco Muñoz Díaz y Fernando Sosa Pastrana.

Tesis de jurisprudencia 38/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diez de noviembre de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de noviembre de 2021 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de noviembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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DECISIONES COLECTIVAS. EL ESTADO SE ENCUENTRA OBLIGADO 
A GARANTIZAR LAS REGLAS PROCEDIMENTALES PARA SU FOR- 
MACIÓN.

Hechos: Diversas personas, físicas y morales, promovieron juicio de amparo 
indirecto en contra de la imposición de un mecanismo de votación por cédula 
secreta sobre un dictamen de reforma constitucional local, atribuible a diver­
sas autoridades adscritas al Poder Legislativo de una entidad federativa, al 
considerarlo violatorio de, entre otros, el derecho a participar activamente 
en la dirección de los asuntos públicos del Estado, en relación con la libertad 
de expresión y el acceso a la información pública.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que en el régimen democrático mexicano debe garantizarse una 
serie de reglas procedimentales para la formación de decisiones colectivas, 
dentro de las que se encuentra la obligación del Estado de garantizar que: 
1) todos los ciudadanos participen en la toma de decisiones sin ningún tipo 
de discriminación; 2) su opinión pública se forme libremente; y, 3) tengan la 
posibilidad de elegir entre diversos programas políticos que reflejen con 
amplitud necesaria la diversidad y la pluralidad sociales. Y, en consecuen­
cia, la obligación de implementar medidas para lograr su efectividad.

Justificación: El Estado Mexicano tiene obligaciones específicas que surgen 
de su obligación general de adoptar todas las medidas, de cualquier natu­
raleza (ejecutivas, legislativas o judiciales), que sean necesarias para 
garantizar que los ciudadanos tengan la posibilidad de ejercer su derecho 
a participar directamente en los asuntos públicos del país, no sólo por conducto 
de sus representantes, sino mediante la asistencia de asambleas facul­
tadas para adoptar decisiones sobre cuestiones que atañen a determinada 
comunidad, esto por conducto de los órganos que fueron creados para 
representarlos.

1a./J. 39/2021 (11a.)

Amparo en revisión 27/2021. 18 de agosto de 2021. Cinco votos de las Ministras 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular 



42

Suprema Corte de Justicia de la Nación

voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó 
su derecho para formular voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretarios: Pablo Fran­
cisco Muñoz Díaz y Fernando Sosa Pastrana.

Tesis de jurisprudencia 39/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diez de noviembre de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de noviembre de 2021 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de noviembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DERECHO A DEFENDER LA DEMOCRACIA. PARA HACERLO EFECTIVO 
EL ESTADO SE ENCUENTRA OBLIGADO A ACTUAR BAJO UN RÉGIMEN 
DE TRANSPARENCIA EN EL EJERCICIO DE SUS ATRIBUCIONES. 

Hechos: Diversas personas, físicas y morales, promovieron juicio de amparo 
indirecto en contra de la imposición de un mecanismo de votación por cédula 
secreta sobre un dictamen de reforma constitucional local, atribuible a diver­
sas autoridades adscritas al Poder Legislativo de una entidad federativa, al 
considerarlo violatorio de, entre otros, el derecho a la libertad de expresión, 
el acceso a la información pública y la transparencia parlamentaria.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que cuando la gestión del Estado, por virtud de cualesquiera de 
sus autoridades competentes para ejercer cada una de sus atribuciones, 
tiene por objeto la promoción, el respeto, la protección y la defensa de los 
derechos humanos, es menester que dichas actuaciones sean de tal forma 
transparentes y, por tanto, asequibles a la ciudadanía, que ésta pueda hacer 
efectivos sus derechos a: 1) expresar y publicar libremente ideas y hechos, 
con el ánimo de consolidarse como ciudadanos activos, críticos, comprome­
tidos con los asuntos públicos, atentos al comportamiento y a las decisiones 
de los gobernantes, capaces de cumplir la función que les corresponde en 
un régimen democrático, esto es, tomar decisiones políticas y sociales infor­
madas; 2) como consecuencia de ello, ejercer sus derechos político-electo­
rales, todos ellos reconocidos en los artículos 35 de la Constitución General, y 
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23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; participar en 
los asuntos públicos del país; asociarse pacífica y libremente con fines polí­
ticos; votar y ser votado; tener acceso a las funciones públicas del Estado, 
etcétera; 3) en ese tenor, influir en la formación de la política estatal a través 
de mecanismos de participación ciudadana directa; y, 4) en términos gene­
rales, hacer efectivo su derecho a defender la democracia constitucional.

Justificación: Lo anterior, en virtud de la relación estrecha que existe entre 
la libertad de expresión, el acceso a la información pública, y su trascenden­
cia en el ejercicio del derecho de la ciudadanía a participar directamente 
de los asuntos públicos del Estado democrático; debiéndose subrayar que 
su estándar de protección, interpretados sistemáticamente, merecen la 
garantía reforzada del Estado cuando lo que es objeto de gestión pública y, 
por tanto, del debate social, es la definición del estándar de promoción, 
protección, garantía y defensa de derechos humanos. Afirmación que encuen­
tra su fundamento en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos.

1a./J. 40/2021 (11a.)

Amparo en revisión 27/2021. 18 de agosto de 2021. Cinco votos de las Ministras 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó 
su derecho para formular voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretarios: Pablo 
Francisco Muñoz Díaz y Fernando Sosa Pastrana.

Tesis de jurisprudencia 40/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diez de noviembre de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de noviembre de 2021 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de noviembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. LA VOTACIÓN 
POR CÉDULAS SECRETAS, CUYO OBJETO VERSA SOBRE EL ESTÁN­
DAR DE PROTECCIÓN DE DERECHOS HUMANOS, VIOLA LOS DERECHOS 
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A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN, DE ACCESO A LA INFORMACIÓN Y DE 
PARTICIPACIÓN ACTIVA EN LA DIRECCIÓN DE LOS ASUNTOS PÚBLICOS 
DEL ESTADO.

Hechos: Diversas personas, físicas y morales, promovieron juicio de amparo 
indirecto en contra de la imposición de un mecanismo de votación por cédula 
secreta sobre un dictamen de reforma constitucional local, cuyo objetivo 
consiste en garantizar el matrimonio igualitario en una entidad federativa, 
atribuible a diversas autoridades adscritas al Poder Legislativo local, al consi­
derarlo violatorio de, entre otros, el derecho a participar activamente en la 
dirección de los asuntos públicos del Estado, en relación con la libertad de 
expresión y el acceso a la información pública.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el Poder Legislativo se encuentra obligado a actuar bajo un 
régimen de transparencia en el ejercicio de sus facultades constitucionales. 
Así, el sentido de la votación emitida sobre un dictamen de reforma, legal 
y/o constitucional local, cuyo objetivo sea el reconocimiento del alcance de 
un derecho humano dentro de una entidad federativa, constituye información 
pública de la que son titulares los ciudadanos, toda vez que se trata de infor­
mación dotada de carga política y deliberativa, y que es necesaria para la 
formación razonada de una opinión pública. En ese orden de ideas, la impo­
sición de una votación por cédulas secretas, en el contexto de polarización 
que puede generar el tema de fondo de un dictamen de reforma constitu­
cional, es violatoria de los derechos a la libertad de expresión, de acceso 
a la información y de participación activa en la dirección de los asuntos 
públicos del Estado.

Justificación: Existen tres clases de votaciones: la económica, la nominal y 
la realizada por cédula. Las primeras dos –económica y nominal– son formas 
de votación pública en la medida en que las y los representantes populares 
hacen explícito el sentido de su voto frente a la ciudadanía; en la clase ulte­
rior –por medio de cédula–, no se conoce el sentido del voto de cada legis­
lador, toda vez que se realiza depositando las respectivas cédulas en una 
ánfora; esta última forma de votación está pensada para la elección de 
cargos y nombramientos, no para iniciativas de leyes o reformas constitu­
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cionales, ya que se inhibiría la participación efectiva de la ciudadanía en los 
asuntos de interés público del Estado, así como su capacidad para consoli­
darse como una oposición democrática.

1a./J. 41/2021 (11a.)

Amparo en revisión 27/2021. 18 de agosto de 2021. Cinco votos de las Ministras 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó 
su derecho para formular voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretarios: Pablo Fran­
cisco Muñoz Díaz y Fernando Sosa Pastrana.

Tesis de jurisprudencia 41/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diez de noviembre de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de noviembre de 2021 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de noviembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

CONTROL DEMOCRÁTICO POR PARTE DE LA CIUDADANÍA. SE GARAN­
TIZA MEDIANTE EL EJERCICIO DE LA COMPETENCIA LEGISLATIVA 
DEL CONGRESO DE UNA ENTIDAD FEDERATIVA BAJO LOS PRINCI­
PIOS DE TRANSPARENCIA Y DE ACCESO A LA INFORMACIÓN. 

Hechos: Diversas personas, físicas y morales, promovieron juicio de amparo 
indirecto en contra de la imposición de un mecanismo de votación por cédula 
secreta sobre un dictamen de reforma constitucional, atribuible a diversas 
autoridades adscritas al Poder Legislativo de una entidad federativa, al consi­
derarlo violatorio de, entre otros, el derecho a participar activamente en la 
dirección de los asuntos públicos del Estado, en relación con la libertad de 
expresión y el acceso a la información.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el ejercicio de la competencia legislativa del Congreso de 
una entidad federativa constituye una tarea de gobierno que debe configu­
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rarse bajo los principios de transparencia y acceso a la información, de tal 
manera que los gobernantes rindan cuentas sobre su gestión. Es con ello 
que se garantiza el control democrático por parte de la ciudadanía y se 
alienta su participación informada en los asuntos públicos, pues se crea un 
ambiente propicio para el diálogo y la colaboración en la toma de decisiones 
para definir políticas públicas.

Justificación: Cuando la actividad parlamentaria se realiza sin transparen­
cia, el Poder Legislativo deja de cumplir con su obligación de "representar", 
pues pierde la necesaria conexión que debe existir entre el Estado y la 
sociedad. Ello, pues la información que el parlamento envía a la sociedad 
no es inocua y/o neutral, y no se trata de una simple exposición, al contrario, 
es información con carga política y valorativa que persigue la formación de 
una opinión pública en favor o en contra de determinadas posiciones y 
coadyuva en el ejercicio de otros derechos.

1a./J. 42/2021 (11a.)

Amparo en revisión 27/2021. 18 de agosto de 2021. Cinco votos de las Ministras 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó 
su derecho para formular voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretarios: 
Pablo Francisco Muñoz Díaz y Fernando Sosa Pastrana.

Tesis de jurisprudencia 42/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diez de noviembre de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de noviembre de 2021 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de noviembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DELITOS DE COMISIÓN POR OMISIÓN. EL DEBER DE VIGILAR DETER­
MINADAS FUENTES DE PELIGRO NO DERIVA DE UNA SIMPLE RELA­
CIÓN JERÁRQUICA O DEL LUGAR QUE EL IMPUTADO OCUPE EN UN 
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ORGANIGRAMA O ESCALAFÓN, SINO DE SU POSICIÓN DE GARANTE, 
DERIVADA DE LA LEY, DE UN CONTRATO O DE SU PROPIO ACTUAR 
PRECEDENTE. 

Hechos: Con motivo de un incendio que se propagó rápidamente a una 
guardería perteneciente al esquema vecinal comunitario del Instituto Mexicano 
del Seguro Social (IMSS), perdieron la vida cuarenta y nueve menores de 
edad y resultaron lesionadas al menos cuarenta y tres personas más, en su 
mayoría niñas y niños. En la sentencia combatida se consideró que esos 
resultados típicos eran penalmente atribuibles a quienes no los evitaron, lo 
cual, en lenguaje técnico jurídico, se conoce como "comisión por omisión". 
Al respecto, el quejoso adujo haber sido condenado simplemente por haber 
formado parte de la estructura orgánica de la mencionada persona moral, 
sin que fuera su representante legal o tuviera entre sus funciones, como 
secretario del Consejo de Administración, la de verificar el cumplimiento de 
las medidas de seguridad exigidas.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que la atribución normativa de esos resultados típicos resulta 
válida cuando durante el proceso penal se acredita que, con independencia 
del nombramiento que el justiciable hubiera tenido, fue quien llevó a cabo las 
gestiones necesarias para que la persona moral obtuviera la autorización 
para brindar el referido servicio. Esto pone en evidencia tanto su conocimiento 
de los requisitos exigidos para la obtención de esa autorización, como el de 
las condiciones del inmueble propuesto para atender a los menores. Dicho 
actuar precedente lo colocó en posición de garante y, por consecuencia, 
adquirió la obligación de verificar que las citadas instalaciones cumplieran 
los estándares de seguridad exigidos. De ahí que no se vulnerara en su 
perjuicio el principio de culpabilidad, pues la decisión adoptada se sustentó 
en la propia conducta negligente del inconforme.

Justificación: En la comisión por omisión el reproche penal no deriva de la 
realización de una acción que ponga en marcha una cadena causal dirigida 
a la producción de los resultados materiales prohibidos por la ley, sino en 
la inobservancia de un deber específico de actuar, tendente a impedir esas 
consecuencias. Dicho deber únicamente lo tienen quienes conforme al orden 
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jurídico son garantes de los bienes jurídicos tutelados. De acuerdo con lo 
previsto en el párrafo segundo del artículo 7o. del Código Penal Federal, 
esa función de protección puede derivar de la ley, de un contrato o del propio 
actuar precedente. En ese sentido, la responsabilidad penal sólo resultará 
válida si en el proceso penal se acredita que el sentenciado se encontraba 
en posición de garante de los bienes jurídicos afectados y que, conociendo 
la situación de riesgo, incumplió injustificadamente su deber de salvaguarda. 
De ahí que sea infundado sostener que la condena derive de una simple 
relación jerárquica o del lugar que formalmente el imputado ocupe en un 
organigrama o escalafón.

1a./J. 45/2021 (11a.)

Amparo directo 19/2019. 26 de mayo de 2021. Cinco votos de las Ministras 
Norma Lucía Piña Hernández, quien formuló voto concurrente, y Ana 
Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto concurrente. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secre­
tario: Jorge Vázquez Aguilera.

Tesis de jurisprudencia 45/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diecisiete de noviembre de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de noviembre de 2021 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de noviembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

CONCURSO IDEAL DE DELITOS. LA INAPLICACIÓN DE LA REGLA PRE­
VISTA EXPRESAMENTE POR EL LEGISLADOR PARA SANCIONARLO 
Y CONFIGURAR JUDICIALMENTE OTRA DISTINTA, VULNERA LOS 
PRINCIPIOS DE LEGALIDAD Y DE DIVISIÓN DE PODERES, YA QUE EL 
JUZGADOR ÚNICAMENTE PUEDE IMPONER LA PENA PREVISTA EXPRE­
SAMENTE POR LA LEY, DEBIENDO HACERLO EN LOS TÉRMINOS CON­
TEMPLADOS POR EL PROPIO LEGISLADOR. 

Hechos: Con motivo de un incendio que se propagó rápidamente a una 
guardería perteneciente al esquema vecinal comunitario del Instituto Mexicano 
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del Seguro Social (IMSS), perdieron la vida cuarenta y nueve menores de 
edad y resultaron lesionadas al menos cuarenta y tres personas más, en su 
mayoría niñas y niños. En la sentencia combatida se consideró que esos 
resultados típicos integraron un concurso ideal de delitos. Al ejercer un con­
trol de convencionalidad ex officio, el tribunal de alzada convalidó la deci­
sión de inaplicar la regla sancionatoria prevista en el primer párrafo del 
artículo 64 del Código Penal Federal vigente al momento de los hechos y, 
en su lugar, sumar todas las penas de los injustos cometidos.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que la inaplicación de la regla prevista expresamente por el legis­
lador para sancionar un concurso ideal de delitos y configurar judicialmente 
otra regla sancionatoria, no sólo vulnera el principio de legalidad reconocido 
en el párrafo tercero del artículo 14 de la Constitución General, sino también 
el de división de poderes, establecido en el artículo 49 de ese mismo 
ordenamiento.

Justificación: El principio de legalidad, de reconocimiento internacional, repre­
senta uno de los más importantes límites al ius puniendi en un Estado consti­
tucional de derecho. Su observancia exige que tanto el delito como la pena 
deban estar establecidos en una disposición normativa formal y material­
mente legislativa, previa, escrita, cierta y estricta, excluyéndose de ese modo 
la aplicación retroactiva en perjuicio, la costumbre como fuente del derecho 
punitivo, las cláusulas genéricas y la extensión analógica o por mayoría de 
razón in malam partem. Estas exigencias tienen como propósito fundamen­
tal evitar la arbitrariedad en la creación y aplicación de la ley penal. En ese 
sentido, por más que una conducta resulte nociva para la sociedad y revele 
la necesidad de ser penada, el Estado sólo podrá tomarla como razón para 
la aplicación de sanciones jurídico-penales si con anterioridad advirtió de 
manera expresa a las personas tal circunstancia a través de una ley formal 
y material, especificando sus posibles consecuencias. Derivado de lo 
expuesto, el juzgador únicamente puede imponer las penas expresamente 
previstas por la ley, debiendo hacerlo en los términos en que fueron con­
templadas por el legislador. En caso contrario, la autoridad judicial asumiría 
una función que no le corresponde, invadiendo indebidamente la esfera 
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competencial del Poder Legislativo. Por ello, la creación judicial de un 
marco normativo no previsto por la ley viola también la división de poderes.

1a./J. 46/2021 (11a.)

Amparo directo 19/2019. 26 de mayo de 2021. Cinco votos de las Ministras 
Norma Lucía Piña Hernández, quien formuló voto concurrente, y Ana 
Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto concurrente. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secre­
tario: Jorge Vázquez Aguilera.

Tesis de jurisprudencia 46/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diecisiete de noviembre de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de noviembre de 2021 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de noviembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DELITOS DE COMISIÓN POR OMISIÓN. SU REPROCHE PENAL NO DE­
RIVA DE LA REALIZACIÓN DE UNA ACCIÓN QUE PONGA EN MARCHA 
UNA CADENA CAUSAL DIRIGIDA A LA PRODUCCIÓN DE LOS RESUL­
TADOS MATERIALES PROHIBIDOS POR LA LEY, SINO DE LA INOB­
SERVANCIA DE UN DEBER ESPECÍFICO DE ACTUAR, A FIN DE IMPEDIR 
TALES CONSECUENCIAS. 

Hechos: Con motivo de un incendio que se propagó rápidamente a una 
guardería perteneciente al esquema vecinal comunitario del Instituto Mexicano 
del Seguro Social (IMSS), perdieron la vida cuarenta y nueve menores de 
edad y resultaron lesionadas al menos cuarenta y tres personas más, en su 
mayoría niñas y niños. En la sentencia combatida se consideró que esos 
resultados típicos -homicidios y lesiones- eran penalmente atribuibles a 
quienes no los evitaron debiendo hacerlo, lo cual, en lenguaje técnico jurí­
dico, se conoce como "comisión por omisión". En el caso, el inconforme 
sostuvo que, como secretario del Consejo de Administración de la mencio­
nada guardería, no tenía ese deber de evitación.
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que sí correspondía al quejoso la obligación de evitar los resul­
tados típicos de homicidio y lesiones, al ser quien, con otra persona, llevó 
a cabo las gestiones necesarias para que, en su momento, la guardería 
fuera autorizada para brindar de manera subrogada el referido servicio. 
Ese actuar precedente puso en evidencia tanto el conocimiento que tuvo 
de los requisitos exigidos para prestar de manera segura los mencionados 
cuidados infantiles, así como su conocimiento de las condiciones reales del 
inmueble propuesto para ello, el cual tenía serias deficiencias; así, el reproche 
penal en los delitos de comisión por omisión no deriva de la realización de 
una acción que ponga en marcha una cadena causal dirigida a la producción 
de los resultados materiales prohibidos por la ley, sino de la inobservancia de 
un deber específico de actuar, a fin de impedir tales consecuencias.

Justificación: La atribución normativa de esa clase de resultados típicos a 
quien no los causó materialmente, sólo resulta válida si en el proceso penal 
correspondiente se acredita que el imputado era garante de los bienes jurí­
dicos afectados y que, conociendo la situación de riesgo en que se encon­
traban las víctimas, incumplió injustificadamente su deber de salvaguarda. 
En la comisión por omisión el reproche penal no deriva de la realización de 
una acción que ponga en marcha una cadena causal dirigida a la producción 
de los resultados materiales prohibidos por la ley, sino de la inobservancia 
de un deber específico de actuar, encaminado a impedir esas consecuen­
cias. Dicho deber lo tienen quienes conforme al orden jurídico son garantes 
de los bienes jurídicos tutelados, ya sea por disposición legal, en virtud de un 
contrato o con motivo de un actuar precedente. La posición o calidad de 
garante está constituida, esencialmente, por un llamamiento imperativo, 
de carácter selectivo, por el cual alguien queda jurídicamente obligado a 
prevenir un riesgo mediante una prestación activa. Se trata de un vínculo 
normativo que convierte a la persona en protectora de bienes jurídicos, al 
grado de atribuirle su lesión ante el incumplimiento injustificado de su deber 
de salvaguarda. Por tanto, la responsabilidad penal en estos casos sólo 
resulta válida si en el proceso penal se acredita que el imputado era garante 
de los bienes jurídicos afectados y que, conociendo la situación de riesgo, 
incumplió injustificadamente su deber de salvaguarda. En ese sentido, llevar 
a cabo las gestiones necesarias para que una persona moral sea autori­
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zada para brindar de manera subrogada cuidados infantiles a sabiendas de 
las condiciones inseguras del inmueble propuesto para ello, genera en el 
indicado gestor la mencionada calidad de garante.

1a./J. 47/2021 (11a.)

Amparo directo 19/2019. 26 de mayo de 2021. Cinco votos de las Ministras 
Norma Lucía Piña Hernández, quien formuló voto concurrente, y Ana 
Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto concurrente. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secre­
tario: Jorge Vázquez Aguilera.

Tesis de jurisprudencia 47/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diecisiete de noviembre de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de noviembre de 2021 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de noviembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PRESCRIPCIÓN. PARA SU ACTUALIZACIÓN NO DEBE COMPUTARSE 
EL TIEMPO QUE MEDIÓ EN LA TRAMITACIÓN DE UN JUICIO QUE CON­
CLUYÓ CON LA IMPROCEDENCIA DE LA VÍA Y DEJÓ A SALVO LOS 
DERECHOS DE LA PARTE ACTORA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
MORELOS). 

Hechos: Una persona moral demandó en la vía ordinaria mercantil el pago 
de honorarios por la prestación de servicios médicos, en la que obtuvo una 
sentencia favorable, la cual fue revocada en apelación, pues de oficio se 
advirtió la improcedencia de la vía, dejando a salvo los derechos de la actora 
para que los hiciera valer en la vía y forma que corresponda. Posteriormente, 
la persona moral intentó el cobro de dichos honorarios un juicio civil en la 
vía sumaria; sin embargo, el juzgador consideró que se actualizó la pres­
cripción en términos del artículo 1246, fracción I, del Código Civil para el 
Estado de Morelos, decisión que fue confirmada por el tribunal de apelación. 
En contra de esta resolución se promovió amparo directo.
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Criterio jurídico: En el cómputo del plazo de prescripción que se realice 
sobre el ejercicio de una segunda acción no debe computarse el tiempo 
que duró la tramitación y resolución de un primer juicio que concluyó con 
una declaratoria de improcedencia de la vía y la respectiva salvaguarda de 
los derechos de la parte actora para que los deduzca en la vía y forma que 
corresponda, pues esta determinación no se equipara a una desestimación 
de la primera demanda.

Justificación: La decisión de un órgano jurisdiccional en el sentido de dejar 
a salvo los derechos de la parte actora, por resultar improcedente la vía 
en que intentó, no debe ser considerado un simple postulado abstracto, 
sino que debe ser real y materialmente posible, lo que resulta acorde con 
el derecho a la tutela judicial efectiva previsto en el artículo 17 de la Consti­
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos; por tanto, el entendimiento 
y aplicación del artículo 1251, fracción II, del Código Civil para el Estado de 
Morelos, en cuanto dispone que la desestimación de la demanda no inte­
rrumpe el plazo de prescripción, no pueden abstraerse del reconocimiento 
judicial efectuado en tal sentido. En cambio, la interpretación de dicho artículo 
a la luz del derecho a la tutela judicial efectiva, de la manera que mayor 
protección brinde a las personas y con un enfoque que privilegie la solución 
del conflicto sobre los formalismos procedimentales, impide considerar que 
la declaratoria de improcedencia de la vía de un primer juicio sea equipa­
rable a una desestimación de la demanda y que, por tanto, no es apta para 
interrumpir la prescripción. Lo anterior, en el entendido de que esta inter­
pretación sólo puede operar en aquellos casos en los que la causa por la 
que se perdió la posibilidad de acudir a la vía derive de cuestiones impu­
tables a la parte actora.

1a./J. 48/2021 (11a.)

Amparo directo 25/2020. Administración de Servicios Médicos Rodaro, S.A. de 
C.V. 13 de octubre de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía 
Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos 
Farjat. Secretarios: Juan Jaime González Varas y Paúl Francisco González 
de la Torre.
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Tesis de jurisprudencia 48/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diecisiete de noviembre de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de noviembre de 2021 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de noviembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

ALIMENTOS A MENORES DE EDAD. TIENEN UNA TRIPLE DIMENSIÓN, 
YA QUE CONSTITUYEN UN DERECHO A SU FAVOR, UNA RESPONSA­
BILIDAD Y OBLIGACIÓN PARA SUS PROGENITORES Y UN DEBER DE 
GARANTIZAR SU CUMPLIMIENTO POR PARTE DEL ESTADO.

Hechos: En un juicio de alimentos se impuso como medida cautelar al deudor 
alimentario de un menor de edad la restricción de salir del territorio nacional. 
En contra de esta determinación, el deudor promovió demanda de amparo 
indirecto, el cual le fue concedido para que el juzgador de origen fundara y 
motivara debidamente su resolución y sobreseyó en el juicio por el artículo 
reclamado; en la revisión interpuesta contra la sentencia de amparo se revocó 
la sentencia y ordenó reponer el procedimiento. En cumplimiento a la revi­
sión, el Juez de Distrito instructor repuso el procedimiento y dictó sentencia 
en la que sobreseyó en el juicio de amparo por algunos actos, negó el amparo 
respecto del artículo 48, fracción VI, de la Ley de Migración y otorgó el 
amparo por el auto en el cual le fue impuesta la medida cautelar. Inconfor­
mes con la anterior resolución, las partes interpusieron recursos de revisión, 
de los cuales el Tribunal Colegiado de Circuito se declaró incompetente para 
conocer sobre el tema de constitucionalidad y remitió a la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación para pronunciarse al respecto.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
establece que los alimentos, como garantía de un nivel de vida adecuado, 
tienen una triple dimensión, ya que constituyen: i) un derecho para los niños, 
niñas y adolescentes menores de edad; ii) una responsabilidad prioritaria y 
obligación para sus progenitores; y, iii) un deber a garantizar su cumplimiento 
por parte del Estado.
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Justificación: La obligación de los padres de proporcionar alimentos a sus 
hijos e hijas y el correlativo derecho de éstos a percibirlos es una expresión 
de solidaridad que deriva de diversos derechos y principios constitucionales 
orientados a la protección y tutela integral de los niños, niñas y adolescen­
tes. Entre otros principios constitucionales que se encuentran inmersos 
en esta figura se encuentran: la prevención y conservación de la integridad 
física y moral de los hijos e hijas; el derecho de los niños y niñas a acceder 
a un nivel de vida digna y adecuada; el respeto a su interés superior y la 
necesidad de brindarles medidas especiales de protección. Esto último 
conlleva además la obligación constitucional de todas las autoridades del 
Estado de adoptar en el ámbito de sus competencias todas aquellas medi­
das que resulten idóneas y necesarias para garantizar que los niños, niñas y 
adolescentes vean satisfechas sus necesidades de manera integral, com­
pleta y adecuada. Dicho mandato, leído bajo la óptica del interés superior 
del menor de edad y el deber de protección integral de la infancia, autoriza 
la adopción de medidas reforzadas de tutela que atiendan a la situación de 
vulnerabilidad en la que éstos se encuentran. Así, la Primera Sala ha recono­
cido que en las controversias en materia de alimentos es admisible una litis 
abierta, donde el juzgador tiene facultades oficiosas tanto en el procedimiento 
para ordenar el desahogo de pruebas y diligencias, como para resolver 
incluso sobre cuestiones no pedidas, caracteres que, sin duda, refuerzan 
la naturaleza de orden público de dicha institución. Bajo ese contexto, la 
Convención sobre los Derechos del Niño en su artículo 27, prevé el derecho 
de los menores de edad a un nivel de vida adecuado para su desarrollo 
físico, mental, espiritual, moral y social; asimismo que las personas encar­
gadas del niño o niña son responsables de proporcionar, dentro de sus 
posibilidades económicas, las condiciones de vida necesarias para su desa­
rrollo. Asimismo, que los Estados Partes adopten las medidas apropiadas 
para ayudar a los padres u otras personas responsables del niño o niña a dar 
efectividad y de ser necesario proporcionaran asistencia material y progra­
mas de apoyo respecto a la nutrición, el vestido y la vivienda; así como a 
tomar todas las medidas para asegurar el pago de la pensión alimenticia 
por parte de los padres u otras personas que tengan la responsabilidad finan­
ciera por el niño o la niña, tanto si viven en el Estado Parte como si viven en 
el extranjero.

1a./J. 49/2021 (11a.)
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Amparo en revisión 24/2021. 1 de septiembre de 2021. Mayoría de cuatro votos 
de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, 
y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Disidente: Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló 
voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Jorge 
Francisco Calderón Gamboa.

Tesis de jurisprudencia 49/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diecisiete de noviembre de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de noviembre de 2021 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de noviembre de 20201, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

LIBERTAD DE SALIR DEL PAÍS. FORMA PARTE DE LOS DERECHOS 
DE LIBERTAD DE TRÁNSITO Y DE CIRCULACIÓN Y DE RESIDENCIA, 
COMO DERECHO HUMANO PROTEGIDO POR LOS ARTÍCULOS 11 DE 
LA CONSTITUCIÓN GENERAL, 22, NUMERAL 2, DE LA CONVENCIÓN 
AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS Y 12, NUMERAL 2, DEL 
PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS, Y PUEDE 
ESTAR SUJETO A RESTRICCIONES PERMISIBLES Y PROPORCIONALES.

Hechos: En un juicio de alimentos se impuso como medida cautelar al deu­
dor alimentario de un menor de edad la restricción de salir del territorio 
nacional. En contra de esta determinación, el deudor promovió demanda 
de amparo indirecto, el cual le fue concedido para que el juzgador de origen 
fundara y motivara debidamente su resolución y sobreseyó en el juicio por 
el artículo reclamado; en la revisión interpuesta contra la sentencia de amparo 
se revocó la sentencia y ordenó reponer el procedimiento. En cumplimiento 
a la revisión, el Juez de Distrito instructor repuso el procedimiento y dictó sen­
tencia en la que sobreseyó en el juicio de amparo por algunos actos, negó 
el amparo respecto del artículo 48, fracción VI, de la Ley de Migración y 
otorgó el amparo por el auto en el cual le fue impuesta la medida cautelar. 
Inconformes con la anterior resolución, las partes interpusieron recursos de 
revisión, de los cuales el Tribunal Colegiado de Circuito se declaró incompe­
tente para conocer sobre el tema de constitucionalidad y remitió a la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación para pronunciarse al respecto.
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
establece que, de conformidad con el parámetro de regularidad constitu­
cional del derecho a la libertad de tránsito, la libertad de salir del país forma 
parte del derecho de circulación y de residencia y se trata de un derecho 
humano protegido en los artículos 11 de la Constitución General, 22, nume­
ral 2, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 12, numeral 2, 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, así como de confor­
midad con lo dispuesto por la jurisprudencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos y la Observación General No. 27 del Comité de Derechos 
Humanos de la ONU. Sin embargo, como todo derecho, puede estar sujeto 
a restricciones permisibles, de conformidad con los requisitos constitucio­
nales y convencionales.

Justificación: La libertad de circulación o de tránsito es una condición indis­
pensable para el libre desarrollo de la persona, la cual cuenta con al menos 
cuatro dimensiones: i) la libertad de circulación en el territorio nacional; 
ii) la libertad de escoger residencia; iii) la libertad de salir de cualquier país, 
incluso el propio; y, iv) el derecho a entrar en su propio país. También está 
relacionada con otros derechos diversos consagrados en la Constitución 
General. Así, el artículo 11 de la Constitución General reconoce que todo 
individuo cuenta con el derecho de tránsito para poder entrar o salir del 
país, viajar por su territorio y mudar su residencia, sin necesidad de carta de 
seguridad, pasaporte, salvoconducto u otros requisitos semejantes. Tal 
derecho está subordinado a las facultades de las autoridades judiciales, en 
los casos de responsabilidad criminal o civil, así como de la autoridad admi­
nistrativa, por lo que toca a las limitaciones que impongan las leyes sobre 
migración y salubridad general de la República o sobre extranjeros perni­
ciosos residentes en el país. Por su parte, el artículo 22, numeral 2, de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH) reconoce el derecho 
de circulación y residencia, y dispone que: "Toda persona tiene derecho a 
salir libremente de cualquier país, inclusive del propio", y su numeral 3, 
dispone que: "El ejercicio de los derechos anteriores no puede ser restrin­
gido sino en virtud de una ley, en la medida indispensable en una sociedad 
democrática, para prevenir infracciones penales o para proteger la seguri­
dad nacional, la seguridad o el orden públicos, la moral o la salud públicas 
o los derechos y libertades de los demás". En similar sentido, el Comité de 
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Derechos Humanos de la ONU (Comité de la ONU) en su Observación Gene­
ral No. 27 sobre la libertad de circulación, en relación con el artículo 12 del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), que cuenta 
con términos muy parecidos al de la CADH, ha sostenido que: "La libertad 
de salir del territorio de un Estado no puede hacerse depender de ningún 
fin concreto o del plazo que el individuo decida permanecer fuera del país". 
Así, este derecho incluye la garantía de emigrar permanentemente a otro 
país, así como de viajar al exterior temporalmente. Asimismo, dicho Comité 
señaló que el párrafo 3 del artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos prevé circunstancias excepcionales en que los derechos que 
confieren los párrafos 1 y 2 pueden restringirse. La disposición autoriza al 
Estado a restringir esos derechos sólo para proteger la seguridad nacio­
nal, el orden público, la salud o la moral públicas y los derechos y libertades 
de terceros. Para ser permisibles, las restricciones deben ser previstas por la 
ley, deben ser necesarias en una sociedad democrática para proteger 
los fines mencionados y deben ser compatibles con todos los demás derechos 
reconocidos en el Pacto. La aplicación de las restricciones permisibles en 
virtud del párrafo 3 del artículo 12 debe ser compatible con otros derechos 
consagrados en el Pacto y con los principios fundamentales de igualdad y 
no discriminación.

1a./J. 50/2021 (11a.)

Amparo en revisión 24/2021. 1 de septiembre de 2021. Mayoría de cuatro votos 
de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, 
y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Disidente: Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló 
voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Jorge 
Francisco Calderón Gamboa.

Tesis de jurisprudencia 50/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diecisiete de noviembre de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de noviembre de 2021 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de noviembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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RESTRICCIÓN DE SALIR DEL PAÍS AL DEUDOR ALIMENTARIO DE UN 
MENOR DE EDAD. ES PROPORCIONAL, SIEMPRE QUE MEDIE UNA 
DEBIDA VALORACIÓN JUDICIAL DEL CASO CONCRETO (INTERPRETA­
CIÓN DEL ARTÍCULO 48, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE MIGRACIÓN).

Hechos: En un juicio de alimentos se impuso como medida cautelar al deudor 
alimentario de un menor de edad la restricción de salir del territorio nacional. 
En contra de esta determinación, el deudor promovió demanda de amparo 
indirecto, el cual le fue concedido para que el juzgador de origen fundara y 
motivara debidamente su resolución y sobreseyó en el juicio por el artículo 
reclamado; en la revisión interpuesta contra la sentencia de amparo se revocó 
la sentencia y ordenó reponer el procedimiento. En cumplimiento a la revi­
sión, el Juez de Distrito instructor repuso el procedimiento y dictó sentencia 
en la que sobreseyó en el juicio de amparo por algunos actos, negó el amparo 
respecto del artículo 48, fracción VI, de la Ley de Migración y otorgó el 
amparo por el auto en el cual le fue impuesta la medida cautelar. Inconfor­
mes con la anterior resolución, las partes interpusieron recursos de revisión, 
de los cuales el Tribunal Colegiado de Circuito se declaró incompetente para 
conocer sobre el tema de constitucionalidad y remitió a la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación para pronunciarse al respecto.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
establece que, atendiendo a una interpretación conforme, la restricción tem­
poral de salir del país, dispuesta en el artículo 48, fracción VI, de la Ley de 
Migración, frente al derecho de alimentos de un menor de edad, cumple con 
los requisitos de legalidad, finalidad, idoneidad, necesidad y proporciona­
lidad, y para su valoración debe mediar una debida fundamentación y moti­
vación judicial que tome en cuenta los derechos en juego, las circunstancias 
particulares y las medidas idóneas en el asunto concreto para el cumplimiento 
de la obligación de pagar alimentos, y en el caso de imponerse la limitación, 
establecer una temporalidad proporcional para su debida revisión.

Justificación: Primeramente, se reconoce que los alimentos, como garantía 
de un nivel de vida adecuado, constituyen un derecho para los menores de 
edad, una responsabilidad prioritaria y obligación para sus progenitores y 
un deber a garantizar su actualización por parte del Estado. Por otro lado, 



60

Suprema Corte de Justicia de la Nación

el derecho de salir del país es parte del derecho de circulación y de resi­
dencia como derecho humano protegido por el parámetro de regularidad 
constitucional. Sin embargo, como todo derecho, puede estar sujeto a res­
tricciones permisibles, de conformidad con los requisitos convencionales y 
constitucionales. Así, el artículo 48 de la Ley de Migración reitera el derecho 
a salir libremente del país, en congruencia con el artículo 11 constitucional, 
además, éste también establece que el derecho de entrar y salir del país está 
subordinado a las facultades de las autoridades judiciales, en los casos de 
responsabilidad criminal o civil y a las autoridades administrativas en rela­
ción con las limitaciones que impongan las leyes sobre migración; esto es, 
para el ejercicio de tal derecho existen excepciones que son aplicables al 
deudor alimentario. En lo pertinente, la fracción VI del artículo 48 citado que 
establece la excepción de salida del país libremente, es aplicable al deudor 
alimentario cuando éste deja de cumplir con sus obligaciones alimentarias 
por un periodo mayor a sesenta días; es decir, más de dos meses, aproxima­
damente. Ahora bien, dicha restricción se actualiza o no previa solicitud de 
la autoridad judicial competente, sin perjuicio de otras excepciones legales. 
Así, dicha restricción no se debe aplicar en automático, sino mediante una 
valoración judicial, la cual tiene como objetivo la aplicación de la norma, 
mediante la cual el juzgador determina con base en los diversos elementos 
si se actualiza el supuesto normativo, evalúa los derechos en juego para 
arribar a una decisión razonable, a través de una decisión fundada y moti­
vada. Adicionalmente, las restricciones a la libertad de circulación deben 
ser revisadas periódicamente para que no se prolongue la medida de manera 
injustificada. Esto es, que por ejemplo en el caso de que se haya impuesto 
la restricción y ésta sea cumplimentada o carezca de sentido en las circuns­
tancias del caso, la misma deba ser levantada con celeridad y de manera 
efectiva. En atención a lo anterior, la restricción en estudio de salida del 
país para deudores alimentarios cumple con los requisitos de: i) Legalidad, 
al estar prevista en la Ley de Migración y es un punto acorde al parámetro 
de constitucionalidad; ii) Finalidad, ya que está enfocada en hacer cumplir la 
pensión alimenticia, en el caso del menor de edad, en tutela del interés 
superior, mediante la restricción en comento hasta en tanto se cubra el 
adeudo, lo que resulta una finalidad constitucionalmente válida; iii) Idonei­
dad, siendo que la referida medida funge, por un lado, como una limitación 
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e incentivo para el cumplimiento de ésta, así como una medida cautelar 
para su mejor exigibilidad en la vía interna; iv) Necesidad, ya que se reco­
noce que para dar cumplimento al pago de alimentos, pueden existir diver­
sas modalidades para garantizarla, pero no necesariamente son medidas 
de carácter inmediato que garanticen de manera expedita la liquidación de 
la pensión adeudada, sino requiere de un procedimiento que puede demo­
rar dependiendo de las necesidades básicas del acreedor alimentario, por 
lo que tales medidas no son excluyentes entre sí, sino en su caso, pueden 
ser medidas complementarias para hacer cumplir una obligación esencial 
como es la pensión alimenticia a menores de edad; v) Proporcionalidad frente 
a los alimentos del menor de edad, pues se estima que la medida impug­
nada es razonable para restringir temporalmente el derecho de libertad de 
tránsito, pero en su dimensión exclusiva de salir del país, ya que frente a 
ello impera el principio constitucional del interés superior de la niñez, particu­
larmente respecto del derecho de alimentos en su dimensión del derecho a la 
vida digna, por lo que el derecho a la libre circulación se garantiza en sus 
otras dimensiones como lo es el trasladarse libremente en el territorio nacio­
nal y establecer su residencia en el lugar de su preferencia dentro de éste, 
por lo que se considera que el grado de protección de este derecho puede 
graduarse dependiendo su dimensión, como sería en el caso, el salir del 
país. Esta particular dimensión puede considerarse, por lo general, más 
eventual y menos esencial que las otras dimensiones que contempla el 
derecho de circulación y residencia en el territorio nacional como derecho 
fundamental. En consecuencia, se estima que es proporcional a la restricción 
dispuesta por la norma, siempre y cuando se interprete en el sentido de 
que debe mediar una debida valoración judicial del caso concreto, de con­
formidad con el parámetro expuesto.

1a./J. 51/2021 (11a.)

Amparo en revisión 24/2021. 1 de septiembre de 2021. Mayoría de cuatro votos 
de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, 
y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidente: Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto 
particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Jorge Fran­
cisco Calderón Gamboa.
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Tesis de jurisprudencia 51/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diecisiete de noviembre de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de noviembre de 2021 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de noviembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.



63

Tesis
DE JURISPRUDENCIA  

POR CONTRADICCIÓN DE TESIS

2020

JUICIO ORAL MERCANTIL. EN LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA 
NO APLICA LA EXIGENCIA DE ACOMPAÑAR LOS DOCUMENTOS PRE­
VISTOS EN LA FRACCIÓN V DEL ARTÍCULO 1061 DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO. 

Hechos: Al analizar los requisitos para la procedencia de un juicio oral mer­
cantil, un Tribunal Colegiado del Vigésimo Segundo Circuito concluyó que, 
en términos de la fracción V del artículo 1061 del Código de Comercio, era 
necesario que la parte promovente adjuntara a la demanda las copias 
simples de su Registro Federal de Contribuyentes, de su Clave Única de 
Registro de Población, y de su identificación oficial. Mientras que un Tri­
bunal Colegiado del Octavo Circuito, concluyó que no era exigible que se 
exhibieran dichas constancias con la demanda.

Criterio jurídico: Esta Primera Sala considera que el legislador estableció 
un título especial en el Código de Comercio, denominado "Del juicio oral 
mercantil", a fin de establecer que este tipo de procedimientos se rige por 
sus propias reglas, y que sólo aplicarán las reglas generales del mismo 
código en todo lo no previsto. En este título están regulados de manera 
expresa los requisitos que debe cumplir el escrito inicial de demanda del 
juicio oral mercantil, así como la documentación que ha de anexarse a ésta. 
Por tal motivo, toda vez que el capítulo especial dispone reglas específicas, 
no es dable recurrir a las generalidades previstas para el juicio ordinario y 
exigir adicionalmente las constancias que se prevén para ese tipo de juicios.
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Justificación: La existencia de una metodología específica y especial no 
puede sugerir a las partes que deben acudir a otros capítulos del mismo 
código para encontrar requisitos mayores a los que el procedimiento especial 
ya les indica. La lógica de la regla de especialidad es que, si el capítulo 
especial prevé reglas específicas, éstas han de regir, de forma que esperar 
lo contrario, a pesar de existir dichas reglas, podría devenir en una afectación 
a los derechos procesales de las partes, porque se les estarían exigiendo 
más requisitos que los que habrían considerado a la luz de esta regla de 
especialidad. La presente interpretación resulta también armoniosa con los 
principios rectores de este tipo de procedimientos, especialmente y como 
su nombre lo indica, el de oralidad.

1a./J. 60/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 314/2019. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Vigésimo Segundo 
Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y del Trabajo 
del Octavo Circuito. 7 de octubre de 2020. Mayoría de tres votos de los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
reservó su derecho para formular voto particular y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Raúl Mendiola Pizaña.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil 
del Vigésimo Segundo Circuito, al resolver los amparos directos 
453/2017, 183/2017 y 391/2017, los cuales dieron origen a la tesis aislada 
XXII.3o.A.C.1 C (10a.), de título y subtítulo: "JUICIOS ORALES MERCAN­
TILES. ANTE LA OMISIÓN DEL PROMOVENTE DE ACOMPAÑAR A SU 
ESCRITO INICIAL LOS DOCUMENTOS PREVISTOS EN LA FRACCIÓN V 
DEL ARTÍCULO 1061 DEL CÓDIGO DE COMERCIO, EL JUEZ DEBE PRE­
VENIRLO PARA QUE LOS EXHIBA, EN TÉRMINOS DEL DIVERSO NUMERAL 
1390 BIS 12, EN ARAS DE SALVAGUARDAR EL DERECHO DE ACCESO 
A LA JUSTICIA.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 13 de abril de 2018 a las 10:17 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 53, Tomo III, abril de 2018, 
página 2244, con número de registro digital: 2016627; y,
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El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo 
del Octavo Circuito, al resolver los amparos directos 951/2017 y 540/2018, 
los cuales dieron origen a la tesis aislada VIII.2o.C.T.10 C (10a.), de título 
y subtítulo: "JUICIO ORAL MERCANTIL. LA REGLA GENERAL CONTE­
NIDA EN EL ARTÍCULO 1061, FRACCIÓN V, DEL CÓDIGO DE COMER­
CIO, ES INAPLICABLE EN CUANTO A LOS DOCUMENTOS QUE DEBEN 
ANEXARSE A LA DEMANDA Y SU CONTESTACIÓN.", publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 12 de abril de 2019 a las 
10:16 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 65, Tomo III, abril de 2019, página 2045, con número de 
registro digital: 2019667.

Tesis de jurisprudencia 60/2020 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada a distancia de dos de diciembre de dos mil 
veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de diciembre de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de diciembre de 2020, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

CARGOS NO RECONOCIDOS A TARJETA DE DÉBITO. PROCEDE EL 
PAGO DE INTERESES MORATORIOS POR LA FALTA O RETRASO EN 
LA RETRIBUCIÓN DE LAS CANTIDADES SUSTRAÍDAS, EN TÉRMINOS 
DEL ARTÍCULO 362 DEL CÓDIGO DE COMERCIO. 

Hechos: Dos Tribunales Colegiados de la misma especialidad, pero de 
distinto circuito, llegaron a conclusiones distintas sobre la procedencia 
del pago de intereses moratorios, en términos del artículo 362 del Código de 
Comercio, a cargo de la institución bancaria, cuando se han hecho cargos 
no reconocidos por el titular de la cuenta de depósito a que se vincula la 
tarjeta de débito y aquélla no retribuye de inmediato las cantidades sustraídas 
en perjuicio del cuentahabiente.

Criterio jurídico: La Primera Sala resolvió que cuando el titular de una cuenta 
de depósito de dinero denuncie retiros no autorizados mediante el uso de 
tarjeta de débito, la institución bancaria debe retribuir las cantidades reti­
radas y, en caso de no hacerlo, pagar intereses ordinarios y moratorios por 
el retraso en que incurra a razón del 6%; pues en el contrato de depósito de 
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dinero el depositario tiene un deber de cuidado sobre el dinero que le 
entrega el depositante.

Justificación: Del análisis sistemático a los artículos 267, 271, 272 y 273 de 
la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito; 332, 333, 334, 335 y 
338 del Código de Comercio, 46, 48, fracción I, y 48 Bis 2 de la Ley de Insti­
tuciones de Crédito y demás aplicables en materia bancaria, tratándose de 
cargos no reconocidos efectuados con tarjeta de débito, la institución finan­
ciera depositaria tiene obligación de conservación y restitución del dinero cuya 
propiedad le transfirió el cuentahabiente y, por ende, cuando ocurre esta 
situación, tendrá el deber de responder por los montos sustraídos. En este sen­
tido, del Código de Comercio se desprende lo siguiente: 1. El reembolso de 
cargos no reconocidos por el titular de una tarjeta de débito, vinculada a 
una cuenta de depósito de dinero abierta en una institución bancaria sí 
constituye una obligación a cargo de ésta como depositaria; pues aunque 
detenta la propiedad del dinero incurre en negligencia en la conservación de 
los fondos entregados para ser retirados a la vista por el depositante, y; 
2. La obligación de reembolso en el caso de cargos no reconocidos se 
contrae cuando el titular de la tarjeta de débito denuncia el hecho a la insti­
tución y solicita su restitución. Conforme a estas premisas, el depositario 
tiene el deber de conservación del patrimonio y de restitución cuando, entre 
otros supuestos, el depositante pretenda retirarlo a la vista a través de los 
medios que autorizan las normas relativas (tarjeta de débito); por lo que si 
alguien distinto al titular de la cuenta realiza un cargo que éste no reconoce 
y genera un menoscabo en su patrimonio, es posible presumir un descuido 
de la cosa depositada y, por ende, la obligación del depositario de res­
ponder al depositante, lo que lo coloca en una posición de deudor frente al 
cuentahabiente-tarjetahabiente acreedor. Luego, si la institución bancaria 
depositaria del dinero no restituye el monto del cargo no reconocido al titu­
lar de la tarjeta de débito vinculada a la cuenta de depósito que contrató, 
deberá pagar, además de los intereses ordinarios que se hubieren pactado 
en el contrato de adhesión o cualquier otro instrumento convencional en la 
proporción que corresponda a la cantidad indebidamente sustraída, los inte­
reses moratorios en razón del 6% anual, en términos del artículo 362 del 
Código de Comercio, no obstante la ubicación de este precepto en el Libro 
Segundo, Título Quinto, Capítulo Primero, del Código de Comercio que se 
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ocupa del préstamo mercantil, porque debe reputarse su aplicación general 
y, por ende, aplicable a todos los contratos de carácter comercial en los 
que el deudor deba pagar un interés moratorio.

1a./J. 61/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 354/2018. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito y el Segundo Tribunal Cole­
giado en Materia Civil del Séptimo Circuito. 4 de noviembre de 2020. 
Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita 
Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secre­
taria: Gabriela Eleonora Cortés Araujo.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, 
al resolver el amparo directo 255/2018, en el que determinó que procede el 
pago de intereses legales en términos del artículo 362 del Código de 
Comercio contra cargos indebidos a tarjeta de débito; y,

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo 
Circuito, al resolver el amparo directo 845/2016, que dio origen a la tesis 
aislada VII.2o.C.121 C (10a.), de título y subtítulo: "TARJETA DE DÉBITO. 
CONTRA CARGOS INDEBIDOS REALIZADOS POR UNA INSTITUCIÓN 
BANCARIA, NO PROCEDE EL PAGO DE INTERESES LEGALES, SINO 
EJERCITAR LA ACCIÓN DE DAÑOS Y PERJUICIOS SUFRIDOS EN EL 
PATRIMONIO (INAPLICABILIDAD DEL ARTÍCULO 362 DEL CÓDIGO 
DE COMERCIO).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas y en la Gaceta del Sema­
nario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 42, Tomo III, mayo 
de 2017, página 2151, con número de registro digital: 2014282.

Tesis de jurisprudencia 61/2020 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada a distancia de dos de diciembre de dos 
mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de diciembre de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de diciembre de 2020, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.
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EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO DIRECTO PARA ASEGURAR LA 
DEFENSA ADECUADA EN EL PROCESO PENAL. ANTE EL INCUM­
PLIMIENTO DE VERIFICAR QUE LA PERSONA QUE ASISTIÓ AL IMPU­
TADO EN LA AUDIENCIA DE JUICIO ORAL CUENTE CON LA CALIDAD 
DE LICENCIADO EN DERECHO; EL TRIBUNAL DEBE CONCEDER EL 
AMPARO CON LA FINALIDAD DE QUE SE HAGA LA VERIFICACIÓN 
CORRESPONDIENTE. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes que conocie­
ron de los amparos directos respectivos, sostuvieron un criterio divergente en 
torno a los efectos de la concesión del amparo en tratándose de la omisión 
de los tribunales de alzada de verificar la calidad de licenciado en derecho de 
los defensores en la audiencia de juicio oral.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que detectada la irregularidad relativa al incumplimiento 
de las autoridades (de primera y segunda instancias) de verificar que la 
persona que asistió al imputado en la audiencia de juicio oral cuenta con 
la calidad de licenciado en derecho, la concesión del amparo deberá estar 
encaminada a obligar a las autoridades responsables, en primer lugar, a veri­
ficar en cualquier momento del trámite del recurso de apelación, que quien 
asistió al imputado en la audiencia de juicio contaba en ese momento con 
la acreditación jurídica, legal, suficiente y comprobable con los documentos 
o medios idóneos. Para tal efecto, la autoridad de amparo deberá dejar 
insubsistente el acto reclamado. Si del ejercicio de verificación resulta que 
el defensor no era licenciado en derecho, debe reponerse la totalidad del 
juicio y así debe dejarse asentado en la sentencia de segunda instancia. 
Si por el contrario, del ejercicio de verificación resulta que sí era licenciado en 
derecho al momento de asistir en el juicio oral el tribunal de alzada deberá 
asentar el resultado de la verificación, ya sea en el auto inicial o en aquella 
determinación que por su naturaleza y efecto estime conveniente.

Justificación: En la audiencia de juicio oral del procedimiento penal acusa­
torio, el defensor del imputado debe acreditar su calidad de licenciado 
en derecho y el Juez de Control debe verificar sus credenciales. Si dicha 
actuación no se cumple, y posteriormente se emite una resolución aca­
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rreando el vicio o la irregularidad –en apelación– el tribunal de alzada se 
enfrenta a un vicio formal que debe ponderar si trasciende o no al fallo. 
Dicho ejercicio de ponderación debe realizarse en atención al artículo 480 
del Código Nacional de Procedimientos Penales, toda vez que su propósito 
es verificar si la sentencia se emitió sin violar el derecho de defensa ade­
cuada, y debe generarse incluso al tenor de la suplencia de la queja. Debe 
decirse que el momento para examinar o verificar y, en su caso, reparar 
la violación, podrá ser durante el trámite de la apelación, es decir, será a dis­
creción de la autoridad responsable elegir el momento, pero éste tendrá 
que ser hasta antes del dictado de la sentencia. Ahora bien, constatada la 
omisión del juzgador de primera instancia de verificar las credenciales del 
defensor en la audiencia del juicio oral, así como la omisión del órgano juris­
diccional de segunda instancia de calificarla de conformidad con la norma­
tiva previamente referenciada, el Tribunal Colegiado es competente e incluso 
está obligado a analizar de oficio esas posibles omisiones como violaciones 
al procedimiento. Esto no significa que el órgano de amparo deba realizar 
ese ejercicio de verificación, y mucho menos decretar la violación al derecho 
de defensa adecuada sin ningún dato objetivo que haga constar de manera 
fehaciente que quien asistió al imputado en la audiencia de juicio era o no 
licenciado en derecho; por lo que detectada la irregularidad, la concesión 
del amparo deberá estar encaminada a obligar a las autoridades responsa­
bles, en primer lugar, a verificar que quien asistió al imputado en la audiencia 
de juicio, contaba en ese momento con la acreditación jurídica, legal, sufi­
ciente y comprobable con los documentos o medios idóneos. Debe decirse 
también que los efectos del amparo referidos respetan los principios rectores 
del proceso penal acusatorio y son congruentes con el principio de mayor 
beneficio y continuidad, pues el estudio de una posible violación al derecho 
de defensa adecuada es previo al examen respecto al resto de los agravios 
y se enmienda la irregularidad con la mínima interrupción del desarrollo del 
proceso. Finalmente, debe decirse que si el resultado de la verificación es 
que el defensor no era licenciado en derecho al momento de la audiencia de 
juicio oral, el tribunal de alzada debe resolver sobre este error in procedendo; 
reponer el procedimiento de conformidad con el artículo 482 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, hasta la audiencia de juicio oral y así 
asentarlo en la sentencia de segunda instancia. Si se llega a la conclusión 
de que sí era licenciado en derecho al momento de asistir en el juicio oral, el 
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tribunal de alzada deberá asentar el resultado de la verificación, ya sea 
en el auto inicial o en aquella determinación que por su naturaleza y efecto 
estime conveniente.

1a./J. 62/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 1/2020. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito, el Tribunal Colegiado de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Séptima Región, con residencia en 
Acapulco, Guerrero, y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del 
Décimo Sexto Circuito. 27 de mayo de 2020. Cinco votos de los Ministros 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente en el que precisó que el efecto de la concesión de 
amparo no siempre debe ser reponer hasta la audiencia de juicio, sino 
una reposición parcial dependiendo del caso concreto, Ana Margarita 
Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secre­
tario: Carlos Manuel Baráibar Tovar.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Cir­
cuito, al resolver el amparo directo 127/2019 y el sustentado por el Tri­
bunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Séptima Región, con 
residencia en Acapulco, Guerrero, en apoyo del Tercer Tribunal Colegiado 
en Materias Penal y Administrativa del Décimo Octavo Circuito, al resol­
ver el amparo directo 785/2019 (cuaderno de auxiliar 50/2019), en los 
que se determinó que la omisión por parte del tribunal de enjuiciamiento de 
constatar en la audiencia de debate los datos de la cédula profesional del 
defensor que asista al acusado, produce por sí la violación de su derecho 
a contar con una defensa técnica adecuada, violación que además no es 
subsanable en alguna de las etapas del procedimiento, por lo que procede 
la reposición total de la audiencia de debate; y,

El sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo 
Sexto Circuito, al resolver los amparos directos 94/2019 y 170/2019, en los 
que se determinó que la omisión del tribunal de enjuiciamiento de consta­
tar en la audiencia de debate los datos de la cédula profesional del 
defensor que asiste al acusado, no lleva a concluir que se violó su derecho 
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a ser asistido por un letrado en derecho y, por ende, a reponerse la 
audiencia del juicio en su integridad.

Tesis de jurisprudencia 62/2020 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada a distancia de dos de diciembre de dos mil 
veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de diciembre de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de diciembre de 2020, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

CORRECTIVOS DISCIPLINARIOS IMPUESTOS EN UN CENTRO DE 
RECLUSIÓN. POR REGLA GENERAL, NO CONSTITUYEN UNA SANCIÓN 
ADMINISTRATIVA TRASCENDENTAL O UN ACTO PROHIBIDO POR EL 
ARTÍCULO 22 CONSTITUCIONAL Y, POR TANTO, NO SE ACTUALIZA 
EL SUPUESTO DE EXCEPCIÓN AL TÉRMINO GENÉRICO DE QUINCE 
DÍAS PARA LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA DE AMPARO EN SU 
CONTRA. 

Hechos: Dos de los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes conside­
raron que el correctivo disciplinario consistente en la suspensión, restricción 
o negativa de la visita familiar e íntima por un periodo determinado, que se 
impuso en un centro de reclusión, constituía una pena trascendental prohi­
bida por el artículo 22 constitucional, por lo que se actualizaba la hipótesis 
de excepción prevista en la fracción IV del artículo 17 de la Ley de Amparo 
y, por tanto, la demanda de amparo en su contra podía presentarse en cual­
quier tiempo; mientras que los restantes Tribunales Colegiados determina­
ron que no se trataba de una pena trascendental ni violaba el artículo 22 
constitucional y, en consecuencia, el ejercicio de la acción constitucional 
debía ceñirse al plazo legal genérico de quince días.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que los correctivos disciplinarios como la suspensión, 
restricción o negativa de la visita familiar e íntima por un periodo determinado, 
impuestos en centros de reclusión, por regla general, no tienen la naturaleza 
jurídica de una sanción administrativa trascendental, ni constituyen alguno 
de los actos prohibidos por el artículo 22 constitucional; por tanto, no les 
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resulta aplicable el caso de excepción previsto en la fracción IV del artículo 
17 de la Ley de Amparo, para el ejercicio de la acción constitucional en su 
contra, fuera del plazo legal de quince días.

Justificación: El correctivo disciplinario es una sanción impuesta por autori­
dades administrativas dentro de un procedimiento de esa naturaleza, por 
infracción a los ordenamientos reglamentarios que rigen la organización, 
operación y administración de los centros de reclusión, cuya finalidad es 
mantener el orden, la disciplina y la seguridad interior. Forma parte del 
derecho administrativo sancionador y, por ello está acotada por lo dispuesto 
en el artículo 22 constitucional que prohíbe, entre otros actos, penas o san­
ciones trascendentales. Ahora bien, la pena trascendental implica que 
directa o indirectamente se imponga una sanción a sujetos que no son res­
ponsables del delito; sin embargo, la afectación indirecta que resiente la 
familia con motivo de la compurgación de la pena impuesta al sujeto activo 
del delito no encuadra propiamente en ese concepto. Bajo la misma lógica, 
la sanción administrativa trascendental es aquella que se impone jurídica y 
directamente a una persona, como consecuencia de la responsabilidad de 
otra. Así, la suspensión, restricción o negativa de la visita familiar e íntima, por 
un periodo determinado, no constituye una sanción administrativa trascen­
dental, pues se impone en un centro de reclusión como consecuencia de la 
infracción a la normatividad interna, cometida por un interno o por sus visitas; 
y si bien los efectos de esa determinación pueden ser resentidos por fami­
liares o visitas del interno, esa afectación o daño no deriva de una sanción 
que se les hubiera impuesto jurídica y directamente a aquéllos.

1a./J. 63/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 266/2015. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado 
en Materias Penal y de Trabajo del Octavo Circuito, el Sexto Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, el Primer Tribunal Cole­
giado en Materia Penal del Segundo Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado 
en Materia Penal del Segundo Circuito, el Cuarto Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Segundo Circuito, el Primer Tribunal Colegiado del 
Décimo Noveno Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo 
Cuarto Circuito. 22 de enero de 2020. Mayoría de cuatro votos de los 
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Ministros Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente. Disidente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Héctor Vargas Becerra.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Octavo 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 70/2015, en el que consideró 
que la suspensión, restricción o negativa de la visita familiar e íntima, por 
un periodo determinado de tiempo, impuesta como correctivo discipli­
nario a un interno en un centro de reclusión, derivado de un procedimiento 
administrativo sancionador, con motivo de infracciones a la normatividad 
del propio centro, equivalía a una pena trascendental, prohibida por el 
artículo 22 constitucional, porque no sólo afectaba al inculpado, sino 
también a su familia. Y por tanto, se actualizaba el caso de excepción 
previsto en la fracción IV del artículo 17 de la Ley de Amparo, por lo que 
la demanda de amparo podía presentarse en cualquier tiempo;

El sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 159/2014, del que derivó la 
tesis aislada I.6o.P.60 P (10a.), de título y subtítulo: "SUSPENSIÓN DE 
LA VISITA DE ALGUNO DE LOS FAMILIARES A UN INTERNO EN UN 
RECLUSORIO. DICHA SANCIÓN EQUIVALE A UNA PENA TRASCEN­
DENTAL, PROHIBIDA POR EL ARTÍCULO 22 DE LA CONSTITUCIÓN 
FEDERAL, POR TANTO, LA DEMANDA DE AMPARO EN SU CONTRA 
PUEDE PRESENTARSE EN CUALQUIER TIEMPO.", publicada en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 12, 
Tomo IV, noviembre de 2014, página 3038, con número de registro digital: 
2008028;

El sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 39/2014, en el que consideró 
que el acto reclamado no implicaba una excepción a lo previsto en la 
fracción IV del artículo 17 de la Ley de Amparo, ni se trataba de alguno de 
los actos prohibidos por el artículo 22 constitucional; por lo que la demanda 
de amparo se debía interponer en el plazo genérico de quince días pre­
visto en el citado artículo 17;
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El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Cir­
cuito, al resolver el recurso de queja 43/2015, en el que determinó que el 
acto reclamado no actualizaba alguno de los supuestos establecidos en 
la fracción IV del artículo 17 de la Ley de Amparo, ni alguno de los 
actos prohibidos por el artículo 22 constitucional; por ello, el amparo 
se debió promover en el plazo genérico de quince días, previsto en el 
primero de los numerales;

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 71/2015, en el que consideró 
que el acto reclamado, al no encuadrar en alguna de las excepciones 
previstas en la fracción IV del artículo 17 de la Ley de Amparo, o en alguno 
de los actos prohibidos por el artículo 22 constitucional, la demanda de 
amparo tenía que interponerse en el plazo de quince días, previsto en el 
primer numeral;

El sostenido por el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito, 
al resolver el amparo en revisión 289/2014, en el que estableció que el 
acto reclamado no actualizaba la hipótesis de excepción prevista en 
el párrafo quinto del artículo 17 de la Ley de Amparo, o alguno de los 
actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal; por tanto, 
la demanda de amparo debió presentarse en el plazo genérico de quince 
días a que se refiere el primer numeral; y,

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Cuarto Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 87/2015, en el que estimó que la suspen­
sión, restricción o negativa de la visita familiar e íntima, por un periodo de 
tiempo, impuesta como correctivo disciplinario a un interno en un centro 
de reclusión, derivado de un procedimiento administrativo sancionador, no 
es un ataque a la libertad personal "fuera de procedimiento". Por lo que, 
no se actualizó la hipótesis de excepción prevista en el párrafo quinto del 
artículo 17 de la Ley de Amparo. Así, la demanda de amparo debió promo­
verse en el plazo de quince días.

Tesis de jurisprudencia 63/2020 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada a distancia de dos diciembre de dos mil 
veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de diciembre de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de diciembre de 2020, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.
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2021

PRUEBAS EN EL AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO EN CONTRA DE UNA 
ORDEN DE APREHENSIÓN EMITIDA BAJO EL SISTEMA PROCESAL 
PENAL ACUSATORIO. DEBEN DESECHARSE SI PRETENDEN DEMOS­
TRAR SU INCONSTITUCIONALIDAD, VARIANDO LAS CIRCUNSTANCIAS 
O LOS HECHOS EN LOS QUE EL JUEZ DE CONTROL SE BASÓ PARA 
EMITIRLA (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 75, PÁRRAFO SEGUNDO, 
IN FINE, DE LA LEY DE AMPARO). 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron 
criterios distintos al analizar si era factible admitir pruebas en el amparo 
indirecto promovido por el probable responsable contra una orden de aprehen­
sión dictada bajo el sistema procesal penal acusatorio, para acreditar su 
inconstitucionalidad.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que el principio de limitación probatoria contenido en el artículo 75, 
párrafo segundo, in fine, de la Ley de Amparo, no permite que se admitan 
pruebas en amparo indirecto cuando se reclama una orden de aprehensión 
dictada bajo el sistema procesal penal acusatorio, tendentes a demostrar 
su constitucionalidad o inconstitucionalidad, variando las circunstancias 
o los hechos en los que la responsable se basó para apreciar el acto 
reclamado.

Justificación: El artículo 75 de la Ley de Amparo establece que el acto recla­
mado será apreciado como haya aparecido probado ante la autoridad res­
ponsable y consagra como excepción, en amparo indirecto, la posibilidad 
de ofrecer pruebas cuando el quejoso no haya podido hacerlo ante la res­
ponsable. Sin embargo, el párrafo segundo, in fine, del propio precepto, esta­
blece una limitante en materia penal relativa a que ese ofrecimiento no 
implique una violación a la oralidad o a los principios que rigen en el proceso 
penal acusatorio. En ese sentido, el desahogo de pruebas destinadas a 
variar las circunstancias que tuvo apreciadas el Juez de Control al dictar 
la orden de aprehensión vulnera tales principios. Ello, en tanto implicaría 
indefectiblemente que éstas no fuesen rendidas y examinadas oralmente 
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(principio de oralidad); no permitiría que el juez penal apreciase personal­
mente su desahogo (principio de inmediación) y requerirían ser desahogadas 
ante un juez diverso, como el de amparo, bajo un proceso distinto, adqui­
riendo el carácter de pruebas formalizadas y no el de datos de prueba que 
les correspondería en la respectiva fase del proceso penal acusatorio.

1a./J. 1/2021 (10a.)

Contradicción de tesis 171/2020. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado 
en Materia Penal del Décimo Circuito, el Tribunal Colegiado en Materias 
Penal y Administrativa del Décimo Tercer Circuito, el Primer Tribunal Cole­
giado en Materia Penal del Primer Circuito, el Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Sexto Circuito y el Décimo Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Primer Circuito. 2 de diciembre de 2020. Cinco votos de los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: 
Mauro Arturo Rivera León.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Circuito 
al resolver el recurso de queja 92/2019, en el que consideró que con 
relación al ofrecimiento de pruebas en amparo indirecto contra la orden de 
aprehensión, el artículo 75 de la Ley de Amparo prevé una excepción a la 
limitación en el desahogo de pruebas en amparo, esto es, cuando el que­
joso no pudo ofrecer dichas pruebas ante la responsable, no hay razón 
para limitar el derecho del quejoso de ofrecer pruebas en amparo, pues 
si bien el quejoso debe acreditar su posición defensiva o teoría del caso 
ante el tribunal de origen, ésa no es razón bastante para desechar las 
pruebas ofrecidas, porque el amparo es el medio idóneo para atacar una 
orden de aprehensión. De este modo, el mero hecho de que las pruebas 
se desahoguen fuera del proceso penal y ante un Juez diferente no implica 
per se la vulneración de la oralidad y los principios del sistema acusatorio;

El sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer 
Circuito, al resolver el recurso de queja 104/2017, que dio origen a la tesis 
aislada I.1o.P.82 P (10a.), de título y subtítulo: "OFRECIMIENTO DE PRUEBAS 
EN AMPARO INDIRECTO. SE DEBEN DESECHAR LAS PRUEBAS OFRE­
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CIDAS EN AMPARO INDIRECTO AL NO ACTUALIZARSE LA EXCEPCIÓN 
DEL ARTÍCULO 75 DE LA LEY DE AMPARO, ASÍ COMO POR LA VIO­
LACIÓN A LA ORALIDAD O A LOS PRINCIPIOS DE CONTRADICCIÓN 
O INMEDIACIÓN QUE RIGEN EN EL PROCESO PENAL ACUSATORIO."; 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 19 de 
enero de 2018 a las 10:20 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 50, Tomo IV, enero de 2018, página 
2199, con número de registro digital: 2016043;

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto 
Circuito, al resolver el recurso de queja 76/2017, que dio origen a la tesis 
aislada VI.1o.P.40 P (10a.), de título y subtítulo: "PRUEBAS EN EL AMPARO 
INDIRECTO EN MATERIA PENAL. SI EL ACTO RECLAMADO ES UNA 
ORDEN DE APREHENSIÓN LIBRADA BAJO LAS REGLAS DEL SISTEMA 
PENAL ACUSATORIO, Y LAS QUE OFRECIÓ EL QUEJOSO REQUIEREN 
DESAHOGARSE ANTE EL JUEZ DE DISTRITO, ÉSTE DEBE DESECHARLAS, 
PORQUE DE ADMITIRLAS VIOLARÍA LOS PRINCIPIOS QUE RIGEN A ESE 
PROCEDIMIENTO ORAL."; publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 5 de enero de 2018 a las 10:06 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 50, Tomo IV, 
enero de 2018, página 2220, con número de registro digital: 2015933; y,

El emitido por el Décimo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, 
al resolver el recurso de queja 12/2017, que dio origen a la tesis aislada 
I.10o.P.12 P (10a.), de título y subtítulo: "PRUEBA PERICIAL EN EL AMPARO. 
SI EL QUEJOSO LA OFRECE Y EL ACTO RECLAMADO ES UNA ORDEN 
DE APREHENSIÓN LIBRADA BAJO LAS REGLAS DEL SISTEMA PENAL 
ACUSATORIO, EL JUEZ DE DISTRITO DEBE DESECHARLA, PORQUE 
SU ADMISIÓN SERÍA CONTRARIA A LA ORALIDAD QUE CARACTERIZA 
A DICHO SISTEMA Y A LOS PRINCIPIOS DE CONTRADICCIÓN, IGUALDAD 
PROCESAL E INMEDIACIÓN."; publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 30 de junio de 2017 a las 10:36 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 43, Tomo IV, 
junio de 2017, página 2964, con número de registro digital: 2014680.

Tesis de jurisprudencia 1/2021 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada a distancia de tres de febrero de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de marzo de 2021 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 16 de marzo de 2021, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.
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SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUICIO DE AMPARO. ES IMPROCE­
DENTE CONCEDERLA CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE ORDENA LA 
NOTIFICACIÓN A LOS INTEGRANTES DE LA COLECTIVIDAD SOBRE 
EL INICIO DE LA ACCIÓN COLECTIVA EN TÉRMINOS DE LO DISPUESTO 
POR EL ARTÍCULO 591 DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS 
CIVILES. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito que conocieron de los asuntos 
sostuvieron posturas distintas respecto a si procede conceder la suspensión 
provisional en contra de la resolución que ordena notificar a la colectividad 
sobre el inicio de una acción colectiva, ya que uno de los colegiados deter­
minó que era improcedente esa medida por existir una afectación al interés 
social y contravenir disposiciones de orden público por impedirse a los miem­
bros de la colectividad la continuación del juicio y la adhesión de nuevos 
miembros; mientras que el otro concluyó que era procedente, pues de lo 
contrario, se causarían a la parte quejosa daños y perjuicios de difícil 
reparación.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que no es factible el otorgamiento de la suspensión provisional 
en contra de la resolución que ordena la notificación a los integrantes de la 
colectividad sobre el inicio de la acción colectiva, en términos de lo dis­
puesto por el artículo 591 del Código Federal de Procedimientos Civiles.

Justificación: Ello, en virtud de que, con su otorgamiento, no sólo se vería 
trastocado el derecho de la colectividad a ser informada de la existencia de 
la acción colectiva promovida en contra de la quejosa, lo que traería consigo 
que las personas afectadas no estuvieran en aptitud de adherirse a la acción 
ante su desconocimiento; sino que también se vulneraría el derecho de los 
miembros ya reconocidos de la colectividad ante la paralización del proce­
dimiento. Y si bien es cierto que de no concederse la suspensión de los 
actos reclamados se pudieran generar consecuencias en detrimento de la 
enjuiciada en relación con su reputación; también lo es que, ante el conflicto 
de tales principios, debe prevalecer el interés colectivo sobre el particular, ya 
que de lo contrario, se haría nugatorio el interés público que persiguen las 
acciones colectivas, pues su implementación consistió en atender las nece­
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sidades de protección legal adecuada sobre derechos de los consumidores, 
del medio ambiente o los intereses de personas que se encuentran en una 
situación de desigualdad económica o exclusión social, y que no pueden 
ser objeto de una protección apropiada a través de las reglas tradicionales 
del proceso civil individual.

1a./J. 2/2021 (10a.)

Contradicción de tesis 154/2020. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Décimo Segundo Circuito y el Noveno Tribunal Cole­
giado en Materia Civil del Primer Circuito. 13 de enero de 2021. Cinco 
votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: Jorge Arriaga Chan Temblador.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Segundo Cir­
cuito, al resolver el recurso de queja 241/2019, en el que consideró que 
no procede el otorgamiento de la suspensión provisional, cuando el acto 
reclamado consiste en la notificación a los miembros de una colectividad 
sobre el inicio de la acción colectiva, porque con su otorgamiento se segui­
ría perjuicio al interés social y se contravendrían disposiciones de orden 
público, en tanto que se vería trastocado el derecho de la colectividad a 
ser informada de la existencia de la acción colectiva promovida en contra 
de las empresas quejosas, lo que conlleva a que los miembros de la colec­
tividad, que se sientan afectados, no puedan adherirse al procedimiento; y,

El sustentado por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito, al resolver el recurso de queja 109/2019, en el que consideró 
que sí procedía el otorgamiento de la suspensión provisional, cuando el 
acto reclamado consiste en la notificación a los miembros de una colec­
tividad sobre el inicio de la acción colectiva, en virtud de que de llegar a 
publicarse el inicio del ejercicio de la acción colectiva, por una parte, 
podría dejar sin materia el juicio de garantías, en virtud de que lo que se 
duele la quejosa es precisamente de que no se lleve a cabo la comunica­
ción masiva de las presuntas fallas en las bolsas de aire instaladas en los 
vehículos de su marca; y, por otra, se causaría a la quejosa daños y per­
juicios de difícil reparación, en virtud de que podría verse afectado su 
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derecho de honor y reputación, en tanto que dicha publicación impactaría 
en su imagen como industria automotriz, restándole credibilidad y con­
fianza, lo que desde luego, no sería reparable ni aun cuando obtuviere 
sentencia a su favor.

Tesis de jurisprudencia 2/2021 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada a distancia de tres de febrero de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de abril de 2021 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de abril de 2021, para los efectos 
previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

CONTRATO DE SEGURO. CONSECUENCIAS DEL PAGO EXTEMPORÁNEO 
DE LA PRIMA DE SEGURO O DE LA FRACCIÓN CORRESPONDIENTE, 
EN LOS CASOS DE PAGO EN PARCIALIDADES, EN TÉRMINOS DE LO 
PREVISTO POR EL ARTÍCULO 40, PÁRRAFO PRIMERO, DE LA LEY 
RELATIVA. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes llegaron a 
conclusiones distintas sobre las consecuencias que se producen cuando 
un contratante paga la prima de su seguro fuera del plazo previsto en el 
artículo 40, párrafo primero, de la Ley sobre el Contrato de Seguro y la asegu­
radora no rehúye, inmediatamente, ese pago.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que el pago de la prima de seguro fuera del plazo genérico de 
30 días naturales que dispone el precepto mencionado, produce la cesa­
ción de los efectos del contrato, a pesar de que la aseguradora no hubiere 
rehuido, inmediatamente ese pago.

Justificación: De conformidad con lo previsto en los artículos 5o., 6o. y 21, 
fracción I, de la Ley sobre el Contrato de Seguro, el contrato de seguro 
es bilateral, oneroso y aleatorio y se perfecciona en el momento en que el 
proponente tiene conocimiento de la aceptación de la oferta por parte de 
la aseguradora, en los plazos que el ordenamiento establece para tales 
efectos y, por lo tanto, a partir de su perfeccionamiento, comenzará a surtir 
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efectos entre las partes, haciendo exigibles los derechos y las obligaciones 
que estipularon. Por otra parte, en términos de los artículos 34, 36 y 37, la 
prima, entendida como la contraprestación que se obliga a pagar el contra­
tante del seguro por la garantía que presta el asegurador, vence en cuanto se 
celebra el contrato y desde ese momento, en consecuencia, nace la exigibi­
lidad de pago a cargo del contratante, quien deberá cubrir la suma total o la 
fracción correspondiente, en el caso de pago en parcialidades, dentro del 
plazo genérico de treinta días naturales que dispone el artículo 40, párrafo 
primero, de la Ley sobre el Contrato de Seguro; pues, de lo contrario, si la 
aseguradora no recibe el pago antes de las doce horas del último día del 
plazo, cesarán automáticamente los efectos del contrato. Luego, si el contra­
tante paga la prima fuera de dicho plazo, aun cuando la aseguradora acepte 
el pago, tal actuación no trae consigo la revocación de la cesación de los 
efectos del contrato; porque, con independencia de si la intención del contra­
tante es la celebración, prórroga, modificación o restablecimiento de un 
contrato de seguro, es indispensable que exista una nueva oferta del pro­
ponente y una aceptación por parte de la empresa aseguradora, ya que 
sólo a partir de esta aceptación, se perfecciona el contrato y se actualizan 
los derechos y obligaciones de pago de la prima y garantía del riesgo. De ahí 
que el pago extemporáneo de la prima o de alguna de sus parcialidades 
no constituya una oferta, ni que su recepción por parte de la aseguradora se 
traduzca en un consentimiento tácito vinculado a la celebración, prórroga, 
continuación, reanudación o restablecimiento del contrato cuya prima no 
fue pagada en tiempo; pues la cesación de los efectos del contrato de 
seguro desvincula a la aseguradora, de forma fácil y expedita, del cum­
plimiento de sus obligaciones, precisamente, ante el incumplimiento de 
pago de su contraparte. Además, el consentimiento tácito no opera en el 
contrato de seguro, por lo que el pago extemporáneo recibido por la empresa 
sólo podrá conformar un depósito que podrá ser aplicado a la prima si el 
contrato se perfecciona y, de no acontecer, ello dará lugar, en todo caso, 
al reembolso de la suma por pago de lo indebido en términos del artículo 
1,883 del Código Civil Federal.

1a./J. 3/2021 (10a.)

Contradicción de tesis 94/2019. Entre las sustentadas por el Décimo Quinto 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, el Quinto Tribunal 
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Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Primer Tribunal Cole­
giado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 20 de enero de 2021. 
Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretaria: Gabriela Eleonora Cortés Araujo.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Décimo Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito, al resolver el amparo directo 208/2019, en el que determinó que 
cesan los efectos del contrato de seguro por el pago extemporáneo de la 
prima, en términos del artículo 40, párrafo primero, de la Ley sobre el Con­
trato de Seguro.

El sostenido por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, 
al resolver el amparo directo 3735/1996, que dio origen a la tesis aislada 
I.5o.C.45 C, de título y subtítulo: "SEGURO, LA RECEPCIÓN DE LA PRIMA 
EXHIBIDA EN FORMA EXTEMPORÁNEA NO REVOCA LA CESACIÓN DE 
LOS EFECTOS DEL CONTRATO DE."; publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo IV, septiembre de 
1996, página 723, con número de registro digital: 201528; y,

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 961/95, que dio origen a 
la tesis aislada I.1o.A.9 A, de título y subtítulo: "SEGUROS. CONTRATO 
DE, EFECTOS DEL PAGO DE LA PRIMA EFECTUADO EXTEMPORÁNEA­
MENTE Y SU ACEPTACIÓN INCONDICIONAL."; publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo II, octubre 
de 1995, página 632, con número de registro digital: 204139.

Tesis de jurisprudencia 3/2021 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada a distancia de diecisiete de febrero de dos 
mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de agosto de 2021 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de agosto de 2021, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

CARTA FACTURA. CUANDO SE CONCATENE CON OTROS MEDIOS DE 
PRUEBA PUEDE ACREDITAR LA PROPIEDAD DE UN VEHÍCULO AUTO­
MOTOR EN UN JUICIO DE TERCERÍA EXCLUYENTE DE DOMINIO.
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Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron 
si en los procedimientos de tercería excluyente de dominio, la carta fac­
tura podía o no tener valor probatorio para demostrar la propiedad de los 
vehículos que fueron materia de embargo, en consideración a las caracte­
rísticas, temporalidad y finalidades por las que era expedido ese documento.

Criterio jurídico: Ante la imposibilidad de exhibir la factura, la carta factura 
adminiculada con otros medios de prueba puede acreditar la titularidad 
sobre un vehículo automotor materia de una tercería excluyente de dominio, 
resultando insuficiente por sí misma.

Justificación: Para determinar el valor convictivo que puede generarle al juz­
gador la carta factura para la demostración de la propiedad de un vehículo 
automotor, al emplear las reglas de la racionalidad general y de la experien­
cia, debe considerar las posibilidades fácticas de que, quien se ostente 
como su propietario, pueda exhibir la factura del mismo. Por lo que para tal 
efecto, este último deberá proporcionar los medios de prueba necesarios 
para acreditar tanto las condiciones o modalidades en que obtuvo esa pro­
piedad (compraventa de contado, a través de un crédito, etcétera), como 
las circunstancias por las que la aludida factura está en posesión de otra 
persona o incluso, ha sido extraviada o destruida. Ello, a fin de que con 
base en esos medios de prueba, el juzgador esté en aptitud de determinar 
si era o no exigible la presentación de la factura y, en su defecto, pueda la 
carta factura generar un mayor grado de certeza sobre la titularidad del 
vehículo. Lo anterior, al margen de la temporalidad de la carta factura pues 
lo relevante es que sobre los fines administrativos a los que podría estar 
ligada a esa temporalidad, está la posibilidad de que quien verdaderamente 
sea el propietario de un automóvil pueda demostrarlo, no obstante la imposi­
bilidad justificada de exhibir la factura respectiva o, incluso, una carta factura 
más reciente.

1a./J. 4/2021 (10a.)

Contradicción de tesis 185/2020. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Vigésimo Primer Circuito y 
el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 25 de 
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noviembre de 2020. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: 
Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Luis Mauricio Rangel Argüelles.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del 
Vigésimo Primer Circuito, al resolver el amparo directo 743/2019, en el que 
sostuvo que la naturaleza de la carta factura era la de un título de propie­
dad cuya fuente era un contrato de compraventa a plazos y, por ende, si 
una persona adquiría un vehículo y le era entregada una carta factura, 
porque aún no pagaba el total del precio, ese hecho, ordinariamente, 
indicaba que el acto jurídico fuente del documento fue un contrato de 
compraventa conforme con el cual se transfería la propiedad; y,

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Cir­
cuito al resolver el amparo directo 300/2009, que dio origen a la tesis 
aislada I.4o.C. 186 C (10a.), de título y subtítulo: "CARTA FACTURA. POR 
REGLA GENERAL ES INSUFICIENTE PARA ACREDITAR LA PROPIEDAD 
DE UN VEHÍCULO AUTOMOTOR."; publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXI, enero de 2010, 
página 2017, con número de registro digital: 165603.

Tesis de jurisprudencia 4/2021 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada a distancia de diecisiete de febrero de 
dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de abril de 2021 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de abril de 2021, para los efectos 
previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

ACCIÓN CAUSAL. LA VÍA MERCANTIL NO ES LA ÚNICA QUE PROCEDE 
PARA SU EJERCICIO.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes que conocieron 
de diversos amparos directos sostuvieron criterios distintos al analizar si la 
única vía para el ejercicio de la acción causal, prevista en el artículo 168 
de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, es la mercantil, o si 
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puede ser una diversa, atendiendo a la naturaleza del negocio jurídico 
subyacente que dio origen a la emisión del título de crédito respectivo.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación considera que la vía mercantil no es la única procedente para el ejer­
cicio de la acción causal, prevista en el artículo 168 de la Ley General de 
Títulos y Operaciones de Crédito, ya que debe atenderse a la naturaleza 
del negocio jurídico subyacente que dio origen a la emisión del título de 
crédito respectivo.

Justificación: El artículo 168, último párrafo, de la Ley General de Títulos y 
Operaciones de Crédito, prevé la posibilidad de que el tenedor del título de 
crédito pueda ejercer la acción causal en caso de que la cambiaria haya 
prescrito o caducado; sin que la acción causal sustituya a la cambiaria, 
ya que no se creó para el caso de que se extinguiera la acción cambiaria, sino 
que se otorgó ese nombre a la acción específica que se ejercitaría normal­
mente sin que existiera de por medio un título cambiario, por tanto, a dife­
rencia de la acción cambiaria, que depende de la emisión del título relativo, la 
acción causal es independiente y su ejercicio sólo depende del acto del 
que derivó la acción. En consecuencia, si la acción cambiaria atendiendo 
a sus características y a lo previsto en los artículos 167 de la Ley General 
de Títulos y Operaciones de Crédito y 1391, fracción IV, del Código de Comer­
cio únicamente puede ejercerse en la vía ejecutiva mercantil, no sucede lo 
mismo con la acción causal, la cual al no atender a la misma naturaleza que 
la acción cambiaria, la vía mercantil no será la única procedente para su 
reclamo, ya que se puede ejercer a través de otra vía diversa, atendiendo 
a la naturaleza del negocio jurídico subyacente que dio origen a la emisión 
del título de crédito respectivo. Además de que la acción causal contenida 
en el artículo 168 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito no se 
refiere al derecho abstracto de poner en movimiento al órgano jurisdic­
cional, sino a una acción en estricto sentido, así la acción causal puede 
ser, entre otras, la acción hipotecaria prendaria, de compra, de arrendamiento, 
de transacción, de gestión de negocios o, en fin, cualquier acción que 
tutele el derecho que se pretende reclamar en juicio.

1a./J. 5/2021 (10a.)
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Contradicción de tesis 389/2019. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito y el Primer Tribunal Cole­
giado en Materia Civil del Séptimo Circuito. 27 de enero de 2021. Cinco 
votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto concu­
rrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Ana 
Margarita Ríos Farjat. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: 
Ana María García Pineda.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito 
al resolver el amparo directo 347/2019, en el que consideró que la acción 
causal prevista en el artículo 168 de la Ley General de Títulos y Opera­
ciones de Crédito, mediante la cual el acreedor puede exigir el pago de 
un adeudo consignado en un título de crédito, se ubica en el primer 
supuesto que prevé el numeral 1 de la citada ley, atinente a que se regula 
exclusivamente por cuestiones procesales mercantiles, por ende, la vía 
para su ejercicio no puede ser distinta a la mercantil, esto es, la materia de 
la relación subyacente no impacta en la acción causal, que siempre será 
reclamable en vía mercantil; y,

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo 
Circuito, al resolver el amparo directo 513/2017, que dio origen a la tesis 
aislada VII.1o.C.49 C (10a.), de título y subtítulo: "ACCIÓN CAUSAL. 
LA REFERIDA EN EL ARTÍCULO 168 DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS 
Y OPERACIONES DE CRÉDITO, DEBE EJERCITARSE EN LA VÍA CIVIL Y 
EN LA FORMA QUE CORRESPONDA AL NEGOCIO JURÍDICO SUBYA­
CENTE QUE DIO LUGAR A LA EMISIÓN DEL TÍTULO DE CRÉDITO 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ)."; publicada en el Sema­
nario Judicial de la Federación del viernes 1 de junio de 2018 a las 10:07 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 55, Tomo IV, junio de 2018, página 2752, con número de 
registro digital: 2017047.

Tesis de jurisprudencia 5/2021 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada a distancia de veinticuatro de febrero de 
dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de abril de 2021 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de abril de 2021, para los efectos 
previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.
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RECURSO DE APELACIÓN CONTRA SENTENCIAS DICTADAS EN EL JUI­
CIO ESPECIAL DE FIANZAS. ES PROCEDENTE CONFORME AL ARTÍCULO 
280, FRACCIÓN IV, DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE SEGUROS Y DE 
FIANZAS, SIN QUE SE REQUIERA APLICAR SUPLETORIAMENTE LA 
REGLA DE CUANTÍA O ALGÚN OTRO REQUISITO DE PROCEDENCIA 
A QUE SE REFIERA EL CÓDIGO DE COMERCIO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes interpretaron de 
diferente manera la aplicabilidad y el alcance del artículo 280, fracción IV, 
de la Ley de Instituciones de Seguros y de Fianzas, respecto de la proceden­
cia del recurso de apelación en contra de las sentencias dictadas en los 
juicios especiales de fianzas, pues mientras uno señaló que dicho artículo, 
al establecer la procedencia del recurso aludido, hace una remisión expresa 
y sin distinción a las reglas de procedencia que establece el Código de 
Comercio, otros determinaron que es innecesario acudir a la supletoriedad 
de la codificación mercantil por lo que se refiere a ese aspecto.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
concluye que es procedente el recurso de apelación contra sentencias dic­
tadas en el juicio especial de fianzas, sin que se requiera aplicar supletoria­
mente la regla de cuantía o algún otro requisito de procedencia a que se 
refiera el Código de Comercio, ya que la supletoriedad prevista por el propio 
artículo 280, fracción IV, opera en cuanto a los puntos en los que la ley es 
omisa y que son necesarios para la tramitación del recurso, tales como 
el plazo, las partes legitimadas para entablarlo, la autoridad ante quien se 
debe interponer, la forma escrita o el idioma, pero no en cuanto a la pro­
cedencia, y menos en cuanto a la regla específica en razón de cuantía 
conforme al Código de Comercio. Además, el hecho de que todas las sen­
tencias dictadas en los juicios especiales de fianzas sean apelables, sin 
condición de su cuantía o cualquier otra, protege en mayor medida el derecho 
de acceso a la justicia, en su vertiente específica del derecho a la doble 
instancia.

Justificación: El artículo 280, fracción IV, de la Ley de Instituciones de Seguros 
y de Fianzas prevé la procedencia del recurso de apelación, en ambos efec­
tos, en contra de las sentencias dictadas en los juicios especiales de la 
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materia; lo anterior de manera categórica y sin distinguir entre tipos de sen­
tencia, ni por su cuantía ni por otra circunstancia, por ello, introducir una 
condicionante a la procedencia, como la contenida en el artículo 1339 
del Código de Comercio, resultaría en una contravención al principio de lega­
lidad, por introducir una distinción no prevista por el legislador. La condición 
de la procedencia sería, además, una interpretación contraria a la institu­
ción de la supletoriedad legislativa, la cual aplica ante vacíos u omisiones 
de la ley especial, y no cuando ésta es clara en establecer cierto contenido 
normativo como, en el caso, lo es la procedencia del recurso de apelación. 
Así, es claro que la supletoriedad del Código de Comercio, con relación a 
la apelación, sólo se da respecto de la tramitación del recurso y sus caracte­
rísticas formales y procesales, tales como la legitimación para promoverlo, 
el plazo legal, su promoción por escrito, en idioma español, entre otras, mas 
no en relación con la cuantía. Esta interpretación es también la que resulta 
acorde al principio pro actione, pues favorece el acceso a la jurisdicción 
ordinaria y el derecho a la doble instancia.

1a./J. 6/2021 (10a.)

Contradicción de tesis 75/2019. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito, el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Sexto Circuito y 
Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Décimo 
Noveno Circuito. 18 de noviembre de 2020. Mayoría de cuatro votos de 
los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: 
Jeannette Velázquez De La Paz.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del 
Décimo Séptimo Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 458/2016 
y el sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Décimo Sexto Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 856/2017, 
en los que consideraron que todas las sentencias dictadas en juicios 
especiales de fianzas son apelables y debe agotarse dicho recurso antes 
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de acudir al juicio de amparo directo, pues el artículo 280, fracción IV de la 
Ley de Instituciones de Seguro y Fianzas, es claro y contundente en esta­
blecer la procedencia del recurso de apelación en ambos efectos. También 
consideraron que la cita al Código de Comercio, se refiere a las reglas 
que, en forma general, establece la codificación mercantil, para las forma­
lidades y tramitación del recurso, pero no para su procedencia; y,

El sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del 
Décimo Noveno Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 282/2018, 
en el que consideró que como lo establece el artículo 280, fracción IV, de 
la Ley de Instituciones de Seguros y de Fianzas, para la procedencia 
del recurso de apelación se debe atender a las reglas previstas en el 
Código de Comercio, sin excluir alguna en específico, de manera que 
en términos del artículo 1339 de este último, se debe considerar la cuantía 
del asunto como parámetro para determinar la procedencia del recurso del 
medio de impugnación. De ahí que, en los casos de cuantía menor, según 
lo previsto en el Código de Comercio, procede el juicio de amparo directo en 
contra de las sentencias que se dicten en los juicios especiales de fianza, 
sin que previamente deba agotarse el recurso de apelación.

Tesis de jurisprudencia 6/2021 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada a distancia de veinticuatro de febrero de 
dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de abril de 2021 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de abril de 2021, para los efectos 
previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

CONTRATO DE SEGURO. EL PAGO EXTEMPORÁNEO DE LA PRIMA DE 
SEGURO NO REHUIDO INMEDIATAMENTE POR LA ASEGURADORA, 
CONSTITUYE UN CONVENIO NULO, EN TÉRMINOS DE LO PREVISTO 
EN EL ARTÍCULO 41 DE LA LEY RELATIVA. 

Hechos: Dos Tribunales Colegiados del mismo Circuito, pero de distinta espe­
cialidad, llegaron a conclusiones distintas sobre las consecuencias que se 
producen cuando un contratante paga la prima de su seguro fuera del 
plazo previsto en el artículo 40, párrafo primero, de la Ley sobre el Contrato 
de Seguro y la aseguradora no rehúye, inmediatamente, ese pago.
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Criterio jurídico: La Primera Sala resolvió que el pago de la prima de seguro 
fuera del plazo genérico de 30 días naturales, aun cuando la aseguradora 
no rehúye, inmediatamente, esa exhibición, constituye un convenio nulo en 
términos del artículo 41 de la Ley sobre el Contrato de Seguro.

Justificación: El artículo 40, párrafo primero, de la Ley sobre el Contrato de 
Seguro, tanto en la redacción publicada en el Diario Oficial de la Federa­
ción el 6 de enero de 1966, como en la de 4 de abril de 2013, establece el 
plazo genérico de 30 días naturales para que el contratante realice el pago 
de la prima o de la fracción correspondiente, en caso de pago en parciali­
dades, precisando que de no llevarse a cabo, los efectos del contrato cesa­
rán automáticamente a las 12 horas del último día del plazo; mientras que 
el artículo 41 de ese ordenamiento dispone que será nulo cualquier convenio 
que pretenda privar de sus efectos a las disposiciones del artículo 40, 
párrafo primero. Bajo estas premisas, de la interpretación sistemática de 
ambos preceptos se desprende que el pago extemporáneo de la prima o 
de alguna de sus parcialidades implica que, indefectiblemente, ha ocurrido 
la cesación de efectos del contrato y que esto es una condición invariable 
de la omisión del pago dentro del plazo previsto para ello; por lo tanto, admitir 
que la eventual aceptación del pago extemporáneo revoca la cesación de 
efectos del contrato, constituye un convenio que pretende privar de sus efec­
tos a lo que impone el artículo 40, párrafo primero, y, en consecuencia, 
resulta un convenio nulo de conformidad con el 41.

1a./J. 7/2021 (10a.)

Contradicción de tesis 94/2019. Entre las sustentadas por el Décimo Quinto 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, el Quinto Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Primer Tribunal Cole­
giado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 20 de enero de 2021. 
Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutié­
rrez Ortiz Mena y Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretaria: Gabriela Eleonora Cortés Araujo.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Décimo Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito, al resolver el amparo directo 208/2019, en el que determinó que 
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cesan los efectos del contrato de seguro por el pago extemporáneo de 
la prima, en términos del artículo 40, párrafo primero, de la Ley sobre el 
Contrato de Seguro.

El sostenido por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, 
al resolver el amparo directo 3735/1996, que dio origen a la tesis aislada 
I.5o.C.45 C, de título y subtítulo: "SEGURO, LA RECEPCIÓN DE LA PRIMA 
EXHIBIDA EN FORMA EXTEMPORÁNEA NO REVOCA LA CESACIÓN DE 
LOS EFECTOS DEL CONTRATO DE."; publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo IV, septiembre de 
1996, página 723, con número de registro digital: 201528; y,

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 961/95, que dio origen a 
la tesis aislada I.1o.A.9 A, de título y subtítulo: "SEGUROS. CONTRATO 
DE, EFECTOS DEL PAGO DE LA PRIMA EFECTUADO EXTEMPORÁNEA­
MENTE Y SU ACEPTACIÓN INCONDICIONAL."; publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo II, octubre de 
1995, página 632, con número de registro digital: 204139.

Tesis de jurisprudencia 7/2021 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada a distancia de veinticuatro de febrero de 
dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de agosto de 2021 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de agosto de 2021, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO 
PROMOVIDO CONTRA ACTOS U OMISIONES DE LA PROCURADURÍA 
SOCIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO (PROSOC) EN EL PROCEDIMIENTO 
DE APLICACIÓN DE SANCIONES, PREVISTO EN LA LEY DE PROPIEDAD 
EN CONDOMINIO DE INMUEBLES PARA EL DISTRITO FEDERAL. CORRES­
PONDE A UN JUEZ DE DISTRITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes decidieron 
qué Juzgados de Distrito son competentes para conocer de las demandas 
de amparo indirecto que se promuevan contra actos u omisiones de la 
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Subprocuraduría de Derechos y Obligaciones de Propiedad en Condominio, 
de la Procuraduría Social de la Ciudad de México, en un procedimiento 
administrativo de aplicación de sanciones, si uno en materia administrativa 
o en materia civil.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación concluye que la competencia para conocer de la demanda de amparo 
indirecto promovida contra actos u omisiones de la Subprocuraduría de 
Derechos y Obligaciones de Propiedad en Condominio de la Procuraduría 
Social de la Ciudad de México, en el marco del procedimiento sancionador, 
corresponde a un Juez de Distrito en Materia Administrativa.

Justificación: Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha determinado 
que la competencia para conocer del juicio de amparo indirecto se fija con­
forme a la naturaleza del acto reclamado; en consecuencia, el conocimiento 
del amparo promovido contra actos u omisiones en el marco del proce­
dimiento sancionador previsto en la Ley de Propiedad en Condominio de 
Inmuebles para el Distrito Federal, compete a un Juez de Distrito en Materia 
Administrativa pues, conforme a la legislación aplicable, dicho procedimiento 
y la actuación de la autoridad, tienen naturaleza administrativa, ya que a 
pesar de que se ventilan obligaciones y derechos relacionados con el régimen 
de propiedad en condominio, no se trata de prestaciones de carácter civil 
entre los particulares, sino de concretar las facultades regulativas de la auto­
ridad, encaminadas a garantizar los objetivos de política pública, en torno 
a dicho régimen. Lo anterior es así, ya que el procedimiento de aplicación de 
sanciones es uno característico y propio de las facultades administrativas 
de la Procuraduría Social, que es diferente a los procedimientos de concilia­
ción y arbitraje que se ventilan ante ella; incluso, como se precisa en el 
reglamento de la ley de la materia, el procedimiento sancionador inicia des­
pués de agotadas esas otras instancias. Así, es claro que, en el citado 
procedimiento sancionador, la Procuraduría Social actúa como autoridad, en 
un plano de supra-subordinación, además de que el mismo concluye con 
la imposición de una sanción administrativa.

1a./J. 8/2021 (10a.)
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Contradicción de tesis 289/2019. Entre las sustentadas por el Quinto Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y el Décimo 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 27 de 
enero de 2021. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernán­
dez, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebo­
lledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Jeannette Velázquez De La Paz.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito al resolver el conflicto competencial 25/2016, en el que se 
determinó que en el amparo biinstancial lo que define la competencia 
material del órgano jurisdiccional es la naturaleza del acto reclamado, es 
decir, que le otorga una naturaleza de acuerdo a las disposiciones norma­
tivas en las que se sustente, por tanto, si el acto deriva o tiene como 
aplicación una ley de determinada materia será precisamente esa mate­
ria la que defina la naturaleza del acto reclamado, en consecuencia, al 
tramitarse el procedimiento administrativo de aplicación de sanciones en 
materia condominal en contra del subprocurador de Derechos y Obliga­
ciones de Propiedad en Condominio, de la Procuraduría Social de la Ciudad 
de México, con la finalidad de decidir sobre cuestiones ligadas a la pro­
piedad en condominio de bienes inmuebles ubicados en la Ciudad de 
México que se encuentran reguladas por el derecho civil, se concluye 
que la competencia se surte a favor de un Juez de Distrito en Materia 
Civil, en términos del artículo 54, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación; y,

El sostenido por el Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Primer Circuito al resolver el recurso de queja 97/2019 en el que se deter­
minó que el subprocurador de Derechos y Obligaciones de Propiedad en 
Condominio, de la Procuraduría Social de la Ciudad de México, es una 
autoridad de naturaleza eminentemente administrativa, por lo que en 
términos de lo dispuesto en el artículo 52, fracción IV, de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Federación, cuando se reclaman actos prove­
nientes de una autoridad de esa naturaleza, corresponde al Juez de Dis­
trito en Materia Administrativa decidir sobre la procedencia de la demanda 
de amparo indirecto, ya que el conocimiento de los juicios de amparo 
promovidos contra actos emitidos por autoridades diversas a las judiciales, 
está expresamente reservado para los Jueces de Distrito en Materia 
Administrativa.
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Tesis de jurisprudencia 8/2021 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada a distancia de tres de marzo de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de julio de 2021 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de julio de 2021, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

IMPROCEDENCIA EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. NO SE 
ACTUALIZA UNA CAUSA INDUDABLE Y MANIFIESTA PARA DESECHAR 
DE PLANO LA DEMANDA CUANDO SE RECLAMA LA RESOLUCIÓN DEL 
JUEZ DE CONTROL QUE REVOCA LA DETERMINACIÓN MINISTERIAL 
DE NO EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL Y ORDENA CONTINUAR CON 
LA INVESTIGACIÓN. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes que conocieron 
de los recursos de queja respectivos, sostuvieron distintas líneas argumen­
tativas para determinar si fue correcto o no el desechamiento de plano de 
una demanda de amparo promovida por la persona imputada en contra 
de la determinación judicial que revoca el acuerdo de no ejercicio de la 
acción penal y ordena la reapertura de la investigación.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que no se actualiza una causa manifiesta e indudable de impro­
cedencia del juicio de amparo indirecto para desechar de plano la demanda 
promovida en contra del auto que revoca la determinación ministerial de no 
ejercicio de la acción penal y ordena la continuación de la investigación, sin 
que ello prejuzgue sobre una eventual causa de improcedencia que pueda 
advertirse o actualizarse en la sustanciación del juicio de amparo.

Justificación: La determinación de no ejercicio de la acción penal genera 
un estado de cosas en favor de la persona imputada, al impedir que el 
Ministerio Público despliegue su facultad investigadora en su contra. Por 
ello, la reapertura de la investigación, ordenada por el Juez de Control, con 
la finalidad de posibilitar el ejercicio de la acción penal, constituye un acto 
susceptible de generar afectaciones al imputado, pues la determinación de 
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no ejercicio de la acción penal provocó un cambio favorable en la situación 
jurídica del imputado, que impide al órgano ministerial desplegar su facultad 
investigadora en su contra, entonces, debe permitirse revisar constitucional­
mente la resolución del Juez de Control que revoca esa decisión, pues de 
lo contrario, se podría dejar al imputado indefinidamente en esa categoría 
procesal, trastocando su seguridad jurídica. Así, para efectos de la admi­
sión de la demanda, el Juez de Distrito debe advertir si se actualiza o no un 
motivo indudable y manifiesto de improcedencia del juicio, sin embargo, 
en el supuesto bajo estudio, no resulta evidente que se actualice una impro­
cedencia de esa naturaleza que motive el desechamiento de plano de la 
demanda, pues es posible que se afecten los derechos sustantivos del 
quejoso cuyos efectos sean de imposible reparación. Por ello, será nece­
sario acudir a los informes justificados, a los alegatos y a las pruebas apor­
tadas por las partes en el juicio para realizar un pronunciamiento en cada 
caso. Por tanto el considerar que no se actualiza una casusa de improce­
dencia manifiesta e indudable para desechar de plano la demanda de 
amparo interpuesta contra el acto que se reclama, no prejuzga sobre una 
eventual causa de improcedencia que pueda advertirse o actualizarse 
en la substanciación del juicio de amparo, pues a lo largo del procedimiento 
podrían desvirtuarse o modificarse las consideraciones que llevaron a la 
admisión, mediante las pruebas aportadas.

1a./J. 9/2021 (10a.)

Contradicción de tesis 89/2020. Entre las sustentadas por el Sexto Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito y el Segundo Tribunal Cole­
giado en Materia Penal del Segundo Circuito. 10 de febrero de 2021. 
Mayoría de tres votos de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat y los Ministros 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Norma Lucía 
Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular y 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: 
Jaqueline Sáenz Andujo.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito 
al resolver el recurso de queja 85/2017, que dio origen a la tesis aislada 



96

Suprema Corte de Justicia de la Nación

I.6o.P.94 P (10a.), de título y subtítulo: "REVOCACIÓN DEL ACUERDO 
QUE DETERMINA EL NO EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL Y REAPER­
TURA DE LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN ORDENADAS POR EL JUEZ 
DE CONTROL. ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO 
PROMOVIDO EN SU CONTRA, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 61, FRAC­
CIÓN XXIII, EN RELACIÓN CON LAS FRACCIONES III, INCISO B) Y V, 
AMBAS DEL DIVERSO 107 DE LA LEY DE LA MATERIA."; publicada en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 50, 
Tomo IV, enero de 2018, página 2287, con número de registro digital: 
2015983; y,

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo 
Circuito, al resolver el recurso de queja 181/2019, que dio origen a la tesis 
aislada II.2o.P.95 P (10a.), de título y subtítulo: "JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO. ES PROCEDENTE EL PROMOVIDO EN CONTRA DE LA 
REVOCACIÓN DEL ACUERDO DEL MINISTERIO PÚBLICO QUE DETER­
MINA LA ABSTENCIÓN DE INVESTIGAR Y ORDENA LA REAPERTURA DE 
LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN DICTADA POR EL JUEZ DE CONTROL.", 
publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 77, Tomo VI, agosto de 2020, página 6092, con número de 
registro digital: 2021985.

Tesis de jurisprudencia 9/2021 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada a distancia de diecisiete de marzo de dos 
mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de junio de 2021 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 7 de junio de 2021, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

JUICIO ORAL MERCANTIL. EL ARTÍCULO 1390 BIS, TERCER PÁRRAFO, 
DEL CÓDIGO DE COMERCIO NO PREVÉ UN RECURSO O MEDIO ORDI­
NARIO DE DEFENSA QUE DEBA AGOTARSE A FIN DE OBSERVAR EL 
PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD QUE RIGE EN EL AMPARO DIRECTO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes que conocie­
ron de diversos amparos directos sostuvieron criterios distintos al analizar 
si el artículo 1390 Bis, tercer párrafo, del Código de Comercio prevé un 
recurso o medio ordinario de defensa que deba agotarse a fin de observar 
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el principio de definitividad que rige en el amparo directo, como condición 
para emprender el estudio de violaciones procesales.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación arriba a la convicción de que el artículo 1390 Bis, tercer párrafo, del 
Código de Comercio no prevé un recurso o medio ordinario de defensa que 
deba agotarse a fin de observar el principio de definitividad que rige en el 
amparo directo, como condición para emprender el análisis de violaciones 
procesales.

Justificación: El artículo 107, fracción III, inciso a), de la Constitución General, 
impone como requisito para el estudio de violaciones procesales en el 
amparo directo, la observancia del principio de definitividad; y para ello 
exige que el quejoso agote todos los recursos o medios de defensa exis­
tentes en la ley que rige el acto reclamado, antes de instar la acción de 
amparo, dicha exigencia es reiterada en el artículo 171 de la Ley de Amparo, 
con algunas excepciones allí especificadas. Ahora bien, para efectos del 
principio de definitividad que rige en el juicio de amparo directo, un recurso 
o medio ordinario de defensa es todo aquel medio de impugnación previsto 
en la ley que rige el acto y que puede dar lugar a que la determinación juris­
diccional controvertida sea reformada (modificada), revocada o nulificada. 
Bajo esa lógica, es factible concluir que el artículo 1390 Bis, tercer párrafo, del 
Código de Comercio no prevé un recurso o medio ordinario de defensa que 
deba agotarse como condición para emprender el análisis de violacio­
nes procesales en el amparo directo, ello debido a que en el mencionado 
precepto sólo se prevé un mecanismo para regularizar el procedimiento y 
subsanar alguna inconsistencia procesal menor o alguna omisión en la sus­
tanciación del juicio oral mercantil, de modo que la solicitud que con base 
en esa norma permisiva llegase a formular alguna de las partes al Juez que 
conoce del litigio oral no tendrá por efecto o consecuencia el reformar (modi­
ficar), revocar o nulificar las determinaciones procesales, sino simplemente 
dar al proceso su correcta conducción, o aclarar algún dato o aspecto adje­
tivo pero sin cambiar su sustancia.

1a./J. 10/2021 (10a.)
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Contradicción de tesis 213/2020. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal 
Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado en 
Materias Civil y de Trabajo del Quinto Circuito, y el Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Décimo Circuito. 3 de marzo de 2021. Cinco votos de 
las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, y los 
Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretario: Melesio Ramos Martínez.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, al 
resolver el amparo directo civil 569/2019, en el que al interpretar ese 
artículo 1390 Bis del Código de Comercio, consideró que el legislador no 
se propuso establecer un recurso por el cual se pudieran revocar o modi­
ficar las resoluciones tomadas por el Juez en las audiencias del juicio oral, 
sino al contrario, expresamente se buscó eliminar el recurso que pretendía 
introducir la iniciativa de reforma, para, en su lugar, solamente prever una 
facultad de regularización del procedimiento; de ahí que la posibilidad de 
solicitar verbalmente al Juez que subsane las omisiones o irregulari­
dades que se llegasen a presentar en la sustanciación del juicio oral, no 
puede reputarse como un recurso ordinario que deba agotarse para efectos 
de preparar las violaciones al procedimiento que puedan hacerse valer 
en el juicio de amparo directo contra la sentencia definitiva, en términos del 
artículo 171 de la Ley de Amparo; y,

El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Circuito, 
al resolver el amparo directo 778/2019, en el que sostuvo que cuando se 
estaba ante una violación procesal, para que ésta fuera estudiada en 
amparo directo, era necesario que se preparara por el agraviado, solici­
tando de manera verbal en la audiencia preliminar del juicio mercantil que 
se subsanara la irregularidad correspondiente, esto último, con base en el 
artículo 1360 Bis, párrafo tercero, del Código de Comercio.

Tesis de jurisprudencia 10/2021 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada a distancia de siete de abril de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de mayo de 2021 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de mayo de 2021, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO. CUANDO ÉSTE CONSISTE EN 
UNA DETERMINACIÓN JUDICIAL QUE ORDENA UN RÉGIMEN DE CONVI­
VENCIA PROVISIONAL EN FORMA PRESENCIAL Y LIBRE ENTRE UN 
MENOR DE EDAD Y EL PROGENITOR NO CUSTODIO, EL CONTEXTO 
DE LA PANDEMIA POR LA ENFERMEDAD COVID-19, PERMITE QUE LA 
SUSPENSIÓN SE OTORGUE MODULANDO LA CONVIVENCIA PARA 
QUE SE REALICE A DISTANCIA POR MEDIOS ELECTRÓNICOS, SIEMPRE 
Y CUANDO EL MATERIAL PROBATORIO CON QUE SE CUENTE AL 
PROVEER LA MEDIDA NO PERMITA FIJAR UNA DISTINTA COMO 
MÁS PROTECTORA DE SU INTERÉS SUPERIOR. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes llevaron a 
cabo un examen sobre la procedencia de la medida de suspensión del acto 
reclamado en el incidente derivado del juicio de amparo indirecto, en relación 
con una determinación judicial intraprocesal que estableció un régimen 
de convivencias provisional o especial, en forma presencial (física) y libre (no 
supervisada) de un menor de edad con el progenitor que no ejercía material­
mente la guarda y custodia, que implicaba el desplazamiento del menor de 
edad del domicilio que constituía su residencia habitual a aquél en que 
se llevaría a cabo la convivencia y su incorporación a otro ambiente; y ambos 
tribunales se vieron en la necesidad de examinar dicho acto reclamado en 
el contexto de la pandemia por el virus SARS-CoV-2 causante de la enfer­
medad COVID-19, llegando a conclusiones distintas sobre la medida 
suspensional, pues uno determinó que en la situación de pandemia, la convi­
vencia debía modalizarse para que se realizara a distancia, por medios 
electrónicos (llamadas por teléfono, mensajes, videollamadas, o reuniones 
en plataformas digitales) a efecto de proteger la salud y la vida del menor, 
otorgando la medida con esos efectos; mientras que el otro estimó que no 
debía ser así, sino que la convivencia debía realizarse como fue autorizada, 
con las medidas de protección sanitaria que impuso la responsable.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que en la situación descrita, la medida de suspensión del acto 
reclamado sí podrá modalizar la convivencia para que se desarrolle a dis­
tancia, mediante el uso de medios electrónicos, como medida general de 
protección reforzada de la vida y de la salud del menor de edad, atendiendo 
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a las condiciones de emergencia sanitaria por la enfermedad COVID-19, 
pero ello será viable siempre y cuando al proveer sobre la suspensión 
(provisional o definitiva) no se cuente con elementos suficientes para deter­
minar, conforme a un análisis individualizado de las circunstancias del caso 
concreto, si éstas conducen a proteger mejor su interés superior de una 
forma distinta.

Justificación: No está a discusión que tanto el derecho a la protección de la 
salud física y a la vida, como el derecho a la convivencia con la madre o 
el padre no custodio a efecto de mantener y estrechar el lazo familiar 
entre ellos, resultan derechos fundamentales para el bienestar general de 
los menores de edad, que deben ser protegidos y garantizados en su ejer­
cicio. Sin embargo, el contexto fáctico excepcional de la pandemia por 
COVID-19 exige reconocer la mayor entidad del derecho a la protección de 
la salud física y de la vida, frente al derecho a la convivencia física con el 
progenitor no custodio, de manera que resulte admisible tener como premisa 
general, en el marco de una medida cautelar como la suspensión del acto 
reclamado, que el interés superior de los menores de edad, como grupo, 
en este momento se encuentra en la necesidad de proteger y garantizar con 
mayor intensidad su vida y su salud física, y modular la convivencia para 
armonizarla con ello. Esto, porque la información oficial con que hasta el 
momento se cuenta por parte de las instituciones y organismos públicos 
de salud, es que el COVID-19 se considera una enfermedad fácilmente 
transmisible, con la sola cercanía entre las personas, y puede ser adquirida 
también por menores de edad, sin que hasta ahora haya datos científicos 
validados por la Organización Mundial de la Salud que descarten que en 
este grupo de edad se puedan presentar síntomas graves y pueda causar 
la muerte; además porque existe un elevado número de contagios oficial­
mente reportados en el país confirmados con pruebas clínicas, sin negar que 
seguramente habrá otra cantidad de personas contagiadas sin prueba 
que lo corrobore y casos asintomáticos; condiciones que autorizan a privile­
giar la observancia de medidas de distanciamiento físico y de resguardo 
domiciliario a que exhortan las autoridades en materia de salud. Ahora bien, 
un ejercicio preliminar y en abstracto, de ponderación de la apariencia del 
buen derecho, permite advertir que la convivencia presencial, en tanto implica 
extraer al menor de su ambiente habitual para incorporarlo a otro, sí conlleva 
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una mayor exposición a un riesgo real de contagio, probable y fundado en 
dicha información oficial, que opera en detrimento de la protección a su salud 
y a su vida. Asimismo, la suspensión con efectos de modular la convivencia 
para que se realice por medios electrónicos, asegura que no se siga perjui­
cio al interés social ni se contravengan disposiciones de orden público, en 
tanto permite que no se afecte el interés prevalente del menor en la protec­
ción de su derecho a gozar del nivel más alto posible de salud, y procura 
compatibilizarlo con su derecho a la convivencia, que habrá de propiciarse 
de la manera más amplia posible, aun cuando temporalmente no sea pre­
sencial. Pese a todo ello, adoptar esa medida en forma de protección refor­
zada, sólo será viable para el juzgador de amparo en aquellos casos en que 
al proveer sobre la suspensión, no contara con elementos probatorios sufi­
cientes que le permitan sustentar, bajo un análisis individual de la circuns­
tancia concreta del menor involucrado, que su interés superior exige adoptar 
una medida o efectos distintos, o inclusive, negar la suspensión, pues cuando 
sea así, ello debe estimarse posible; además, desde luego el juzgador 
conserva sus facultades de modificar la medida suspensional, si antes 
de que exista sentencia firme en el juicio de amparo, se presentan circuns­
tancias que lo justifiquen.

1a./J. 11/2021 (10a.)

Contradicción de tesis 267/2020. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito y el Primer Tribunal Cole­
giado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito. 17 de 
marzo de 2021. Mayoría de cuatro votos de las Ministras Norma Lucía 
Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis Gon­
zález Alcántara Carrancá y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto 
particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretaria: Laura Patricia 
Román Silva.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Cir­
cuito, al resolver el incidente en revisión 162/2020, en el que consideró 
que la suspensión definitiva solicitada por la quejosa respecto del proveído 
judicial que ordenó la convivencia presencial entre el menor de edad y el 
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padre que no ejercía materialmente su custodia, estimó injustificado que 
en el contexto de la pandemia, la convivencia se tuviere que llevar a cabo 
únicamente mediante el uso de tecnologías de la información (por llamada 
telefónica en conferencia, video llamada, whatsapp, webex, zoom, o cual­
quier otra), en forma alternativa a la convivencia presencial (física), como 
lo había establecido el Juez de Distrito en la interlocutoria recurrida al 
otorgar la suspensión y fijar sus efectos; esto, pues el Tribunal Colegiado 
consideró, sustancialmente, que ello vulneraba el derecho fundamental 
del menor a las visitas y convivencias y era contrario a su interés superior, 
por lo que no se satisfacía el requisito que para el otorgamiento de la sus­
pensión establecen los artículos 128 y 129, fracción VIII, de la Ley de 
Amparo; y,

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo 
del Décimo Séptimo Circuito, al resolver la queja 31/2020, la cual dio origen 
a la tesis aislada XVII.1o.C.T.36 C (10a.), de título y subtítulo: "RÉGIMEN DE 
VISITAS Y CONVIVENCIAS DEL MENOR CON UNO DE SUS PROGENI­
TORES, FRENTE A LA PANDEMIA GENERADA POR EL VIRUS SARS-CoV2 
(COVID-19). ATENTO AL INTERÉS SUPERIOR DEL INFANTE, CORRES­
PONDE PRIVILEGIAR SU DERECHO A LA VIDA Y A LA SALUD, SOBRE 
EL DERECHO A LA CONVIVENCIA CON AQUÉLLOS, POR ENDE, EL JUEZ 
DEBE PROVEER LAS MEDIDAS NECESARIAS PARA QUE ESTA ÚLTIMA 
SE EFECTÚE A DISTANCIA."; publicada en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Libro 78, Tomo II, septiembre de 2020, página 
977, con número de registro digital: 2022082.

Tesis de jurisprudencia 11/2021 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada a distancia de siete de abril de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de mayo de 2021 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de mayo de 2021, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

ASESOR JURÍDICO VICTIMAL. ESTÁ FACULTADO PARA PROMOVER 
EL JUICIO DE AMPARO EN NOMBRE DE LA VÍCTIMA U OFENDIDO A 
QUIEN REPRESENTA EN EL PROCEDIMIENTO PENAL. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito sostuvieron un criterio diver­
gente en torno a si el asesor jurídico victimal está facultado para promover el 
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juicio de amparo en nombre de la víctima a quien representa en el proce­
dimiento penal.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el asesor victimal está facultado para promover 
la demanda de amparo en nombre de la víctima que representa, conforme a 
los artículos 6o, segundo párrafo, 10 y 11 de la Ley de Amparo. Así, respe­
tando el equilibrio procesal que debe generarse entre la víctima u ofendido 
y el imputado o sentenciado, debe entenderse que, cuando la citada ley 
se refiere a que el quejoso podrá promover el amparo por conducto de su 
defensor cuando el acto reclamado derive de un procedimiento penal, 
no puede limitarse únicamente al defensor del imputado sino que debe incluir 
al asesor jurídico de la víctima que actúa en su representación, a fin de que 
ésta no quede en estado de vulnerabilidad frente al poder punitivo estatal 
y las determinaciones que el Ministerio Público o los Jueces realicen a lo 
largo del procedimiento penal.

Justificación: Lo anterior, pues la víctima u ofendido tiene derecho a estar 
representado por un asesor jurídico, abogado titulado con cédula profe­
sional, en cualquier etapa del procedimiento penal, así como en cualquier 
instancia, procedimiento o juicio en el que sea parte. Sin la debida repre­
sentación, la víctima podría enfrentar un desequilibrio procesal que indudable­
mente redundaría en el ejercicio de sus derechos, de manera preponderante el 
de acceso a la justicia, conforme a los artículos 20, apartado C, de la Consti­
tución General; 108, 109 y 110 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales; así como 10, 12, 42, 43, 125, 168 y 169 de la Ley General de 
Víctimas. Además, el que la representación del asesor jurídico se extienda 
al juicio constitucional es acorde con el artículo 25.1 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, pues el juicio de amparo se erige 
como un mecanismo que debe permitir combatir la arbitrariedad estatal y 
los actos de autoridad que afecten derechos humanos, por lo cual debe 
constituirse como un mecanismo idóneo, efectivo y sencillo.

1a./J. 12/2021 (10a.)

Contradicción de tesis 291/2019. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con resi­
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dencia en Culiacán, Sinaloa, el Quinto Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Primer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal 
del Tercer Circuito. 3 de febrero de 2021. Cinco votos de las Ministras 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Jaqueline Sáenz 
Andujo.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de 
la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa, al resolver, en 
auxilio del Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Cuarto Circuito, el jui­
cio de amparo directo 468/2018 (cuaderno auxiliar 926/2018), en el que 
determinó que el asesor jurídico de la víctima no cuenta con legitimidad 
procesal para presentar demanda de amparo en representación de las 
víctimas. Señaló que la designación de asesor jurídico de la víctima sólo 
faculta a éste para asesorar y representar los intereses de sus repre­
sentados en el sumario que se le designó, señalando que en el caso en 
específico la representación oficiosa debía circunscribirse a las fases 
de investigación y del proceso penal, y que tal representación no puede 
hacerse extensiva al juicio de amparo dado que no satisface ninguno 
de los supuestos referidos en el artículo 6o. de la Ley de Amparo.

El sostenido por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Cir­
cuito al resolver el recurso de queja 13/2017, el cual dio origen a la tesis 
aislada I.5o.P.54 P (10a.), de título y subtítulo: "ASESOR JURÍDICO DE LA 
VÍCTIMA U OFENDIDO DEL DELITO. SI QUIEN INTERPONE LA DEMANDA 
DE AMPARO INDIRECTO AFIRMA TENER RECONOCIDA ESA PERSO­
NALIDAD ANTE LA AUTORIDAD RESPONSABLE, Y SE ACREDITA EN 
AUTOS, TIENE LEGITIMACIÓN PARA PROMOVER EL JUICIO CONSTITU­
CIONAL EN SU REPRESENTACIÓN.", publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 29 de septiembre de 2017 a las 10:38 horas 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 46, Tomo III, septiembre de 2017, página 1803, con número de 
registro digital: 2015186, y

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer 
Circuito al resolver el recurso de queja 78/2016, el cual dio origen a la 
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tesis aislada III.3o.P.3 P (10a.), de título y subtítulo: "VÍCTIMA U OFENDIDO 
DEL DELITO. EL ABOGADO COADYUVANTE DESIGNADO POR ÉSTA 
CUENTA CON LEGITIMACIÓN PARA PROMOVER JUICIO DE AMPARO 
EN SU REPRESENTACIÓN.", publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación del viernes 21 de octubre de 2016 a las 10:31 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
35, Tomo IV, octubre de 2016, página 3163, con número de registro 
digital: 2012913.

Tesis de jurisprudencia 12/2021 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada a distancia de catorce de abril de dos mil 
veintiuno.

Nota: De la sentencia que recayó al amparo directo 468/2018 (cuaderno auxiliar 
926/2018), resuelto por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del 
Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa, 
derivó la tesis aislada (V Región)2o.2 P (10a.), de título y subtítulo: "ASE­
SOR JURÍDICO DE LA VÍCTIMA U OFENDIDO DEL DELITO. CARECE DE 
LEGITIMACIÓN PARA PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO EN NOM­
BRE DE SU ASESORADA, CON LA SIMPLE REPRESENTACIÓN QUE 
SE LE OTORGÓ EN EL PROCESO.", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 6 de septiembre de 2019 a las 10:15 horas y en 
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
70, Tomo III, septiembre de 2019, página 1815, con número de registro 
digital: 2020538.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de junio de 2021 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de junio de 2021, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

ASESOR JURÍDICO VICTIMAL. PARA EFECTOS DE LA ADMISIÓN DE LA 
DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO QUE PROMUEVA EN NOMBRE DE 
LA VÍCTIMA U OFENDIDO DEL DELITO, BASTA LA SIMPLE MANIFES­
TACIÓN, BAJO PROTESTA DE DECIR VERDAD, DE TENER RECONOCIDO 
AQUEL CARÁCTER ANTE LA AUTORIDAD RESPONSABLE, AL ACTUA­
LIZARSE LA EXCEPCIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 11 DE LA LEY 
DE AMPARO.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes que conocie­
ron de los recursos de queja respectivos sostuvieron un criterio divergente 
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en torno a si basta la manifestación del asesor jurídico victimal de ostentar 
dicha representación ante la autoridad responsable, para efecto de que le 
sea admitida la demanda de amparo indirecto, promovida por éste a nombre 
de la víctima u ofendido del delito, que representa.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que, en materia penal, el asesor jurídico de la víctima u 
ofendido del delito se encuentra facultado para promover la demanda de 
amparo en nombre de ésta, a quien representa en el procedimiento penal, 
por lo que tratándose de la presentación del juicio de amparo indirecto, 
bastará su simple manifestación, bajo protesta de decir verdad, en el sen­
tido de tener reconocido ese carácter ante la autoridad responsable, para 
que la demanda sea admitida a trámite. En este supuesto, se tendrá por 
actualizada la excepción prevista en el artículo 11, párrafo primero, en rela­
ción con el 14, párrafo primero, de la Ley de Amparo. Así, cuando la citada 
ley refiere que en materia penal bastará que el defensor manifieste bajo 
protesta de decir verdad tener ese carácter, no puede limitarse únicamente 
al defensor del imputado, sino que necesariamente debe incluir al asesor 
jurídico de la víctima que actúa en su representación, a fin de que ésta no 
quede en estado de vulnerabilidad frente al poder punitivo estatal y las 
determinaciones que el Ministerio Público o los Jueces realicen a lo largo del 
procedimiento penal.

Justificación: De una interpretación sistemática de la Ley de Amparo, en 
relación con el Código Nacional de Procedimientos Penales y la Ley General 
de Víctimas, se advierte un reconocimiento explícito de las víctimas como 
parte de los procedimientos y el derecho a la asesoría jurídica técnica –por 
una persona licenciada en derecho con cédula profesional– como una 
garantía del pleno ejercicio de sus derechos en condiciones de igualdad. 
También se reconoce el derecho a un recurso judicial adecuado y efectivo 
contra las decisiones que afecten sus intereses y el ejercicio de sus derechos, 
por lo que la legislación en la materia deberá regular la intervención en los 
diferentes procedimientos, a efecto de facilitar su participación. En ese 
sentido, resulta fundamental que el juicio de amparo, como medio consti­
tucional de defensa de los derechos humanos, equilibre las asimetrías y 
el estado de vulnerabilidad que pueden llegar a enfrentar las víctimas en el 
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acceso a la justicia, lo que conlleva el deber de flexibilizar ciertas reglas 
–como la forma de acreditar la representación– ante la necesidad de ase­
gurar que los recursos sean efectivos y protejan a las víctimas contra actos 
que violen sus derechos humanos.

1a./J. 13/2021 (10a.)

Contradicción de tesis 310/2019. Entre las sustentadas por el Cuarto Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito y el Tercer Tribunal Cole­
giado del Vigésimo Séptimo Circuito. 3 de febrero de 2021. Cinco votos 
de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, 
y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretaria: Jaqueline Sáenz Andujo.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primero Circuito 
al resolver el recurso de queja 50/2019, el cual dio origen a la tesis aislada 
I.4o.P.27 P (10a.), de título y subtítulo: "ASESOR JURÍDICO DE LA VÍCTIMA 
U OFENDIDO DEL DELITO. PARA LA ADMISIÓN DE LA DEMANDA DE 
AMPARO PROMOVIDA EN REPRESENTACIÓN DE ÉSTA, POR QUIEN 
SE OSTENTA CON ESE CARÁCTER, BASTA QUE AFIRME QUE LO TIENE 
RECONOCIDO ANTE LA AUTORIDAD RESPONSABLE (EXCEPCIÓN 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 11, PÁRRAFO PRIMERO, ÚLTIMA PARTE, 
DE LA LEY DE AMPARO)."; publicada en el Semanario Judicial de la Fede­
ración del viernes 4 de octubre de 2019 a las 10:14 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 71, Tomo IV, 
octubre de 2019, página 3467, con número de registro digital: 2020717, y

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito al 
resolver el recurso de queja 75/2018, el cual dio origen a la tesis aislada 
XXVII.3o.68 P (10a.), de título y subtítulo: "DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO 
PROMOVIDA POR EL ASESOR JURÍDICO DE LA VÍCTIMA U OFENDIDO 
EN EL PROCEDIMIENTO PENAL. PARA SU ADMISIÓN SE REQUIERE 
QUE AQUÉL DEMUESTRE SU CALIDAD CON ALGUNA CONSTANCIA, 
AL NO ACTUALIZARSE LA EXCEPCIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 11, 
PÁRRAFO PRIMERO, IN FINE, DE LA LEY DE AMPARO, PARA TENER 
RECONOCIDA SU REPRESENTACIÓN CON LA SOLA AFIRMACIÓN EN 
ESE SENTIDO."; publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
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viernes 1 de febrero de 2019 a las 10:03 horas y en la Gaceta del Sema­
nario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 63, Tomo II, febrero 
de 2019, página 2958, con número de registro digital: 2019175.

Tesis de jurisprudencia 13/2021 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada a distancia de catorce de abril de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de junio de 2021 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 7 de junio de 2021, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RECONOCIMIENTO DE INOCENCIA. SON COMPETENTES PARA SU RESO­
LUCIÓN LOS TRIBUNALES DE ALZADA QUE LO FUEREN PARA CONOCER 
DEL RECURSO DE APELACIÓN, CON INDEPENDENCIA DE QUE EL 
SOLICITANTE HAYA SIDO JUZGADO CONFORME AL SISTEMA PROCE­
SAL PENAL TRADICIONAL. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito que participaron en la contra­
dicción de tesis, conocieron de diversas solicitudes de reconocimiento de 
inocencia en las que las personas sentenciadas fueron juzgadas conforme 
a las normas del sistema penal tradicional previstas en el Código Federal 
de Procedimientos Penales, pero estando ya vigente el Código Nacional de 
Procedimientos Penales, ante lo cual analizaron si la competencia para cono­
cer de esas solicitudes se surtía en favor de los propios Tribunales Colegiados 
de Circuito, o bien, de los Tribunales de Alzada que hubieran conocido del 
recurso de apelación, y al respecto sostuvieron criterios opuestos, pues uno 
consideró que el reconocimiento de inocencia promovido por una persona 
que fue juzgada y sentenciada conforme al sistema penal mixto, tendría que 
tramitarse y resolverse conforme a los dispositivos del Código Federal de 
Procedimientos Penales abrogado, y la competencia para resolver la solicitud 
recaía en un Tribunal Colegiado de Circuito, mientras que el otro sostuvo 
que el reconocimiento de inocencia –al ser un procedimiento que no forma 
parte del proceso penal– podía ser tramitado conforme a las reglas del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, con independencia de si el senten­
ciado fue juzgado conforme al sistema penal tradicional o acusatorio, y 
que la competencia para conocer de dicha solicitud recaía en el Tribunal 
de Alzada.
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que es competente para conocer del reconocimiento de inocencia 
el Tribunal de Alzada que lo fuere para conocer del recurso de apelación, con 
independencia de que el solicitante haya sido juzgado conforme al sistema 
procesal penal tradicional.

Justificación: Partiendo de la base de que el reconocimiento de inocencia 
no es un medio que se encuentre constreñido a las normas procesales 
conforme a las cuales se juzgó y sentenció al solicitante, los preceptos que 
son aplicables para su tramitación y resolución son los que se encuentran 
vigentes al momento de su presentación, esto es, los artículos 486, 488, 
489 y 490 del Código Nacional de Procedimientos Penales, en los casos 
que se haya presentado la solicitud cuando ya se encontraba vigente dicho 
Código Nacional, con independencia de que el peticionario haya sido juz­
gado y sentenciado conforme al sistema mixto imperante previo a la vigencia 
del procedimiento acusatorio y debe determinarse que, en términos del 
artículo 488 de dicho ordenamiento, la competencia para conocer de la 
solicitud de reconocimiento de inocencia recae en el Tribunal de Alzada 
que lo es para conocer del recurso de apelación.

1a./J. 14/2021 (10a.)

Contradicción de tesis 139/2020. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado 
en Materia Penal del Décimo Primer Circuito y el Segundo Tribunal Cole­
giado del Vigésimo Cuarto Circuito. 11 de noviembre de 2020. Cinco votos 
de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, 
y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Héctor Vargas Becerra.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Primer Circuito, 
al resolver el reconocimiento de inocencia 1/2019, en el que consideró 
que la competencia legal para conocer del reconocimiento de inocencia, 
recaía en un Tribunal Colegiado de Circuito, y sin que fuera aplicable 
al respecto el Código Nacional de Procedimientos Penales; ello, porque la 
valoración de las pruebas de cargo que dieron origen a la sentencia 
definitiva, aconteció bajo el sistema tradicional o mixto y, por tanto, resul­
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taba aplicable el Código Federal de Procedimientos Penales, que esta­
blecía un sistema de valoración probatorio tasado, y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Cuarto Circuito, 
al resolver el reconocimiento de inocencia 1/2017, el cual dio origen a las 
tesis aisladas XXIV.2o.3 P (10a.) y XXIV.2o.4 P (10a.), de títulos y subtítulos: 
"RECONOCIMIENTO DE INOCENCIA. PARA LA TRAMITACIÓN Y RESO­
LUCIÓN DEL INCIDENTE RESPECTIVO ES APLICABLE EL CÓDIGO 
NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, SI AL MOMENTO EN QUE 
SE PRESENTÓ LA SOLICITUD YA HABÍA ENTRADO EN VIGOR, CON 
INDEPENDENCIA DE QUE EL SOLICITANTE HAYA SIDO JUZGADO 
CONFORME AL PROCESO PENAL TRADICIONAL O MIXTO." y "RECO­
NOCIMIENTO DE INOCENCIA. SI LA SOLICITUD RESPECTIVA SE 
PRESENTÓ DURANTE LA VIGENCIA DEL CÓDIGO NACIONAL DE PRO­
CEDIMIENTOS PENALES, AL MARGEN DE QUE EL SOLICITANTE HAYA 
SIDO JUZGADO CONFORME AL PROCESO PENAL TRADICIONAL O 
MIXTO, EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEBE DECLARAR SU 
INCOMPETENCIA LEGAL Y REMITIRLA AL TRIBUNAL DE ALZADA QUE 
FUERE COMPETENTE PARA CONOCER DEL RECURSO DE APELACIÓN.", 
publicadas en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 22 de 
noviembre de 2019 a las 10:33 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 72, Tomo III, noviembre de 2019, 
páginas 2467 y 2468, con números de registro digital: 2021128 y 2021129, 
respectivamente.

Tesis de jurisprudencia 14/2021 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada a distancia de catorce de abril de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de mayo de 2021 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de mayo de 2021, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RECONOCIMIENTO DE INOCENCIA. PARA SU TRAMITACIÓN Y RESO­
LUCIÓN ES APLICABLE EL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES, CON INDEPENDENCIA DE QUE EL SOLICITANTE HAYA SIDO 
JUZGADO CONFORME AL SISTEMA PROCESAL PENAL TRADICIONAL. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito que participaron en la contra­
dicción de tesis, conocieron de diversas solicitudes de reconocimiento de 
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inocencia, en las que las personas sentenciadas fueron juzgadas conforme 
a las normas del sistema penal tradicional previstas en el Código Federal 
de Procedimientos Penales, pero estando ya vigente el Código Nacional de 
Procedimientos Penales, por lo que, en principio, tuvieron que determinar si 
dichas solicitudes debían tramitarse conforme a las normas del aludido 
Código Federal o del citado Código Nacional, y al respecto, sostuvieron 
criterios opuestos, pues uno consideró que el reconocimiento de inocencia 
promovido por una persona que fue juzgada y sentenciada conforme al 
sistema penal mixto, tendría que tramitarse y resolverse conforme a los 
dispositivos del Código Federal de Procedimientos Penales abrogado, 
mientras que el otro sostuvo que el reconocimiento de inocencia –al ser un 
procedimiento que no formaba parte del proceso penal– podía ser tramitado 
conforme a las reglas del Código Nacional de Procedimientos Penales, con 
independencia de si el sentenciado fue juzgado conforme al sistema penal 
tradicional o mixto.

Criterio jurídico: La Primera Sala de Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que las normas procesales que son aplicables a la tramitación y 
resolución de la solicitud de reconocimiento de inocencia son las previstas 
en el Código Nacional de Procedimientos Penales, con independencia de 
que el solicitante haya sido juzgado conforme al sistema penal tradicional.

Justificación: Esta Primera Sala ha sostenido en reiteradas ocasiones, que 
el reconocimiento de inocencia es un mecanismo jurídico extraordinario e 
independiente del procedimiento penal, cuya finalidad únicamente es la 
de destruir los elementos de prueba que sirvieron para condenar injusta­
mente a una persona, a través de nuevos medios de convicción que de 
manera fehaciente e indubitable demuestren su inocencia; sin embargo, 
no se trata de la apertura de otra instancia ni de un recurso dentro del propio 
proceso penal. En ese sentido, no es un medio que se encuentre constre­
ñido a las normas procesales conforme a las que se juzgó y sentenció al 
solicitante, por lo que los preceptos que son aplicables para su tramitación 
y resolución, son los que se encuentran vigentes al momento de su presen­
tación, esto es, los artículos 486, 488, 489 y 490 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales. Máxime que con la aplicación normativa de las 
disposiciones del Código Nacional de Procedimientos Penales, no se atenta 



112

Suprema Corte de Justicia de la Nación

contra el derecho a la no retroactividad en perjuicio, previsto en el artículo 
14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues no se 
priva al solicitante de alguna facultad con la que contara en la legislación 
abrogada. Contrario a ello, en dichos preceptos se proporcionaron elementos 
adicionales que son más benéficos para el sentenciado, como lo es que 
los nuevos elementos de prueba aportados para demostrar la inocencia 
puedan ser apreciados bajo los parámetros de valoración racional, libre y 
lógica; así como que, al ser el tribunal de alzada el competente para conocer 
de dicho medio, exista la posibilidad de impugnar su resolución a través del 
juicio de amparo; y que en caso de que se dicte una resolución en la que 
se estime fundado el reconocimiento de inocencia, en esa misma resolución 
deberá determinarse de manera oficiosa sobre la indemnización que resulte 
procedente.

1a./J. 15/2021 (10a.)

Contradicción de tesis 139/2020. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado 
en Materia Penal del Décimo Primer Circuito y el Segundo Tribunal Cole­
giado del Vigésimo Cuarto Circuito. 11 de noviembre de 2020. Cinco 
votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos 
Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Héctor Vargas Becerra.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Primer Circuito, 
al resolver el reconocimiento de inocencia 1/2019, en el que consideró 
que la competencia legal para conocer del reconocimiento de inocen­
cia, recaía en un Tribunal Colegiado de Circuito, y sin que fuera aplicable 
al respecto el Código Nacional de Procedimientos Penales; ello, porque la 
valoración de las pruebas de cargo que dieron origen a la sentencia 
definitiva, aconteció bajo el sistema tradicional o mixto y, por tanto, resul­
taba aplicable el Código Federal de Procedimientos Penales, que esta­
blecía un sistema de valoración probatorio tasado, y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Cuarto Circuito, 
al resolver el reconocimiento de inocencia 1/2017, el cual dio origen a las 
tesis aisladas XXIV.2o.3 P (10a.) y XXIV.2o.4 P (10a.), de títulos y subtítulos: 



113

Informe DE LA PRIMERA SALA 2021

"RECONOCIMIENTO DE INOCENCIA. PARA LA TRAMITACIÓN Y RESO­
LUCIÓN DEL INCIDENTE RESPECTIVO ES APLICABLE EL CÓDIGO 
NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, SI AL MOMENTO EN QUE 
SE PRESENTÓ LA SOLICITUD YA HABÍA ENTRADO EN VIGOR, CON 
INDEPENDENCIA DE QUE EL SOLICITANTE HAYA SIDO JUZGADO 
CONFORME AL PROCESO PENAL TRADICIONAL O MIXTO." y "RECO­
NOCIMIENTO DE INOCENCIA. SI LA SOLICITUD RESPECTIVA SE 
PRESENTÓ DURANTE LA VIGENCIA DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCE­
DIMIENTOS PENALES, AL MARGEN DE QUE EL SOLICITANTE HAYA 
SIDO JUZGADO CONFORME AL PROCESO PENAL TRADICIONAL O 
MIXTO, EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEBE DECLARAR SU 
INCOMPETENCIA LEGAL Y REMITIRLA AL TRIBUNAL DE ALZADA QUE 
FUERE COMPETENTE PARA CONOCER DEL RECURSO DE APELACIÓN.", 
publicadas en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 22 de 
noviembre de 2019 a las 10:33 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 72, Tomo III, noviembre de 2019, 
páginas 2467 y 2468, con números de registro digital: 2021128 y 2021129, 
respectivamente.

Tesis de jurisprudencia 15/2021 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada a distancia de catorce de abril de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de mayo de 2021 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de mayo de 2021, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL AMPARO INDIRECTO CONTRA LA 
RESOLUCIÓN DE LA CONSEJERÍA JURÍDICA DEL EJECUTIVO FEDE­
RAL QUE DETERMINA IMPROCEDENTE UNA SOLICITUD DE INDULTO. 
SE SURTE A FAVOR DEL JUZGADOR EN CUYA JURISDICCIÓN SE 
UBIQUE EL DOMICILIO DEL CENTRO PENITENCIARIO DONDE EL REO 
SE ENCUENTRE RECLUIDO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron 
criterios distintos al determinar cuál Juzgado de Distrito es competente para 
conocer del amparo indirecto promovido contra el oficio dictado por la Con­
sejería Jurídica del Ejecutivo Federal en el que se determinó improcedente 
el indulto solicitado por una persona recluida en un Centro de Readaptación 
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Social, ya que para uno el competente es el Juzgado de Distrito con juris­
dicción en el lugar de residencia de la autoridad responsable, mientras que 
para el otro lo es el que ejerce jurisdicción en el lugar donde se ubique el 
Centro de Readaptación Social.

Criterio Jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el Juzgado de Distrito con jurisdicción en el lugar 
donde se ubica el centro penitenciario en el que se encuentra recluido el 
quejoso es el legalmente competente para conocer del amparo indirecto 
contra el oficio emitido por la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal por 
el que determinó improcedente el indulto, ya que el acto reclamado tiene 
una ejecución material al incidir en la permanencia del quejoso en el centro 
de readaptación en el que compurga la pena.

Justificación: El artículo 37 de la Ley de Amparo establece tres reglas dis­
tintas de tracto sucesivo para determinar la competencia en amparo 
indirecto atendiendo a si el acto reclamado tiene ejecución unívoca, plural 
o carece de ejecución material. Ahora bien, en el caso es aplicable la pri­
mera regla, a saber, la relativa a que es competente el Juez que tenga juris­
dicción en el lugar donde el acto reclamado deba tener ejecución, trate de 
ejecutarse, se esté ejecutando o se haya ejecutado. Lo anterior es así, porque 
esta Primera Sala ha sostenido que los actos que determinen la perma­
nencia de la persona en su lugar de reclusión generan una consecuencia 
material, es decir, una ejecución material. Ante ello, si una persona presentó 
una solicitud de indulto cuya concesión favorable implicaría, inter alia, la 
cesación de la privación de la libertad personal ante la extinción de la pena, 
la resolución que la determina improcedente tiene por consecuencia que 
permanezca en su situación actual y, por ello, tiene una ejecución material. 
Dicha ejecución material ocurrirá en el lugar donde el quejoso se encuentre 
recluido, porque allí se seguirá ejecutando la pena cuya extinción se solicitó.

1a./J. 16/2021 (10a.)

Contradicción de tesis 95/2020. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito y el Décimo Tribunal Cole­
giado en Materia Penal del Primer Circuito. 24 de marzo de 2021. Cinco 
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votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos 
Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Juan Luis Gon­
zález Alcántara Carrancá. Secretario: Mauro Arturo Rivera León.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 388/2017, en el que sostuvo 
que el Juzgado de Distrito con jurisdicción en el lugar de residencia de la 
autoridad responsable era el competente para resolver el juicio de amparo 
promovido contra el oficio que determinó improcedente el indulto solici­
tado, porque el acto reclamado estaba vinculado con la libertad del 
quejoso, de modo que el artículo aplicable era el 36 y no el 37 de la Ley 
de Amparo, y

El sustentado por el Décimo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer 
Circuito, al resolver el conflicto competencial 3/2020, en el que consi­
deró que el Juzgado de Distrito competente para resolver el juicio de 
amparo promovido contra el oficio que determinó improcedente el indulto 
solicitado, era el de la jurisdicción del Centro de Readaptación Social 
porque el acto reclamado tendría efectos en el lugar donde se encontraba 
recluido el solicitante, resultando aplicable la hipótesis primera del artículo 
37 de la Ley de Amparo.

Tesis de jurisprudencia 16/2021 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada a distancia de veintiuno de abril de dos 
mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de mayo de 2021 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de mayo de 2021, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

TRANSFERENCIAS ELECTRÓNICAS BANCARIAS. CUANDO SE RECLAME 
SU NULIDAD, CORRESPONDE A LA INSTITUCIÓN BANCARIA DEMOSTRAR 
QUE SE SIGUIERON LOS PROCEDIMIENTOS ESTABLECIDOS NORMATI­
VAMENTE PARA ACREDITAR SU FIABILIDAD. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron 
posturas distintas respecto a quién correspondía demostrar, en un juicio de 
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naturaleza mercantil, la fiabilidad del mecanismo por el cual se efectuaron 
transferencias electrónicas de recursos mediante la utilización de plata­
formas digitales; así, uno estimó que cuando el cuentahabiente niega haber 
dado su autorización al banco para realizar la transferencia y la institución de 
crédito afirma que sí recibió la instrucción, corresponde al primero demos­
trar que el sistema que opera las firmas electrónicas carece de fiabilidad 
y, por tanto, que su cuenta fue saboteada electrónicamente; mientras que 
el otro sostuvo lo contrario, es decir, que corresponde a la institución ban­
caria soportar la carga probatoria de acreditar que las mismas se realizaron 
mediante el uso de los elementos de seguridad empleados para garantizar 
la certeza de las operaciones.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que no puede presumirse la fiabilidad de la banca elec­
trónica a partir de la mera acreditación de que una transferencia se llevó 
a cabo utilizando un determinado mecanismo de autenticación por parte 
del usuario. Al respecto, se establece que dicha presunción solamente se 
puede obtener una vez que la institución bancaria demuestre haber seguido 
el procedimiento exigido por las disposiciones de carácter general, aplicables 
a las instituciones de crédito, emitidas por la Comisión Nacional Bancaria y 
de Valores. En ese sentido, una vez acreditado que se siguió debidamente el 
procedimiento normativamente exigido de la institución financiera para 
la operación impugnada y que no se tuvo conocimiento de incidentes que 
comprometieran los datos del cuentahabiente, sólo entonces la carga de la 
prueba se le revertirá al usuario quien tendrá el deber de desvirtuar lo apor­
tado por aquélla.

Justificación: Las disposiciones aludidas establecen la previsión de conte­
nidos mínimos para el funcionamiento de la banca electrónica tratándose de 
las transferencias de recursos, dentro de los que destacan: a) la intro­
ducción de mecanismos complejos de autenticación del usuario divididas 
en cuatro categorías; b) el establecimiento de operaciones con las canti­
dades dinerarias máximas que pueden llevarse a cabo bajo determinado 
medio de autenticación; c) la necesidad de registrar previamente las cuentas 
de destino, así como el periodo mínimo que debe transcurrir antes de poder 
realizar la transferencia, según sea el caso; y, d) la obligación de generar 
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comprobantes y notificar al usuario de las transacciones. Sin embargo, 
a partir de que actualmente se conocen diversas maneras de poder obtener 
fraudulentamente datos de los clientes o vulnerarse contenido electrónico 
para realizar operaciones sin el consentimiento de los usuarios, la presunción 
en el sentido de que las transferencias mediante mecanismos electrónicos 
son infalibles no puede prosperar, por lo que no es posible trasladar, en un 
primer momento, la carga de la prueba al usuario del servicio; máxime si 
se considera la tecnicidad de los sistemas digitales por medio de los 
cuales se presta el servicio de la banca electrónica lo que representa un 
obstáculo excesivo a efecto de que el usuario del servicio pudiera demostrar 
su pretensión, además de que el banco es quien cuenta con la infraestruc­
tura necesaria para generar la evidencia presentada ante los órganos juris­
diccionales. De manera tal que la institución financiera es quien debe acreditar 
que los procedimientos de identificación que fueron utilizados durante la 
transacción y que fueron acordados con el usuario se emitieron correcta­
mente, además de la fiabilidad del procedimiento que se utilizó para autorizar 
la transacción. Consecuentemente, una vez acreditado que se siguió el 
procedimiento normativamente exigido de la institución financiera para la ope­
ración impugnada y que no se tuvo conocimiento de incidentes que compro­
metieran los datos del cuentahabiente, sólo entonces la carga de la prueba 
se revertirá al usuario quien tendrá el deber de desvirtuar lo aportado por 
aquélla, sin que lo anterior implique la imposición a los bancos de una carga 
imposible consistente en la demostración de la fiabilidad abstracta de todo 
su sistema ante cualquier tipo de riesgo, sino sólo de aquellos que se 
pudieran llegar a materializar.

1a./J. 17/2021 (10a.)

Contradicción de tesis 206/2020. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Décimo Sexto Circuito y el Décimo Quinto 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito.17 de marzo 
de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, 
Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga 
Chan Temblador.
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Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Sexto 
Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 171/2018, el cual dio origen 
a la tesis aislada XVI.1o.C.3 C (10a.), de título y subtítulo: "TRANSFE­
RENCIA DE FONDOS REALIZADA VÍA PORTAL DE INTERNET. CUANDO 
EL CUENTAHABIENTE NIEGA HABER DADO AUTORIZACIÓN AL BANCO 
PARA SU REALIZACIÓN Y ÉSTE AFIRMA HABER RECIBIDO LA INS­
TRUCCIÓN RELATIVA, CORRESPONDE AL PRIMERO DEMOSTRAR QUE 
EL SISTEMA QUE OPERA LAS FIRMAS ELECTRÓNICAS CARECE DE 
FIABILIDAD Y, POR TANTO, QUE SU CUENTA FUE SABOTEADA ELEC­
TRÓNICAMENTE."; en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
19 de octubre de 2018 a las 10:29 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Libro 59, Tomo III, octubre de 2018, página 
2526, con número de registro digital: 2018223; y,

El sustentado por el Décimo Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Primer Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 176/2020, en el que 
determinó que cuando se reclame la nulidad de transferencias elec­
trónicas, le corresponde a la institución bancaria soportar la carga proba­
toria de acreditar que las mismas se realizaron mediante el uso de los 
elementos de seguridad empleados para garantizar la fiabilidad de 
las operaciones y, además, que el sistema electrónico es fiable y que, por 
ende, no fue saboteado durante el lapso en que se realizó la transferencia 
electrónica impugnada.

Tesis de jurisprudencia 17/2021 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada a distancia de veintiuno de abril de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de mayo de 2021 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de mayo de 2021, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PROVIDENCIA PRECAUTORIA DE RETENCIÓN DE BIENES EN EL JUICIO 
MERCANTIL. LAS INSTITUCIONES DE CRÉDITO NO ESTÁN OBLIGADAS 
A GARANTIZAR LOS POSIBLES DAÑOS Y PERJUICIOS QUE SU OTOR­
GAMIENTO PUDIERA OCASIONAR. 

Hechos: El Tribunal Colegiado de Circuito y el Pleno de Circuito contendientes 
sostuvieron criterios distintos respecto a si las instituciones de crédito están 
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obligadas o no a garantizar los daños y perjuicios que pudieran ocasionarse 
al deudor con la imposición de la medida precautoria de retención de bienes 
en los juicios mercantiles.

Criterio jurídico: Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación establece que las instituciones de crédito que no se encuentren 
en liquidación o procedimiento de quiebra, no están obligadas a exhibir 
garantía por los posibles daños y perjuicios que se pudieran ocasionar a su 
contraparte en un juicio mercantil, por el otorgamiento de dicha medida 
precautoria.

Justificación: La aparente antinomia entre los artículos 86 de la Ley de Insti­
tuciones de Crédito y 1175, fracción V, del Código de Comercio, se dirime 
con el criterio de especialidad normativa, debiendo prevalecer la excluyente 
de exhibir garantía contenida en el primero de tales numerales sobre la 
exigencia de presentarla impuesta por el segundo. Lo anterior es así, porque 
en el artículo 640 del código mercantil, en su texto anterior a su derogación 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de enero de 2014, el 
legislador reconoce que las instituciones de crédito se rigen por la Ley 
de Instituciones de Crédito, y el precepto 86, está en función de los sujetos 
para quienes fue creada (banca múltiple y banca de desarrollo) y del objeto que 
regula (la liberación de constituir depósitos, fianzas y garantías dentro o 
fuera de juicios o procedimientos). Por su parte, el artículo 1175, fracción V, del 
Código de Comercio constituye un marco general, ya que resulta aplicable 
para todo el universo de sujetos que, en un juicio mercantil, vía prejudicial 
o en instancia, pretendan la obtención de una medida precautoria de reten­
ción de bienes. Ante dicha generalidad, rige el principio de especialidad 
de la norma en el caso concreto.

1a./J. 18/2021 (10a.)

Contradicción de tesis 46/2020. Entre las sustentadas por el Quinto Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, el Primero, el Segundo, 
el Cuarto, el Séptimo, el Noveno, el Décimo y el Décimo Quinto Tribunales 
Colegiados, todos en Materia Civil del Primer Circuito y el Pleno en Materia 
Civil del Primer Circuito. 23 de septiembre de 2020. Cinco votos de las 
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Ministras Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, y de 
los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena 
y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secre­
taria: Ileana Zarina García Martínez.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito 
al resolver el amparo en revisión 311/2019, el cual dio origen a la tesis 
aislada III.5o.C.57 C (10a.), de título y subtítulo: "PROVIDENCIAS PRE­
CAUTORIAS. LAS INSTITUCIONES DE CRÉDITO ESTÁN EXENTAS DE 
GARANTIZAR LOS DAÑOS Y PERJUICIOS QUE SE CAUSEN CON 
DICHAS MEDIDAS, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 86 DE LA LEY DE INS­
TITUCIONES DE CRÉDITO, POR ENCIMA DE LO ESTABLECIDO EN EL 
CÓDIGO DE COMERCIO, ATENTO AL PRINCIPIO DE ESPECIALIDAD DE 
LA LEY.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
6 de marzo de 2020 a las 10:09 horas y en la Gaceta del Semanario Judi­
cial de la Federación, Décima Época, Libro 76, marzo de 2020, Tomo II, 
página 1009, con número de registro digital: 2021757, y

El sustentado por el Pleno en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver la 
contradicción de tesis 9/2019, de la cual derivó la jurisprudencia PC.I.C. 
J/101 C (10a.), de título y subtítulo: "RETENCIÓN DE BIENES. LOS INTE­
GRANTES DEL SISTEMA BANCARIO MEXICANO DEBEN OTORGAR 
GARANTÍA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 1175, FRACCIÓN V, DEL CÓ­
DIGO DE COMERCIO, PARA RESPONDER DE LOS POSIBLES DAÑOS Y 
PERJUICIOS QUE DICHA MEDIDA PRECAUTORIA PUEDA OCASIONAR 
AL DEUDOR.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas y en la Gaceta del Sema­
nario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 74, enero de 2020, 
Tomo II, página 1933, con número de registro digital: 2021511.

Tesis de jurisprudencia 18/2021 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada a distancia del doce de mayo de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de junio de 2021 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de junio de 2021, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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DEFENSA ADECUADA EN EL PROCEDIMIENTO PENAL ACUSATORIO. 
ANTE LA OMISIÓN DEL JUEZ DE CONTROL DE VERIFICAR LA CALIDAD 
DE LICENCIADO EN DERECHO DEL DEFENSOR EN LA AUDIENCIA INI­
CIAL, Y SU SUBSISTENCIA HASTA EL RECURSO DE REVISIÓN EN EL 
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, POR REGLA GENERAL EL TRIBUNAL 
DE AMPARO SERÁ QUIEN DEBE VERIFICAR SU TRASCENDENCIA 
AL DERECHO DE DEFENSA ADECUADA Y ACTUAR EN CONSECUENCIA.

Hechos: Los bloques de Tribunales Colegiados que participaron en la contra­
dicción de tesis, en ejercicio de sus arbitrios judiciales realizaron un análisis 
interpretativo que los llevó a conclusiones distintas al establecer los efectos 
que debe contener la concesión del amparo en el recurso de revisión, 
cuando en éste se advierta la omisión del Juez de Control de verificar que 
el defensor en la audiencia inicial contara con la calidad de licenciado en 
derecho.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación considera que si el órgano jurisdiccional de control omite verificar 
la calidad de licenciado en derecho que debe tener el defensor en la 
audiencia inicial, y posteriormente se acarree el vicio o la irregularidad 
hasta el recurso de revisión en el juicio de amparo indirecto, el tribunal de 
amparo, en primer lugar debe ponderar si está en aptitud de verificar que 
el abogado defensor que participó en la audiencia inicial cumplía en 
ese momento con la calidad de licenciado en derecho, respetando en todo 
momento su carácter de órgano revisor y las limitaciones que esto conlleva. 
Si está en posibilidad de generar dicho ejercicio de verificación, y el resul­
tado es que el defensor no era licenciado en derecho al momento de la 
audiencia inicial, deberá conceder el amparo con el efecto de reponer 
el procedimiento hasta la audiencia inicial ante un Juez de Control distinto. 
Si por el contrario, el resultado de la verificación es que el defensor sí era 
licenciado en derecho al momento de la audiencia inicial, el tribunal de 
amparo deberá asentar el resultado de la verificación, y continuar con el trá­
mite y resolución del recurso de revisión que le compete. Por otra parte, si el 
Órgano Colegiado se encuentra materialmente imposibilitado para ejecutar 
la verificación por falta de elementos objetivos, pudiendo ser discos, registros 
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o constancias, pero subsiste esta incertidumbre de si la persona que asis­
tió al imputado en la audiencia inicial fue o no fue licenciado en derecho, 
se deberá conceder el amparo para el efecto de que las autoridades de 
amparo Juez de Distrito o Tribunal Unitario sean los que llevan a cabo el 
ejercicio de verificación de credenciales.

Justificación: Se arriba a esta conclusión, pues de conformidad con la 
contradicción de tesis 405/2017, en concatenación con la contradicción 
1/2020, ambas del índice de esta Primera Sala, en la audiencia inicial del 
procedimiento penal acusatorio, el defensor del imputado debe acreditar su 
calidad de licenciado en derecho y el Juez de Control debe verificar dicha 
actuación, obligación que constituye una garantía en forma de regla que 
permite aseverar que el derecho de ser defendido por licenciado en derecho 
fue respetado. En ese contexto, ante su inobservancia, no es posible ase­
gurar que en realidad el defensor carecía de la calidad de licenciado en 
derecho. Sin embargo, tampoco es seguro que el derecho de defensa 
adecuada se respetó; en esa tesitura, en pleno respeto al principio de conti­
nuidad que rige el proceso penal, el órgano de amparo que conozca del 
caso, en ejercicio de sus facultades, deberá realizar dicho ejercicio de veri­
ficación con plenitud de jurisdicción. Si se concluye que el defensor no era 
licenciado en derecho al momento de su intervención en la audiencia inicial, 
deberá reponerse la totalidad del procedimiento ante un Juez de Control 
distinto, toda vez que esto constituye una violación al derecho de defensa 
adecuada, que debe respetarse desde el inicio de la referida audiencia. 
Si resulta que sí era licenciado en derecho, deberá continuarse con el 
procedimiento y reafirmarse lo dicho, en virtud de que el derecho de defensa 
adecuada fue siempre respetado. El ejercicio de verificación por el propio 
tribunal de amparo en el recurso de revisión, o en caso de estar imposibili­
tado materialmente, el envío al Juez de Distrito o Tribunal Unitario para su 
realización, responde al principio de continuidad que rige el procedimiento 
penal en una interacción con el juicio de amparo, toda vez que retrotraer el 
procedimiento hasta la audiencia inicial, o segunda instancia cuando 
se haya optado por esta vía, puede traducirse en una interrupción con un 
costo muy alto al sistema, en perjuicio incluso del propio imputado.

1a./J. 19/2021 (10a.)
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Contradicción de tesis 187/2020. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Decimoprimera Región con 
residencia en Coatzacoalcos, Veracruz, el Tribunal Colegiado en Materias 
Penal y de Trabajo del Octavo Circuito, el Primer Tribunal Colegiado en 
Materias Penal y de Trabajo del Décimo Tercer Circuito y el Tribunal Cole­
giado en Materia Penal y Administrativa del Vigésimo Segundo Circuito. 
24 de febrero de 2021. Mayoría de tres votos de los Ministros Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y la Ministra Ana Margarita 
Ríos Farjat. Disidentes: Norma Lucía Piña Hernández, quien votó por la 
inexistencia de la contradicción de tesis, y Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto particular en 
el que asevera que es inexistente la contradicción de tesis. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Carlos Manuel Baráibar Tovar.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Décimo Primera Región, con residencia en Coatzacoalcos, Veracruz, 
en apoyo del Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 221/2019 (cuaderno auxiliar 261/2020), 
en el que consideró que el Juez de Control fue omiso en corroborar la 
calidad de licenciado en derecho del abogado defensor en la audiencia 
inicial, por lo que de conformidad con lo dicho en la contradicción de 
tesis 405/2017, revocó la sentencia recurrida y concedió el amparo para 
el efecto de que el Magistrado de alzada dejara insubsistente la senten­
cia de segunda instancia y emitiera otra en donde dejara sin efectos 
el auto de vinculación a proceso y ordenara al Juez de Control reponer el 
procedimiento hasta la primera actuación de la audiencia inicial.

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo 
del Décimo Tercer Circuito, al resolver el amparo en revisión 330/2019, en el 
que consideró que el Juez de Control fue omiso en verificar de manera 
adecuada las credenciales del defensor que participó en la audiencia 
inicial del proceso penal, por lo que revocó la sentencia recurrida y conce­
dió el amparo para el efecto de que se dejara insubsistente la sentencia 
de segunda instancia y se repusiera el procedimiento, con el objeto de 
que el tribunal de alzada llevara a cabo la elaboración de la audiencia 
a que se refiere el artículo 476 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales, con el propósito de verificar si el defensor que participó en la 
audiencia inicial era realmente licenciado en derecho en ese momento. 
Hecha la verificación, refirió que de lograse acreditar las credenciales del 
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defensor, debía subsistir lo determinado en la carpeta judicial y resolverse 
con plenitud de jurisdicción. De lo contrario, el tribunal de alzada debía 
dictar otra resolución en la que ordene reponer el procedimiento a partir 
de la etapa intermedia, para el efecto de que el Juez de Control cumpla 
con su deber de cerciorarse de las credenciales de los abogados defen­
sores en los términos de la citada contradicción de tesis 405/2017. A ese 
mismo respecto, refirió que en el caso que no se pueda acreditar que el 
defensor era licenciado en derecho, el Juez de Control debía reparar esa 
violación, por lo que estaba obligado a reponer el procedimiento a partir 
del momento en que se presentó la violación aludida. Hecho lo anterior, 
estableció que el Juez de Control debía enviar los autos al tribunal de 
alzada para que éste resolviera con plenitud de jurisdicción; y,

El sostenido por el Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Octavo 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 171/2019 y el Tribunal Colegiado 
en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Segundo Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 449/2019, los que en suplencia de queja, 
advirtieron que el Juez de Control fue omiso en verificar las credenciales 
del abogado defensor en la audiencia inicial, de la forma en que se señaló 
en la contradicción de tesis 405/2017, por lo que decidieron conceder el 
amparo solicitado para los efectos de que el Juez de Control dejara 
insubsistente el auto de vinculación a proceso, repusiera el procedimiento 
hasta antes de que se resuelva sobre la situación jurídica del imputado y 
realizara la verificación de que los defensores fueron licenciados en 
derecho al momento de intervenir en la audiencia inicial. Para que 
en caso de que el resultado de esa verificación sea positivo, el Juez de 
Control saneara la audiencia inicial, en términos del artículo 99 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, y seguidos los trámites procesales 
conducentes notificara nuevamente a las partes de las determinacio­
nes tomadas en dicha audiencia. Por el contrario, en el supuesto de que 
se verificara que los defensores no contaban con la calidad de licen­
ciados en derecho, el Juez debía dejar insubsistente la audiencia inicial 
y ordenar su reposición a partir de su inicio.

Nota: La contradicción de tesis 405/2017 citada, se publicó en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 71, Tomo I, 
octubre de 2019, página 935, con número de registro digital: 29104 y la 
contradicción de tesis 1/2020 citada, se publicó en la Gaceta del Sema­
nario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 83, Tomo I, febrero 
de 2021, página 633, con número de registro digital: 29672.
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Tesis de jurisprudencia 19/2021 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada a distancia de veintiséis de mayo de dos 
mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de junio de 2021 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de junio de 2021, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RECURSO DE REVISIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO EN MATERIA PENAL. 
FORMA DE REALIZAR EL CÓMPUTO PARA DETERMINAR LA OPORTU­
NIDAD DE SU INTERPOSICIÓN (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 22 
DE LA LEY DE AMPARO). 

Hechos: Tres Tribunales Colegiados de Circuito interpretaron de diferente 
manera la aplicabilidad y alcance del artículo 22, primer párrafo, de la 
Ley de Amparo, en su porción normativa "de momento a momento", para 
efecto de determinar cuál debe ser la manera correcta de realizar el cómputo 
y verificar la presentación oportuna del recurso de revisión en materia penal.

Criterio jurídico: Esta Primera Sala concluye que la porción normativa "de 
momento a momento", prevista en el último párrafo del artículo 22 de la Ley 
de Amparo, rige el cómputo de los plazos en los juicios de amparo penal, 
pero solamente para aquellos supuestos que en la ley están previstos por 
horas y no cuando se establezcan en días. Por lo tanto, el cómputo "de 
momento a momento" no es aplicable tratándose del recurso de revisión, 
cuyo plazo se dispone en días, y no en horas, en términos del artículo 86 de 
la ley de la materia.

Justificación: De acuerdo con lo previsto por el artículo 22 de la Ley de 
Amparo los plazos se contarán por días hábiles, comenzarán a correr a 
partir del día siguiente al en que surta sus efectos la notificación y se incluirá 
en ellos el del vencimiento, salvo en materia penal, en donde se compu­
tarán de momento a momento. Así, esta porción normativa "de momento a 
momento" implica que se deberá tomar en consideración la hora en la que 
se practicó la notificación. Sin embargo, esta Primera Sala estima que dicha 
porción normativa no es aplicable para computar el plazo de presentación 
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del recurso de revisión en materia penal, por lo que el plazo deberá compu­
tarse con base en la regla general de días completos de veinticuatro horas. 
Lo anterior, tomando en consideración lo previsto por el artículo 86 de la Ley 
de Amparo que establece que el plazo para la interposición del recurso de 
revisión es de diez días. Así se establece, incluso, en el último párrafo 
del artículo 94 del Código Nacional de Procedimientos Penales que indica 
que "los plazos establecidos en horas correrán de momento a momento y los 
establecidos en días a partir del día en que surte efectos la notificación". 
De esta manera, si el artículo 86 de la Ley de Amparo dispone que el plazo 
para la interposición del recurso de revisión es de diez días, éste deberá 
computarse en esos términos, es decir, por días –de veinticuatro horas natu­
rales, contadas de las veinticuatro a las veinticuatro– y no de momento a 
momento, al haberse establecido así en la norma de forma expresa. Lo ante­
rior, desde luego, considerando los días hábiles e inhábiles señalados en la 
propia Ley de Amparo, en la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Fede­
ración y en las demás disposiciones aplicables.

1a./J. 21/2021 (10a.)

Contradicción de tesis 48/2019. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 
Colegiado del Décimo Noveno Circuito, el Cuarto Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Primer Circuito y el Tribunal Colegiado en Materias Penal 
y Administrativa del Décimo Cuarto Circuito. 21 de octubre de 2020. 
Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita 
Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó 
su derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena 
y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secre­
taria: Irlanda Denisse Ávalos Núñez.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito, al resol­
ver el recurso de reclamación 2/2019, en el que consideró que el artículo 
22, primer párrafo, última parte, de la Ley de Amparo, en su porción 
normativa "de momento a momento" se refiere al cómputo de los plazos 
en los juicios de amparos en materia penal, incluyendo el plazo para la 
presentación del recurso de revisión; sin distinguir el supuesto de notifi­
cación (personal, por lista, por oficio o electrónica);
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El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer 
Circuito, al resolver el recurso de reclamación 3/2018, el cual dio origen 
a la tesis aislada I.4o.P.22 P (10a.), de título y subtítulo: "NOTIFICACIO­
NES EN EL JUICIO DE AMPARO EN MATERIA PENAL REALIZADAS EN 
FORMA ELECTRÓNICA A TRAVÉS DEL USO DE LA FIRMA ELECTRÓNICA. 
MOMENTOS EN QUE DEBEN TENERSE POR LEGALMENTE HECHAS 
Y EN QUE SURTEN EFECTOS (INTERPRETACIÓN DE LA EXPRESIÓN 
‘DE MOMENTO A MOMENTO’ CONTENIDA EN LA ÚLTIMA PARTE DEL 
PÁRRAFO PRIMERO DEL ARTÍCULO 22 DE LA LEY DE AMPARO).", 
publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 58, Tomo III, septiembre de 2018, página 2413, con número 
de registro digital: 2018004; y,

El sostenido por el Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Décimo Cuarto Circuito, al resolver el amparo en revisión 386/2016, el cual 
dio origen a la tesis aislada XIV.P.A.10 P (10a.), de título y subtítulo: "PLAZOS 
Y TÉRMINOS EN EL JUICIO DE AMPARO EN MATERIA PENAL. FORMA 
DE COMPUTARLOS (INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA DE LA REGLA 
ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 22, PÁRRAFO PRIMERO, IN FINE, EN 
RELACIÓN CON LOS DIVERSOS 24 Y 77 DE LA LEY DE LA MATERIA).", 
publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 54, Tomo III, mayo de 2018, página 2735, con número de 
registro digital: 2016872.

Tesis de jurisprudencia 21/2021 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada a distancia de nueve de junio de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de agosto de 2021 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de agosto de 2021, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

INCUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES ALIMENTARIAS. LOS HECHOS 
POR LOS QUE DEBE SEGUIRSE EL PROCESO PENAL POR LA COMISIÓN 
DE ESE DELITO, DEBEN SER AQUELLOS POR LOS QUE SE EJERCE 
LA ACCIÓN PENAL Y QUE QUEDAN PRECISADOS EN EL AUTO DE 
FORMAL PRISIÓN. 

Hechos: Tres Tribunales Colegiados sostuvieron posturas contrarias sobre 
el lapso por el que puede considerarse cometido el delito de incumplimiento 
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de obligaciones alimentarias en procesos penales iniciados en el marco de 
un proceso penal mixto. Un tribunal consideró que los hechos materia 
del delito podían considerarse hasta que se consignó la investigación; otro 
consideró que hasta que se presentó la denuncia, sin excederse de los 
límites fijados en el auto de formal prisión y, finalmente, el tercero determinó 
que podían considerarse los hechos hasta la emisión de la sentencia que 
pone fin al proceso penal.

Criterio jurídico: Esta Primera Sala considera que los hechos materia del 
proceso penal se constriñen a aquellos desplegados sólo hasta el momento 
en el que se ejerce la acción penal, pues solamente éstos pueden ser parte 
del auto de formal prisión de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 19 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su texto anterior 
a su reforma publicada el dieciocho de junio de dos mil ocho.

Justificación: El auto de formal prisión es el mandamiento de autoridad judi­
cial que fija la litis del proceso penal, ya que en él se expresa el delito que 
se le imputa a la persona acusada y los datos que arroja la averiguación 
previa, mismos que deberán ser bastantes para comprobar el cuerpo del 
delito y hacer probable la responsabilidad de la persona indiciada. La impor­
tancia de este auto radica en que, a partir de su dictado, el proceso penal 
se seguirá forzosamente por el delito señalado en él. Con respecto al con­
cepto "delito", utilizado en el artículo 19 constitucional, esta Primera Sala ha 
sostenido que preponderantemente se refiere al conjunto de hechos materia 
de la consignación, más que a la clasificación legal de los mismos, es decir, 
al nombre con el que se denomina técnicamente al hecho delictuoso. Esto 
significa que, en un proceso penal tradicional, los hechos materia del pro­
ceso deben ser considerados dentro de los límites fijados en el auto de 
formal prisión, por lo que no pueden entenderse cometidos con posterio­
ridad a la fecha en que se ejerció la acción penal. Por tal razón, en el caso del 
delito de incumplimiento de obligaciones alimentarias, omisión de cuidado 
o incumplimiento de las obligaciones de asistencia familiar, debe atenderse a 
la fecha en la que se ejerce la acción penal, pues solamente pueden ser 
materia del proceso penal aquellos hechos por los que se haya dictado el 
auto de formal prisión.

1a./J. 22/2021 (10a.)
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Contradicción de tesis 18/2020. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado 
en Materia Penal del Décimo Primer Circuito, el Cuarto Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Segundo Circuito y el Tribunal Colegiado del Trigésimo 
Segundo Circuito. 20 de enero de 2021. Cinco votos de las Ministras 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: 
Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Irlanda Denisse Ávalos Núñez y 
Santiago Mesta Orendain.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Primer Cir­
cuito, al resolver el juicio de amparo directo 275/2019, en el que afirmó 
que como el delito de incumplimiento de obligaciones alimentarias es de 
naturaleza continua y es de querella, debe entenderse cometido desde la 
data en que la denunciante expresó su voluntad para instar la acción 
punitiva del Estado hasta la emisión de la sentencia que pone fin al pro­
ceso penal.

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo 
Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 243/2011, el cual dio origen 
a la tesis aislada II.4o.P.11 P de rubro: "INCUMPLIMIENTO DE OBLIGA­
CIONES ALIMENTARIAS. EL LAPSO QUE DEBE CONSIDERARSE MATERIA 
DEL PROCESO POR ESTE DELITO, SERÁ DESDE QUE EL ACTIVO DEJA DE 
SUMINISTRAR ALIMENTOS A LA OFENDIDA HASTA LA FECHA DEL EJER­
CICIO DE LA ACCIÓN PENAL.", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, junio de 2011, 
página 1463, con número de registro digital 161839; y,

El sostenido por el Tribunal Colegiado del Trigésimo Segundo Circuito, al resolver 
los juicios de amparo directos 243/2011, 149/2011, 636/2016, 624/2017 y 
113/2018, los cuales dieron origen a la tesis de jurisprudencia XXXII. J/1 (10a.), 
de título y subtítulo: "OMISIÓN DE CUIDADO E INCUMPLIMIENTO DE 
LAS OBLIGACIONES DE ASISTENCIA. EL PERIODO MATERIA DEL PRO­
CESO POR ESTOS DELITOS, ES EL COMPRENDIDO ENTRE LA FECHA 
EN LA QUE EL OBLIGADO DEJÓ DE SUMINISTRAR ALIMENTOS AL OFEN­
DIDO (HIJO), Y AQUELLA EN QUE SE PRESENTÓ LA DENUNCIA RESPEC­
TIVA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE COLIMA ABROGADA)."; publicada 
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en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 11 de enero de 2019 
a las 10:12 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 62, Tomo IV, enero de 2019, página 2106, con 
número de registro digital: 2018932.

Tesis de jurisprudencia 22/2021 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada a distancia de nueve de junio de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de agosto de 2021 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de agosto de 2021, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL ORAL. CUANTÍA PARA SU PROCE­
DENCIA. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes, al analizar 
cuál debe ser la cuantía que debe considerarse para la tramitación del juicio 
ejecutivo mercantil oral llegaron a conclusiones distintas; lo anterior, porque 
en el caso varias personas acudieron a demandar el pago de ciertas canti­
dades en dinero. Las vías que eligieron fueron la ejecutiva mercantil y la 
ejecutiva mercantil oral; sin embargo, sus demandas fueron desechadas, 
al considerarse que debieron acudir a una vía diferente, en virtud de los 
montos establecidos en el Código de Comercio para la procedencia de 
los diversos juicios mercantiles que regula.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que a raíz de las reformas realizadas al Código de Comer­
cio en los años 2011 y 2017, se buscó la modernización de los juicios mercan­
tiles a través de su oralización, pero también se pretendió dar certidumbre 
sobre los requisitos para la procedencia de los juicios tanto para la vía mer­
cantil oral o para la vía ejecutiva mercantil oral, por lo que quedó un monto 
establecido para este tipo de juicios que se desprende de la interpretación 
armónica de los artículos 1339, 1390 Bis y 1390 Ter 1 del Código de Comer­
cio. Ahora bien, la mera circunstancia de que mediante estas reformas se 
crearan los juicios orales no produce el efecto automático de que cualquier 
juicio ejercido en la vía ejecutiva mercantil se deba tramitar de esa manera, 
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pese a que su cuantía no encuadre en la prevista en el artículo 1390 Ter 1, pues 
el legislador la circunscribió a los asuntos cuya suerte principal estuviera 
dentro del parámetro cuantitativo previsto en esa porción normativa, con lo 
que es evidente que se excluyó de forma deliberada, y no de manera 
omisiva, la tramitación de esa vía; porque en el diseño se dejaron exentos 
de manera expresa aquellos juicios de tramitación especial. De ahí que la 
vía ejecutiva mercantil oral es procedente para aquellos asuntos cuya suerte 
principal sea igual o superior a la cantidad que establece el artículo 1339, 
sin que se consideren intereses y demás accesorios reclamados a la fecha 
de presentación de la demanda, debiendo actualizarse anualmente.

Justificación: El procedimiento ejecutivo mercantil oral, adicionado al Código 
de Comercio en el año 2007, tuvo como propósito agilizar la resolución de 
los conflictos mercantiles en los que existe un documento que traiga apare­
jada ejecución, así como reducir las formalidades y los costos de su trami­
tación, abarcando paulatinamente a una mayor cantidad de asuntos. Sin 
embargo, no debe confundirse con el espíritu que el legislador tuvo en el año 
2011 y su consecuente reforma en 2017, para adicionar y reformar el título 
relativo a los juicios orales mercantiles, dado que si bien se pretende que 
cada vez sean más los asuntos que se tramiten en la oralidad, también es 
cierto que se ha planteado esa transición de manera gradual. Además, porque 
el propio legislador consideró que debían observarse las particularidades 
que este tipo de juicios ejecutivos traen. Por tal razón, la vía ejecutiva mer­
cantil oral será procedente siempre y cuando el valor de la suerte principal 
sea igual o superior a la cantidad que establece el artículo 1339 para que 
un juicio sea apelable [que para el año 2021 corresponde a la cantidad de 
$705,379.03 (setecientos cinco mil trescientos setenta y nueve pesos con tres 
centavos), la cual se actualiza cada año por la inflación y hasta los $4’000,000.00 
(cuatro millones de pesos)], sin que se tomen en consideración los intereses 
y demás accesorios reclamados a la fecha de la presentación de la demanda, 
debiendo actualizarse anualmente.

1a./J. 23/2021 (10a.)

Contradicción de tesis 482/2019. Entre las sustentadas por el Octavo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, el Segundo Tribunal Cole­
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giado en Materia Civil del Tercer Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Segundo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Mate­
ria Civil del Tercer Circuito. 14 de abril de 2021. Cinco votos de las Ministras 
Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, y los Minis­
tros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretario: Jesús Rojas Ibáñez.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Octavo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, 
al resolver el juicio de amparo directo 525/2019-I, en el que consideró 
que la interpretación válida es la que se desprende de la intención del 
legislador con la introducción de los juicios mercantiles orales, en el sen­
tido de que la cuantía de éstos comprendiera desde un peso hasta un 
millón de pesos, monto que iría aumentándose en el límite superior, de 
manera gradual, hasta llegar a cuatro millones de pesos. Atento a la cuan­
tía del asunto éste debe ventilarse en la vía oral; pues no sería factible que 
en la vía ejecutiva mercantil oral se reclame una cantidad igual o superior 
a la establecida en el artículo 1339 del Código de Comercio y en un jui­
cio tradicional se pretenda una cantidad que en su caso puede ser 
menor, si precisamente la introducción de los procedimientos orales 
se realizó para los juicios de cuantías menores;

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer 
Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 463/2019, en el que llegó 
a la conclusión de que la vía mercantil ejecutiva oral no era la procedente 
para el caso, en el que se exigía el pago de la cantidad de quince mil 
ochocientos treinta y tres pesos; de ahí que no se encuadraba en el 
supuesto del artículo 1391 Ter 1, ya que esa norma no prevé que puedan 
tramitarse en esa vía las controversias fundadas en títulos ejecutivos cuya 
cuantía sea menor a la cantidad prevista en el artículo 1339, o bien, supe­
rior a cuatro millones de pesos;

El sostenido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Cir­
cuito, al resolver el juicio de amparo directo 660/2018, en el que determinó 
que la vía ejecutiva mercantil oral era improcedente, porque en el caso 
se exigía el pago de un millón de pesos, derivado del título de crédito base 
de la acción, por lo cual, no se ajustaba a lo que establecía el artículo 
1390 Ter 1, del Código de Comercio, en relación con el artículo 1339, los 
cuales prevén que el juicio ejecutivo mercantil oral procederá en las con­
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tiendas mercantiles cuyo monto sea mayor a seiscientos treinta y tres mil 
setenta y cinco pesos, con ochenta y ocho centavos, y por hasta la can­
tidad de seiscientos cincuenta mil pesos; y,

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, 
al resolver el juicio de amparo directo 220/2019, en el que consideró que 
no era procedente la vía ejecutiva mercantil oral, en virtud de que el 
monto que se reclamaba en el caso era de seiscientos once mil ciento 
once pesos con once centavos, y no la que menciona el Juez –que consi­
deraba intereses y otros conceptos–, y si los artículos 1339 y 1390 Ter 1 del 
Código de Comercio, así como el segundo transitorio del decreto de veinti­
cinco de enero de dos mil diecisiete, para sustentar que se tramita­
rán como juicios ejecutivos mercantiles orales las contiendas cuyo monto 
por concepto de suerte principal sea igual o superior a la cantidad que 
establece el artículo 1339 del Código de Comercio para que un juicio sea 
apelable (en ese momento, correspondiente a seiscientos sesenta y dos mil, 
novecientos cincuenta y siete pesos con seis centavos) y hasta un millón 
de pesos, sin tomar en consideración intereses y demás accesorios, era 
claro que la demanda en cuestión no era procedente en la vía ejecutiva 
mercantil oral.

Tesis de jurisprudencia 23/2021 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de once de agosto de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de septiembre de 2021 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de septiembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

OMISIÓN DE DICTAR SENTENCIA EN EL PROCESO PENAL. LA COMPE­
TENCIA PARA CONOCER DEL AMPARO INDIRECTO QUE AL RESPECTO 
SE PROMUEVA SE SURTE EN FAVOR DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL 
QUE EJERCE JURISDICCIÓN SOBRE LA AUTORIDAD QUE DEBA DICTAR 
LA SENTENCIA (SISTEMA PENAL TRADICIONAL).

Hechos: En diversos amparos indirectos se reclamó la omisión de dictar 
sentencia en el proceso penal en un plazo razonable. Los Tribunales Cole­
giados contendientes sostuvieron criterios distintos relativos a si dicha omi­
sión es o no un acto que requiere ejecución material a fin de determinar 
cuál sería el órgano jurisdiccional competente. Un tribunal consideró que ese 
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acto es uno omisivo con efectos positivos, por lo que el órgano de amparo 
competente es el del lugar en donde se tramita el proceso penal; en cambio, el 
otro tribunal sostuvo que ese acto es omisivo, sin efectos materiales, por lo que 
el órgano jurisdiccional competente será el del lugar en el que se presente la 
demanda, sin importar que sea un lugar distinto al que se tramite el pro­
ceso penal.

Criterio jurídico: Esta Primera Sala considera que no dictar sentencia en el 
proceso penal en un plazo razonable es una omisión con ejecución material, 
y por lo tanto se actualiza la regla de competencia prevista en el artículo 37, 
primer párrafo, de la Ley de Amparo. Siendo así, el órgano de amparo que 
ejerza jurisdicción en donde se ubique aquel que ha incumplido dicha obli­
gación, será el competente para conocer de la demanda de amparo 
indirecto.

Justificación: De conformidad con los artículos 20, apartado A, fracción VIII, 
y 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos (en su texto anterior a la reforma de dieciocho de junio de dos mil 
ocho), todas las autoridades jurisdiccionales tienen la obligación de dictar 
con prontitud la resolución definitiva que resuelva el proceso. Incumplir con 
este mandato, genera una omisión con consecuencias materiales, ya que 
vulnera de manera directa el derecho que tiene toda persona imputada a 
recibir justicia de manera pronta y expedita. Por tanto, cuando se reclame 
dicha omisión en un juicio de amparo, pero la persona imputada esté guar­
dando prisión preventiva en un centro penitenciario que reside en un lugar dis­
tinto al lugar en donde se encuentra el órgano jurisdiccional que esté llevando 
su proceso, la competencia para conocer del juicio recaerá en el órgano de 
amparo que ejerza jurisdicción sobre la autoridad que conoce del proceso 
penal. Lo anterior, con base en el primer párrafo del artículo 37 de la Ley de 
Amparo, en el que se establece que la competencia –por razón de territorio– 
está definida por el lugar donde deba tener ejecución, trate de ejecutarse, 
se esté ejecutando o se haya ejecutado el acto reclamado, lo cual en el 
caso es en donde se desarrolla el proceso penal de una persona privada 
de la libertad y no así por el lugar en donde acontece la ejecución de la 
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prisión preventiva. Ello, porque esto último es una cuestión accidental suscep­
tible de encontrarse determinada por aspectos incluso de distribución de 
espacios en los centros penitenciarios, ya que puede ocurrir el caso en que 
se finque competencia a un órgano jurisdiccional que esté en la residen­
cia en la que en ese momento se encuentre interna la persona procesada 
y posteriormente sea trasladada a otro centro penitenciario.

1a./J. 24/2021 (10a.)

Contradicción de tesis 478/2018. Entre las sustentadas por el Primer y Segundo 
Tribunales Colegiados del Vigésimo Cuarto Circuito y el Tribunal Cole­
giado en Materia Penal del Décimo Primer Circuito. 2 de septiembre de 
2020. Mayoría de tres votos de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, y los 
Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidentes: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto particular y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Ana Margarita 
Ríos Farjat. Secretario: Ramón Eduardo López Saldaña.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Cuarto Circuito, al 
resolver el conflicto competencial 12/2018 y por el Segundo Tribunal Cole­
giado del Vigésimo Cuarto Circuito, al resolver el conflicto competencial 
11/2017, en los que se sostuvo que el hecho de que el Juez no dicte sen­
tencia constituye un acto omisivo, pero que tiene efectos positivos, ya que 
dicha omisión vulnera los derechos de seguridad jurídica, acceso a la 
justicia y libertad, por lo que, en términos del artículo 37, primer párrafo, 
de la Ley de Amparo, es competente el Juez de Distrito con jurisdicción 
en el lugar donde el acto deba tener ejecución, esto es, donde se lleva a 
cabo su proceso penal; y

El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Primer 
Circuito, al resolver el conflicto competencial 14/2018, en el que consideró 
que la naturaleza jurídica del acto reclamado es la de una omisión que no 
requiere ejecución material; por tanto, de conformidad con el artículo 37, 
tercer párrafo, de la Ley de Amparo, es competente el Juez de Distrito 
en cuya jurisdicción se presentó la demanda de amparo.
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Tesis de jurisprudencia 24/2021 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de dieciocho de agosto de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de septiembre de 2021 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 20 de septiembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PLAZO PARA QUE LA PERSONA SENTENCIADA PRESENTE DEMANDA 
DE AMPARO DIRECTO. ES DE OCHO AÑOS CUANDO DERIVE DE LA APE­
LACIÓN INTERPUESTA ÚNICAMENTE POR LA VÍCTIMA O EL MINIS­
TERIO PÚBLICO QUE VERSA SOBRE EL RECLAMO DE LA REPARACIÓN 
DEL DAÑO Y NO AFECTA LA PENA DE PRISIÓN IMPUESTA.

Hechos: Dos Tribunales Colegiados de Circuito sostuvieron diferentes pos­
turas respecto al plazo que debe regir para presentar la demanda de amparo, 
en el supuesto en que el acto reclamado únicamente versa sobre aspectos 
relativos a la reparación del daño y éste deriva de la apelación interpuesta 
sólo por la víctima o el Ministerio Público y no por la persona sentenciada. 
Uno de ellos consideró que rige el plazo genérico de quince días; mientras 
que el otro determinó que es el de ocho años previsto en el artículo 17, 
fracción II, de la Ley de Amparo.

Criterio jurídico: Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación considera que en el referido supuesto debe regir el plazo de ocho 
años previsto en el artículo 17, fracción II, de la Ley de Amparo, debido a la 
sustitución procesal de la sentencia de apelación respecto a la de primera 
instancia y a la relación que guarda la reparación del daño con la posibili­
dad de extinguir, sustituir o suspender la pena de prisión.

Justificación: El artículo 17 de la Ley de Amparo señala que el plazo gené­
rico para presentar la demanda de amparo es de quince días. Sin embargo, la 
fracción II de dicho precepto establece una excepción al supuesto genérico, 
al admitir el plazo de ocho años, siempre que se reclame la sentencia defi­
nitiva condenatoria en un proceso penal, que imponga pena de prisión. De lo 
anterior, es posible advertir que la autoridad legislativa procuró el respeto 
al derecho a la libertad personal, estableciendo una tutela privilegiada para la 
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presentación de la demanda de amparo cuando los actos de las autori­
dades ponen en peligro ese derecho humano. Ahora bien, en el supuesto 
de que únicamente la víctima o el Ministerio Público interpongan recurso de 
apelación y el tribunal de alzada sólo resuelva cuestiones vinculadas con la 
reparación del daño, en perjuicio de la persona imputada, debe considerarse 
que esta última cuenta con el plazo procesal de ocho años para la presen­
tación de la demanda de amparo. Lo anterior, en virtud de que la sentencia 
de segunda instancia sustituye procesalmente a la impugnada, incluyendo 
las penalidades que hayan sido impuestas. Asimismo, porque la condena a la 
reparación del daño está vinculada con la pena de prisión, en la medida en 
que su pago constituye un requisito para el acceso a determinados bene­
ficios preliberacionales a favor de la persona sentenciada, a través de los 
cuales es posible extinguir, sustituir o suspender la pena privativa de la liber­
tad. Por lo tanto, es posible afirmar que existe un vínculo indirecto entre la 
determinación que agrava la situación jurídica de la persona sentenciada, 
en temas de reparación del daño, con su derecho a la libertad personal; 
cuestión esta última que es salvaguardada precisamente por la fracción II 
del artículo 17 de la Ley de Amparo.

1a./J. 25/2021 (10a.)

Contradicción de tesis 463/2019. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y Civil del Vigésimo Circuito y el Tercer Tribu­
nal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito. 18 de noviembre de 
2020. Mayoría de tres votos de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disi­
dentes: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto particular y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Ana Margarita 
Ríos Farjat. Secretaria: Irlanda Denisse Ávalos Núñez.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Civil del Vigé­
simo Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 441/2019, en el que 
determinó que la demanda de amparo se presentó de manera oportuna 
al considerar que regía la excepción prevista en la fracción II del artículo 
17 de la Ley de Amparo; esto es, el plazo de ocho años. Indicó que, si 
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bien el tribunal de apelación únicamente modificó el monto del pago de 
la reparación del daño, en la sentencia definitiva se impuso pena de pri­
sión, por lo que podía darse el caso de que la persona sentenciada 
se encuentre privada de su libertad y, por ello, no esté en posibilidad de 
promover su demanda de amparo dentro del plazo genérico de quince 
días; lo anterior con independencia de que el quejoso no haya interpuesto 
recurso de apelación; y,

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo 
Circuito, al resolver el amparo directo 70/2017, el cual dio origen a la tesis 
aislada II.3o.P.49 P (10a.), de título y subtítulo: "SENTENCIA DE SEGUNDA 
INSTANCIA QUE MODIFICA LA DE PRIMER GRADO EN LO RELATIVO A 
LA REPARACIÓN DEL DAÑO Y DEJA INTOCADAS LA ACREDITACIÓN 
DEL DELITO, LA PLENA RESPONSABILIDAD DEL SENTENCIADO Y LA 
IMPOSICIÓN DE LA PENA DE PRISIÓN. SI EL IMPUTADO Y SU DEFENSOR 
NO APELARON Y PROMUEVEN EN SU CONTRA EL JUICIO DE AMPARO 
DIRECTO, EL PLAZO PARA PRESENTAR LA DEMANDA SE RIGE POR LA 
REGLA GENERAL DE QUINCE DÍAS PREVISTA EN EL ARTÍCULO 17 DE 
LA LEY DE LA MATERIA."; publicada en el Semanario Judicial de la Federa­
ción del viernes 24 de agosto de 2018 a las 10:32 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 57, Tomo 
III, agosto de 2018, página 3056, con número de registro digital: 2017714.

Tesis de jurisprudencia 25/2021 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veinticinco de agosto de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de octubre de 2021 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de octubre de 2021, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL. LA REGLA RELATIVA A QUE 
OPERE EN LA SEGUNDA MITAD DEL PLAZO Y QUE SÓLO SE INTE­
RRUMPA CON LA DETENCIÓN DEL INCULPADO, NO VULNERA EL 
DERECHO HUMANO DE ACCESO EFECTIVO A LA JUSTICIA DE LAS 
VÍCTIMAS U OFENDIDOS DEL DELITO (LEGISLACIONES DE LOS ES­
TADOS DE SONORA Y DE MORELOS). 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron 
posturas contrarias al determinar si es convencional la regla de la prescrip­
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ción de la acción penal consistente en que durante la segunda mitad del 
plazo para que opere solamente se interrumpe con la detención del incul­
pado. Uno de los tribunales consideró que tal regla, prevista en el artículo 
107 del Código Penal para el Estado de Sonora, no vulnera los derechos de 
tutela judicial efectiva ni de acceso a la justicia en perjuicio de las víctimas 
porque si bien establece los plazos para ejercer la acción penal y las hipó­
tesis para su interrupción, ello se determina en función de si el delito es 
perseguido de oficio o por querella; además de que la parte ofendida tiene la 
oportunidad de coadyuvar con el Ministerio Público para evitar la prescrip­
ción. En contraste, un diverso Tribunal Colegiado sostuvo que esa misma regla, 
establecida en el último párrafo del artículo 102 del Código Penal para 
el Estado de Morelos, resultaba inconvencional, al dificultar que la víctima del 
delito o sus familiares accedan a las garantías judiciales y a la protección 
judicial, así como a su derecho a obtener una reparación proporcional a la 
gravedad de las violaciones y al daño sufrido.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que no se afecta el derecho humano de acceso a la justicia de 
las víctimas u ofendidos del delito por el hecho de que la prescripción de la 
acción penal, en la segunda mitad del plazo para que opere, solamente 
pueda interrumpirse con la detención del inculpado.

Justificación: La interrupción de la prescripción de la acción penal sólo es 
posible una vez transcurrida la primera mitad del plazo, es decir, no opera 
de manera automática sino hasta que esa primera etapa finalice sin que 
hubiere impulso procesal en la averiguación previa. Por tal razón, si en los 
Códigos Penales de Sonora y de Morelos se prevé que la prescripción de la 
acción penal es posible cuando dicha acción se encuentre en la segunda 
mitad del plazo, esto no vulnera en perjuicio de las víctimas u ofendidos el 
derecho humano de acceso efectivo a la justicia, máxime que esta pres­
cripción se interrumpe con la detención del inculpado, pues los plazos que 
al respecto imponen los legisladores en las leyes penales secundarias tienen 
como fin último que no quede indefinidamente abierta la acción persecu­
tora del Estado, y esto encuentra justificación en el derecho a la seguridad 
jurídica de la que deben gozar todas las personas. No obstante, para evitar 
casos en los que la prescripción de la acción penal sí pudiera llegar a trans­



140

Suprema Corte de Justicia de la Nación

gredir el derecho humano de acceso a la justicia, previo a sustentar la pres­
cripción, la autoridad judicial debe realizar un ejercicio hermenéutico de 
ponderación entre los derechos de las víctimas o del ofendido del delito y 
los de los inculpados para verificar si en realidad la inactividad de la repre­
sentación social pudiera afectar derechos o intereses de la víctima o el 
ofendido del delito.

1a./J. 26/2021 (10a.)

Contradicción de tesis 476/2019. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito y el enton­
ces Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Octavo Circuito, actual Primer 
Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Octavo 
Circuito. 17 de marzo de 2021. Mayoría de cuatro votos de las Ministras 
Norma Lucía Piña Hernández, quien está con el sentido apartándose de 
consideraciones, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario 
Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Juan Luis Gon­
zález Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto 
particular. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Ramón Eduardo 
López Saldaña y Edwin Antony Pazol Rodríguez.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa 
del Quinto Circuito, al resolver el amparo directo 404/2018, el cual dio 
origen a la tesis aislada V.1o.P.A.7 P (10a.), de título y subtítulo: "PRES­
CRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL. LOS ARTÍCULOS 100, 105 Y 107 DEL 
CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO DE SONORA QUE LA REGULAN, NO 
VIOLAN LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE LA VÍCTIMA U OFEN­
DIDO DEL DELITO A LA TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA Y DE 
ACCESO A LA JUSTICIA.", publicada en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 73, diciembre de 2019, Tomo II, 
página 1140, con número de registro digital: 2021303; y,

El sustentado por el anterior Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Octavo Cir­
cuito, actual Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa 
del Décimo Octavo Circuito, al resolver el amparo en revisión 173/2014, 
el cual dio origen a la tesis aislada XVIII.3o.1 P (10a.), de título y subtítulo: 
"PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL. EL ÚLTIMO PÁRRAFO DEL 
ARTÍCULO 102 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO DE MORELOS, 
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AL ESTABLECER QUE DURANTE LA SEGUNDA MITAD DEL PLAZO PARA 
QUE OPERE, AQUÉLLA SÓLO SE INTERRUMPIRÁ POR LA DETENCIÓN 
DEL INCULPADO, ES INCONVENCIONAL Y DEBE INAPLICARSE, POR 
SER CONTRARIO A LOS ARTÍCULOS 8, NUMERAL 1 Y 25 DE LA CON­
VENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS."; publicada en 
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 15, febrero de 
2015, Tomo III, página 2815, con número de registro digital: 2008574.

Tesis de jurisprudencia 26/2021 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintidós de septiembre de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de noviembre de 2021 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de noviembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

ORDEN DE TRASLADO Y PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD. ANTES DE PRO­
MOVER JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN SU CONTRA, SE DEBE 
AGOTAR LA CONTROVERSIA JUDICIAL PREVISTA EN LA LEY NACIO­
NAL DE EJECUCIÓN PENAL.

Hechos: Un Tribunal Colegiado consideró que los traslados involuntarios de 
un centro penitenciario a otro en los que no interviene la autoridad judicial 
constituyen una violación directa a la Constitución, razón por la cual puede 
promoverse amparo indirecto sin agotar previamente el recurso ordinario. 
A diferencia de ese Tribunal Colegiado, uno diverso consideró que en contra 
de una posible orden de traslado emitida sin intervención judicial, procede un 
recurso ordinario previsto en la Ley Nacional de Ejecución Penal, por lo que 
debe agotarse dicho recurso antes de promover el amparo, de lo contrario 
éste será improcedente por no cumplirse con el principio de definitividad.

Criterio jurídico: La orden de traslado de un centro penitenciario a otro que 
se emite sin intervención judicial es un acto que se dicta dentro del proce­
dimiento; por lo tanto, antes de promover juicio de amparo indirecto en su 
contra, se debe agotar la controversia judicial prevista en el artículo 117, 
fracción III, de la Ley Nacional de Ejecución Penal.
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Justificación: El artículo 117, fracción III, de la Ley Nacional de Ejecución 
Penal regula la controversia judicial, recurso que se interpone ante el Juez 
de Control o de Ejecución, según corresponda, con el objeto de resolver las 
controversias que surjan con motivo de los traslados de las personas priva­
das de la libertad. Por otra parte, el juicio de amparo, si bien puede promoverse 
contra actos de autoridad que vulneren los derechos de los gobernados, 
debe observar el principio de definitividad, según el cual, el amparo no 
procede contra violaciones cometidas en el procedimiento si en las leyes 
ordinarias se prevé un remedio legal por el cual puedan repararse, tal como 
sucede en el caso de las controversias judiciales establecidas en el orde­
namiento penal en cita. Por lo tanto, cuando una persona privada de la liber­
tad busque inconformarse con la orden de traslado de un centro penitenciario 
a otro, emitida sin autorización previa de la autoridad judicial, antes de la 
promoción del juicio de amparo, debe interponerse la controversia judi­
cial prevista en el artículo 117, fracción III, de la Ley Nacional de Ejecución 
Penal, para que sea el Juez de Control o de Ejecución, quien resuelva la 
legalidad de ese posible traslado. De esa manera se respeta el principio 
de definitividad que rige en el amparo.

1a./J. 27/2021 (10a.)

Contradicción de tesis 448/2019. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado 
en Materia Penal del Décimo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Segundo Circuito. 24 de marzo de 2021. Cinco votos de 
las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó 
su derecho para formular voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: 
Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Ramón Eduardo López Saldaña y 
Edwin Antony Pazol Rodríguez.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Circuito, al 
resolver el recurso de queja 30/2019, en el que consideró que el artículo 
52 de la Ley Nacional de Ejecución Penal prevé que la autoridad peniten­
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ciaria, excepcionalmente, podrá ordenar y ejecutar traslados de personas 
privadas de la libertad, mediante resolución administrativa con el único 
requisito de notificar al Juez competente dentro de las veinticuatro horas 
siguientes de realizar el traslado, en esos casos el Juez tendrá un plazo 
de cuarenta y ocho horas, posteriores a la notificación, para calificar la 
legalidad de la determinación administrativa. En contra de esta resolu­
ción procede interponer el recurso de apelación ante el Juez de Control 
o de Ejecución. Así, al prever un verdadero procedimiento, que inicia con 
la presentación de una petición formulada por los internos ante la autori­
dad judicial y concluye con una decisión y de que la persona privada de 
la libertad tiene a su alcance los recursos de revocación y apelación pre­
vistos en los artículos 130 y 135 de la legislación en comentario, entonces 
la parte quejosa debe agotar el medio ordinario de defensa previsto en la 
Ley Nacional de Ejecución Penal para controvertir un acto de ese carácter 
previo a acudir al juicio de amparo, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo 
Circuito, al resolver el recurso de queja 166/2019, en el que estimó que 
no se actualizaba de manera manifiesta e indudable la causa de impro­
cedencia del juicio de amparo, toda vez que el traslado involuntario de 
una persona privada de la libertad de un centro penitenciario a otro, sin 
previa autorización o calificación de legalidad (en caso urgente) por parte 
de la autoridad judicial, se traduce en una violación directa a la Consti­
tución, lo cual es una excepción al principio de definitividad y, por tanto, 
puede acudir al amparo indirecto sin agotar el recurso ordinario.

Tesis de jurisprudencia 27/2021 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de seis de octubre de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de noviembre de 2021 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de noviembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PENSIÓN COMPENSATORIA. NO PROCEDE EN EL JUICIO DE ALIMENTOS 
ENTRE CÓNYUGES SI, DURANTE SU SUSTANCIACIÓN, SE DISUELVE 
EL VÍNCULO MATRIMONIAL EN UN JUICIO DIVERSO.

Hechos: Los Tribunales Colegiados contendientes sostuvieron posturas con­
trarias en relación con la procedencia de una pensión compensatoria en una 
acción de alimentos entre cónyuges, cuando durante la sustanciación del 
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juicio, se disuelve el vínculo matrimonial en un juicio diverso. Un tribunal 
consideró que la pensión compensatoria sólo podía ser materia de análisis 
en el juicio donde se solicitó el divorcio, mas no en aquel donde se solicita­
ron alimentos, en virtud de que se trata de figuras jurídicas distintas. El otro 
tribunal determinó que la autoridad jurisdiccional debía analizar de oficio la 
procedencia de la fijación de una pensión compensatoria, al no ser una 
prestación ajena a los alimentos, pues lo que se busca es cubrir necesi­
dades básicas de la persona acreedora.

Criterio jurídico: Cuando se promueve una acción de alimentos entre cónyu­
ges y, durante su sustanciación se disuelve el vínculo matrimonial en un juicio 
diverso, no es procedente fijar una pensión compensatoria en la acción de 
alimentos, sino que deberá instarse otro juicio en el que se planteen las nuevas 
consideraciones fácticas y jurídicas. Lo anterior dada la distinta naturaleza 
y origen entre la pensión alimenticia y la pensión compensatoria.

Justificación: En un juicio de alimentos entre cónyuges no es procedente 
otorgar una pensión compensatoria en virtud de que las obligaciones deri­
vadas de ambas figuras jurídicas responden a presupuestos y fundamentos 
distintos, pues mientras una surge como parte de la relación matrimonial, la 
otra deriva de la disolución del vínculo matrimonial, lo que conlleva que 
incluso deban probarse cuestiones muy distintas en cada supuesto. En efecto, 
la pensión alimenticia surge como parte de los deberes de solidaridad y 
asistencia mutuos originados en las relaciones de matrimonio, mientras que 
la pensión compensatoria encuentra su razón de ser en un deber tanto asis­
tencial como resarcitorio derivado del desequilibrio económico que suele 
presentarse entre los cónyuges al momento de disolverse el vínculo matri­
monial. Así, esta última pensión tiene como objetivo compensar al cónyuge 
que durante el matrimonio se vio en imposibilidad para hacerse de una inde­
pendencia económica, dotándole de un ingreso suficiente hasta en tanto 
esta persona se encuentre en posibilidades de proporcionarse a sí misma 
los medios necesarios para su subsistencia. Por lo tanto, la pensión compen­
satoria es una obligación nueva y distinta a la pensión alimenticia entre 
cónyuges que amerita dilucidarse en otro juicio, pues para acreditar su 
procedencia se requieren probar distintas cuestiones. En la pensión alimen­
ticia se debe probar, por regla general: (i) el estado de necesidad de la 
persona acreedora alimentaria; (ii) un determinado vínculo familiar entre 
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la persona acreedora y la deudora, en este caso, el vínculo matrimonial; y 
(iii) la capacidad económica de la persona obligada a prestarlos. Por su 
parte, en la pensión compensatoria se debe acreditar que quien la solicita 
se dedicó preponderantemente a las labores del hogar y al cuidado de la 
familia, cuestión que incidió en su capacidad para allegarse de los medios 
económicos que le permitan subsistir. En consecuencia, si cuando se inició 
el juicio de alimentos estaba vigente el matrimonio y durante su sustancia­
ción se decreta el divorcio en un juicio diverso, se considera que ya no 
existiría materia para determinar la acción de alimentos, pues desaparece 
la obligación de los cónyuges de proporcionarlos en tanto que esta obliga­
ción tiene como presupuesto la existencia del vínculo matrimonial. En ese 
sentido, no es dable declarar procedente una pensión compensatoria, pues 
implicaría asumir la continuación de una obligación jurídica entre cónyu­
ges que ha dejado de existir con la disolución del matrimonio. Inclusive, 
podría tener un impacto en el derecho de defensa de las partes, a quienes 
se les impediría aportar el material probatorio para que la pensión alimenticia 
compensatoria resulte apegada a derecho. Por lo anterior, debe conside­
rarse que la pensión compensatoria es una obligación nueva y distinta a la 
originada en el matrimonio, por lo que ésta debe dilucidarse, por regla general, 
en el procedimiento que dio lugar al divorcio, o bien, en un juicio autónomo.

1a./J. 28/2021 (10a.)

Contradicción de tesis 530/2019. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito y el Segundo Tribunal Cole­
giado de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con residen­
cia en San Andrés Cholula, Puebla. 25 de noviembre de 2020. Mayoría de 
tres votos de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat y los Ministros Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Norma 
Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto par­
ticular y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho 
para formular voto particular. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secre­
taria: Irlanda Denisse Ávalos Núñez.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Cir­
cuito, al resolver el amparo directo 209/2019, en el que sostuvo que es 
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jurídicamente improcedente decretar la pensión compensatoria tramitada 
durante la existencia del vínculo matrimonial, si durante el juicio natural se 
declaró la disolución de ésta; aunque sí es posible accionarla en ulterior 
juicio, por las especificidades que deben acreditarse en el juicio, y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Segunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, en 
apoyo del Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Noveno Circuito, al resol­
ver el amparo directo 712/2018 (cuaderno auxiliar 623/2018), el cual dio 
origen a la tesis (II Región)2o.1 C (10a.), de título y subtítulo "PENSIÓN 
COMPENSATORIA. EN EL JUICIO DE ALIMENTOS PROMOVIDO POR 
LA CÓNYUGE, EL JUZGADOR DEBE ANALIZAR, DE OFICIO, SU PROCE­
DENCIA."; publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 62, Tomo IV, enero de 2019, página 2565, con 
número de registro digital: 2018960.

Tesis de jurisprudencia 28/2021 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de diecisiete de noviembre de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de diciembre de 2021 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de diciembre de 2021, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

ACTA DE NACIMIENTO. PROCEDE LA RECTIFICACIÓN DE LA FECHA 
ASENTADA PARA ADECUARLA A LA REALIDAD SOCIAL (LEGISLACIÓN 
DEL ESTADO DE SINALOA).

Hechos: Los Tribunales Colegiados contendientes sostuvieron criterios dis­
tintos respecto a la interpretación taxativa o conforme de la fracción III del 
artículo 1193 del Código Familiar del Estado de Sinaloa, que prevé la posibi­
lidad de modificar la fecha de natalicio contenida en el acta de nacimiento, 
siempre que la pretendida sea anterior a la fecha de registro. Uno consideró 
que en la aplicación del principio pro persona, y de acuerdo con el derecho 
a la identidad, era procedente cambiar la fecha de nacimiento del acta, a 
pesar de que ésta fuera posterior a la de registro. En cambio, los otros dos 
órganos jurisdiccionales concluyeron que esa porción normativa sólo per­
mite modificar la fecha del acta de nacimiento cuando la que se vaya a 
establecer sea anterior a la del registro del acta existente.
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Criterio jurídico: La fracción II del artículo 1193 del Código Familiar del Estado 
de Sinaloa debe interpretarse en relación con lo dispuesto en la fracción III del 
mismo precepto, a fin de ser acorde con el derecho fundamental a la iden­
tidad personal y al principio pro persona. En ese sentido, es viable admitir 
que la variación de la fecha de nacimiento también procede cuando sea 
posterior a la establecida en el registro, siempre que se acredite fehaciente­
mente, por cualquier medio probatorio, que exista desacuerdo con la realidad 
social, pues la persona siempre se ha conducido de esta manera; es decir, 
por un periodo de tiempo prudente y significativo, de forma continua, ininte­
rrumpida y permanente, a tal grado que logró anclar su identidad con esa 
fecha de nacimiento y que su entorno social así la identifica.

Justificación: El artículo 4o., párrafo octavo, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos reconoce el derecho a la identidad de las 
personas y establece la obligación de las autoridades de garantizarlo. En ese 
sentido, si ante la sociedad una persona se ha identificado constantemente 
en sus actos privados y públicos con una fecha de nacimiento, entonces 
ello forma parte de su biografía, de su "verdad personal", pues la identidad 
se construye durante toda la vida del ser humano, comprendiendo elemen­
tos y aspectos que van más allá de la "verdad biológica". Estos elementos 
deben reflejarse en el acta de nacimiento, pues se trata de un documento 
a través del cual una persona se identifica e individualiza dentro de la socie­
dad. Así, debe tomarse en cuenta que la Oficina del Registro Civil tiene 
como finalidad última la de dotar de certeza y seguridad jurídica de la reali­
dad humana y no constituir un obstáculo al pleno ejercicio de este derecho, de 
modo que, los formalismos y requisitos legales no deben llegar al extremo 
de hacerlo nugatorio. De esta forma, la fracción III del artículo 1193 del 
Código Familiar del Estado de Sinaloa debe ser interpretada de manera con­
forme con el derecho a la identidad previsto en el artículo 4o. constitucional, 
en un sentido amplio y no taxativo. Es decir, se debe admitir la posibilidad 
jurídica de modificar la fecha de natalicio, contenida en el acta de nacimiento, 
aunque ésta sea posterior a la fecha de registro, tal como ocurre con la 
fracción II de ese mismo precepto que reconoce la posibilidad de modificar 
el nombre de la persona conforme a su realidad social. Lo anterior, siempre 
y cuando no se observe la existencia de algún indicio de mala fe para querer 
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utilizar ese cambio para crear, modificar o extinguir derechos u obligaciones 
en perjuicio de terceras personas.

1a./J. 29/2021 (10a.)

Contradicción de tesis 337/2018. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Décimo Segundo Circuito, el Primer Tribunal Cole­
giado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia 
en Xalapa, Veracruz y el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro 
Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa. 20 de 
enero de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Ana Margarita 
Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente. Ponente: Ana Margarita Ríos 
Farjat. Secretario: José Manuel Del Río Serrano.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Segundo Cir­
cuito, al resolver los amparos directos 11/2017 y 983/2017, en los que 
consideró que el artículo 1193, fracción III, del Código Familiar del Estado 
de Sinaloa no se debía interpretar de manera restringida, en el sentido de 
que la modificación del acta de nacimiento, en cuanto a la fecha de na­
cimiento, sólo fuera procedente siempre y cuando la que vaya a esta­
blecerse sea anterior a la del registro, así como que ello tuviera que 
demostrarse necesariamente con elementos de prueba coetáneos a dicho 
evento, que permitieran desvirtuar la fecha en que dio fe el funcionario 
del Registro Civil, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa Veracruz, al resolver el 
amparo directo 84/2018 (cuaderno auxiliar 545/2018), dictado en apoyo 
del Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Segundo Circuito y 
por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa, al resolver el amparo 
directo 373/2015 (cuaderno auxiliar 832/2015), dictado también en apoyo 
del Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Segundo Circuito, en 
los que se interpretó el artículo 1193, fracción III, del Código Familiar del 
Estado de Sinaloa, en el sentido de que la única posibilidad de enmienda 
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se da cuando la fecha de nacimiento es anterior a la del registro, ello al 
margen de que el peticionario haya usado constantemente una fecha 
de nacimiento distinta.

Nota: De la sentencia que recayó al amparo directo 11/2017 resuelto por el Tri­
bunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Segundo Circuito, derivó la 
tesis aislada XII.c. 16 C  (10a.), de título y subtítulo: "ACTA DE NACIMIENTO. 
PROCEDE SU MODIFICACIÓN, CONFORME A UNA INTERPRETA­
CIÓN PRO PERSONA DE LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 1193 DEL 
CÓDIGO FAMILIAR DEL ESTADO DE SINALOA, RESPECTO DE LOS 
DATOS ASENTADOS EN ELLA, CUANDO SE TRATE DE ADECUAR SU 
CONTENIDO A LA REALIDAD SOCIAL.", publicada en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 47, Tomo IV, 
octubre de 2017, página 2398, con número de registro digital: 2015333.

Tesis de jurisprudencia 29/2021 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diecisiete de noviembre de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de diciembre de 2021 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de diciembre de 2021, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

AMPARO DIRECTO. SI LA DEMANDA RESULTÓ EXTEMPORÁNEA AL 
HABERSE PRESENTADO ANTE AUTORIDAD DISTINTA DE LA RES­
PONSABLE CONFORME A LA REGLA DEL ARTÍCULO 176, PÁRRAFO 
SEGUNDO, DE LA LEY DE AMPARO, NO PUEDE EXAMINARSE EL 
FONDO DE LA LITIS BAJO LA CONSIDERACIÓN DE QUE EN EL JUICIO 
ESTÁN INVOLUCRADOS DERECHOS DE MENORES DE EDAD. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes conocieron, 
respectivamente, de una demanda de amparo directo que resultaba extempo­
ránea conforme a la regla establecida en el artículo 176, párrafo segundo, de 
la Ley de Amparo, relativa a que su presentación ante autoridad distinta de la 
responsable no interrumpe el plazo que para su promoción establece la ley. 
Ante dicho escenario, sostuvieron criterios discrepantes en torno a la posi­
bilidad de que, pese a ello, se pudieren pronunciar sobre el fondo de la 
controversia en el amparo, pues aunque uno admitió que de acuerdo con 
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dicha regla, la demanda se encontraba fuera del plazo legal, determinó que 
era dable examinar el fondo de la litis constitucional, porque estaban involu­
crados derechos fundamentales de menores de edad que era necesario 
proteger conforme al principio del interés superior de la infancia; mientras 
que el otro estimó que al ser la oportunidad de la demanda de amparo un 
requisito de procedencia, no había posibilidad de que la materia del fondo 
de la controversia pudiera tomarse en cuenta para conocer de una demanda 
extemporánea, aun cuando involucrara derechos de menores de edad.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que cuando una demanda de amparo directo resulte extempo­
ránea conforme a la regla legal establecida en el segundo párrafo del artículo 
176 de la Ley de Amparo, no puede admitirse o validarse su admisión, aten­
diendo a la materia del fondo del juicio de amparo ni al carácter del promo­
vente, aun cuando estén involucrados derechos de menores de edad.

Justificación: Es cierto que el principio del interés superior de la niñez, 
como norma de procedimiento, tiene la potencialidad de sustentar la inaplica­
ción de alguna regla legal adjetiva que, en sí misma considerada, se advierta 
innecesaria, injustificada o desproporcionada, para efectos del proceso de 
que se trate, en la medida en que pueda trastocar u obstaculizar el ejercicio 
de los derechos procesales de menores de edad, ello, bajo una considera­
ción abstracta de ese principio en todos los casos en que se dilucidan 
derechos de este grupo de edad; o bien, permite al juzgador hacer ajustes 
en la aplicación de reglas procesales bajo un análisis individualizado del 
interés superior del menor involucrado, cuando advierta alguna especial 
condición de vulnerabilidad o desventaja en la circunstancia específica de 
dicho menor. Sin embargo, la oportunidad en la presentación de la demanda 
de amparo no puede verse como una regla de procedimiento innecesaria, 
injustificada o desproporcionada, que obstaculice el ejercicio de los derechos 
de los justiciables, incluidos quienes son menores de edad y que, por ello, 
amerite inaplicarse o excluirse, como medida de protección reforzada de 
los derechos de éstos. La oportunidad de la demanda es un requisito de pro­
cedencia del juicio de amparo, por ende, corresponde al ámbito de los 
presupuestos procesales de la acción, necesarios para que válidamente 
se pueda emitir una sentencia que resuelva el fondo de la controversia. 
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El estudio de la procedencia entraña un examen formal de la demanda, 
para determinar que se ajuste a los supuestos para los cuales el legislador 
dispuso la acción de amparo, por tanto, no puede decidirse en función de 
la naturaleza, entidad o gravedad de los derechos sustanciales discutidos 
ni del carácter del promovente, pues proceder de ese modo desnaturalizaría 
dicha institución, la cual exige contar con una base de reglas que resulten 
generales y que operen de manera homogénea para el juicio en sí mismo; 
y la oportunidad es una de esas reglas que debe ser general para todos los 
juicios de amparo, sin distinción, a fin de proteger la seguridad jurídica del 
proceso y de los propios justiciables. Por tanto, la promoción oportuna de la 
demanda no puede dispensarse bajo criterios que atiendan a la natura­
leza de los derechos debatidos o al carácter de promovente, aun cuando 
se trate de asuntos que involucren derechos de menores de edad; de ahí 
que, establecida la extemporaneidad de la demanda de amparo directo 
bajo la regla del segundo párrafo del artículo 176 de la Ley de Amparo, no 
podrá ser resuelto el fondo en ningún caso.

1a./J. 1/2021 (11a.)

Contradicción de tesis 245/2020. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal 
Colegiado del Trigésimo Circuito y el Séptimo Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Primer Circuito. 19 de mayo de 2021. Cinco votos de 
las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, y los 
Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretaria: Laura Patricia Román Silva.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, al resolver 
el recurso de reclamación 8/2020, en el que sostuvo que la demanda de 
amparo presentada ante autoridad distinta a la responsable en el plazo 
de ley y recibida extemporáneamente por la autoridad del conocimiento, 
debe desecharse con independencia de que en el asunto de origen se 
involucren derechos de menores, pues esta circunstancia atañe al fondo 
y no debe incidir para admitir una demanda de suyo improcedente por 
extemporánea; y,

El sustentado por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito, al resolver el amparo directo 296/2012, el cual dio origen a la 
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tesis aislada I.7o.C.16 C (10a.), de rubro: "DEMANDA DE AMPARO PRE­
SENTADA ANTE AUTORIDAD DISTINTA A LA RESPONSABLE EN EL 
PLAZO DE LEY. RECIBIDA EXTEMPORÁNEAMENTE POR LA AUTORI­
DAD CORRECTA, DEBE ADMITIRSE SI ESTÁN DE POR MEDIO DERECHOS 
FUNDAMENTALES DE MENORES DE EDAD."; publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro X, Tomo 3, 
julio de 2012, página 1832, con número de registro digital: 2001099.

Tesis de jurisprudencia 1/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada a distancia de nueve de junio de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de julio de 2021 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de julio de 2021, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

CONFLICTO COMPETENCIAL SUSCITADO ENTRE UN JUEZ DE CONTROL 
LOCAL Y UN JUEZ DE DISTRITO ESPECIALIZADO EN EL SISTEMA 
PENAL ACUSATORIO EN FUNCIONES DE JUEZ DE CONTROL. PARA 
DIRIMIRLO DEBE ATENDERSE A LOS HECHOS QUE MOTIVARON 
EL DICTADO DEL AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO Y NO AL DELITO 
POR EL QUE SE DICTÓ.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron 
criterios distintos al analizar si, al resolver conflictos competenciales susci­
tados entre Jueces de Control Local y Jueces de Distrito Especializados 
en el sistema penal acusatorio en funciones de Juez de Control, la competen­
cia debía fijarse en razón del delito por el cual se dictó el auto de vinculación 
a proceso o de los hechos que motivaron el dictado del auto de vinculación a 
proceso.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que, al resolver un conflicto competencial por razón de fuero, 
entre Jueces de Control Local y Jueces de Distrito Especializados en el sis­
tema penal acusatorio en funciones de Juez de Control, debe atenderse 
a los hechos que motivaron el dictado del auto de vinculación a proceso.

Justificación: Para dirimir un conflicto competencial entre un Juez de Control 
Local y un Juez de Distrito Especializado en el sistema penal acusatorio en 
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funciones de Juez de Control, debe atenderse a los hechos que motiva­
ron el dictado del auto de vinculación a proceso, por ser la resolución que 
rige en la etapa procedimental en la que se emitió el pronunciamiento de 
incompetencia, sin que ello implique prejuzgar sobre la correcta o incorrecta 
clasificación del delito, o ejercer sobre él algún control legal o constitucio­
nal que pudiera traer consigo su definitividad dentro del proceso penal de 
origen, pues ello no es parte de la litis del conflicto competencial, en el cual 
sólo debe determinarse a qué órgano jurisdiccional compete conocer del 
asunto. En este sentido, dicho auto de vinculación subsiste mientras no 
se revoque o se modifique a través de los medios legales conducentes. 
Así, el análisis de los hechos del auto de vinculación a proceso permitirá al 
órgano resolutor del conflicto competencial analizar la clasificación jurídica 
de los hechos consignados en el auto de vinculación a proceso a efecto de 
resolver el conflicto competencial.

1a./J. 2/2021 (11a.)

Contradicción de tesis 214/2020. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Décimo Sexto Circuito y el Tercer Tribu­
nal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito. 26 de mayo de 
2021. Mayoría de cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Her­
nández, Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secre­
tario: Mauro Arturo Rivera León.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo 
Sexto Circuito, al resolver el conflicto competencial 4/2020, en el que 
sostuvo que el auto de vinculación a proceso únicamente fija el ámbito 
fáctico en el cual se desarrolló la conducta pero que, al no ser definitiva, 
puede variarse, por lo que debía atenderse a que el sujeto pasivo del 
ilícito era la Federación y, por tanto, la competencia resultaba federal; y,

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Cir­
cuito, al resolver el conflicto competencial 11/2018, el cual dio origen a 
la tesis aislada I.3o.P.66 P (10a.), de título y subtítulo: "CONFLICTO COMPE­
TENCIAL SUSCITADO ENTRE UN JUEZ DEL SISTEMA PROCESAL PENAL 
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ACUSATORIO DEL FUERO COMÚN Y UNO DE DISTRITO ADSCRITO A 
ALGÚN CENTRO DE JUSTICIA PENAL FEDERAL. PARA RESOLVERLO, EL 
TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEBE ATENDER ÚNICAMENTE 
AL DELITO POR EL QUE SE DICTÓ EL AUTO DE VINCULACIÓN A PRO­
CESO."; publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
15 de febrero de 2019 a las 10:17 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 63, Tomo II, febrero de 
2019, página 2926, con número de registro digital: 2019301.

Tesis de jurisprudencia 2/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada a distancia de veintitrés de junio de dos 
mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de julio de 2021 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de julio de 2021, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE. PROCEDE EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 79, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE AMPARO, CUANDO EL JUEZ 
ANTE QUIEN SE PRESENTA LA DEMANDA MERCANTIL OMITE APLICAR 
EL CONTENIDO DEL ARTÍCULO 1127, SEGUNDO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO 
DE COMERCIO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes conocieron 
de diversos amparos directos en los cuales el Juez ante quien se entabló 
una demanda mercantil omitió aplicar el segundo párrafo del artículo 1127 
del Código de Comercio. Uno de los tribunales colegiados consideró que 
ello constituía una violación manifiesta de la ley que dejaba sin defensa a la 
parte quejosa, por lo que suplió la deficiencia de la queja, el otro órgano de 
amparo contendiente no efectuó tal suplencia de la queja.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación arriba a la convicción de que cuando el Juez ante quien se presentó 
una demanda mercantil omite aplicar el segundo párrafo del artículo 1127 
del Código de Comercio, procede suplir la deficiencia de la queja, en tér­
minos del artículo 79, fracción VI, de la Ley de Amparo.
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Justificación: Lo anterior es así, porque el artículo 79, fracción VI, de la Ley 
de Amparo faculta para suplir la deficiencia de la queja en materias de 
estricto derecho, como la mercantil, cuando se hubiere actualizado una 
violación evidente de la ley que haya dejado sin defensa a la parte quejosa, 
entendiéndose por tal, aquella actuación que haga notoria e indiscutible 
la vulneración a los derechos de la parte quejosa, tutelados por la Constitu­
ción General o por los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano 
sea parte, mediante la transgresión a las normas procedimentales o sustan­
tivas que rigen el acto reclamado. En ese sentido, esta Primera Sala concluye 
que cuando al decidir sobre la procedencia de la vía mercantil intentada se 
omite aplicar el segundo párrafo del artículo 1127 del Código de Comercio, 
procede suplir la deficiencia de la queja en el juicio de amparo respectivo. 
Ello, pues el aludido precepto de la legislación mercantil es claro y preciso al 
señalar que si se verifica el supuesto en el cual el órgano jurisdiccional declare 
la improcedencia de la vía mercantil propuesta por la parte actora, la conse­
cuencia será continuar el procedimiento para el trámite del juicio en la vía 
mercantil que se considere procedente declarando la validez de lo actuado; 
con la obligación del Juez de regularizar el procedimiento. Por ende, si no 
se aplica esa norma de derecho y en vez de reencausar el litigo en la vía 
mercantil adecuada se desecha la demanda, ello derivará en la afectación de 
derechos sustantivos de la persona accionante, en tanto que el no reencau­
sar la vía, además de traducirse en la imposición injustificada de un obstáculo 
en el acceso a la jurisdicción, puede derivar en la pérdida, por prescripción 
negativa, de la acción misma, ya que conforme al artículo 1041 de la codifi­
cación mercantil en cita, cuando en un juicio mercantil la demanda es deses­
timada no opera la interrupción de la prescripción de la acción. Por lo que, la 
suplencia de la queja en los términos aquí apuntados operará, en principio, 
a condición de que la vía mercantil adecuada deba tramitarse ante la 
propia persona juzgadora que ya conoce de la demanda; pues de otro 
modo el análisis y la aplicación de las normas adjetivas relativas a la vía 
derivaría también en un pronunciamiento con relación a la competencia del 
órgano jurisdiccional, tópico respecto del cual existen reglas propias y a las 
cuales se debe atender caso por caso.

1a./J. 3/2021 (11a.)
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Contradicción de tesis 36/2021. Entre las sustentadas por el Octavo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Cuarto Tribunal Cole­
giado en Materia Civil del Tercer Circuito. 12 de mayo de 2021. Cinco votos 
de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, 
y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretario: Melesio Ramos Martínez.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Octavo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, 
al resolver el amparo directo 874/2018, en el que consideró que cuando el 
acto reclamado lo constituye la resolución que confirma la improcedencia 
de la vía ejecutiva mercantil escrita y ordena desechar la demanda por 
estimarse que la vía procedente es la oral mercantil, debe suplirse la 
deficiencia de la queja en el amparo directo, en tanto que tal forma de 
proceder constituye una violación manifiesta de la ley que deja sin defensa 
a la parte quejosa, y

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, 
al resolver el amparo directo 479/2019, en el que determinó que cuando el 
acto reclamado se hizo consistir en la resolución que confirmó la improce­
dencia de la vía ejecutiva mercantil escrita y desechó la demanda por 
estimar que la vía procedente es la oral mercantil, no se debe suplir la 
deficiencia de la queja, ya que no se actualiza una violación evidente de 
la ley que dejara sin defensa al quejoso por afectar los derechos previstos 
en el artículo 1o. de la Ley de Amparo.

Tesis de jurisprudencia 3/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada a distancia de siete de julio de dos mil 
veintiuno. 

Esta tesis se publicó el viernes 3 de septiembre de 2021 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de septiembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA LA ORDEN JUDICIAL DE 
ANOTACIÓN PREVENTIVA REGISTRAL RESPECTO DEL INMUEBLE 
LITIGIOSO, PUES CONSTITUYE UN ACTO DE IMPOSIBLE REPARACIÓN. 
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Hechos: Los Tribunales Colegiados contendientes resolvieron asuntos en 
los que era necesario determinar si procedía el amparo indirecto en contra de 
la orden judicial que ordena realizar una anotación preventiva en el Registro 
Público de la Propiedad y del Comercio respecto del bien inmueble materia 
de la litis mientras se resuelve la controversia judicial a fin de dar publicidad 
a que el bien inmueble está en proceso litigioso. Uno de los Tribunales Cole­
giados determinó que el amparo indirecto era improcedente porque la 
orden de anotación no podía considerarse un acto de imposible reparación 
al no irrogar perjuicios inmediatos a la parte promovente del amparo, mientras 
que los otros Colegiados determinaron que sí procedía la interposición del 
juicio de amparo indirecto porque la orden de anotación registral del bien 
inmueble en litigio sí constituye un acto de imposible reparación al afectar 
directamente el derecho de propiedad de quien promueve el juicio de 
amparo.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
resolvió que la orden judicial de anotación preventiva registral respecto del 
bien inmueble litigioso sí constituye un acto de imposible reparación al limitar 
directamente el derecho sustantivo de propiedad.

Justificación: La orden de anotación preventiva en el Registro Público de la 
Propiedad y del Comercio del bien inmueble litigioso que se ordena en juicio 
para salvaguardar derechos litigiosos del actor, mientras se resuelve el 
juicio de fondo de las prestaciones reclamadas, se hace como medida cau­
telar y para ofrecer a terceros publicidad de que un bien inmueble está 
en litigio y evitarles enajenaciones infructuosas como adquirentes de buena fe, 
respecto de predios y construcciones en controversia; de suerte que ese 
acto judicial constituye un acto de imposible reparación para efectos de la 
procedencia del juicio de amparo, en tanto afecta de forma directa el derecho 
humano de propiedad, mismo que se reconoce en los artículos 14, 16 
y 27 constitucionales, numeral 21 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos y artículo 17 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, porque sin importar que el acto que se reclama puede quedar 
sin efectos en la sentencia que pronuncie en el juicio ordinario relativo, es 
evidente que mientras exista la anotación preventiva en el Registro Público 
de Propiedad y de Comercio se afecta el derecho real del inmueble litigioso, 
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porque ante la publicidad de la anotación y las consecuencias de la prela­
ción en el registro, quien ostente el derecho de propiedad tendrá limitado su 
derecho para transmitir o disponer del mismo dada precisamente la suje­
ción registral que refiere a un proceso litigioso del bien inmueble, por lo 
que el juicio de amparo indirecto resulta procedente en términos de la frac­
ción V del artículo 107 de la Ley de Amparo vigente y la fracción IV del 
artículo 114 de la Ley de Amparo abrogada.

1a./J. 4/2021 (11a.)

Contradicción de tesis 178/2019. Entre las sustentadas por el entonces Tribu­
nal Colegiado del Vigésimo Circuito, actual Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Vigésimo Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Sexto Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Sexto Circuito. 2 de junio de 2021. Cinco votos de las Ministras 
Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, y los Minis­
tros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretaria: Cecilia Armengol Alonso.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el entonces Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, actual Tri­
bunal Colegiado en Materia Administrativa del Vigésimo Circuito, al resolver 
los amparos en revisión 83/88 y 207/88, los cuales dieron origen a la tesis 
aislada de rubro: "REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD. LA ANOTACIÓN 
PREVENTIVA NO ES ACTO CUYA EJECUCIÓN SEA DE IMPOSIBLE 
REPARACIÓN.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación, 
Octava Época, Tomo III, Segunda Parte-2, enero-junio de 1989, página 
1045, con número de registro digital: 229505.

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 345/2002, el cual dio origen 
a la tesis aislada VI.2o.C.152 K, de rubro: "REGISTRO PÚBLICO DE LA 
PROPIEDAD. LA ORDEN DE REALIZAR UNA ANOTACIÓN PREVENTIVA 
CONSISTENTE EN QUE UN INMUEBLE NO PUEDE ENAJENARSE POR 
ENCONTRARSE EN LITIGIO, CONSTITUYE UN ACTO DE IMPOSIBLE 
REPARACIÓN CONTRA EL QUE PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
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Gaceta, Novena Época, Tomo XVII, enero de 2003, página 1856, con 
número de registro digital: 185075, y el sostenido por el mismo tribunal al 
resolver los amparo en revisión 25/2003 y 26/2003, los cuales dieron origen 
a la tesis aislada VI.2o.C.325 C, de rubro: "AMPARO INDIRECTO. PROCEDE 
CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE ORDENA REALIZAR ANOTACIONES 
MARGINALES EN EL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD, RESPECTO 
DE UN INMUEBLE, POR AFECTAR DERECHOS SUSTANTIVOS NO REPA­
RABLES EN SENTENCIA DEFINITIVA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
PUEBLA).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XVII, marzo de 2003, página 1687, con número de 
registro digital: 184706; y,

El sostenido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, 
al resolver las quejas 290/2018 y 12/2019, en las que determinó que el 
juicio de amparo interpuesto en contra de la interlocutoria que ordena 
anotar en el Registro Público de la Propiedad el bien litigioso, como 
medida cautelar del juicio, es procedente. Lo que consideró porque la ley 
local permite que puedan anotarse preventivamente en el Registro Público 
de la Propiedad los bienes litigiosos, esto es, que se encuentran sujetos a 
un juicio en el que se disputa su propiedad, anotación que tiene efectos 
publicitarios, con el propósito de que cualquier adquirente tenga cono­
cimiento de la situación litigiosa del bien, lo que limita el derecho de 
propiedad del titular del bien raíz, ya que durante el tiempo que dure la 
medida, no podrá disponer libremente de él, pues en todo caso, lo hará 
trasmitiendo las consecuencias que se deriven del juicio en el que se 
decretó, esto es, podrá disponer de su bien, pero con esas limitaciones, 
lo que constituye violación a su derecho sustantivo de propiedad, cuya 
afectación no será susceptible de repararse, aun cuando el titular pueda 
obtener una sentencia favorable y se cancele la anotación.

Tesis de jurisprudencia 4/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada a distancia de siete de julio de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de agosto de 2021 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de agosto de 2021, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

INDEMNIZACIÓN POR MORA EN CONTRATOS DE SEGURO. PROCEDE 
ANTE EL INCUMPLIMIENTO DE LA ASEGURADORA, AUNQUE NO SE 
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HAYA RECLAMADO COMO PRESTACIÓN EN LA DEMANDA DE ORIGEN 
(ARTÍCULO 276, FRACCIÓN VII, DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE 
SEGUROS Y DE FIANZAS). 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron si 
procede la condena de indemnización por mora a cargo de una institu­
ción de seguros ante el incumplimiento de las obligaciones contraídas en 
el contrato de seguro dentro de los plazos con que cuente legalmente 
para su cumplimiento, aunque tal indemnización no se reclamara como pres­
tación en la demanda de origen, de conformidad con lo dispuesto por el 
artículo 276, fracción VII, de la Ley de Instituciones de Seguros y de Fianzas, 
y llegaron a posturas opuestas, pues uno determinó que sí procede tal con­
dena aun cuando no se hubiera reclamado como prestación, en cambio los 
otros llegaron a la conclusión adversa.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que en el supuesto en que se condena a una institución 
de seguros con motivo de la reclamación del incumplimiento de obligaciones 
asumidas en el contrato de seguro, dentro de los plazos con que cuenta 
legalmente para su cumplimiento, resulta procedente la condena al pago 
de la indemnización por mora, aun cuando no se haya reclamado como 
prestación en la demanda de origen, de conformidad con lo dispuesto por 
el artículo 276, fracción VII, de la Ley de Instituciones de Seguros y de 
Fianzas.

Justificación: El derecho de acceso a la justicia se materializa mediante 
el proceso jurisdiccional, bajo el cual todo proceso se constituye como un 
método racional de debate y como un instrumento para la solución de los 
conflictos de intereses que se suscitan en la convivencia; no obstante, para 
que tal finalidad se alcance, debe haber una exacta correspondencia entre 
la pretensión de la parte actora, la oposición de la parte demandada, los 
elementos de prueba válidamente incorporados y la decisión del tribunal; 
dicha concordancia recibe el nombre de principio de congruencia, el cual fue 
materializado por el legislador en el artículo 1327 del Código de Comercio. 
Ahora bien, de conformidad con la fracción VII del artículo 276 de la Ley de 
Instituciones de Seguros y de Fianzas, una vez sustanciado el juicio, en el 
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supuesto en que resultara procedente la reclamación, la autoridad juris­
diccional de origen deberá condenar a la aseguradora tanto al pago de la 
obligación principal, como al del resto de las prestaciones relacionadas 
en el propio precepto, aun cuando no se hubiera demandado el pago de la 
indemnización por mora. Lo anterior se justifica en tanto que el legislador 
buscó generar un efecto disuasorio, mediante la imposición de la sanción 
referida, para las aseguradoras que no cumplen con sus obligaciones a 
tiempo. En consecuencia, esta norma constituye una excepción al principio 
de congruencia, pues aun cuando no haya sido solicitado por la parte actora, 
la autoridad jurisdiccional estará obligada a su otorgamiento, dado que esa 
medida tiende a evitar que se sigan llevando a cabo conductas que dificulten 
el pago a favor de los asegurados.

1a./J. 5/2021 (11a.)

Contradicción de tesis 280/2020. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, el Segundo Tribunal Cole­
giado en Materias Civil y de Trabajo del Quinto Circuito, el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito y el 
Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito. 26 de mayo de 
2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, Ana 
Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga Chan Temblador.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo 
del Quinto Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 823/2018, en el 
que consideró que el Juez está obligado a condenar a la aseguradora que 
incumpla con las obligaciones que asumió en el contrato de seguro, al 
pago de una indemnización por mora, aun en el caso de que el actor 
no reclame dicha indemnización, en términos de lo dispuesto por el artículo 
276, fracción VII, de la Ley de Instituciones de Seguros y de Fianzas, y

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo 
del Décimo Séptimo Circuito, al resolver el amparo directo 7/2020, en el 
que determinó que el Juez no debió condenar a la aseguradora que incum­
pla con las obligaciones que asumió en el contrato de seguro, al pago de 
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una indemnización por mora, pues el actor no reclamó dicha indemniza­
ción, en términos de lo dispuesto por el artículo 276, fracción VII, de la Ley 
de Instituciones de Seguros y de Fianzas, lo que implicó que el acto recla­
mado adoleciera de congruencia. Similar criterio sostuvo el Segundo Tri­
bunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, al resolver el amparo 
directo 608/2019.

Tesis de jurisprudencia 5/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de once de agosto de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de octubre de 2021 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 4 de octubre de 2021, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN EL PROCESO PENAL ACUSATORIO. 
POR REGLA GENERAL, ES IMPROCEDENTE EN CONTRA DEL AUTO DE 
APERTURA A JUICIO QUE ADMITE MEDIOS DE PRUEBA, Y PARA IDEN­
TIFICAR LOS CASOS DE EXCEPCIÓN, ES NECESARIO REALIZAR UN 
ANÁLISIS HERMENÉUTICO TENDIENTE A DILUCIDAR SI AFECTA MATE­
RIALMENTE DERECHOS SUSTANTIVOS. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes, en ejercicio 
de sus arbitrios judiciales, realizaron un análisis interpretativo que los llevó a 
conclusiones distintas, al resolver si el auto de apertura a juicio que admite 
medios de prueba en el proceso penal acusatorio constituye un "acto de 
imposible reparación" y, por tanto, si es o no procedente el juicio de amparo 
indirecto en su contra.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que, por regla general, debe tenerse por actualizada la causal de 
improcedencia prevista por el artículo 61, fracción XXIII, en relación con el 
107, fracción V, ambos de la Ley de Amparo, cuando se impugne la admisión 
de medios de prueba y, al ser una regla general, no es absoluta, por lo que 
para que sea procedente por excepción será necesario que se afecten 
materialmente derechos sustantivos.

Justificación: Se arriba a esta conclusión de conformidad con el parámetro 
legal regulado en el artículo 107, fracción V, de la Ley de Amparo, referente a 
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que el juicio de amparo indirecto es procedente en contra de "actos de impo­
sible reparación", entendiéndose por éstos aquellos que afecten material­
mente derechos sustantivos. Para verificar la actualización del parámetro 
legal en tratándose del auto de apertura a juicio que admite medios de 
prueba, debe partirse de la relación paralela existente entre el proceso 
penal y el juicio de amparo indirecto. Si bien ambos juicios guardan puntos 
de toque inexorables, a su vez cada uno corre por cuerda separada y se 
actualiza a partir de hechos y finalidades generadas en distintos planos. 
En ese contexto, debe ser entendido el auto de apertura a juicio que admite 
medios de prueba, el cual es un acto de índole adjetiva –intraprocesal– que 
sirve como vehículo para trasladar los medios de prueba de la etapa inter­
media al juicio oral para su valoración definitiva; vehículo que está ya prote­
gido de manera sustancial por la institución del Juez de Control y que de 
ser detenido por la procedencia del amparo indirecto trastocaría de manera 
desnaturalizante los principios del proceso penal de corte acusatorio que 
llaman al equilibrio entre la protección de los derechos fundamentales y la 
eficacia en la resolución de los procesos. Además, cualquier ilegalidad o 
ilicitud del medio de prueba puede enmendarse con posterioridad, bien 
porque en la sentencia definitiva no se tome en cuenta, o porque se le consi­
dere sin valor jurídico, o bien porque se obtenga una sentencia favorable al 
quejoso. En esa tesitura, el amparo por regla general es improcedente. Por 
tanto, una posible violación a los principios informadores de la prueba en la 
admisión de los medios de prueba, como pueden ser los principios que 
deben regir las audiencias (verbigracia, los principios de contradicción, 
inmediación, oralidad, igualdad de armas), el principio de necesidad de la 
prueba, el principio dispositivo, el principio de libertad de la prueba, el de 
pertenencia, o los de idoneidad y utilidad –por nombrar algunos–, haría 
improcedente el juicio de amparo indirecto a la luz de la doctrina de "actos 
de imposible reparación". Lo anterior, pues efectivamente dichas violaciones 
residen en un plano adjetivo, cuya afectación está supeditada a su trascen­
dencia en el proceso penal. Sin embargo, existen supuestos excepciona­
les en los que, estudiados caso por caso, la admisión de pruebas en el auto 
de apertura a juicio constituye un "acto de imposible reparación", pues puede 
implicar cargas injustificadas al imputado, de ejecución inmediata, que 
trastoquen derechos fundamentales independientemente del propio proceso 
penal y de la valoración de dichas probanzas en el juicio oral; escenario en 



164

Suprema Corte de Justicia de la Nación

el que el amparo sí es procedente. De ahí que cuando se presenta un acto 
dentro del proceso penal que haga procedente el juicio de amparo –de 
imposible reparación–, dicho acto debe implicar que se le deje de ver en 
el plano del proceso penal y se le encuadre en el juicio de protección 
constitucional.

1a./J. 6/2021 (11a.)

Contradicción de tesis 167/2020. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Séptimo Circuito, el Segundo Tribunal Cole­
giado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo Circuito y el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto 
Circuito. 23 de junio de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía 
Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis Gon­
zález Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Carlos Manuel Baráibar Tovar.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Séptimo Cir­
cuito, al resolver el amparo en revisión 13/2020, en el que consideró que 
el auto de apertura a juicio dictada en la etapa intermedia del sistema 
procesal penal acusatorio, que admite elementos para configurar prueba 
en juicio oral, constituye un acto de imposible reparación en contra del 
cual sí procede el amparo indirecto –y por tanto, no se actualiza la causal 
de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XXIII, en relación con 
el artículo 107, fracción V, ambos de la Ley de Amparo, esencialmente 
porque el debate sobre la admisión de pruebas, de conformidad con 
los principios del proceso penal acusatorio, no podrá ser retomado o 
reabierto posteriormente en la etapa de juicio oral; por consiguiente, con­
cluyó que las cuestiones relativas a la admisión probatoria deben quedar 
definitivamente dilucidadas de forma previa a la etapa del juicio oral;

El sostenido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Adminis­
trativa del Décimo Séptimo Circuito, al resolver la queja 60/2019, la cual 
dio origen a la tesis aislada XVII.2o.P.A.35 P (10a.), de título y subtítulo: 
"MEDIOS DE PRUEBA EN EL PROCESO PENAL ACUSATORIO Y ORAL. 
CONTRA EL AUTO QUE LOS ADMITE EN LA ETAPA INTERMEDIA ES 
IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO.", publicada en el 



165

Informe DE LA PRIMERA SALA 2021

Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de septiembre de 2019 
a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 70, Tomo III, septiembre de 2019, página 2033, con 
número de registro digital: 2020561; y,

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y 
Administrativa del Quinto Circuito, al resolver la queja 14/2019, la cual dio 
origen la tesis aislada V.2o.P.A.12 K (10a.), de título y subtítulo: "ADMI­
SIÓN DE PRUEBAS EN LA AUDIENCIA INTERMEDIA DEL SISTEMA 
PENAL ACUSATORIO. POR REGLA GENERAL, EL ACUERDO RELATIVO 
NO CAUSA UN PERJUICIO IRREPARABLE PARA LA PROCEDENCIA DEL 
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO.", publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas y en 
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 69, Tomo IV, agosto de 2019, página 4383, con número de registro 
digital: 2020439.

Tesis de jurisprudencia 6/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de once de agosto de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de septiembre de 2021 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de septiembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

CARPETA DE INVESTIGACIÓN. LA NEGATIVA DEL MINISTERIO PÚBLICO 
DE PERMITIR SU ACCESO A LAS VÍCTIMAS U OFENDIDOS DEL DELITO, 
NO PODRÁ SER IMPUGNADA A TRAVÉS DEL RECURSO PREVISTO EN 
EL ARTÍCULO 258 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes realizaron un 
análisis interpretativo que los llevó a conclusiones distintas, al resolver si la 
negativa del Ministerio Público de permitir el acceso a la carpeta de investi­
gación a las víctimas u ofendidos del delito es impugnable o no a través del 
recurso previsto en el artículo 258 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que la negativa del Ministerio Público de permitir el acceso a la 



166

Suprema Corte de Justicia de la Nación

carpeta de investigación a las víctimas u ofendidos del delito, no es impug­
nable a través del recurso previsto en el artículo 258 del Código Nacional 
de Procedimientos Penales.

Justificación: El artículo 258 del Código Nacional de Procedimientos Penales 
prevé un recurso innominado con el objeto de que las víctimas u ofendidos 
del delito puedan impugnar las siguientes determinaciones del Ministerio 
Público: abstención de investigar, archivo temporal, aplicación de un crite­
rio de oportunidad y el no ejercicio de la acción penal. Además, esta Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradic­
ción de tesis 233/2017, concluyó que las omisiones del Ministerio Público 
en la etapa de investigación sí entran en el rango de las determinaciones y el 
objeto del recurso innominado. Ahora bien, el acto al que se enfrentaron los 
tribunales contendientes fue la negativa por parte del Ministerio Público 
de que las víctimas tuvieran acceso a la carpeta de investigación, y si bien 
es cierto que la negativa puede tener implicaciones hacia la víctima, en el 
sentido de que no podrá conocer lo establecido en la carpeta de investiga­
ción, también lo es que no tiene implicaciones directamente relacionadas con 
la suspensión de la investigación, pues la petición de acceder a la carpeta 
de investigación y su respectiva negativa caminan bajo una pretensión dis­
tinta a la de una omisión de investigar, ya que va mucho más apegada al 
amparo del derecho a una defensa adecuada y de acceso a la justicia, ambos 
principios constitucionales. Y esta acción positiva apuntala una actitud de 
involucramiento hacia el conocimiento de los datos de prueba que pudie­
ran existir en una carpeta de investigación. Estas dos pretensiones, si bien 
giran en torno a una misma etapa de investigación, esta Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación arriba a la conclusión de que una 
omisión de investigar y una negativa de acceso son líneas que persiguen 
distintos fines.

1a./J. 7/2021 (11a.)

Contradicción de tesis 34/2021. Entre las sustentadas por el Noveno Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito y el Tercer Tribunal Cole­
giado en Materia Penal del Segundo Circuito. 23 de junio de 2021. Mayoría 
de tres votos de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros 
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Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: 
Norma Lucía Piña Hernández y Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Carlos Manuel Baráibar Tovar.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, 
al resolver la queja 69/2020, en la que consideró que la negativa del 
Ministerio Público de permitir el acceso a la carpeta de investigación a la 
víctima u ofendido del delito es impugnable vía el recurso innominado 
previsto en el artículo 258 del Código Nacional de Procedimientos Penales, 
y por tanto, que debe ser agotado previamente a la promoción del juicio 
de amparo indirecto, y

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo 
Circuito, al resolver la queja 93/2020, la cual dio origen a la tesis aislada 
II.3o.P. 101 P (10a.), de título y subtítulo: "NEGATIVA DEL MINISTERIO 
PÚBLICO DE PERMITIR A LA VÍCTIMA U OFENDIDO EL ACCESO A LA 
CARPETA DE INVESTIGACIÓN. AL NO ENCONTRARSE DENTRO DE LOS 
SUPUESTOS DE PROCEDENCIA DEL RECURSO PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 258 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, 
NI DERIVAR DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 27/2018 (10a.), NO PUEDE 
DESECHARSE LA DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO EN 
SU CONTRA POR NO AGOTAR EL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD."; publi­
cada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 83, 
febrero de 2021, Tomo III, página 2889, con número de registro digital: 
2022682.

Tesis de jurisprudencia 7/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal en sesión privada de once de agosto de dos mil veintiuno.

Nota: La parte conducente de la ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 
233/2017 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Fede­
ración del viernes 17 de agosto de 2018 a las 10:25 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 57, Tomo I, 
agosto de 2018, página 909, con número de registro digital: 27990.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de septiembre de 2021 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 20 de septiembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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REDUCCIÓN DE PENSIÓN ALIMENTICIA. FORMA DE RESOLVER LA 
ACCIÓN RELATIVA CUANDO SE FUNDA EN EL NACIMIENTO DE NUEVOS 
HIJOS DEL DEUDOR ALIMENTARIO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes discrepan 
sobre cómo debe resolverse la acción de reducción de pensión alimenticia 
cuando se funda en el nacimiento de otro u otros hijos del deudor alimentario, 
pues para uno de esos tribunales, basta la demostración de ese hecho para 
que proceda la disminución, mientras que para el otro no es así, sino que 
se requiere además agotar otros medios de prueba, para determinar si la 
pensión fijada previamente debe reducirse.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que cuando se promueve la acción de reducción de pen­
sión alimenticia alegando como causa de pedir el nacimiento de otro u 
otros hijos del deudor alimentario, no basta la prueba de ese nacimiento 
para proceder en automático a la disminución solicitada, sino que atendiendo 
al principio de proporcionalidad rector de los alimentos, considerando las 
posibilidades económicas del deudor alimentario y las necesidades de 
todos sus acreedores, el Juez ha de determinar el importe que el deudor 
destina para cubrir los alimentos de los nuevos acreedores y, a partir de 
ahí, considerar si procede o no la reducción de la pensión que previamente 
se había fijado en favor de los demandados.

Justificación: Lo anterior es así, porque atendiendo al principio publicístico 
que rige los procesos judiciales del orden familiar y al imperativo de tener 
como consideración primordial el interés superior de la niñez, el Juez fami­
liar debe velar por que se respeten los derechos de los menores de edad 
involucrados, tanto los que fueron demandados, como aquellos cuya exis­
tencia se invoca como motivo para reducir la pensión alimenticia, y asegurarse 
de que sus derechos alimentarios sean respetados y satisfechos cabal­
mente. Para lo cual, a partir del análisis integral de los elementos para valorar 
las necesidades alimentarias de todos los acreedores, y la capacidad eco­
nómica del deudor, se podrá determinar el importe de alimentos que corres­
ponde a los acreedores de la pensión preexistente y el importe que el deudor 
destina para cubrir los alimentos de los nuevos acreedores, junto a la propia 
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subsistencia del deudor, para definir si cabe o no hacer una reducción a la 
pensión alimenticia respecto de la cual se ejerció la acción.

1a./J. 8/2021 (11a.)

Contradicción de tesis 251/2020. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito y el Cuarto Tribunal Cole­
giado en Materia Civil del Segundo Circuito. 19 de mayo de 2021. Cinco 
votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos 
Farjat, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y 
los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, 
al resolver el amparo directo 1081/2019, en el que consideró que cuando la 
acción de reducción de pensión alimenticia, se funda en el hecho de 
que al deudor alimentario le ha sobrevenido el nacimiento de un nuevo 
hijo, ello es suficiente para estimar la necesidad de regraduar la pensión 
alimenticia originalmente fijada a favor de ciertos acreedores alimen­
tarios, pues dicha pensión fue fijada teniendo en cuenta, entre otros 
aspectos, el número de acreedores, de manera que con el nacimiento de 
otro u otros hijos del deudor alimentario necesariamente se afecta su 
posibilidad de dar alimentos, y

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 821/2017, el cual dio origen a la 
tesis aislada II.4o.C.27 C (10a.), de título y subtítulo: "PENSIÓN ALIMEN­
TICIA. PARA SU REDUCCIÓN, CUANDO LA PETICIÓN SE FUNDA EN LA 
EXISTENCIA DE UN NUEVO ACREEDOR, ES INDISPENSABLE EFEC­
TUAR UN ANÁLISIS EXHAUSTIVO DE LAS CIRCUNSTANCIAS QUE SE 
PRESENTEN EN CADA CASO ESPECÍFICO, ATENTO A LOS PRINCIPIOS 
DE INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR Y DE PROPORCIONALIDAD (MODI­
FICACIÓN DE LA TESIS II.4o.C.47 C)."; publicada en la Gaceta del Sema­
nario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 55, Tomo IV, junio 
de 2018, página 3107, con número de registro digital: 2017262.
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Tesis de jurisprudencia 8/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de once de agosto de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de septiembre de 2021 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de septiembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

MEDIO DE DEFENSA INNOMINADO PREVISTO POR EL ARTÍCULO 258 
DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES. EL INCUL­
PADO O QUIEN SE OSTENTE COMO TAL, NO ESTÁ OBLIGADO A INTER­
PONERLO, PREVIAMENTE A PROMOVER JUICIO DE AMPARO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron 
criterios distintos al determinar si era necesario que el imputado o quien 
se ostentara como tal, agotara el medio de defensa ordinario previsto en el 
artículo 258 del Código Nacional de Procedimientos Penales, previamente 
a promover el juicio de amparo, ello con el objeto de cumplir con el principio 
de definitividad, o bien, si sólo resulta exigible su interposición para el ofen­
dido o víctima de algún delito.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación considera que, atendiendo al espíritu del legislador federal en la crea­
ción del recurso innominado a que se refiere el artículo 258 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, y ante la redacción restrictiva del 
mismo, en el que sólo se señala a la víctima u ofendido del delito; debe 
prevalecer como criterio que el inculpado o quien se ostente como tal no 
está obligado a interponerlo, previamente a promover el juicio de amparo.

Justificación: Ello, porque el artículo 258 del Código Nacional de Proce­
dimientos Penales se conceptualiza como una forma de garantizar el derecho 
de acceso a la justicia de la víctima u ofendido; por dos razones: primero, 
porque dicho artículo emerge dentro del nuevo paradigma del sistema 
acusatorio penal, cuya reforma debe asociarse a la diversa en materia de 
derechos humanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 
diez de junio de dos mil once, con el fin de armonizar un sistema en el cual, 
entre otras cuestiones, se priorice la protección de los derechos de la víctima 
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u ofendido, asignándole un papel preponderante dentro del proceso penal; y, 
segundo, porque de una interpretación teleológica del artículo en estudio, se 
advierte que las determinaciones impugnables en términos del referido 
artículo 258, son aquellas que afectan principalmente a la víctima u ofen­
dido, atendiéndose a su papel activo dentro del proceso. Además, porque 
conforme al principio de definitividad, se exige a la parte quejosa que previo 
a la interposición del juicio, agote los recursos contemplados en la ley, 
mediante los cuales se pueda modificar, revocar o nulificar el acto impug­
nado, porque de no hacerlo así, se podría declarar su improcedencia, con 
base en las causales previstas en el artículo 61 de la Ley de Amparo; sin 
embargo, esa improcedencia debe ser manifiesta e indudable, esto es, el 
juzgador no debe acudir a mayor interpretación, sino que se debe advertir 
claramente de la ley, o del análisis de las constancias que se estimen condu­
centes. En ese contexto, si en el artículo multicitado se precisa en forma clara 
que la interposición del recurso innominado a que se refiere, únicamente 
corresponde interponerlo a la víctima u ofendido, no ha lugar a hacer mayor 
interpretación, porque ése fue el espíritu del legislador y de otra forma no 
se estaría dando cumplimiento a lo señalado en el artículo 133 de la Ley de 
Amparo, porque la causa de improcedencia no sería notoria ni manifiesta.

1a./J. 9/2021 (11a.)

Contradicción de tesis 177/2020. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito y el Pleno en Materia 
Penal del Primer Circuito. 23 de junio de 2021. Mayoría de tres votos de 
la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Norma Lucía Piña 
Hernández y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su 
derecho para formular voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebo­
lledo. Secretaria: Alexandra Valois Salazar.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, 
al resolver la queja 3/2020 en la que sostuvo que no se advierte una razona­
bilidad lógico-jurídica que lleve a establecer que resulta innecesario agotar 
el medio de defensa previsto en el artículo 258 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales por parte del imputado, previo a acudir al juicio 
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de amparo a reclamar una actuación del agente del Ministerio Público, 
pues de aceptarse dicha excepción se originaría un desequilibrio proce­
sal, ya que las partes no se encontrarían en igualdad de condiciones 
procesales, en cuanto a la exigencia de agotar dicho recurso innominado, 
respecto del cual conoce el Juez de Control, ya que de no entenderlo 
así, desconocería el espíritu de la reforma constitucional de dieciocho de 
junio de dos mil ocho, respecto del nuevo Sistema de Justicia Penal, con 
el surgimiento de los Jueces de Control, lo que implicaría que cada vez 
que el Ministerio Público incurra en una omisión o retraso en determinada 
carpeta de investigación o emita alguna determinación, el ofendido o víc­
tima o imputado acudirían al juicio de amparo a hacer valer aspectos de 
mera legalidad; y, por consiguiente, el juicio de amparo sustituiría el con­
trol estatuido por dicha reforma, colocando al Juez de Distrito en la reali­
zación de funciones originarias constitucional y legalmente reservadas al 
Juez de Control, y

El sustentado por el Pleno en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver la 
contradicción de tesis 6/2019, la cual dio origen a la tesis de jurispruden­
cia PC.I.P. J/61 P (10a.), de título y subtítulo: "MEDIO DE IMPUGNACIÓN 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 258 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCE­
DIMIENTOS PENALES. CUANDO EL ACTO RECLAMADO CONSISTA EN 
LAS DETERMINACIONES MINISTERIALES QUE SEÑALA O EN OMISIO­
NES DEL MINISTERIO PÚBLICO EN LA ETAPA DE INVESTIGACIÓN EN 
EL SISTEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO Y ORAL, EL IMPUTADO 
O QUIEN SE OSTENTE CON TAL CARÁCTER NO ESTÁ OBLIGADO A 
AGOTAR TAL RECURSO PREVIO A PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO."; publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Fede­
ración, Décima Época, Libro 72, Tomo II, noviembre de 2019, página 
1430, con número de registro digital: 2021064.

Tesis de jurisprudencia 9/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de dieciocho de agosto de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de septiembre de 2021 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de septiembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

CONTROVERSIAS RELACIONADAS CON CONDICIONES DE INTER­
NAMIENTO. ES COMPETENTE PARA RESOLVERLAS LA JUEZA O EL 
JUEZ DE EJECUCIÓN DEL TERRITORIO Y FUERO DEL CENTRO PENI­
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TENCIARIO EN EL QUE SE ENCUENTRA LA PERSONA PRIVADA DE 
LA LIBERTAD. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron 
posturas contrarias en torno a la Jueza o al Juez de Ejecución que es compe­
tente para conocer de una controversia judicial sobre las condiciones de 
internamiento de una persona privada de su libertad con motivo de una 
pena de prisión o prisión preventiva impuesta por un órgano jurisdiccional de 
un fuero y entidad federativa diversa de aquella que corresponde al centro 
penitenciario en el que se encuentra recluida, en términos de la Ley Nacional 
de Ejecución Penal.

Criterio jurídico: La competencia para conocer de una controversia judicial 
sobre las condiciones de internamiento corresponde a la autoridad jurisdic­
cional de ejecución del mismo fuero y territorio del centro penitenciario en 
el que se encuentra la persona privada de su libertad, con independencia del 
fuero o entidad federativa en la que se emitió la determinación que restringió 
su libertad personal.

Justificación: El artículo 24 de la Ley Nacional de Ejecución Penal señala 
que son competentes para conocer del procedimiento de ejecución penal 
la autoridad jurisdiccional en cuya circunscripción territorial se encuentre la 
persona privada de la libertad, independientemente de la circunscripción 
territorial en la que se hubiese impuesto la sanción en ejecución. Dada la 
aplicación obligatoria de esa norma en todo el territorio nacional, de confor­
midad con el artículo 73, fracción XXI, inciso c), constitucional, y 2 de la ley 
nacional de referencia, se debe entender que la norma en análisis contem­
pla también una distinción por razón de fuero, pues en un sistema federal 
como el nuestro, los fueros constitucional, federal y local pueden coexistir en 
un mismo territorio. En esas condiciones, cuando se promueva una contro­
versia judicial relativa a las condiciones de internamiento en un centro peni­
tenciario, la distinción del fuero competente para conocer de la misma 
deberá resolverse en atención al que corresponda con el del centro peni­
tenciario en el que se encuentre la persona privada de su libertad, pues es el 
órgano judicial competente para resolver sobre la legalidad de las disposi­
ciones normativas con base en las cuales se habrá de resolver el conflicto, 
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como sería el reglamento del centro penitenciario y las demás condiciones 
administrativas que sirvan de sustento para ordenar su operación. Esto obe­
dece también a un principio de concentración, pues de adoptarse un cri­
terio de competencia en función del fuero del órgano que emitió la resolución 
que mantiene a la persona privada de su libertad, no se resolvería el pro­
blema en muchos otros supuestos, pues habrá casos en los que una persona 
se encuentre privada de su libertad con motivo de diversas causas penales 
que se lleven ante órganos jurisdiccionales de distintos fueros, lo que genera­
ría incertidumbre para la persona en reclusión, respecto de la autoridad a la 
que debe acudir para oponer la controversia.

1a./J. 10/2021 (11a.)

Contradicción de tesis 567/2019. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Décimo Sexto Circuito, el Segundo Tribu­
nal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito y el Tercer Tribunal 
Colegiado del Décimo Quinto Circuito. 19 de mayo de 2021. Mayoría de 
cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita 
Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Disidente: Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Ana Margarita 
Ríos Farjat. Secretario: Saúl Armando Patiño Lara.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo 
Sexto Circuito, al resolver el conflicto competencial 19/2019, en el que 
determinó que en términos del artículo 24 de la Ley Nacional de Ejecución 
Penal, quien debe resolver sobre controversias inherentes a las condiciones 
de internamiento es el o la Jueza del mismo fuero (común o federal) de la 
causa generadora de la reclusión que ejerza jurisdicción en el territorio 
donde se ubique el centro penitenciario en el que se encuentre interna la 
persona; y,

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto 
Circuito, al resolver el conflicto competencial 11/2018, en el que sostuvo 
que con base en el artículo 24 de la Ley Nacional de Ejecución Penal, las 
controversias de internamiento durante la compurgación de la pena de 
prisión deberán ser resueltas por el mismo Juez o Jueza que debe cono­
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cer del procedimiento de ejecución, quien se define observando el lugar 
y el fuero del centro penitenciario en el que se encuentra la persona pri­
vada de la libertad.

Tesis de jurisprudencia 10/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de dieciocho de agosto de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de septiembre de 2021 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 20 de septiembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

AMPARO DIRECTO. NO ES PROCEDENTE CUANDO SE RECLAMA LA 
RESOLUCIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA, DICTADA EN UN JUICIO QUE 
SE RIGE POR LOS PRINCIPIOS DE UNIDAD Y CONCENTRACIÓN, 
QUE ORDENA REPONER EL PROCEDIMIENTO, AUN CUANDO EL 
TRIBUNAL DE ALZADA, AL EMITIR EL ACTO RECLAMADO SE HAYA 
PRONUNCIADO SOBRE PRETENSIONES PRINCIPALES QUE HABRÁN 
DE REITERARSE AL DICTARSE LA NUEVA SENTENCIA. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron 
criterios distintos al analizar si procede la vía de amparo directo, cuando el 
acto reclamado consiste en la resolución de segunda instancia, por la que 
se emite pronunciamiento sobre ciertas prestaciones, específicamente sobre 
la pretensión principal, y se ordena reponer el procedimiento para resolver 
aspectos secundarios o si, por el contrario, el Tribunal Colegiado debe negarse 
a conocer de tal acto, al no tratarse de una sentencia definitiva, laudo o 
resolución que pone fin al juicio. En todos los asuntos, el acto reclamado se 
dictó en juicios en los que la totalidad de las pretensiones ameritaban 
ser resueltas en una misma sentencia.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el juicio de amparo directo no es procedente cuando 
se reclama la resolución de segunda instancia que ordena reponer el proce­
dimiento, aun cuando el tribunal de alzada, al emitir el acto reclamado, 
se haya pronunciado sobre las pretensiones principales, que habrán de 
reiterarse al dictarse la nueva sentencia, pues tal determinación no consti­
tuye una sentencia definitiva ni una resolución que pone fin al juicio.
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Justificación: De acuerdo con lo dispuesto en los artículos 107, fracción V, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 170 de 
la Ley de Amparo, el juicio de amparo directo procede taxativamente cuando 
se reclama una sentencia definitiva, laudo o una resolución que pone fin al 
juicio. La resolución de segunda instancia que ordena reponer el proce­
dimiento no se adecua a ninguno de esos supuestos, aun cuando en su 
emisión, el tribunal de alzada se haya pronunciado sobre las pretensiones 
principales, que habrán de reiterarse al dictarse la nueva sentencia que 
llegue a dictar el Juez de origen, pues lo definitivo es que, con esa manera 
de proceder en realidad no existe una sentencia que establezca el derecho 
en cuanto a la acción y a la excepción que dieron lugar a la litis contestatio, 
tanto porque tales consideraciones habrán de reiterarse en la nueva sen­
tencia que se dicte una vez que el juicio de origen quede en estado de 
resolución, como porque tal determinación no da por concluido el juicio, 
pues la orden de reponer el procedimiento tiene como finalidad volver el 
pleito al estado en que se encontraba antes de cometerse la infracción que 
dio lugar a esa clase de resolución, para un nuevo curso que se ajuste a 
la disposición expresa de la ley. Por tanto, el juicio de amparo directo que se 
promueva contra una resolución de esa naturaleza es improcedente.

1a./J. 12/2021 (11a.)

Contradicción de tesis 48/2021. Entre las sustentadas por el Décimo Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Tribunal Cole­
giado en Materia Civil del Décimo Circuito. 7 de julio de 2021. Mayoría de 
cuatro votos de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Mireya Meléndez 
Almaraz.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito, al resolver el amparo directo 558/2006, el cual dio origen a la 
tesis aislada I.11o.C. 162 C, de rubro: "AMPARO DIRECTO. ES PROCE­
DENTE CUANDO SE RECLAMA LA RESOLUCIÓN DE SEGUNDA INS­
TANCIA QUE DECIDIÓ LA CONTROVERSIA EN LO PRINCIPAL (ACCIÓN 
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DE DIVORCIO NECESARIO), AUN CUANDO ORDENE REPONER EL 
PROCEDIMIENTO EN LO ACCESORIO."; publicada en el Semanario Judi­
cial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Tomo XXV, mayo de 
2007, página 2019, con número de registro digital: 172622; y,

El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Circuito, al 
resolver los amparos directos 754/2019, 294/2020 y 337/2020, en los que 
consideró que era improcedente el juicio de amparo directo cuando en la 
sentencia reclamada se emitió decisión sobre la cuestión principal, pero se 
ordenó la reposición del procedimiento para la realización de ciertos actos 
procesales enderezados a resolver sobre las prestaciones accesorias, 
pues no tenía la naturaleza de una sentencia definitiva.

Tesis de jurisprudencia 12/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veinticinco de agosto de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de septiembre de 2021 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de septiembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA LA RESOLUCIÓN 
DEL JUEZ DE CONTROL QUE CALIFICA DE ILEGAL LA DETENCIÓN DEL 
IMPUTADO, AL SER UN ACTO EN JUICIO CON EFECTOS DE IMPOSIBLE 
REPARACIÓN. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron 
criterios contradictorios respecto a si para efectos de la procedencia del juicio 
de amparo indirecto, la resolución del Juez de Control que califica de ilegal 
la detención del imputado es un acto en juicio con efectos de imposible 
reparación.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que es procedente el juicio de amparo indirecto contra la reso­
lución que califica de ilegal la detención del imputado, dado que es un acto 
en juicio con efectos de imposible reparación.

Justificación: El control de la detención es sumamente relevante, porque de 
existir alguna violación a los derechos fundamentales del detenido, la conse­
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cuencia jurídica será determinar la ilicitud de los datos de prueba que hayan 
sido recabados con motivo de la detención, para que no sean considerados 
en los subsecuentes actos procesales, e incluso, en las siguientes etapas. 
Esta consecuencia de la resolución que califica como ilegal la detención 
del imputado constituye precisamente la razón por la cual dicha resolución se 
erige de cara con la víctima u ofendido del delito como un acto en juicio 
de imposible reparación, para efectos de la procedencia del juicio de amparo 
indirecto, en tanto que pone de manifiesto que le causa una afectación 
material a los derechos que tiene en el marco de un procedimiento penal, 
al impedirle de forma actual el ejercicio de sus derechos de acceso a la 
justicia en su calidad de parte procesal, a conocer la verdad a través del 
esclarecimiento de los hechos, y a que el delito no quede impune y se san­
cione al culpable.

1a./J. 17/2021 (11a.)

Contradicción de tesis 170/2020. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito y el Segundo Tribunal Cole­
giado en Materia Penal del Tercer Circuito. 16 de junio de 2021. Mayoría 
de tres votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita 
Ríos Farjat, y el Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidentes: Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para formular 
voto particular, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Norma Lucía 
Piña Hernández. Secretario: Ricardo Monterrosas Castorena.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, 
al resolver el amparo en revisión 319/2019 y la queja 38/2020, en los que 
sostiene que el juicio de amparo indirecto es procedente contra la resolu­
ción que califica de ilegal la detención del imputado, en tanto que se trata 
de un acto dictado dentro de juicio con efectos de imposible reparación, y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer 
Circuito, al resolver la queja 329/2017, la cual dio origen a la tesis aislada 
III.2o.P.145 P (10a.), de título y subtítulo: "AUTO DE LIBERTAD DECRE­
TADO EN LA CALIFICACIÓN DE LA DETENCIÓN DEL IMPUTADO. AL NO 
AFECTAR MATERIALMENTE LOS DERECHOS SUSTANTIVOS DEL QUE­
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JOSO, EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO EN SU CONTRA 
ES IMPROCEDENTE."; publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Décima Época, Libro 54, mayo de 2018, Tomo III, pagina 
2437, con número de registro digital: 2016910.

Tesis de jurisprudencia 17/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de ocho de septiembre de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de noviembre de 2021 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de noviembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PETICIÓN DE HERENCIA. INICIO DEL CÓMPUTO DEL PLAZO DE PRES­
CRIPCIÓN DE ESA ACCIÓN CUANDO LA LEGISLACIÓN NO LO DISPONE 
EXPRESAMENTE (LEGISLACIONES DE LOS ESTADOS DE DURANGO Y 
BAJA CALIFORNIA, ESTA ÚLTIMA ANTERIOR A LA REFORMA PUBLI­
CADA EL 10 DE ABRIL DE 2015).

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes consideraron 
distintos momentos a partir de los cuales debe empezar a computarse el 
plazo de diez años para que prescriba la acción de petición de herencia 
que ejerce un heredero preterido. Ambos fundaron su criterio en legislacio­
nes que no disponen expresamente a partir de qué momento empieza a correr 
ese plazo. Luego, por un lado, uno de ellos estimó que la prescripción de 
la acción debe computarse "a partir de la muerte del autor de la sucesión"; 
mientras que, el otro resolvió que es a partir de la "aceptación y discernimiento 
del cargo de albacea".

Criterio jurídico: Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que, en aquellas legislaciones en las que se conserva 
la redacción del Código Civil de 1928 –como las de Durango y Baja Califor­
nia, esta última anterior a la reforma publicada el 10 de abril de 2015–, y 
que expresamente disponen que: "El derecho de reclamar la herencia pres­
cribe en diez años y es transmisible a los herederos", la prescripción de la 
acción de petición de herencia debe computarse a partir del momento en 
que se encuentren reunidas las tres condiciones necesarias para su ejerci­
cio, a saber: a) la transmisión de los bienes a título universal, que opera desde 
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la apertura de la herencia con la muerte, o bien con la declaración de muerte 
de un ausente; b) que, en cualquiera de esas dos resoluciones, no se haya 
incluido al heredero preterido; y, c) que se encuentre aceptado y discernido 
el cargo de albacea. En ese tenor, si al emitirse la declaratoria de herede­
ros, no se ha aceptado y discernido el cargo de albacea (testamentario o 
intestamentario), la prescripción comenzará a partir del momento en que esto 
ocurra; y si, por el contrario, este cargo ya fue aceptado y discernido, el 
cómputo para determinar la prescripción iniciará a partir de la fecha en que 
se haya emitido la resolución de reconocimiento de herederos o la declara­
ción de muerte de un ausente, según sea el caso.

Justificación: Esto se debe a que, en las legislaciones en las que no se 
regula expresamente el momento a partir del cual debe empezarse a calcular 
el cómputo del plazo para determinar la prescripción de una acción, debe 
estarse a la regla general que dispone que debe ser a partir de que se 
reúnan las condiciones necesarias para que sea exigible. Así, conforme a 
los artículos 1536 a 1539 del Código Civil para el Estado de Baja California, 
y 1533 a 1536 del Código Civil del Estado de Durango, en relación con los 
diversos 13 y 14 de los Códigos de Procedimientos Civiles de ambas enti­
dades federativas, la acción de petición de herencia tiene como presupuesto 
la apertura de la herencia en el instante de la muerte del autor de la suce­
sión, o la tutela del derecho de los herederos a la sucesión, la cual puede ser 
de dos tipos: a) la que, por excepción, se confiere a cada uno de los herede­
ros para recuperar los bienes hereditarios en aquellos casos en los que aún 
no se ha aceptado y discernido un albacea; o, b) la que se ejerce con poste­
rioridad para la defensa de los derechos hereditarios, cuando se le ha negado 
el derecho a recibir los bienes de la herencia, no haya sido llamado al juicio 
sucesorio o se le ha excluido de la declaración de heredero, entre otros 
casos, en los que será necesario que ya se hubiere dictado dentro de juicio 
una resolución sobre reconocimiento de herederos, en la que no hubiere 
aparecido el heredero preterido y que, además, ya se haya nombrado alba­
cea, por ser éste quien tiene la posesión de los bienes que integran el caudal 
hereditario.

1a./J. 22/2021 (11a.)
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Contradicción de tesis 9/2021. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Quinto Circuito y el 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito. 14 de julio 
de 2021. Unanimidad de cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González 
Alcántara Carrancá y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretaria: Mónica Cacho Maldonado.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del 
Décimo Quinto Circuito, al resolver el amparo en revisión 330/2019, en 
el que determinó que la acción de petición de herencia debe intentarse a 
partir del momento en que se tuvo por aceptado y discernido el cargo de 
albacea, conforme a lo dispuesto por el artículo 799 del Código de Proce­
dimientos Civiles para el Estado de Baja California, que dispone que al 
albacea se le entregarán los bienes sucesorios, ya que una interpretación 
del artículo 1539 del propio código adjetivo vigente en la época en que se 
tramitó el juicio sucesorio, lleva a sostener que si éste no señalaba a partir 
de cuándo iniciaba el plazo para la prescripción de la acción de peti­
ción de herencia, y teniendo como premisa la establecida por la Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 
1a./J. 39/99, de que dicha acción debe intentarse en contra de quien 
tuviera en su poder los bienes, ello guarda como presupuesto indispensa­
ble la existencia del juicio sucesorio, el cual debe promoverse contra el 
albacea y los herederos reconocidos, o bien, contra el poseedor de las 
cosas hereditarias, y su finalidad es que el actor sea declarado heredero 
y se le entreguen los bienes hereditarios que le corresponden con su 
accesiones; y,

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 56/2020, en el que sostuvo que 
de conformidad con lo establecido por la Primera Sala de esta Suprema 
Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 1a./J. 39/99, el término 
para que opere la prescripción de la acción para reclamar la herencia 
es diez años en términos del artículo 1536 del Código Civil del Estado de 
Durango, lo que se afirma en la medida en que la sucesión se abre en el 
momento en que muere el autor de la herencia y cuando se declara 
la presunción de muerte de un ausente, en términos del artículo 1533 del 
citado código, a partir de cuando se estima comenzó a correr el plazo 
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para la prescripción para reclamar la herencia, ya que la referida jurispru­
dencia establece que el Alto Tribunal determinó que cuando una persona 
reclame que no fue llamada legalmente al juicio sucesorio correspondiente 
que ya concluyó, argumentando falta o indebido emplazamiento, y la 
parte interesada cuenta con un documento público fehaciente que acre­
dita su entroncamiento con el autor de la sucesión, como el grado de 
parentesco idóneo para ser declarada heredera, dicha circunstancia per­
mitiría establecer su derecho para acudir al juicio de garantías a efecto 
de que sea llamada a la contienda sucesoria, siempre que no haya trans­
currido el término de la prescripción de su derecho a reclamar la herencia.

Tesis de jurisprudencia 22/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de trece de octubre de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de noviembre de 2021 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de noviembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

JUICIO DE AMPARO INDIRECTO DERIVADO DE UN PROCESO PENAL 
ACUSATORIO. POR REGLA GENERAL ES IMPROCEDENTE, EN CONTRA 
DE LA EXCLUSIÓN DE MEDIOS DE PRUEBA EN LA ETAPA INTERME­
DIA DEL PROCESO PENAL ACUSATORIO.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito que participaron en la contra­
dicción de tesis, en ejercicio de sus arbitrios judiciales realizaron un análisis 
interpretativo que los llevó a conclusiones distintas al resolver si la exclusión 
de medios de prueba en la etapa intermedia –su no admisión en el auto de 
apertura a juicio– constituye un "acto de imposible reparación" y, por tanto, 
si es o no procedente el juicio de amparo indirecto en su contra.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que, por regla general, debe tenerse por actualizada la causal de 
improcedencia prevista por el artículo 61, fracción XXIII, en relación con el 
107, fracción V, ambos de la Ley de Amparo, cuando se impugne la exclu­
sión de medios de prueba. Al ser una regla general, no es absoluta, por lo 
que para que sea procedente, por excepción será necesario que afecte 
materialmente derechos sustantivos.
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Justificación: Se arriba a esta conclusión de conformidad con el parámetro 
legal regulado en el artículo 107, fracción V, de la Ley de Amparo, referente 
a que el juicio de amparo indirecto es procedente en contra de "actos de 
imposible reparación", entendiéndose por éstos aquellos que afecten material­
mente derechos sustantivos. Para verificar la actualización del parámetro 
legal en tratándose de la exclusión probatoria, debe partirse de la relación 
paralela existente entre el proceso penal y el juicio de amparo indirecto. Si bien 
ambos juicios guardan puntos de toque inexorables, a su vez cada uno 
corre por cuerda separada y se actualiza a partir de hechos y finalidades 
generadas en distintos planos. En ese contexto debe ser entendido el acto 
que excluye pruebas y el auto de apertura a juicio que no las incluye. Éste 
es un acto de índole adjetiva –intraprocesal– que sirve como herramienta 
para formar el plexo probatorio que será discutido y valorado en el juicio 
oral (mediante la exclusión o no inclusión de algunos medios de prueba). 
Herramienta que está ya protegida de manera sustancial por la normativa 
procesal y orgánica, y que de ser detenido por la procedencia del amparo 
indirecto trastocaría de manera desnaturalizante los principios del proceso 
penal de corte acusatorio que llaman al equilibrio entre la protección de 
los derechos fundamentales y la eficacia en la resolución de los procesos. 
Además, debe tomarse en consideración que cualquier ilegalidad relacio­
nada con la exclusión del medio de prueba puede enmendarse con poste­
rioridad, bien porque existe otro medio que prueba el mismo hecho, porque 
no era relevante para la teoría del caso, o bien porque se obtenga una 
sentencia favorable a la parte quejosa pudiendo ser éste el caso si el Juez 
o tribunal de juicio oral considera que no se cumple con el estándar de 
prueba requerido debido a la deficiencia del cúmulo probatorio (generada 
por la exclusión de medios de prueba). En esa tesitura, el amparo, por regla 
general, es improcedente. Por tanto, una posible violación a los principios 
informadores de la prueba en la exclusión de los medios de prueba, como 
pueden ser los principios que deben regir las audiencias (verbigracia, los 
principios de contradicción, inmediación, oralidad, igualdad de armas), el prin­
cipio de necesidad de la prueba, el principio dispositivo, el principio de liber­
tad de la prueba, el de pertenencia, o los de idoneidad y utilidad –por nombrar 
algunos–, haría improcedente el juicio de amparo indirecto a la luz de la 
doctrina de "actos de imposible reparación". Lo anterior, pues efectivamente 



184

Suprema Corte de Justicia de la Nación

dichas violaciones residen en un plano adjetivo, cuya afectación está supedi­
tada a su trascendencia en el proceso penal. Sin embargo, existen supuestos 
excepcionales en los que, estudiados caso por caso, la exclusión de medios de 
prueba constituye un "acto de imposible reparación", pues puede impli­
car cargas injustificadas al imputado, de ejecución inmediata, que trasto­
quen derechos sustantivos. Escenario en el que el amparo sí debe ser 
procedente.

1a./J. 23/2021 (11a.)

Contradicción de tesis 6/2021. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado 
en Materia Penal del Décimo Circuito, el Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Décimo Primer Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo 
Séptimo Circuito y el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer 
Circuito. 8 de septiembre de 2021. Mayoría de tres votos de los Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó 
su derecho para formular voto concurrente, y la Ministra Ana Margarita 
Ríos Farjat, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ausente y ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
en su ausencia hizo suyo el asunto Norma Lucía Piña Hernández. Secre­
tario: Carlos Manuel Baráibar Tovar.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo 
Circuito, al resolver la queja 113/2018, en la que consideró que la exclu­
sión de medios de prueba en etapa intermedia es un acto reclamado 
de imposible reparación, porque como consecuencia de la exclusión 
–no admisión– de las pruebas propuestas, probablemente el recurrente no 
podría acreditar sus excepciones y defensas, pues el único momento 
procesal donde se pueden ofrecer pruebas y que estas sean admitidas 
es durante la etapa intermedia, ya que una vez concluida ésta, no podrá 
aportar las mismas u otras pruebas. En ese tenor, afirmó que con la exclu­
sión de medios de prueba es probable que se violen los derechos funda­
mentales al debido proceso, de legalidad y de defensa adecuada, y

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al 
resolver la queja 88/2017, la cual dio origen a la tesis aislada XXVII.3o.37 P 
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(10a.), de título y subtítulo: "MEDIOS DE PRUEBA EN EL PROCESO PENAL 
ACUSATORIO Y ORAL. SU EXCLUSIÓN DENTRO DE LA AUDIENCIA 
CELEBRADA EN LA ETAPA INTERMEDIA, POR REGLA GENERAL, NO ES 
UN ACTO DENTRO DE JUICIO DE EJECUCIÓN IRREPARABLE."; publi­
cada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 11 de agosto 
de 2017 a las 10:19 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 45, agosto de 2017, Tomo IV, página 
2931, con número de registro digital: 2014902.

Tesis de jurisprudencia 23/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veinte de octubre de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de diciembre de 2021 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de diciembre de 2021, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL PROCEDIMIENTO DE EJECU­
CIÓN DE SENTENCIA CUANDO EL SENTENCIADO SE ENCUENTRA 
INTERNO EN UN CENTRO FEDERAL DE READAPTACIÓN SOCIAL, DE 
UNA DIVERSA ENTIDAD FEDERATIVA A AQUELLA EN LA QUE FUE 
SENTENCIADO. SE ACTUALIZA RESPECTO DEL JUEZ DE EJECUCIÓN 
PENAL QUE EJERCE JURISDICCIÓN EN EL LUGAR DE UBICACIÓN DEL 
CENTRO FEDERAL DE READAPTACIÓN SOCIAL EN EL QUE EL SEN­
TENCIADO SE ENCUENTRA COMPURGANDO LA PENA DE PRISIÓN.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes conocieron 
de diversos conflictos competenciales en los que se dilucidó la competen­
cia del Juez de Ejecución que conocería del respectivo procedimiento de 
ejecución de sentencia, conforme a la vigencia de la Ley Nacional de Ejecu­
ción Penal, esto es, a partir del 17 de junio de 2016, en razón de que la 
sentencia respectiva se emitió y causó ejecutoria en una entidad federativa 
diversa a aquella en la que el sentenciado se encontraba interno compur­
gando la pena de prisión. Así, uno de los Tribunales determinó que con 
independencia de que la sentencia se emitió y causó ejecutoria en una 
entidad federativa diversa a aquella en la que el interno se encontraba 
compurgando la pena de prisión, resultaba competente el Juez de Ejecución 
del lugar en el que el sentenciado se encontraba interno, por ser quien ejercía 
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jurisdicción en el lugar donde se ubicaba el Centro Federal de Readapta­
ción Social. El resto de los Tribunales Colegiados determinó que era com­
petente para conocer del procedimiento de ejecución el Juez de la entidad 
federativa en la que se emitió y causó ejecutoria la sentencia respectiva, 
por ser la autoridad judicial a la que le competía no sólo la imposición de las 
penas, sino su modificación y duración; así, tanto el juzgador competente 
como la normatividad aplicable, debían guardar coherencia con el sistema 
normativo primigenio que dio lugar a la imposición de la sanción.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que conforme a la fecha en que se emitió la sentencia relativa y 
causó ejecutoria, y derivado de la diversa en que entró en vigor la Ley Nacio­
nal de Ejecución Penal, es competente para conocer del procedimiento de 
ejecución de sentencia el Juez de Ejecución Penal con jurisdicción en el 
lugar donde se ubica el Centro Federal de Readaptación Social en el que 
el sentenciado se encuentra compurgando la pena de prisión.

Justificación: La etapa de ejecución de la pena hará referencia al proce­
dimiento a través del cual se obtiene el cumplimiento de la sentencia penal 
de condena que ha causado ejecutoria, incluyendo las incidencias que 
surjan durante la vida penitenciaria y los beneficios a los cuales tiene derecho 
el sentenciado en términos del segundo párrafo del artículo 18 de la Consti­
tución General. Este concepto resulta aplicable cualquiera que sea la legisla­
ción procesal penal que pudiera estar en juego. Lo que lleva a concluir que 
el procedimiento de ejecución de la pena inicia a partir de que la sentencia 
condenatoria causó ejecutoria. Ahora bien, el Congreso de la Unión expidió 
la Ley Nacional de Ejecución Penal, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 16 de junio de 2016, misma que, de acuerdo con su artículo 
primero transitorio, entró en vigor al día siguiente de su publicación. Por 
tanto, resultan competentes para conocer del procedimiento de ejecución 
penal los Jueces en cuya circunscripción territorial se encuentre la persona 
privada de la libertad, independientemente de la circunscripción territorial 
en la que se hubiese impuesto la sanción en ejecución, por lo que si la senten­
cia condenatoria se declaró ejecutoriada cuando ya había entrado en vigor 
la Ley Nacional de Ejecución Penal, esto es, el 17 de junio de 2016, la fecha 
resulta sumamente relevante, pues el procedimiento de ejecución comienza 
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cuando la sentencia de condena cause ejecutoria. De ahí que, si la senten­
cia se declara ejecutoriada con posterioridad a la vigencia de la Ley Nacional 
de Ejecución Penal, es claro que ya se encuentra vigente. Por ello, es esa 
legislación la que habrá de regir los procedimientos que dentro de la etapa 
de ejecución de sentencia promueva el justiciable de que se trata. Así, 
conforme al artículo 24 de la Ley Nacional de Ejecución Penal, la compe­
tencia de los Jueces de Ejecución se establece en las leyes orgánicas o 
disposiciones generales que rigen su jurisdicción, así como que los límites 
territoriales de ésta pueden ser establecidos o modificados mediante Acuerdos 
Generales. Y si bien el justiciable fue sentenciado por un Juez de diverso 
Estado, pero se encuentra recluido en un Centro Federal de Readaptación 
Social de diversa entidad federativa, el Juez competente para conocer del 
procedimiento de ejecución es el del Juzgado de Ejecución que ejerce juris­
dicción en el lugar de ubicación del Centro Federal de Readaptación Social 
de que se trate. Y la circunstancia de que un sentenciado por un Juez del 
orden común cumpla con su pena privativa de libertad en el centro federal, 
no constituye impedimento legal para que un Juez de Ejecución del mismo 
fuero por el que fue juzgado resuelva sobre las peticiones que en relación 
con el cumplimiento de las penas presente el justiciable; aunado a que la Ley 
Nacional de Ejecución Penal en su transitorio tercero, último párrafo, establece 
que se derogan todas las disposiciones normativas que la contravengan.

1a./J. 24/2021 (11a.)

Contradicción de tesis 64/2021. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito, el Primer Tribunal Colegiado del 
Décimo Noveno Circuito y el Tribunal Colegiado en Materias Penal y 
Administrativa del Vigésimo Segundo Circuito. 25 de agosto de 2021. 
Unanimidad de cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández 
y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Héctor 
Vargas Becerra.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito, al 
resolver el conflicto competencial 6/2020, en el que determinó que era 
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competente para conocer del procedimiento de ejecución penal, el Juez 
de Ejecución con jurisdicción en la entidad federativa en la que el senten­
ciado se encontraba compurgando la pena de prisión; es decir, en el Centro 
Federal de Readaptación Social Número 12, en el Municipio de Ocampo, 
Guanajuato. Ello, con independencia de que las sentencias condenatorias 
se hubieran dictado en el Estado de Zacatecas; con lo que se dio preemi­
nencia a la fecha en que causaron ejecutoria dichas sentencias, bajo el 
argumento de que el procedimiento de ejecución comenzaba cuando 
la sentencia de condena causaba ejecutoria, y la fecha en que entró en 
vigor la Ley Nacional de Ejecución Penal, en términos de su artículo 24, 
que se refería a la regla de competencia;

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito, al 
resolver el conflicto competencial 9/2020, en el que concluyó que era 
competente para conocer del procedimiento de ejecución de la senten­
cia, el Juez de Ejecución de la entidad federativa en la que se instruyó la 
respectiva causa penal y se dictó sentencia; esto es, el Juez de Ejecución 
del Estado de Tamaulipas, con independencia de que el sentenciado 
se encontrara compurgando la pena de prisión en el Centro Federal de 
Readaptación Social Número 12, en el Municipio de Ocampo, Guanajuato. 
Ello, por ser la autoridad judicial a la que le competía no sólo la imposi­
ción de las penas, sino su modificación y duración. Así, tanto el juzgador 
competente como la normatividad aplicable, debían guardar coherencia con 
el sistema normativo primigenio que dio lugar a la imposición de la san­
ción, que en el caso era el Código Penal para el Estado de Tamaulipas; y,

El sostenido por el Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Vigésimo Segundo Circuito, al resolver el conflicto competencial 7/2019, en 
el que consideró que con independencia de que el sentenciado se 
encontrara compurgando la pena de prisión en el Centro Federal de 
Readaptación Social Número 12, ubicado en el Municipio de Ocampo, 
Guanajuato, determinó que era competente para conocer del procedimiento 
de ejecución, el del Estado de Querétaro, por ser en el que se dictó la 
sentencia respectiva; pues tanto el Juez competente como la normati­
vidad aplicable, debía guardar coherencia con el sistema normativo 
primigenio que dio lugar a la imposición de la sanción.

Tesis de jurisprudencia 24/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veinte de octubre de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de noviembre de 2021 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de noviembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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QUERELLA EN EL SISTEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO. LA LE­
GITIMACIÓN DEL REPRESENTANTE LEGAL DE LA PERSONA MORAL 
OFENDIDA QUE LA FORMULÓ ANTE EL MINISTERIO PÚBLICO EN LA 
ETAPA DE INVESTIGACIÓN NO ES SUSCEPTIBLE DE ANALIZARSE EN 
LA ETAPA DE JUICIO ORAL. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron 
criterios distintos al estudiar si podía analizarse en la etapa del juicio oral la 
legitimación del representante legal de una persona moral para formular la 
querella ante el Ministerio Público en el sistema procesal penal acusatorio.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Na­
ción determina que, en virtud de la naturaleza del sistema procesal penal 
acusatorio, la legitimación del representante legal de la persona moral 
ofendida para presentar querella no es susceptible de análisis en la etapa 
del juicio oral, al corresponder a un requisito que debe acreditarse en la 
etapa de investigación y ser impugnado en ésta o excepcionalmente en la 
etapa intermedia y no en la del juicio oral.

Justificación: La querella es un requisito de procedibilidad, a saber, una 
actuación de carácter procesal cuyo cumplimiento es necesario para el 
ejercicio válido de la acción penal. En ese sentido, el Código Nacional de 
Procedimientos Penales conceptualiza a la querella como una forma de 
inicio de la etapa de investigación en el artículo 211 y es un acto procesal 
cuyo control primario se realiza en la etapa de investigación por el Ministe­
rio Público y el Juez de Control. Así, la audiencia de juicio oral implica un 
debate sobre la demostración o no de la acusación de la Fiscalía (delito y 
responsabilidad del imputado) y no sobre las razones por las cuales se 
abrió una carpeta de investigación en la etapa de investigación inicial, 
cuestión que ha quedado firme al haber acontecido y poder sido discutida 
en dicha etapa. Por ende, el juicio oral no es la etapa procesal oportuna 
para analizar la querella como requisito de procedibilidad en el sistema 
procesal penal acusatorio, en tanto tal requisito fue acreditado y pudo ser 
discutido en la etapa de investigación y excepcionalmente en la etapa in­
termedia. Sin embargo, el hecho de que la querella no requiera ser demos­
trada en la etapa del juicio oral ni su actualización pueda ser frontal objeto 
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de debate, no impide que si derivado del debate contradictorio sobre el 
delito y la responsabilidad, extraordinariamente los órganos de prueba re­
velasen elementos supervenientes que desvirtúen la actualización de dicho 
presupuesto procesal, ello podría ser objeto de análisis.

1a./J. 25/2021 (11a.)

Contradicción de tesis 134/2021. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegia­
do en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Segundo Circuito y el 
Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito. 29 de 
septiembre de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Her­
nández, quien votó con el sentido, pero apartándose del párrafo 60, y 
Ana Margarita Ríos Farjat, quien votó con el sentido, pero con matices en 
los párrafos 38, 49, 56 y 58, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: Mauro Artu­
ro Rivera León.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Vi­
gésimo Segundo Circuito, al resolver el amparo directo 160/2020, en el 
que consideró que la querella era un requisito propio de la etapa inicial, 
por lo que debía haber sido impugnada en ésta y no podía volver a dis­
cutirse en la etapa de juicio oral. En consecuencia, no podía analizarse 
en amparo directo si se acreditó en la etapa del juicio oral la representa­
ción de la persona moral que presentó querella ante el Ministerio Público 
bajo el criterio de cierre de etapas procesales. Afirmó que, en atención a 
la jurisprudencia 1a./J. 74/2018 (10a.), de la Primera Sala, el estudio en 
amparo directo no podía comprender las violaciones que el quejoso con­
siderara cometidas en etapas anteriores a la audiencia de juicio oral, 
como lo es la etapa de investigación; y,

El sustentado por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer 
Circuito, al resolver el amparo directo 12/2020, el cual dio origen a la tesis 
aislada I.9o.P280 P (10a.), de título y subtítulo: "QUERELLA. PARA SATIS­
FACER ESTE REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD EN LA ETAPA DE JUICIO 
DEL SISTEMA PENAL ACUSATORIO, LA LEGITIMACIÓN DEL REPRE­
SENTANTE LEGAL DE LA PERSONA MORAL OFENDIDA PARA FORMU­
LARLA, DEBE DEMOSTRARSE DURANTE EL DESAHOGO DE LA 
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AUDIENCIA RESPECTIVA MEDIANTE LA INCORPORACIÓN AL JUICIO 
DEL PODER NOTARIAL CORRESPONDIENTE."; publicada en el Semana­
rio Judicial de la Federación del viernes 4 de diciembre de 2020 a las 
10:16 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Dé­
cima Época, Libro 81, Tomo II, diciembre de 2020, página 1701, con nú­
mero de registro digital: 2022525.

Tesis de jurisprudencia 25/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veinte de octubre de dos mil 
veintiuno.

Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 74/2018 (10a.) citada, aparece publica­
da en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 7 de diciembre 
de 2020 a las 10:19 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 61, Tomo I, diciembre de 2018, página 
175, con número de registro digital: 2018868.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de diciembre de 2021 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Fe­
deración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de diciembre de 2021, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DELINCUENCIA ORGANIZADA. LA LEGALIDAD DE LA DETENCIÓN EN 
FLAGRANCIA DEPENDE DE QUE EN ESE INSTANTE O EN EL MOMENTO 
INMEDIATO ANTERIOR SUS INTEGRANTES EJECUTEN O HAYAN EJE­
CUTADO ACTOS VINCULADOS CON ESE DELITO. 

Hechos: Los órganos contendientes arribaron a conclusiones distintas sobre 
el mismo problema jurídico. Por un lado, un Pleno de Circuito determinó que la 
cualidad permanente del delito de delincuencia organizada permite que 
la detención en flagrancia de sus miembros se realice en cualquier tiempo, 
sin necesidad de que la persona integrante de esa agrupación cometa en 
ese instante algún acto relacionado con dicho ilícito. Por su parte, un Tribu­
nal Colegiado de otro Circuito concluyó que para considerar legal la deten­
ción en flagrancia era necesario que en ese momento la persona estuviera 
ejecutando materialmente algún acto relacionado con la delincuencia 
organizada.

Criterio jurídico: Para considerar legal la detención en flagrancia de algún 
integrante de la delincuencia organizada es necesario que al instante de la 
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privación de su libertad o justo en el momento anterior esté cometiendo o 
haya cometido algún acto relacionado con ese delito para considerar que 
se actualiza el contenido del artículo 16, párrafo quinto, de la Constitución 
Política del país.

Justificación: La naturaleza del delito de delincuencia organizada es de carác­
ter permanente o continuo, es decir, que produce sus efectos en el tiempo. 
Sin embargo, el párrafo quinto del artículo 16 constitucional dispone que 
para justificar una detención en flagrancia la persona debe ser detenida al 
momento de cometer el delito o inmediatamente después de cometerlo. Por 
lo tanto, para detener en flagrancia a un integrante de la delincuencia orga­
nizada es necesario que la autoridad se percate en ese instante de que la 
persona está ejecutando o acaba de ejecutar actos que permitan relacio­
narla directamente con esa organización criminal. La complejidad de las 
organizaciones delictivas o el hecho de que la intervención de algunos de 
sus miembros no se materialice en el mundo exterior –de manera que muchas 
veces no sea apreciable sensorialmente aunque la pertenencia volitiva de 
los sujetos subsista–, no permite suplir los requisitos constitucionales para 
que una detención en flagrancia pueda considerarse legal. De no cumplirse 
con las exigencias señaladas se generaría una privación de la libertad per­
sonal en cualquier momento, a elección de la policía, y con el propósito de 
investigar, lo que es contrario a las reglas que establece la Constitución 
Política del país. Esto, debido a que lo que tutela una detención apegada al 
marco jurídico es el derecho fundamental a la libertad de una persona 
imputada y el respeto al debido proceso legal que debe primar en todos los 
casos frente a la premura de asegurar a una persona imputada. Por ello, el 
régimen constitucional de detenciones establece de forma clara, específica, 
rígida y diferenciada las hipótesis en que la autoridad puede detener váli­
damente a una persona y mantener vigente la protección de sus derechos 
humanos. En ese sentido, si no se acredita la flagrancia no significa que 
el delito quede impune, pues si tampoco se demuestra el caso urgente, la 
autoridad ministerial deberá realizar una indagación formal que permita 
la detención de los integrantes de un grupo criminal a través de un diverso 
mecanismo constitucional autorizado judicialmente como lo es la orden de 
aprehensión.

1a./J. 27/2021 (11a.)
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Contradicción de tesis 51/2021. Entre las sustentadas por el Sexto Tribunal Cole­
giado en Materia Penal del Primer Circuito y el Pleno en Materia Penal del 
Segundo Circuito. 1 de septiembre de 2021. Mayoría de cuatro votos 
de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, 
y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su 
derecho para formular voto particular. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. 
Secretario: Saúl Armando Patiño Lara.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, 
al resolver el amparo directo 130/2019, en el que consideró que para que 
se actualice la figura de la flagrancia se debe sorprender a la persona en 
el acto mismo de encontrarse organizando, o participando en un hecho 
que constituye la comisión flagrante de un delito. Esto es, para el delito 
de delincuencia organizada, mientras no se esté llevando a cabo alguna 
conducta que implique la actualización del verbo rector del tipo penal 
"organizarse", ya que la "pertenencia" del sujeto al grupo delictivo se actua­
liza con un acto instantáneo y personal a partir del cual el agente del 
delito se integra a dicha agrupación; o se denote cualquier otra acción delic­
tiva que resultara evidente e inconfundible a partir de la cual se hiciera 
obvia su pertenencia a un grupo delictivo, si esos factores no se actuali­
zan no existe flagrancia para detener a un integrante de la delincuencia 
organizada; y,

El sustentado por el Pleno en Materia Penal del Segundo Circuito, al resolver la 
contradicción de tesis 1/2019, la cual dio origen a la tesis jurisprudencial 
PC.II.P. J/9 P (10a.), de título y subtítulo: "DELINCUENCIA ORGANIZADA. 
CUANDO EXISTAN DATOS OBJETIVOS Y COMPROBABLES, QUE PER­
MITAN ESTABLECER, RAZONABLEMENTE, QUE UNA PERSONA FORMA 
PARTE DE UNA ORGANIZACIÓN DELICTIVA DETERMINADA, SU DETEN­
CIÓN SE ACTUALIZA EN FLAGRANCIA, EN ATENCIÓN A LA NATURA­
LEZA DEL DELITO.", publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Undécima Época, Libro 2, junio de 2021, Tomo IV, página 
4049, con número de registro digital: 2023201.

Tesis de jurisprudencia 27/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintisiete de octubre de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de diciembre de 2021 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Fe­
deración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 6 de diciembre de 2021, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.



194

Suprema Corte de Justicia de la Nación

ACCIÓN DE CANCELACIÓN DE PENSIÓN ALIMENTICIA. SU EJERCICIO 
PUEDE FORMULARSE, INDISTINTAMENTE, EN UN PROCEDIMIENTO 
PRINCIPAL O EN UNO INCIDENTAL (LEGISLACIONES DEL ESTADO DE 
MÉXICO Y VERACRUZ).

Hechos: En dos asuntos se solicitó la cancelación de una pensión alimenti­
cia. Un Tribunal Colegiado determinó que la parte solicitante sólo podía 
promoverla a través de un juicio principal, mientras que el otro tribunal esta­
bleció que podía ejercerse indistintamente en la vía incidental o a través de 
un juicio autónomo.

Criterio jurídico: En las legislaciones del Estado de México (vigente hasta el 
primero de julio de dos mil dos) y de Veracruz no existe norma alguna de 
carácter prohibitivo que impida al justiciable ejercer la acción de cancela­
ción de pensión alimenticia en un procedimiento incidental, por lo que el 
juzgador no debe impedir el ejercicio del derecho de acción en la vía que 
el actor elija. Cuando el legislador no establece de manera expresa si el 
derecho que se pretende deducir debe ejercerse en un procedimiento 
incidental o en uno principal, y además hay similitudes procesales, se debe 
concluir que el actor tiene la potestad legal para elegir el tipo de procedimiento 
que desea seguir, y que, si ha elegido la vía incidental, es atendiendo a la 
naturaleza abreviada de la misma y a que guarda relación con el juicio 
principal.

Justificación: La naturaleza del derecho que se pretende dilucidar es per­
fectamente oponible en la vía incidental, pues el derecho a la cancelación 
de la pensión alimenticia está directa y estrechamente relacionado con la 
problemática principal del juicio en que ésta se decretó, e incluso puede 
calificarse como accesoria de aquélla, en la medida que esa pretensión 
lo que busca es precisamente evidenciar al juzgador que las circunstan­
cias que prevalecían al momento en que se impuso la obligación de proveer 
alimentos han cambiado y, por ende, la misma debe ser cancelada. Ade­
más, de acuerdo con las legislaciones de Veracruz y del Estado de México 
(vigente hasta el primero de julio de dos mil dos), se observan las mismas 
formalidades esenciales en la vía incidental y en la principal.

1a./J. 28/2021 (11a.)
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Contradicción de tesis 78/2020. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, el Pleno en Materia Civil 
del Tercer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Segundo Circuito. 26 de mayo de 2021. Cinco votos de las Ministras 
Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Minis­
tros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secre­
taria: Irlanda Denisse Ávalos Núñez.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Cir­
cuito, al resolver el amparo en revisión 422/2019, en el que consideró que 
la cancelación de una pensión alimenticia debe demandarse indefecti­
blemente a través de un juicio autónomo, y

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 110/99 y los amparos directos 
3/2001 y 550/2001, en los que determinó que la cancelación de una pen­
sión alimenticia puede demandarse, indistintamente, en acción autónoma 
o a través de un incidente.

Nota: De la sentencia que recayó al amparo en revisión 110/99 y amparos en 
revisión y directos 3/2001, 176/2001, 541/2001 y 550/2001, resueltos por 
el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito, derivó la 
tesis de jurisprudencia II.3o.C. J/3, de rubro: "ALIMENTOS. LA CESACIÓN 
DE LA OBLIGACIÓN DE PROPORCIONARLOS PUEDE INTENTARSE 
TANTO EN LA VÍA INCIDENTAL COMO EN LA ORDINARIA (LEGISLA­
CIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO).", publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVI, octubre de 2002, 
página 1117, con número de registro digital: 185842.

Tesis de jurisprudencia 28/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de tres de noviembre de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de diciembre de 2021 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Fe­
deración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de diciembre de 2021, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

AMPLIACIÓN DE LA DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. PROCEDE 
CONTRA LA OMISIÓN DE CREAR Y OPERAR EL REGISTRO NACIONAL 
DEL DELITO DE TORTURA (RENADET) Y, COMO CONSECUENCIA, LA 
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OMISIÓN DE REGISTRAR A LA VÍCTIMA EN EL MISMO, AL TENER UNA 
ESTRECHA RELACIÓN CON LA DEMANDA INICIAL CUANDO EL ACTO 
RECLAMADO CONSISTE EN LA OMISIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO 
DE INVESTIGAR DILIGENTEMENTE EL DELITO DE TORTURA.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes llegaron a 
posturas discrepantes, al resolver un recurso de queja en el que se vieron 
en la necesidad de determinar si la falta de creación y operatividad del Regis­
tro Nacional del Delito de Tortura (RENADET) y, en consecuencia, la omisión 
de inscribir a la víctima en éste, tenía estrecha relación o no, en términos del 
artículo 111, fracción II, de la Ley de Amparo para efectos de la ampliación 
de la demanda de amparo indirecto, con la omisión del Ministerio Público de 
investigar con diligencia los actos de tortura denunciados, que fue el motivo 
por el cual se presentó la demanda de amparo.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que de conformidad con el artículo 111, fracción II, de la Ley de 
Amparo, procede la ampliación de la demanda de amparo indirecto contra 
la falta de creación y operatividad del Registro Nacional del Delito de Tor­
tura y, como consecuencia, la falta de inscripción en éste de quien denun­
ció ser víctima de ese delito, cuando la demanda inicial se promovió contra 
la omisión del fiscal de investigar diligentemente una denuncia del delito de 
tortura.

Justificación: Lo anterior es así, porque los actos por los que se pretende 
ampliar la demanda de amparo inciden directamente en la omisión por 
parte del fiscal de investigar con diligencia ese delito, pues el registro de la 
víctima y, por tanto, del hecho que denunció en el Registro Nacional de 
Tortura, constituye una de las primeras acciones que deben realizar las fisca­
lías correspondientes en términos del artículo 35 de la Ley General para 
Prevenir, Investigar y Sancionar la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes, cuando reciben una denuncia de tortura. En efecto, 
la creación y operatividad del Registro Nacional de Tortura, además de ser 
un instrumento con fines estadísticos, cuyo objeto es contar con un mejor 
conocimiento del fenómeno de la tortura en México, también constituye una 
herramienta fundamental de investigación para las Fiscalías Especializa­
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das en el Delito de Tortura, pues parte del objetivo de crear y operar tal 
organismo es proporcionar información que permita un mejor estudio de 
las circunstancias de los hechos denunciados, así como que dichas fisca­
lías realicen un análisis profundo de contextos y patrones sistematizados en la 
comisión del delito de tortura de acuerdo a las circunstancias, métodos, 
agentes involucrados y lugares, y cómo ello impacta en el suceso que se 
encuentra investigando. De ahí que los citados actos, esto es, falta de ope­
ratividad, creación y registro correspondiente en el RENADET tengan una 
estrecha relación con la omisión del fiscal de investigar diligentemente el 
delito de tortura, por lo que resulta procedente ampliar la demanda de 
amparo respecto a los mismos.

1a./J. 30/2021 (11a.)

Contradicción de tesis 31/2021. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito y el Segundo Tribunal Cole­
giado en Materia Penal del Séptimo Circuito. 20 de octubre de 2021. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y la Ministra 
Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Juan Luis Gon­
zález Alcántara Carrancá. Secretarios: Ana Marcela Zatarain Barrett, 
Fernando Sosa Pastrana y Pablo Francisco Muñoz Díaz.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Cir­
cuito, al resolver la queja 87/2020, en la que determinó que no procede la 
ampliación de la demanda en términos del artículo 111 de la Ley de Am­
paro, porque la falta de creación y operatividad del Registro Nacional del 
Delito de Tortura (RENADET), así como la omisión de registrar en el mismo 
a una persona que se dice víctima de tal delito, es un acto independiente 
y de carácter administrativo que no encuentra relación con la omisión de 
investigar con diligencia el delito de tortura que originalmente fue recla­
mado en la demanda de amparo, y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Séptimo 
Circuito, al resolver la queja 179/2020, en la que consideró que la omisión 
de investigar con diligencia el delito de tortura, sí se encuentra relacionada 
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con la omisión de crear y operar el Registro Nacional del Delito de Tortura 
(RENADET), así como con la omisión de registrar en el mismo a las vícti­
mas de tal delito. El Tribunal Colegiado consideró que la investigación del 
delito de tortura implica una serie de diligencias que debe realizar la fis­
calía, entre ellas, la de iniciar de forma inmediata la investigación, recopi­
lar la indagatoria y registrar los hechos en el RENADET, por lo cual, dijo, la 
creación del mencionado Registro tiene correlación con los actos reclama­
dos que originalmente se plantearon en la demanda de amparo indirecto, 
por lo que sí era procedente su ampliación en términos del artículo 111 
de la Ley de Amparo.

Tesis de jurisprudencia 30/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de diez de noviembre de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de diciembre de 2021 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Fe­
deración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de diciembre de 2021, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO. EL PLAZO DE QUINCE DÍAS 
PARA LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO 
EN SU CONTRA, SE ENCONTRABA SUSPENDIDO DURANTE LA VIGEN­
CIA DE LOS ACUERDOS GENERALES 8/2020 Y 13/2020 DEL PLENO DEL 
CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes llegaron a 
posturas contrarias al resolver sobre la oportunidad de la presentación de 
la demanda de amparo promovida contra el auto de vinculación a proceso 
emitido cuando los plazos y términos en el Poder Judicial de la Federación 
estaban suspendidos por la pandemia originada por el virus SARS-CoV2, 
generador de la enfermedad COVID-19, conforme a los Acuerdos Generales 
del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal. Así, para un Tribunal Cole­
giado la vinculación a proceso debía entenderse como caso urgente exclu­
sivamente para el proceso penal y no para el juicio de amparo, de ahí que 
el plazo para la presentación de la demanda se encontraba suspendido 
para reclamar ese tipo de actos; en tanto que el diverso órgano jurisdiccio­
nal estimó que el plazo para promover la demanda de amparo en contra del 
auto de vinculación a proceso no estaba suspendido al estar catalogado 
como de urgente resolución.
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el plazo de quince días previsto en el artículo 17 de la Ley 
de Amparo para presentar la demanda de amparo indirecto en contra de la 
vinculación a proceso, se encontraba suspendido durante la vigencia de 
los Acuerdos Generales 8/2020 y 13/2020 del Pleno del Consejo de la Judi­
catura Federal.

Justificación: Las disposiciones contenidas en los referidos Acuerdos Gene­
rales del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal establecen el esquema 
de trabajo de los órganos jurisdiccionales para prestar el servicio público de 
impartición de justicia como una actividad esencial, procurando la aten­
ción de casos urgentes bajo el estricto distanciamiento social y trabajo a 
distancia con motivo de la pandemia por el virus SARS-CoV2, generador de 
la enfermedad COVID-19. Por tal razón, para dotar de seguridad jurídica 
tanto a los operadores jurídicos como a las personas justiciables, se emitió 
un catálogo enunciativo y no limitativo de los asuntos considerados como 
urgentes, respecto de los cuales se daría inmediato trámite a las solicitudes, 
demandas, incidentes y recursos, por lo que en este tipo de asuntos no se 
suspenderían los plazos y términos. Ahora bien, en el caso de la materia 
penal, en los acuerdos generales aludidos se hizo una distinción de asuntos 
urgentes entre la competencia de los Jueces de Distrito en materia de 
amparo penal, y los Jueces penales tanto del sistema tradicional como 
del acusatorio, de conformidad con los artículos 4, fracciones II y IV, y 24, de 
los que se advierte que la vinculación a proceso como caso urgente está 
referida exclusivamente al proceso penal ante el Juez de Control en térmi­
nos del inciso f) de la fracción II del referido artículo 4, sin que dicho acto 
haya sido calificado como urgente para los Jueces de Distrito con compe­
tencia en materia de amparo penal. No es obstáculo a lo anterior, la previ­
sión que realizó el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal en el sentido 
de que la clasificación de casos urgentes no era limitativa sino enunciativa, 
ya que como el objeto de los referidos acuerdos generales es dotar de segu­
ridad jurídica al justiciable, no sería dable que los operadores jurídicos 
asignaran el carácter de urgente a determinados asuntos en detrimento del 
derecho de acceso a la justicia de los quejosos en el juicio de amparo, 
pues se les dejaría en estado de indefensión, tal como acontece con la vincu­
lación a proceso para la promoción del juicio constitucional ante los Jueces 
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de Distrito, pues bajo la normativa de los acuerdos de mérito los justicia­
bles estaban en el entendido de que los plazos quedaron suspendidos 
para instar el juicio de amparo en contra de ese acto, al no estar catalogado 
como urgente de forma expresa por el Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal.

1a./J. 43/2021 (11a.)

Contradicción de tesis 231/2021. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Tercer Circuito y el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito.13 de 
octubre de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández 
y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Suleiman Meraz Ortiz.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del 
Décimo Tercer Circuito, al resolver la queja 34/2021, del que se advierte 
que conoció del desechamiento de una demanda de amparo por haber 
sido presentada fuera del plazo legal, en virtud de que no era aplicable 
la suspensión de plazos y términos por la contingencia del virus COVID-19, 
pues el acto reclamado consistente en la vinculación a proceso encua­
draba en los supuestos de caso urgente en los que se podía dar trámite 
a la demanda de amparo, de conformidad con el artículo 4, fracción II, 
inciso f), del Acuerdo General 13/2020 del Pleno del Consejo de la Judi­
catura Federal. El Tribunal Colegiado revocó tal decisión al considerar 
que el fundamento invocado no podía considerarse para desechar la de­
manda de amparo, ya que no hacía referencia a demandas de amparo 
promovidas en materia penal contra las vinculaciones a proceso; por el 
contrario, la vinculación a proceso debía entenderse como caso urgente 
en materia penal referida exclusivamente al proceso –primera instancia– 
del conocimiento de los Jueces Federales mixtos o especializados en 
esa materia, no así al juicio de amparo. De allí que, para determinar si la 
demanda de amparo de las quejosas se encontraba en el supuesto de 
urgencia, el Juez de Distrito no debió atender a la fracción II del artículo 
4 del citado Acuerdo General 13/2020, sino a la fracción IV, por lo que la 
suspensión de plazos y términos judiciales era aplicable para el acto 
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reclamado consistente en la vinculación a proceso, al no encontrarse en 
los supuestos de casos urgentes; y,

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo 
Circuito, al resolver las quejas 97/2020, 114/2020 y 122/2020, las cuales 
dieron origen a la tesis aislada II.2o.P.103 P (10a.), de título y subtítulo: 
"AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO DICTADO DURANTE LA SUS­
PENSIÓN DE LABORES DE LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES 
DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, POR EL FENÓMENO DE 
SALUD PÚBLICA DERIVADO DEL VIRUS SARS-CoV2, GENERADOR DE LA 
ENFERMEDAD COVID-19. ES UN ASUNTO URGENTE, DE CONFORMI­
DAD CON EL ACUERDO GENERAL 8/2020, DEL PLENO DEL CONSEJO 
DE LA JUDICATURA FEDERAL, POR LO QUE A PARTIR DEL 6 DE MAYO DE 
2020, INICIÓ EL CÓMPUTO DEL PLAZO DE 15 DÍAS QUE ESTABLECE 
LA LEY DE AMPARO PARA PROMOVER LA DEMANDA EN SU CONTRA."; 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 19 de 
marzo de 2021, a las 10:22 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 84, marzo de 2021, Tomo IV, 
página 2743, con número de registro digital: 2022848.

Nota: Los Acuerdos Generales del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal 
8/2020, relativo al esquema de trabajo y medidas de contingencia en los 
órganos jurisdiccionales por el fenómeno de salud pública derivado del 
virus COVID-19 y 13/2020, relativo al esquema de trabajo y medidas de 
contingencia en los órganos jurisdiccionales por el fenómeno de salud 
pública derivado del virus COVID-19, se publicaron en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 77, agosto de 
2020, Tomo VII, páginas 6516 y 6630, con números de registro digital: 
5487 y 5474, respectivamente, así como en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 7 de agosto de 2020 a las 10:15 horas.

Tesis de jurisprudencia 43/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de diez de noviembre de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de diciembre de 2021 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Fe­
deración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de noviembre de 2021, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

COMPETENCIA POR TERRITORIO PARA CONOCER DE UN JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO EN EL QUE ES SEÑALADO COMO AUTORIDAD 
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RESPONSABLE UN JUEZ DE DISTRITO. CONFORME A LA REGLA 
ESPECIAL DEL ARTÍCULO 38 DE LA LEY DE AMPARO, SE SURTE A 
FAVOR DE OTRO JUEZ DEL MISMO DISTRITO Y ESPECIALIZACIÓN 
QUE EL SEÑALADO COMO RESPONSABLE Y, SI NO LO HUBIERA, DEL 
MÁS CERCANO DENTRO DE LA JURISDICCIÓN DEL CIRCUITO AL QUE 
PERTENEZCA.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron 
criterios distintos al determinar cuál Juez de Distrito es legalmente compe­
tente, por razón de territorio, para conocer del juicio de amparo indirecto 
promovido contra actos atribuidos a un Juez de Distrito, ya que para resol­
ver, uno de ellos aplicó la regla general de competencia prevista en el último 
párrafo del artículo 37 de la Ley de Amparo, para establecer que en este 
caso, la competencia se surte a favor del Juez de Distrito del lugar donde 
puede materializarse el acto reclamado; mientras que para el otro era apli­
cable la regla especial prevista en el artículo 38 de dicho ordenamiento, 
para establecer que la competencia se surte a favor de otro Juez del mismo 
distrito y, en su caso, de la misma especialización.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que, para efectos de fincar competencia territorial a los Jueces de 
Distrito cuando se reclamen en un juicio de amparo indirecto actos atri­
buidos a otro Juez de Distrito, debe aplicarse la regla especial contenida 
en el artículo 38 de la Ley de Amparo, porque dicha regla sólo será aplica­
ble cuando en el juicio de amparo indirecto la autoridad responsable sea un 
Juez de Distrito.

Justificación: Ello es así, porque del contenido del mencionado precepto se 
aprecia que el legislador dispuso un criterio de excepción a las reglas gene­
rales de competencia establecidas en el artículo 37 del mismo ordenamiento 
legal, la cual atiende a la autoridad responsable que emite el acto reclamado 
en el juicio de amparo indirecto –Juez de Distrito–. Mientras que las reglas 
generales previstas en el artículo 37 de la Ley de Amparo, definen la com­
petencia de los Jueces de Distrito para conocer de un juicio de amparo en 
atención a la ejecución del acto reclamado. Por tanto, si en un juicio de 
amparo indirecto la autoridad responsable lo es un Juez de Distrito a quien 
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se le atribuye el acto reclamado, la regla aplicable será la prevista en el 
artículo 38 de la Ley de Amparo y, por ende, en este caso, la competencia 
recaerá en otro Juez del mismo distrito y especialización y, si no lo hubiera, en 
el más cercano dentro de la jurisdicción del circuito al que pertenezca. 
Dicha regla de excepción será aplicable, con independencia de si el acto 
reclamado en el juicio de amparo tiene ejecución material o no la tiene, ya 
que esa circunstancia no es determinante para establecer la competencia 
del Juez de Distrito, toda vez que no fue considerada por el legislador como 
parámetro para delimitar la competencia.

1a./J. 44/2021 (11a.)

Contradicción de tesis 84/2021. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Octavo Circuito, el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Octavo 
Circuito y el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito. 
27 de octubre de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Ana 
Marcela Zatarain Barrett.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa 
del Octavo Circuito, al resolver el conflicto competencial 2/2020, en el 
que consideró que para establecer cuál es la regla normativa que resulta 
aplicable para determinar qué Juez de Distrito es legalmente competente, 
por razón de territorio, para conocer de una demanda de amparo en la 
que se señala como autoridad responsable a un Juez de Distrito, sostuvo 
que la competencia para conocer de la demanda de amparo se surtía a 
favor del Juez de Distrito del lugar donde puede materializarse el acto 
reclamado, es decir, en donde se encuentra recluido el quejoso, pues 
destacó que, si bien la negativa de expedir copias en sí mismo es un acto 
negativo, también lo es que dicha omisión tiene efectos positivos, porque 
de otorgarse el amparo implicaría la expedición material de las copias, y

El sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer 
Circuito, al resolver el conflicto competencial 20/2017, el cual dio origen 
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a la tesis aislada I.5o.P.20 K (10a.), de título y subtítulo: "COMPETENCIA 
POR TERRITORIO PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO 
PROMOVIDO CONTRA OMISIONES O ABSTENCIONES DEL JUEZ DE 
DISTRITO. CONFORME A LA REGLA ESPECIAL DEL ARTÍCULO 38 DE LA 
LEY DE LA MATERIA, SE SURTE A FAVOR DE OTRO JUEZ DEL MISMO 
DISTRITO Y ESPECIALIZACIÓN Y, SI NO LO HUBIERA, EL MÁS CERCANO 
DENTRO DE LA JURISDICCIÓN DEL CIRCUITO AL QUE AQUÉL PERTE­
NEZCA."; publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 53, Tomo III, abril de 2018, página 1910, con 
número de registro digital: 2016545.

Tesis de jurisprudencia 44/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de diecisiete de noviembre de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de diciembre de 2021 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Fe­
deración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de diciembre de 2021, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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2020

CONCUBINATO. EL ARTÍCULO 65 DEL CÓDIGO FAMILIAR PARA EL 
ESTADO DE MORELOS AL ESTABLECER COMO REQUISITO QUE AMBOS 
CONCUBINOS ESTÉN LIBRES DE MATRIMONIO PARA ACTUALIZARLO, 
RESULTA INCONSTITUCIONAL POR ESTABLECER UNA DISTINCIÓN 
BASADA EN CATEGORÍA SOSPECHOSA QUE NO SUPERA UN EXAMEN 
ESTRICTO DE CONSTITUCIONALIDAD. 

Hechos: Una mujer reclamó una pensión de alimentos, la que le fue negada 
bajo el argumento de que no acreditó la relación de concubinato que diera 
origen al reclamo de alimentos, ya que el demandado no se encontraba libre 
de matrimonio.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia resolvió 
que la porción normativa "ambos libres de matrimonio y sin impedimento para 
contraerlo" del artículo 65 del Código Familiar de Morelos, es inconstitucional 
porque condiciona la existencia de concubinato con base en una distinción 
del estado civil de las personas que voluntariamente desean establecer la 
unión de hecho, lo que no encuentra una finalidad constitucionalmente 
imperiosa, sino por el contrario afecta el principio de igualdad al establecer 
privilegios de protección familiar sólo a las familias conformadas por la 
unión matrimonial, aunado a que el requisito reitera un estereotipo de género 
relacionado con el prejuicio del hogar extramarital.
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Justificación: El requisito que establece el artículo 65 del Código Familiar 
del Estado de Morelos, consistente en que será considerado como concu­
binato a la unión de hecho de un hombre y una mujer, ambos libres de 
matrimonio y sin impedimento para contraerlo, es inconstitucional porque 
transgrede el principio de igualdad y no discriminación, además impide el 
reclamo de alimentos en la vía judicial y sólo privilegia la protección a la fami­
lia que fue constituida del matrimonio y no del concubinato. Entonces, ante 
la realidad de que el matrimonio y concubinato pueden coexistir y derivado 
del mandato del artículo 4o. constitucional que exige el deber del Estado de 
proteger a todas las familias, no obstante su conformación, el requisito que 
exige la legislación civil de Morelos discrimina con base en categoría 
sospechosa (estado civil) lo que no supera un examen de escrutinio 
constitucional.

1a. LV/2020 (10a.)

Amparo directo en revisión 3727/2018. 2 de septiembre de 2020. Mayoría de 
tres votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, quien está con 
el sentido, pero con salvedad en las consideraciones, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien está con el 
sentido, pero por consideraciones adicionales. Disidentes: Ana Margarita 
Ríos Farjat, quien reservó su derecho para formular voto particular y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto 
particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Cecilia 
Armengol Alonso.

Nota: El artículo 65, párrafo primero, del Código Familiar para el Estado Libre y 
Soberano de Morelos, a que se refiere esta tesis, fue reformado por 
decreto publicado en el Periódico Oficial de la entidad el 4 de julio de 2016.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de diciembre de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

2021

MEDIDAS CAUTELARES EN MATERIA MERCANTIL. LA SOLICITUD DE 
FIJAR UNA CONTRAGARANTÍA NO CONLLEVA IMPLÍCITAMENTE 
SU ACEPTACIÓN, NI IMPLICA CONSENTIMIENTO QUE PRODUZCA LA 
PRECLUSIÓN DEL DERECHO PARA IMPUGNAR SU LEGALIDAD. 
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Hechos: Dentro de un procedimiento ordinario mercantil el enjuiciado solicitó 
que se fijara una contragarantía para levantar las medidas cautelares que 
fueron otorgadas para asegurar la eventual ejecución de la resolución defi­
nitiva. Con posterioridad el enjuiciado promovió incidente de reclamación de 
providencias precautorias que fue desestimado por la autoridad respon­
sable, al considerar que la solicitud de fijar una contragarantía conllevó 
implícitamente la aceptación de las medidas cautelares, lo que produjo la 
preclusión del derecho a impugnarlas.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
establece que la solicitud de fijar una contragarantía para obtener el levan­
tamiento de la medida cautelar, no entraña el consentimiento de la misma, que 
impida o excluya que el demandado pueda impugnarla con posterioridad.

Justificación: En términos de lo previsto en los artículos 1180, 1187, 1189 y 
1193 del Código de Comercio, en su texto anterior al decreto de reformas 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de enero de 2014, así 
como del artículo 391 del Código Federal de Procedimientos Civiles, la contra­
garantía y la impugnación de las medidas cautelares son actos que tienen 
naturaleza y fines distintos, ya que la primera tiene por objeto responder 
por la restitución de las cosas al estado que guardaban con anterioridad al 
otorgamiento de la medida cautelar, así como garantizar los daños y perjuicios 
que eventualmente se pudieran generar por su levantamiento, es decir, con 
ella el demandado busca impedir en forma inmediata que la medida cautelar 
sea ejecutada o se siga ejecutando en su perjuicio, en tanto que la segun­
da se encuentra orientada a revocar, nulificar o modificar las medidas caute­
lares concedidas, de manera que ambas figuras pueden coexistir, por lo 
que en términos de los preceptos indicados, la circunstancia de que una de 
las partes haya solicitado fijar una contragarantía, no conlleva implícitamente 
su aceptación ni implica el consentimiento que produzca la preclusión del 
derecho para impugnar la legalidad de la medida cautelar.

1a. I/2021 (10a.)

Amparo en revisión 25/2020. Germán Larrea Mota Velasco. 19 de agosto de 
2020. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana 
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Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: César de la 
Rosa Zubrán.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de febrero de 2021 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA. PUEDE PREVALECER INCLUSO SOBRE 
LO PRECISADO EN LAS EXPOSICIONES DE MOTIVOS O EN LOS DIC­
TÁMENES EMITIDOS POR LOS ÓRGANOS LEGISLATIVOS, CUANDO 
RESULTE COHERENTE CON LA VOLUNTAD OBJETIVA QUE SUBYACE 
A LA NORMA. 

Hechos: En una sentencia emitida en un juicio de amparo indirecto la Juez de 
Distrito, para atribuir el significado de un precepto, acudió a su interpretación 
sistemática con otro artículo del mismo ordenamiento, no obstante que en la 
exposición de motivos que dio origen a dicho precepto se hubiese señalado 
lo contrario.

Criterio jurídico: La interpretación sistemática de las normas que consiste 
en conferirles un significado, en atención al contexto normativo o marco 
legal en que se ubican, puede prevalecer, incluso, sobre el entendimiento 
subjetivo que el legislador les pretendió asignar a través de los trabajos 
preparatorios (exposiciones de motivos, dictámenes, opiniones, etcétera), 
siempre y cuando esa interpretación resulte coherente axiológicamente o 
afín a la voluntad objetiva que subyace a las normas.

Justificación: Lo anterior es así, porque la interpretación sistemática se 
pondera por encima de dicho entendimiento subjetivo, de modo que puede 
demostrarse racionalmente que la voluntad de la ley resulta diversa a la 
voluntad del legislador en la exposición de motivos o dictámenes que hayan 
dado origen a los preceptos materia de esa interpretación.

1a. II/2021 (10a.)
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Amparo en revisión 1068/2019. Aerovías de México, S.A. de C.V. 27 de mayo 
de 2020. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Impedida: Ana Margarita Ríos 
Farjat. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Luis Mauricio 
Rangel Argüelles.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de febrero de 2021 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

PREVALIDACIÓN DE PEDIMENTO ADUANAL. DE LA INTERPRETACIÓN 
SISTEMÁTICA DEL ARTÍCULO 16-A, EN RELACIÓN CON EL 35, AMBOS 
DE LA LEY ADUANERA, SE OBTIENE QUE NO CONCULCA EL PRIN­
CIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA, PORQUE SE DESPRENDE CON CER­
TEZA QUE FORMA PARTE DEL DESPACHO ADUANERO. 

Hechos: Una empresa reclamó en amparo la inconstitucionalidad del artículo 
16-A de la Ley Aduanera (reformado por decreto publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 25 de junio de 2018), por haberle sido aplicado al 
realizar el pago para la prevalidación de diversos pedimentos aduanales y 
estimar que le causaba perjuicio, ya que de ese precepto se desprendía 
que la prevalidación no formaba parte del despacho aduanero y, por conse­
cuencia, acorde con el tercer párrafo del artículo 1o. de la Ley Federal 
de Derechos, el importe que cubrió a los particulares que le prestaron ese 
servicio de prevalidación, no podía disminuirse de lo que pagó por el derecho 
de trámite para el despacho de sus mercancías.

Criterio jurídico: De la interpretación sistemática del artículo 16-A, en rela­
ción con el 35, ambos de la Ley Aduanera, se obtiene que aquel precepto 
no conculca el principio de seguridad jurídica.

Justificación: Lo anterior es así, ya que se advierte con certeza que la preva­
lidación forma parte del despacho aduanero, al resultar un requisito nece­
sario para la transmisión del pedimento en el sistema electrónico aduanero; 
ello, no obstante que en la exposición de motivos que dio lugar a la aludida 
reforma se hubiese sostenido lo contrario, en virtud de que la interpretación 
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sistemática resulta más acorde a la voluntad objetiva o finalidad que deriva 
de la normatividad en mención.

1a. III/2021 (10a.)

Amparo en revisión 1068/2019. Aerovías de México, S.A. de C.V. 27 de mayo 
de 2020. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Impedida: Ana Margarita Ríos 
Farjat. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Luis Mauricio 
Rangel Argüelles.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de febrero de 2021 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

ACTOS OMISIVOS. DETERMINACIÓN DE SU CERTEZA CUANDO SE 
RECLAMA EN AMPARO INDIRECTO EL NO EJERCICIO DE LAS FACUL­
TADES DE UNA AUTORIDAD. 

Hechos: En una demanda de amparo indirecto se impugnó la omisión del 
Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) de ejercer sus facultades 
de recabar y emitir información estadística sobre asentamientos humanos 
informales o irregulares.

Criterio jurídico: Para determinar la existencia o certeza de los actos consis­
tentes en la omisión de una autoridad de ejercer alguna de las facultades 
que se estime le corresponden es suficiente advertir, someramente, la 
coherencia o viabilidad del argumento respectivo en relación con el marco 
jurídico general que rija la actuación de la autoridad a la que se atribuya la 
referida omisión.

Justificación: Lo anterior es así, porque el estudio sobre la certeza de los 
actos reclamados no debe propiciar denegación de justicia al involucrar 
en ese análisis el estudio del fondo del asunto, lo que podría ocurrir cuando se 
pretenda corroborar con precisión si la autoridad a la que se atribuyan 
actos omisivos cuenta o no con las facultades para ejercerlos.

1a. IV/2021 (10a.)
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Amparo en revisión 635/2019. Un Techo para mi País México, A.C. 17 de junio 
de 2020. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana 
Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho para formular voto concu­
rrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló 
voto concurrente, y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó 
su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretario: Luis Mauricio Rangel Argüelles.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de marzo de 2021 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

DERECHO A UNA VIVIENDA DIGNA. SU DEBIDA OBSERVANCIA IMPLICA 
LA OBLIGACIÓN DEL INSTITUTO NACIONAL DE ESTADÍSTICA Y GEO­
GRAFÍA (INEGI) DE EMITIR INFORMACIÓN ESTADÍSTICA EN FORMA 
DESAGREGADA O SEGMENTADA, RELATIVA A LOS ASENTAMIENTOS 
HUMANOS IRREGULARES O INFORMALES. 

Hechos: En una demanda de amparo indirecto se demandó la omisión del 
Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) de ejercer sus facul­
tades de recabar y emitir información estadística sobre asentamientos 
humanos informales o irregulares.

Criterio jurídico: En atención a las facultades exclusivas del Instituto Nacional 
de Estadística y Geografía, y a su obligación de respetar el derecho a una 
vivienda digna, tiene la de emitir información estadística en forma desagre­
gada, sobre asentamientos humanos irregulares o informales.

Justificación: Bajo cualquier interpretación, el debido goce del derecho a 
una vivienda digna, conforme a lo establecido en la Declaración de Pretoria 
de la reunión temática de Hábitat III, sobre asentamientos informales, de 
la Organización de las Naciones Unidas, contempla la seguridad jurídica 
en la tenencia del lugar habitado y evitar mayores riesgos a las personas 
asentadas en zonas geográficas y ambientales riesgosas, lo que implica el 
deber objetivo mínimo para el Estado de adoptar políticas públicas para 
abatir las problemáticas que experimentan las personas que residen en los 
asentamientos informales. Luego, si por una parte, el Instituto Nacional de 
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Estadística y Geografía, conforme a lo establecido en los artículos 26, apar­
tado B, de la Constitución General, 3, 21, 52, 59, 99 y 100 de la Ley del 
Sistema Nacional de Información Estadística y Geográfica, tiene la atribución 
exclusiva de suministrar a la sociedad y al Estado, información estadística 
y geográfica de calidad, pertinente, veraz y oportuna, a efecto de coadyuvar 
al desarrollo nacional; que una de las obligaciones primordiales de las auto­
ridades es la de promover, respetar, proteger y, sobre todo, garantizar los 
derechos fundamentales, entre ellos, el derecho a la vivienda y, por otra 
parte, que para garantizar el respeto de ese bien colectivo, al Estado corres­
ponde cumplir con el deber objetivo mínimo de tomar las medidas inmediatas 
que permitan el acceso a ésta, sin ser objeto de discriminación; enton­
ces, resulta congruente con esa finalidad que dicho Instituto, en ejercicio de 
sus atribuciones exclusivas, genere la información estadística y geográfica, 
de la manera desagregada, que sea idónea, pertinente y eficaz para dotar de 
instrumentos al Estado para implementar las políticas públicas necesa­
rias en aquellos sectores de la población más desprotegidos, como lo 
son los correspondientes a quienes habitan los asentamientos informales o 
irregulares.

1a. V/2021 (10a.)

Amparo en revisión 635/2019. Un Techo para mi País México, A.C. 17 de junio 
de 2020. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana 
Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho para formular voto concu­
rrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto 
concurrente, y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretario: Luis Mauricio Rangel Argüelles.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de marzo de 2021 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

FICHAS DE BÚSQUEDA DE PERSONAS SUSTRAÍDAS DE LA ACCIÓN 
DE LA JUSTICIA EMITIDAS POR AUTORIDAD MINISTERIAL. SU PUBLI­
CACIÓN CON LOS DATOS GENERALES, EL NOMBRE Y LA FOTOGRAFÍA 
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DE LOS SUJETOS BUSCADOS PARA EJECUTAR UNA ORDEN DE 
APREHENSIÓN, NO VIOLA EL DERECHO A LA PRIVACIDAD. 

Hechos: En un recurso de revisión hecho valer por el Fiscal General del 
Estado de Guanajuato, se impugnó la resolución interlocutoria dictada por 
la Juez constitucional que concedía al quejoso la suspensión definitiva del 
acto reclamado, a efecto de que fuera retirada de la página de Internet 
oficial de dicha autoridad, una ficha de búsqueda en la que aparecían su 
nombre, fotografía, datos generales y una frase que lo incriminaba, por 
estimar que la misma lo exhibía como delincuente, sin que mediara sentencia 
dictada por un Juez competente.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que la suspensión debe otorgarse para el efecto de eliminar las 
frases incriminatorias, pero debe persistir la publicación de la ficha de bús­
queda de personas sustraídas de la acción de la justicia, con la fotografía, 
nombre y datos generales de la persona a localizar, a efecto de no vulnerar 
lo establecido en la fracción II del artículo 128 de la Ley de Amparo, sin que lo 
anterior pueda implicar que se transgreda el derecho a la privacidad.

Justificación: Esto es así, porque si bien, prima facie, las personas tienen 
derecho a que su "fotografía, nombre y datos generales" no sean publicados 
y difundidos, lo cierto es que, en el caso, se reúnen requisitos suficientes 
para estimar que tal derecho puede verse afectado por la admisión de 
excepciones. Para demostrar lo anterior, es necesario partir de la idea 
de que la publicación de dichos datos no puede considerarse como arbitraria; 
por el contrario, al estar pendiente de ejecución una orden de aprehensión 
en su contra, es válido aceptar que la Fiscalía se valga de diversos medios 
para lograr la comparecencia del indiciado ante el Juez. De esa manera, la 
expectativa razonable de privacidad se ve minada por la obligación del 
Estado en materia de justicia penal, consistente en la persecución, captura 
y enjuiciamiento de los sujetos a los que previamente ha estimado como 
probables responsables.

1a. VI/2021 (10a.)
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Recurso de revisión en incidente de suspensión 1/2020. 18 de noviembre de 
2020. La votación se dividió en dos partes: Cinco votos de los Ministros 
Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, por lo que se refiere al primer punto resolutivo. Mayo­
ría de cuatro votos por lo que se refiere al segundo punto resolutivo, de 
los Ministros Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto concurrente. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, 
quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Alexandra Valois Salazar.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de marzo de 2021 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

SUSPENSIÓN DEFINITIVA DEL ACTO RECLAMADO. EN TRATÁNDOSE 
DE FICHAS DE BÚSQUEDA PUBLICADAS POR LA AUTORIDAD MINIS­
TERIAL, CON EL OBJETO DE QUE LA CIUDADANÍA COLABORE EN LA 
BÚSQUEDA DE PERSONAS SUSTRAÍDAS DE LA ACCIÓN DE LA JUS­
TICIA, PROCEDE OTORGARLA ÚNICAMENTE PARA EL EFECTO DE QUE 
SE ELIMINEN DE LAS MISMAS LOS SEÑALAMIENTOS DIRECTOS SOBRE 
LA RESPONSABILIDAD PENAL DEL QUEJOSO, PERO NO DEBEN SUPRI­
MIRSE EN SU TOTALIDAD. 

Hechos: En un recurso de revisión hecho valer por el Fiscal General del 
Estado de Guanajuato, se impugnó la resolución interlocutoria dictada por 
la Juez constitucional que concedía a una persona sustraída de la acción 
de la justicia, la suspensión definitiva del acto reclamado, a efecto de que 
fuera retirada de la página de Internet oficial de dicha autoridad, una ficha 
de búsqueda en la que aparecían su nombre, fotografía, datos generales y 
una frase que lo incriminaba, por estimar que la misma lo exhibía como 
delincuente, sin que mediara sentencia dictada por un Juez competente.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que únicamente los señalamientos directos que insinúan la res­
ponsabilidad penal del quejoso, serían el elemento que podría impactar en 
el principio de presunción de inocencia, como regla de trato, en su vertiente 
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extraprocesal; y a efecto de mediar entre ese derecho y el interés público 
de la sociedad en la persecución de los delitos, la suspensión únicamente debe 
ser para que se eliminen esos señalamientos, debiendo persistir la publicación 
de la ficha de búsqueda.

Justificación: Lo anterior es así, porque no concurre uno de los requisitos a 
que se refiere el artículo 128 de la Ley de Amparo, para el otorgamiento de 
la suspensión del acto reclamado a petición de parte, ya que si bien ésta 
constituye una regla general, lo cierto es que encuentra excepciones y salve­
dades, justificadas en razones de orden público e interés social, así como la 
salvaguarda de la seguridad e integridad de las personas y la ejecución de 
técnicas de investigación o medidas cautelares ordenadas por autoridad 
judicial. En ese tenor, tomando en cuenta que el orden público y el interés 
social se afectan cuando con la suspensión, se priva a la colectividad de 
un beneficio que le otorgan las leyes o se le infiere un daño que de otra 
manera no resentiría, procede señalar que, investigar y perseguir los delitos 
es una obligación del Estado que tiene como fin la sanción de los responsa­
bles. Dentro de ese fin, entonces, se vuelve preponderante la utilización de 
todos los medios legales disponibles que permitan la persecución, captura 
y enjuiciamiento de los sujetos involucrados. No obstante lo anterior, con el 
objeto de no desatender la delicada garantía constitucional de la presunción 
de inocencia del quejoso, como regla de trato, la suspensión debe ser única­
mente para el efecto de que no se exponga al quejoso en los términos que se 
hizo en la ficha, eliminando la frase incriminatoria, sin que tal razonamiento 
se pueda hacer extensivo al resto de los datos expresados en la ficha de 
búsqueda, como son el nombre y fotografía del quejoso y que se consideran 
necesarios por la fiscalía para facilitar la colaboración en la localización de 
personas sustraídas de la acción de la justicia.

1a. VII/2021 (10a.)

Recurso de revisión en incidente de suspensión 1/2020. 18 de noviembre de 
2020. La votación se dividió en dos partes: Cinco votos de los Ministros 
Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, por lo que se refiere al primer punto resolutivo. Mayoría de cuatro 
votos por lo que se refiere al segundo punto resolutivo, de los Ministros Ana 
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Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto 
concurrente. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebo­
lledo. Secretaria: Alexandra Valois Salazar.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de marzo de 2021 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

DOCUMENTOS DIGITALIZADOS QUE SE INGRESAN COMO PRUEBAS 
AL EXPEDIENTE ELECTRÓNICO EN EL JUICIO DE AMPARO. EL ÓRGANO 
JURISDICCIONAL DEBE CONSIDERARLOS COMO SI SE HUBIERAN 
PRESENTADO EN SU VERSIÓN FÍSICA, SIN PERJUICIO DE QUE 
PUEDAN SER OBJETADOS POR LAS PARTES, Y SÓLO EXCEPCIONAL­
MENTE, ANTES DE DEMERITAR SU VALOR PROBATORIO, REQUERIR 
AL OFERENTE EL DOCUMENTO FUENTE. 

Hechos: En un juicio de amparo indirecto tramitado en vía electrónica, la 
parte quejosa, para acreditar su interés jurídico, ofreció como pruebas 
diversos documentos digitalizados, que se estimaron como copias simples 
del documento original, dando lugar al sobreseimiento en el juicio, ya que 
se determinó que no se trataba de documentos electrónicos a los que se 
refiere el artículo 12, inciso f), del Acuerdo General Conjunto Número 1/2013, 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación y del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a 
la Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación (FIREL) 
y al Expediente Electrónico, por no haberse generado, modificado o proce­
sado por medios electrónicos.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que los documentos digitalizados de su original, ofrecidos como 
prueba de manera electrónica en el juicio de amparo, no perderán su 
valor probatorio y deberán recibir el mismo tratamiento que si se hubieren 
presentado en su versión física, sin perjuicio de que: 1) puedan ser objetados 
por las partes; o, 2) cuando el órgano jurisdiccional carezca de seguridad 
respecto a la viabilidad y coincidencia del documento digital frente al 
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documento fuente, esté en aptitud de requerir excepcionalmente este último, 
antes de demeritar su valor probatorio.

Justificación: Se arriba a esta conclusión, toda vez que de la interpretación 
del contenido de los Acuerdos Generales Conjuntos celebrados entre la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, el Consejo de la Judicatura Federal 
y el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, respectivamente, 
en los que se materializó el nuevo sistema de juicio de amparo, se tiene que 
la prueba documental digitalizada no perderá su valor probatorio por el 
simple hecho de provenir de un proceso de digitalización, sino que en aras 
de tutelar los principios que caracterizan al nuevo sistema de expediente 
electrónico y al juicio de amparo, el juzgador deberá otorgar el mismo tra­
tamiento que a su documento físico, lo anterior sin perjuicio de que dichas 
probanzas puedan ser objetadas por las partes. De manera excepcional, y 
antes de calificar su valor probatorio, puede ocurrir que el órgano jurisdic­
cional se encuentre con situaciones dudosas o insuficientes respecto al 
documento probatorio digital, en cuyo caso está facultado para tomar 
las medidas necesarias y acordar lo conveniente para dar oportunidad a las 
partes de presentar el documento fuente y hacerlo coincidente con el 
documento ingresado.

1a. VIII/2021 (10a.)

Amparo en revisión 307/2020. Umbelina Childeres Coria. 25 de noviembre de 
2020. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana 
Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez.

Nota: El Acuerdo General Conjunto Número 1/2013 citado, aparece publicado 
en el en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 
Época, Libro XXII, Tomo 2, julio de 2013, página 1667, con número de 
registro digital: 2361.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de marzo de 2021 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

ACUMULACIÓN DE PROCESOS EN MATERIA PENAL. EL ARTÍCULO 102 
DEL CÓDIGO PROCESAL PENAL PARA EL ESTADO DE OAXACA (ABRO­
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GADO), NO VIOLA EL DERECHO DE IGUALDAD PROCESAL NI LOS 
PRINCIPIOS DE CONTRADICCIÓN E IMPARCIALIDAD. 

Hechos: Se radicó una causa penal en contra de una persona por el delito 
de secuestro agravado; seguido el procedimiento penal, el Tribunal del Juicio 
Oral determinó de manera oficiosa acumular diversos procesos penales de 
su índice para substanciar un único juicio oral; el referido Tribunal dictó sen­
tencia condenatoria, la cual fue recurrida en casación modificándola. En contra 
de esta resolución se promovió amparo directo en el que se planteó, entre 
otras cuestiones, la inconstitucionalidad del artículo 102 del Código Procesal 
Penal para el Estado de Oaxaca (abrogado). El Tribunal Colegiado de Cir­
cuito al resolver, consideró que el precepto impugnado no vulneraba los 
principios de igualdad, contradicción e imparcialidad.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que el artículo 102 del Código Procesal Penal para el Estado de 
Oaxaca (abrogado), al autorizar al Juez de Control a efectuar, de manera 
oficiosa, la acumulación de juicios o causas penales, no contraviene el derecho 
de igualdad procesal ni los principios de contradicción y de imparcialidad.

Justificación: Ello, porque la acumulación de los procesos penales para que 
sean resueltos en un único juicio, no implica una invasión a las facultades 
del Ministerio Público, ya que no puede estimarse que esa decisión jurisdic­
cional sustituya o realice atribuciones que corresponden exclusivamente a 
la representación social; por el contrario, el Juez está facultado para advertir, 
aun de forma oficiosa, si existe algún vínculo de conexidad entre dos o más 
procesos en relación con las acusaciones formuladas por el fiscal, a fin de 
someterlos a la realización de un único juicio, en aras de la economía proce­
sal y la correcta administración de justicia, esto es, evitar el pronunciamiento 
de sentencias contradictorias, incompatibles o excluyentes mutuamente, de 
conocerse de forma separada. De tal manera que la posibilidad de que 
diversas causas penales que comparten un mismo objeto procesal se con­
centren para un mismo juicio para la obtención de un único fallo, no significa 
una ventaja para el Ministerio Público en detrimento del derecho de defensa 
de los acusados, en virtud de que la sentencia que resuelva el proceso y 
sus acumulados deberá contener tantos pronunciamientos como objetos 
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procesales que derivados de la acumulación existan. Es decir, la tramita­
ción en un único procedimiento no puede impedir que se conozcan todas y 
cada una de las pretensiones interpuestas ante el órgano jurisdiccional. 
Tampoco implica que se releve al Ministerio Público de presentar en la 
audiencia de debate prueba de cargo suficiente para enervar la presunción 
de inocencia, toda vez que el Juez debe cerciorarse de que las pruebas de 
cargo desvirtúen la hipótesis de inocencia efectivamente alegada por la 
defensa en el juicio y, al mismo tiempo, en el caso de que existan, debe des­
cartarse que las pruebas de descargo o contraindicios den lugar a una 
duda razonable sobre la hipótesis de culpabilidad sustentada por la parte 
acusadora. Por tales razones, no puede afirmarse que la figura procesal de 
mérito promueva que el juzgador concentre funciones de investigación, acu­
sación o defensa, ni que favorezca indebidamente a alguna de las partes, 
ya que actúa como rector del proceso en un plano de neutralidad.

1a. IX/2021 (10a.)

Amparo directo en revisión 4295/2019. 28 de octubre de 2020. Mayoría de 
cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita 
Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Disidente: Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: 
Suleiman Meraz Ortiz.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de marzo de 2021 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

ACUMULACIÓN DE PROCESOS EN MATERIA PENAL. DEBE ACONTECER 
EN LA ETAPA INTERMEDIA, DE CONFORMIDAD CON LOS ARTÍCULOS 
102 Y 308 DEL CÓDIGO PROCESAL PENAL PARA EL ESTADO DE 
OAXACA (ABROGADO). 

Hechos: Se radicó una causa penal en contra de una persona por el delito de 
secuestro agravado; seguido el procedimiento penal, el Tribunal del Juicio 
Oral determinó de manera oficiosa acumular diversos procesos penales de 
su índice para substanciar un único juicio oral; el referido Tribunal dictó 
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sentencia condenatoria, la cual fue recurrida en casación modificándola. 
En contra de esta resolución se promovió amparo directo en el que se plan­
teó, entre otras cuestiones, la etapa en la que se pueden acumular los 
procesos en materia penal, de conformidad con lo previsto en el Código Pro­
cesal Penal para el Estado de Oaxaca (abrogado). El Tribunal Colegiado de 
Circuito al resolver, negó el amparo solicitado.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que en términos de los artículos 102 y 308 del Código Procesal 
Penal para el Estado de Oaxaca (abrogado), la acumulación de procesos 
debe acontecer en la etapa intermedia.

Justificación: De conformidad con el primero de los numerales el presu­
puesto consiste en la formulación de varias acusaciones en contra de diversos 
imputados, por lo que el juzgador estará facultado para decretarla, aun 
de manera oficiosa, a fin de realizar un único juicio, siempre que exista 
conexidad, esto es, se trate del mismo objeto procesal que motivó la multipli­
cidad de acusaciones por el Ministerio Público a diversos imputados, con la 
única salvedad de que no se retarden los procesos; en tanto que el segundo 
precepto dispone que cuando se reúnan tales requisitos para que se confi­
gure la acumulación, ésta tendrá verificativo durante la etapa intermedia, 
pues ya se contará con las acusaciones ministeriales respectivas. De tal 
manera que la acumulación no implica de manera alguna que el Juez pre­
juzgue sobre el fondo del asunto o que interfiera en el proceso con acciones 
que son propias de las partes, pues únicamente debe examinar en la etapa 
intermedia la materia de las diversas acusaciones formuladas por el fiscal, 
sin que ello involucre algún tipo de pronunciamiento acerca de la acusación 
ministerial o la valoración de determinado medio de prueba que aún no ha 
sido desahogado.

1a. X/2021 (10a.)

Amparo directo en revisión 4295/2019. 28 de octubre de 2020. Mayoría de 
cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita 
Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez 



221

Informe DE LA PRIMERA SALA 2021

Ortiz Mena. Disidente: Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secre­
tario: Suleiman Meraz Ortiz.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de marzo de 2021 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

ACUMULACIÓN DE PROCESOS EN MATERIA PENAL. SU RELACIÓN 
CON LOS PRINCIPIOS DE UNIDAD PROCESAL Y CONCENTRACIÓN. 

Hechos: Se radicó una causa penal en contra de una persona por el delito 
de secuestro agravado; seguido el procedimiento penal, el Tribunal del Juicio 
Oral determinó de manera oficiosa acumular diversos procesos penales de 
su índice para substanciar un único juicio oral; el referido Tribunal dictó 
sentencia condenatoria, la cual fue recurrida en casación modificándola. 
En contra de esta resolución se promovió amparo directo en el que se 
planteó, entre otras cuestiones, la inconstitucionalidad del artículo 102 del 
Código Procesal Penal para el Estado de Oaxaca (abrogado). El Tribu­
nal Colegiado de Circuito al resolver, consideró que el precepto impugnado 
no vulneraba los principios de igualdad, contradicción e imparcialidad.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que la acumulación de procesos se encuentra íntimamente rela­
cionada con los principios de unidad procesal y concentración.

Justificación: El principio de unidad procesal aprueba que los hechos sean 
investigados bajo una misma causa penal, siempre que no exista alguna 
condición que haga variar la situación jurídica de los investigados, impu­
tados o acusados, así como por razones de competencia y delitos bajo 
investigación. De este principio deriva la figura de conexidad procesal, en 
virtud de la cual los delitos que tengan un vínculo, sea sustancial o procesal, 
se investigarán y juzgarán conjuntamente y, por ende, serán objeto de una 
misma sentencia. Por su parte, el principio de concentración consiste en que 
las audiencias se lleven a cabo de forma continua, sucesiva y secuencial, 
a fin de agilizar y hacer expedito todo el proceso, pues por una parte abo­
nará a que se desarrolle en el menor número de audiencias y, por otra, que 
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el juzgador pueda realizar la verificación total de los argumentos del debate 
y las pruebas desahogadas, de manera concentrada. Así, en relación con 
el proceso acusatorio, la acumulación de las causas penales atiende a los 
referidos principios de unidad procesal y concentración en la medida en 
que permite que los mismos hechos sean materia de debate en un único 
juicio, no obstante existan diversos imputados, en aras de reducir el número 
de actuaciones penales por el mismo comportamiento o por varios delitos 
en conexidad, ya que contribuye a la realización del derecho de defensa de 
las personas investigadas, acusadas o juzgadas en tanto asegura la concen­
tración de sus esfuerzos para lograr una defensa adecuada; también los 
derechos de las víctimas se ven favorecidos, en virtud de que pueden 
formular sus pretensiones de verdad, reparación y justicia, en relación con 
diversos acusados; además, dota de eficacia y celeridad al proceso, optimi­
zando los esfuerzos y recursos invertidos por las partes, intervinientes y 
autoridades judiciales en materia probatoria; y, evita la adopción de deci­
siones contradictorias frente a los mismos hechos, conforme al derecho de 
seguridad jurídica.

1a. XI/2021 (10a.)

Amparo directo en revisión 4295/2019. 28 de octubre de 2020. Mayoría de 
cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita 
Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Disidente: Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: 
Suleiman Meraz Ortiz.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de marzo de 2021 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

PROHIBICIÓN DE OTORGAR BENEFICIOS DE LIBERTAD PREPARATORIA 
A LOS SENTENCIADOS POR EL DELITO DE SECUESTRO. EL ARTÍCULO 
19, PÁRRAFO PRIMERO, DE LA LEY GENERAL PARA PREVENIR Y SAN­
CIONAR LOS DELITOS EN MATERIA DE SECUESTRO, REGLAMENTARIA 
DE LA FRACCIÓN XXI DEL ARTÍCULO 73 DE LA CONSTITUCIÓN GENE­
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RAL QUE LO PREVÉ, NO TRANSGREDE LOS DERECHOS DE IGUALDAD, 
REINSERCIÓN SOCIAL Y DIGNIDAD HUMANA. 

Hechos: Se radicó una causa penal en contra de una persona por el delito 
de secuestro agravado; seguido el procedimiento penal, el Tribunal del Juicio 
Oral dictó sentencia condenatoria negándole todo beneficio de ley, la resolu­
ción fue recurrida en casación modificándola. En contra de esta resolución 
se promovió amparo directo en el que se planteó, entre otras cuestiones, la 
inconstitucionalidad del artículo 19, párrafo primero, de la Ley General para 
Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia de Secuestro, Reglamentaria de 
la Fracción XXI del Artículo 73 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. El Tribunal Colegiado de Circuito consideró que el pre­
cepto impugnado no vulneraba los principios de igualdad, reinserción social 
y dignidad humana.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que el artículo 19, párrafo primero, de la Ley General para Prevenir 
y Sancionar los Delitos en Materia de Secuestro, Reglamentaria de la Frac­
ción XXI del Artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, no transgrede los derechos de igualdad, reinserción social y 
dignidad humana.

Justificación: La negativa de otorgar beneficios preliberacionales no implica 
una violación a las medidas previstas en el artículo 18 de la Constitución 
General para lograr la reinserción social del sentenciado, pues su otorgamiento 
no es una obligación constitucional, por el contrario, se trata de una facultad 
para el legislador ordinario quien, por razones de política criminal, consideró 
que no en todos los casos debían concederse dichos beneficios. Tampoco 
se vulnera el principio de igualdad, ya que esa negativa no constituye una 
discriminación por exclusión que atente contra los derechos fundamen­
tales, sino una distinción introducida por el legislador que se justifica razo­
nablemente en la mayor relevancia penal, así como en el impacto más 
grave que tiene el delito de secuestro en la afectación a la seguridad y a la 
salud públicas como bienes jurídicos protegidos por las normas penales. 
Por último, la prohibición de otorgar los beneficios aludidos no vulnera el prin­
cipio de dignidad humana, en virtud de que no puede sostenerse que de la 
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aplicación o inaplicación de aquéllos dependa la debida salvaguarda de 
ese principio, por el contrario, dicha prohibición presupone la existencia 
de un proceso criminal debidamente concluido, que ha llevado a la autoridad 
judicial a imponer una sentencia condenatoria en contra de una persona 
que debe compurgar una pena de prisión determinada de acuerdo con las 
leyes aplicables y las circunstancias que singularizaron el caso concreto.

1a. XII/2021 (10a.)

Amparo en revisión 1074/2017. 2 de mayo de 2018. Mayoría de cuatro votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y la Ministra Norma Lucía Piña Hernán­
dez. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Héctor Vargas Becerra.

Amparo en revisión 1093/2019. 10 de junio de 2020. Mayoría de cuatro votos 
de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, 
y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Disidente: Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló 
voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Santiago 
J. Vázquez Camacho.

Amparo directo en revisión 4295/2019. 28 de octubre de 2020. Mayoría de 
cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita 
Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Disidente: Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secre­
tario: Suleiman Meraz Ortiz.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de marzo de 2021 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

DERECHO HUMANO A LA SALUD. LA ASISTENCIA MÉDICA Y EL TRA­
TAMIENTO A LOS PACIENTES USUARIOS DE ALGUNA INSTITUCIÓN 
QUE INTEGRE EL SISTEMA NACIONAL DE SALUD, DEBEN GARANTI­
ZARSE DE FORMA OPORTUNA, PERMANENTE Y CONSTANTE. 

Hechos: Una persona promovió juicio de amparo indirecto en contra de la 
omisión de un Hospital Regional del Instituto Mexicano del Seguro Social 
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(IMSS) de entregarle oportunamente el medicamento que requiere para el 
control de la enfermedad que padece.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que las autoridades del Estado que se encuentren directamente 
obligadas a garantizar el derecho humano a la salud deben brindar asistencia 
médica y tratamiento a sus pacientes usuarios de forma oportuna, perma­
nente y constante; este último, además, debe ser entregado tomando en 
cuenta su estado de salud, así como sus requerimientos médicos y clínicos, 
tomando particular importancia cuando se trata de padecimientos en los que 
el éxito del tratamiento dependa, principalmente, del óptimo cumplimiento 
en la toma de medicamentos, es decir, en aquellos casos en los que la 
adherencia deficiente al tratamiento sea determinante para la progresión 
de la enfermedad.

Justificación: Ello, pues la lucha contra las enfermedades, en términos 
amplios, representa la práctica de esfuerzos individuales y colectivos del 
Estado para facilitar la creación de condiciones que aseguren a las perso­
nas asistencia y servicios médicos, lo cual no se limita al acceso igual y 
oportuno a los servicios de salud básicos preventivos, curativos y de rehabi­
litación, sino también al tratamiento apropiado de enfermedades, afecciones, 
lesiones y discapacidades. Esto como parte del estándar de protección del 
derecho humano a la salud, reconocido en los artículos 4o., párrafo cuarto, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 25 de la Declara­
ción Universal de los Derechos Humanos, 12 del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 5 de la Convención Internacio­
nal sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial, 11 y 12 
de la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación 
contra la Mujer y 24 de la Convención sobre los Derechos del Niño.

1a. XIII/2021 (10a.)

Amparo en revisión 226/2020. 11 de noviembre de 2020. Cinco votos de las 
Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
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Alcántara Carrancá. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretarios: Pablo Francisco Muñoz Díaz y Fernando Sosa Pastrana.

Amparo en revisión 227/2020. 11 de noviembre de 2020. Cinco votos de las 
Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Juan 
Jaime González Varas.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de marzo de 2021 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

DERECHO HUMANO A LA SALUD. CRITERIOS QUE DEBEN VALORARSE 
PARA SU EFECTIVA GARANTÍA (OBJETIVO, SUBJETIVO, TEMPORAL E 
INSTITUCIONAL). 

Hechos: Una persona promovió juicio de amparo indirecto en contra de la 
omisión de un Hospital Regional del Instituto Mexicano del Seguro Social 
(IMSS) de entregarle oportunamente el medicamento que requiere para el 
control de la enfermedad que padece.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que las autoridades responsables de prestar asistencia médica 
y tratamiento a los pacientes usuarios de alguna institución que integre el 
Sistema Nacional de Salud, deben garantizar el derecho humano a la salud 
mediante la valoración de los criterios siguientes: 1) subjetivo, de acuerdo 
con el cual el Estado deberá actuar con el propósito de procurar el tra­
tamiento terapéutico y farmacéutico del paciente, ya sea para lograr su 
reversibilidad o curación o, de ser diagnosticado con una enfermedad crónico 
y/o degenerativa, procurar la garantía del tratamiento necesario para el 
control de su sintomatología, así como el control del deterioro de su integri­
dad física y psíquica, es decir, tomando en cuenta el estado de salud del 
paciente, así como sus requerimientos clínicos y médicos; 2) objetivo, con­
forme al cual el Estado deberá garantizar que el tratamiento sea adecuado, 
de modo que si el paciente requiere algún medicamento, éste contenga las 
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sales originales o genéricas que conserven la biodisponibilidad y bioequiva­
lencia de las sales originales para su efectividad; 3) temporal, conforme al 
cual el Estado deberá garantizar que el tratamiento del paciente se garantice 
de forma oportuna, permanente y constante; y, 4) institucional, de acuerdo 
con el cual el Estado debe garantizar que las unidades médicas o institu­
ciones de salud que se encarguen de la garantía del tratamiento lo hagan 
de conformidad con los estándares más altos de tecnología y especiali­
zación médica.

Justificación: Los criterios aludidos deben evaluarse en la medida en que 
se trata de la garantía del derecho humano a la salud; derecho económico, 
social y cultural, cuyo cumplimiento es progresivo, y cuya efectividad depende 
de los medios de los que disponga el Estado para su satisfacción, reconocido 
en los artículos 4o., párrafo cuarto, de la Constitución Política de los Es­
tados Unidos Mexicanos, 25 de la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, 5 de la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas 
las Formas de Discriminación Racial, 11 y 12 de la Convención sobre la Elimi­
nación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer y 24 de la 
Convención sobre los Derechos del Niño.

1a. XIV/2021 (10a.)

Amparo en revisión 226/2020. 11 de noviembre de 2020. Cinco votos de las 
Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretarios: Pablo Francisco Muñoz Díaz y Fernando Sosa Pastrana.

Amparo en revisión 227/2020. 11 de noviembre de 2020. Cinco votos de las 
Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Juan 
Jaime González Varas.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de marzo de 2021 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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DERECHO HUMANO A LA SALUD. EL ESTADO TIENE LA OBLIGACIÓN DE 
ADOPTAR TODAS LAS MEDIDAS NECESARIAS HASTA EL MÁXIMO 
DE LOS RECURSOS DE QUE DISPONGA PARA LOGRAR PROGRESIVA­
MENTE SU PLENA EFECTIVIDAD. 

Hechos: Una persona promovió juicio de amparo indirecto en contra de la 
omisión de un Hospital Regional del Instituto Mexicano del Seguro Social 
(IMSS) de entregarle oportunamente el medicamento que requiere para 
el control de la enfermedad que padece el cual, por su parte, se limitó a 
justificar esa falta de entrega por la inexistencia física del medicamento.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que en aras de garantizar el derecho humano a la salud, el 
Estado debe adoptar las medidas necesarias, hasta el máximo de los recur­
sos de que disponga, para lograr progresivamente, por todos los medios 
apropiados, su plena efectividad. En esa tesitura, tiene la carga de la prueba 
de demostrar que realizó el esfuerzo para utilizar todos los recursos que 
están a su disposición para satisfacer, con carácter prioritario, sus obliga­
ciones mínimas requeridas en materia de salud.

Justificación: Lo anterior, en virtud de la diferencia entre la "incapacidad" y 
la "renuencia" del Estado a cumplir con dicha garantía, en atención a que la 
"incapacidad" del Estado para garantizar el derecho humano a la salud 
parte de su obligación de adoptar las medidas necesarias, hasta el máximo 
de los recursos de que disponga, o bien, justificar que se ha hecho todo lo 
posible por utilizar todos los recursos de que dispone para garantizar ese 
derecho; mientras que la "renuencia" del Estado se presenta cuando no está 
dispuesto a utilizar el máximo de los recursos de que disponga para dar 
efectividad al derecho a la salud, violando entonces las obligaciones que 
ha contraído en virtud del artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales. De ahí que las violaciones del derecho a 
la salud pueden producirse por no adoptar las medidas necesarias que 
emanan de las obligaciones legales, como no contar con políticas o legisla­
ción que favorezca el nivel más alto de salud posible, o no hacer cumplir 
las leyes existentes en la materia.

1a. XV/2021 (10a.)
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Amparo en revisión 226/2020. 11 de noviembre de 2020. Cinco votos de las 
Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretarios: Pablo Francisco Muñoz Díaz y Fernando Sosa Pastrana.

Amparo en revisión 227/2020. 11 de noviembre de 2020. Cinco votos de las 
Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Juan 
Jaime González Varas.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de marzo de 2021 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

SISTEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO Y ORAL. LA PROHIBICIÓN 
AL JUZGADOR PREVISTA EN EL ARTÍCULO 20, APARTADO A, FRAC­
CIÓN VI, DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL, DE TRATAR ASUNTOS 
SUJETOS A PROCESO CON CUALQUIERA DE LAS PARTES SIN QUE 
ESTÉ PRESENTE LA OTRA, CONSTITUYE UNA GARANTÍA PARA SALVA­
GUARDAR LOS PRINCIPIOS DE CONTRADICCIÓN E IMPARCIALIDAD. 

Hechos: En la audiencia de juicio oral, el tribunal tomó un receso a fin de 
que dos de las juzgadoras que lo integraban se entrevistaran con una niña, 
en su calidad de víctima, para poder constatar su estado emocional y la 
viabilidad de que emitiera su declaración. Seguido el proceso, el imputado 
fue sentenciado bajo el sistema penal acusatorio. Al fallarse el juicio de 
amparo directo, el Tribunal Colegiado de Circuito sostuvo que no existió una 
violación a la fracción VI del apartado A del artículo 20 de la Constitución 
General, pues en su interpretación, cuando la víctima sea un niño, niña o 
adolescente, el tribunal debe sostener un encuentro en privado y anterior 
a la comparecencia, por lo que el encuentro entre el tribunal y la niña fue 
exclusivamente para conocer su estado emocional y la factibilidad para 
que emitiera su declaración, lo que no viola los principios de imparcialidad 
y contradicción.
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Criterio jurídico: Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación advierte que la fracción VI del apartado A del artículo 20 de la Consti­
tución General establece una regla clara: El juzgador penal tiene vedado 
tratar asuntos sujetos a proceso con cualquiera de las partes sin que esté 
presente la otra; restricción que se impuso necesaria para salvaguardar 
fundamentalmente los principios de contradicción e imparcialidad, ya que 
su actuación debe regirse esencialmente por estos principios, lo que le per­
mite ser un observador de la contienda que debe desarrollarse en igualdad 
de condiciones para el acusador y la defensa, estar presente en todas las 
diligencias judiciales, a fin de generarse una convicción propia de los hechos 
sometidos a debate, y ser tercero vigilante de las reglas procesales.

Justificación: De la literalidad de la norma se aprecia que esta regla tiene 
como finalidad preservar el principio de contradicción. Además, de una 
interpretación teleológica, atendiendo al procedimiento legislativo de refor­
ma constitucional de junio de 2008, se desprende que el propósito de esta 
regla es evitar que el Juez sesgue su criterio, lo que se traduce en una 
garantía de contar con un juzgador imparcial, y permite maximizar el cum­
plimiento del derecho a contar con un Juez imparcial, reconocido en el 
artículo 17 constitucional. De ahí que bajo el principio de contradicción, cual­
quier medio de prueba que se produzca en juicio debe poder refutarse, pues 
resulta imperativo respetar la igualdad procesal de las partes para sostener 
la acusación o defensa, lo que implica que los argumentos y elementos de 
prueba que se presenten, se desarrollarán de manera pública, contradictoria 
y oral. Así, está vedado a las partes tratar asuntos con el juzgador en forma 
individualizada, por lo que se requiere la presencia de la contraparte, salvo 
las excepciones constitucionalmente previstas. Además, esta prohibición 
establecida en la Constitución, cuya racionalidad se encuentra en la nece­
sidad de preservar la imparcialidad del Juez del conocimiento, tiene el 
objetivo de evitar contaminaciones que deriven en prejuicios o preconcep­
ciones que se materialicen en un sesgo al momento de impartir justicia, 
regla que se proyecta sobre el juzgador de primera instancia que conoce de 
los asuntos sujetos a proceso. Así, el hecho de que esta regla se encuentre 
incorporada en la Constitución tiene la finalidad de salvaguardar la impar­
cialidad de quienes imparten justicia sin necesidad de sujetarla a prueba, 
pues es una prohibición expresa –salvo las excepciones que el legislador 
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disponga–. En consecuencia, la sola infracción a la norma constitucional 
implica la presunción de que se perdió la imparcialidad por parte de 
quienes imparten justicia.

1a. XVI/2021 (10a.)

Amparo directo en revisión 6888/2018. 14 de octubre de 2020. Cinco votos de 
las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien votó con el sentido, 
pero con salvedad en las consideraciones,  Ana Margarita Ríos Farjat, 
quien reservó su derecho para formular voto aclaratorio, y los Ministros 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: 
Jaqueline Sáenz Andujo.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de abril de 2021 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

SISTEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO Y ORAL. CONSECUENCIAS 
DE LA INFRACCIÓN A LA PROHIBICIÓN A LA PERSONA JUZGADORA 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 20, APARTADO A, FRACCIÓN VI, DE LA 
CONSTITUCIÓN GENERAL, DE SOSTENER ENTREVISTAS CON CUAL­
QUIERA DE LAS PARTES SIN QUE ESTÉ PRESENTE LA OTRA, EN JUICIOS 
BAJO SU CONOCIMIENTO, Y EXCEPCIONES A LA MISMA.

Hechos: En la audiencia de juicio oral, el tribunal tomó un receso a fin de 
que dos de las juzgadoras que lo integraban se entrevistaran con una niña, 
en su calidad de víctima, para poder constatar su estado emocional y la 
viabilidad de que emitiera su declaración. Seguido el proceso, el imputado 
fue sentenciado bajo el sistema penal acusatorio. Al fallarse el juicio de 
amparo directo, el Tribunal Colegiado de Circuito sostuvo que no existió una 
violación a la fracción VI del apartado A del artículo 20 de la Constitución 
General, pues en su interpretación, cuando la víctima sea un niño, niña o 
adolescente, el tribunal debe sostener un encuentro en privado y anterior 
a la comparecencia, por lo que el encuentro entre el tribunal y la niña fue 
exclusivamente para conocer su estado emocional y la factibilidad para 
que emitiera su declaración, lo que no viola los principios de imparcialidad 
y contradicción.



232

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Criterio jurídico: Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que la fracción VI del apartado A del artículo 20 de la Cons­
titución General prohíbe a la persona juzgadora, en el sistema penal acusa­
torio, tratar asuntos sujetos a proceso con cualquiera de las partes sin que 
esté presente la otra; de ahí que de contravenirse dicha prohibición, se 
consideran violadas las leyes del procedimiento penal, con trascendencia a 
las defensas del quejoso, en términos del artículo 173, apartado B, fracción VII, 
de la Ley de Amparo, lo que amerita ordenar la reposición del procedimiento.

Justificación: El legislador constitucional previó una regla tal que, de ser 
infringida, trae como consecuencia la pérdida de imparcialidad de los inte­
grantes del tribunal lo que amerita, según la Ley de Amparo, ordenar la 
reposición del procedimiento al estimarse que se violaron las leyes funda­
mentales con trascendencia a las defensas del quejoso. También el Código 
Nacional de Procedimientos Penales, en su artículo 482, fracción VI, dispone 
como causa de reposición del procedimiento, cuando la sentencia hubiere 
sido pronunciada por un tribunal de enjuiciamiento que no garantice su 
imparcialidad. Además, cuando la norma se refiere a la prohibición de "tratar 
asuntos que estén sujetos a proceso", abarca tanto aspectos jurídicos que 
deberán resolverse en el caso –acreditación del delito y responsabilidad 
penal– como cualquier tipo de acercamiento para tratar aspectos fácticos 
o circunstanciales con alguna de las partes procesales, sin que se encuentre 
presente la otra, ya que dicho encuentro o comunicación podría sesgar el 
criterio del juzgador. Por último, la norma constitucional dispone que esta 
regla será aplicable salvo "las excepciones que establece esta Constitución", 
y si bien en el texto constitucional no se advierte ninguna excepción formu­
lada de manera expresa, de los trabajos legislativos se hace patente la inten­
ción del legislador de que las excepciones se refirieran a aquellas diligencias 
que solicite el Ministerio Público y que sean necesarias para garantizar la 
efectividad de la investigación. Así, a partir de la naturaleza de las figuras 
jurídicas reconocidas en la Constitución General, dentro del sistema penal 
acusatorio, se puede concluir que se refieren a aquellos supuestos de soli­
citud de orden de aprehensión, cateo, arraigo, intervención de comunicacio­
nes privadas y geolocalización, dada la secrecía que esas actuaciones 
requieren; supuestos que son desarrollados de manera más amplia en el 
Código Nacional de Procedimientos Penales ya que, como regla general, 
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el código dispone que los actos procedimentales se desarrollarán mediante 
audiencias que se realizarán con la presencia de quienes integren el órgano 
jurisdiccional y de las partes que intervienen en el proceso, salvo disposición 
en contrario. Como excepción a esa regla, se encuentran las solicitudes de 
órdenes de comparecencia o de aprehensión, cateo, intervención de comu­
nicaciones privadas y localización geográfica, que pueden realizarse en 
audiencia privada con el Juez de Control; también las solicitudes de arraigo 
que, bajo la legislación aplicable, puede plantearse en audiencia privada 
con presencia únicamente del Ministerio Público. Bajo el entendimiento de 
esta Sala, los supuestos de excepción a la regla constitucional se encuentran 
acotados a la realización de audiencia privada sin que esté presente la otra 
parte sólo en estos casos.

1a. XVII/2021 (10a.)

Amparo directo en revisión 6888/2018. 14 de octubre de 2020. Cinco votos de 
las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien votó con el sentido, 
pero con salvedad en las consideraciones, Ana Margarita Ríos Farjat, 
quien reservó su derecho para formular voto aclaratorio, y los Ministros 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: 
Jaqueline Sáenz Andujo.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de abril de 2021 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

CONCLUSIONES ACUSATORIAS PRESENTADAS POR LAS VÍCTIMAS. 
NO SON VINCULANTES PARA EL JUEZ DEL PROCESO PENAL. 

Hechos: Varios menores de edad fueron víctimas de delitos sexuales come­
tidos por trabajadores de un jardín de niños perteneciente al sector público. 
Durante el proceso penal, las víctimas presentaron un escrito de conclusiones 
acusatorias, conforme a las cuales se debería juzgar a los inculpados. Los 
imputados fueron condenados por delitos diferentes a los pretendidos por 
las víctimas, resolución que fue modificada en apelación. Inconformes con la 
sentencia, las víctimas promovieron amparo directo en el que alegaron, entre 
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otras cuestiones, que sus conclusiones acusatorias debieron valorarse con 
alcances similares a las del Ministerio Público.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que los derechos de las víctimas no incluyen la posibilidad de 
presentar conclusiones acusatorias en los mismos términos que el Minis­
terio Público, ya que de lo contrario, se vulnerarían los principios del proceso 
penal, de igualdad procesal, imparcialidad judicial y acusatorio.

Justificación: En primer lugar, se violaría el principio de igualdad procesal, 
pues las conclusiones acusatorias representan la postura sobre la cual el 
imputado habrá de construir su defensa; por lo que ante el escenario 
de dos posturas acusatorias, el imputado no tendrá claridad sobre cuál de 
las dos acusaciones es la que enfrentará o si deberá confrontar ambas, lo que 
implicaría una doble acusación que duplicaría sus cargas de alegación, 
prueba e impugnación. En segundo lugar, se violaría el principio de impar­
cialidad judicial, ya que ante el escenario de una doble acusación, las 
víctimas y el Ministerio Público tendrán un interés en que prevalezcan sus 
pretensiones, lo que ocasionaría que la autoridad judicial no pudiera resol­
ver este conflicto. Por último, se violaría el principio acusatorio, pues bajo el 
marco constitucional, el Ministerio Público es quien se encuentra mejor 
situado para realizar una investigación objetiva y le corresponde el ejercicio 
de la acción penal, sin que pueda delegar dicha facultad. Por lo tanto, 
incluso bajo el interés de la búsqueda de la verdad, debe ser el Ministe­
rio Público quien defina la acusación.

1a. XVIII/2021 (10a.)

Amparo directo en revisión 4069/2018. 7 de octubre de 2020. Cinco votos de 
las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, quien está con 
el sentido, pero se aparta de algunas consideraciones, y los Ministros 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá, quien formuló voto concurrente. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretaria: Jaqueline Sáenz Andujo.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de mayo de 2021 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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REPARACIÓN DEL DAÑO. LINEAMIENTOS PARA DECIDIR EN QUÉ 
CASOS DEBE POSTERGARSE SU CUANTIFICACIÓN HASTA LA ETAPA 
DE EJECUCIÓN DE SENTENCIA. 

Hechos: Varios menores de edad fueron víctimas de delitos sexuales come­
tidos por trabajadores de un jardín de niños perteneciente al sector público. 
Durante el proceso penal, las víctimas presentaron distintos dictámenes 
periciales para calcular el monto de la reparación del daño. El Juez del pro­
ceso penal estimó que no existían elementos suficientes para cuantificar el 
daño y postergó esa decisión hasta la etapa de ejecución de sentencia, esta 
resolución fue modificada en apelación. Inconformes, las víctimas promo­
vieron amparo directo en el que alegaron que las pruebas presentadas eran 
suficientes para establecer el monto de la reparación desde el dictado de 
la sentencia.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que los órganos jurisdiccionales deben considerar una 
serie de lineamientos previamente a decidir el aplazamiento de la cuantifi­
cación del daño para la etapa de ejecución.

Justificación: Ante los riesgos de revictimización que puede acarrear pos­
tergar la cuantificación del daño y dadas las exigencias derivadas del interés 
superior del menor, los órganos jurisdiccionales deberán considerar diver­
sos aspectos conforme a los siguientes lineamientos: i) Descartar la expec­
tativa de una "cifra exacta" y procurar definir la "cifra adecuada". Desde esta 
perspectiva, los elementos que integran la cuantificación del daño no 
deben leerse como requisitos que deban colmarse exhaustivamente. Estos 
rubros no son una lista de verificación que el Juez deba controlar mecánica­
mente. Se espera que la actividad judicial contribuya a superar las omisiones 
o excesos en que incurran las víctimas para así determinar una cantidad 
adecuada; ii) Precisar los alcances de las pruebas presentadas y, en su 
caso, justificar por qué no son suficientes; iii) Explorar si en autos existen 
elementos probatorios adicionales; iv) Evaluar si es posible recurrir a los cri­
terios de equidad y razonabilidad para subsanar la falta de información pro­
batoria; v) Analizar la viabilidad de anticipar la reparación por determinados 
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conceptos o dictar un monto parcial susceptible de actualizarse; vi) Consi­
derar si existen medidas de reparación que no ameritan una cuantificación 
económica; y, vii) Al evaluar si procede determinar la reparación del daño 
(parcial o total) desde el dictado de la sentencia, los tribunales deben garan­
tizar que se respete el derecho de audiencia del imputado.

1a. XIX/2021 (10a.)

Amparo directo en revisión 4069/2018. 7 de octubre de 2020. Cinco votos de 
las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, quien está con 
el sentido, pero se aparta de algunas consideraciones, y los Ministros 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Jaqueline Sáenz Andujo.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de mayo de 2021 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

REPARACIÓN DEL DAÑO EN CASOS EN LOS QUE LAS VÍCTIMAS DEL 
DELITO SEAN MENORES DE EDAD. SU CUANTIFICACIÓN DEBE HACERSE 
EN EL DICTADO DE LA SENTENCIA CONDENATORIA, SALVO QUE NO 
EXISTAN ELEMENTOS SUFICIENTES PARA ESTABLECER UN MONTO. 

Hechos: Varios menores de edad fueron víctimas de delitos sexuales come­
tidos por trabajadores de un jardín de niños perteneciente al sector público. 
Durante el proceso penal, las víctimas presentaron distintos dictámenes 
periciales para calcular el monto de la reparación del daño. El Juez del pro­
ceso penal estimó que no existían elementos suficientes para cuantificar el 
daño y postergó esa decisión hasta la etapa de ejecución de sentencia. Las 
víctimas reclamaron la decisión de que se aplazara la cuantificación del 
daño.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
establece que, por regla general, la cuantificación del monto para la repara­
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ción del daño debe hacerse en el dictado de la sentencia condenatoria, 
salvo que no existan elementos suficientes para establecer un monto.

Justificación: De acuerdo con la tesis de jurisprudencia de la Primera Sala 
1a./J. 145/2005, de rubro: "REPARACIÓN DEL DAÑO. ES LEGAL LA SENTENCIA 
CONDENATORIA QUE LA IMPONE AUNQUE EL MONTO CORRESPON­
DIENTE PUEDA FIJARSE EN EJECUCIÓN DE ÉSTA.", los tribunales pueden 
suspender la cuantificación del daño hasta la etapa de ejecución cuando no 
existan elementos suficientes para determinar el monto de la reparación. Sin 
embargo, este aplazamiento puede representar una forma de victimización 
secundaria en determinados casos. Así, demorar en la cuantificación del daño 
impide que la reparación se reciba de forma oportuna. Además, aplazar 
este cálculo por una alegada falta de elementos puede derivar en la práctica 
de más exámenes y peritajes sobre menores de edad. Vistos los riesgos de 
revictimización y dadas las exigencias derivadas del interés superior del menor 
de edad, suspender la cuantificación del daño hasta la ejecución de sen­
tencia exige un actuar escrupuloso de los órganos jurisdiccionales tanto al 
delimitar el material probatorio, como al extraer la información relevante.

1a. XX/2021 (10a.)

Amparo directo en revisión 4069/2018. 7 de octubre de 2020. Cinco votos 
de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, quien está con 
el sentido, pero se aparta de algunas consideraciones, y los Ministros 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá, quien formuló voto concurrente. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretaria: Jaqueline Sáenz Andujo.

Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 145/2005 citada, se publicó en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
XXIII, marzo de 2006, página 170, con número de registro digital: 175459.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de mayo de 2021 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

ORDEN DE TRASLADO DE UN CENTRO PENITENCIARIO A OTRO SIN 
INTERVENCIÓN JUDICIAL PREVIA. AL CONTAR CON UNA REGULA­
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CIÓN ESPECÍFICA EN LA LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL, 
CONSTITUYE UN ACTO DICTADO DENTRO DEL PROCEDIMIENTO, AL QUE 
LE ES APLICABLE EL PLAZO GENÉRICO DE QUINCE DÍAS PARA LA 
PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO [ABANDONO 
DE LAS JURISPRUDENCIAS 1a./J. 83/2015 (10a.) Y 1a./J. 58/2016 (10a.)].

Hechos: Una persona privada de la libertad en un centro penitenciario, pro­
movió juicio de amparo indirecto con el argumento de que la autoridad 
administrativa le había notificado verbalmente una orden para trasladarlo 
del centro en que se encontraba interna a uno diverso. La demanda se dese­
chó de plano al considerar que se actualizaba la causa de improcedencia 
prevista en el artículo 61, fracción XX, de la Ley de Amparo, porque la parte 
quejosa no agotó el medio de defensa regulado en la Ley Nacional de Ejecu­
ción Penal, antes de promover el juicio constitucional.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
considera que la orden de traslado de un centro penitenciario a otro sin 
autorización judicial previa, cuenta con una regulación específica y un medio 
de defensa en la Ley Nacional de Ejecución Penal, por tanto, constituye un 
acto dictado dentro del procedimiento, al que le es aplicable el plazo genérico 
de quince días para la presentación de la demanda de amparo indirecto y 
las reglas de la suspensión del acto reclamado a petición de parte.

Justificación: El artículo 52 de la Ley Nacional de Ejecución Penal, establece 
que la autoridad administrativa podrá ordenar y ejecutar el traslado urgente 
o excepcional, sin autorización judicial previa, cuando se trate de delincuen­
cia organizada y medidas especiales de seguridad; riesgo objetivo para la 
integridad y la salud de la persona privada de su libertad; y, cuando se 
ponga en riesgo la seguridad o gobernabilidad del centro penitenciario, a 
condición de que la autoridad penitenciaria notifique a la autoridad jurisdic­
cional, dentro de las veinticuatro horas posteriores al traslado, para que en 
un plazo de cuarenta y ocho horas, resuelva sobre la legalidad de la medida; 
luego, establece que si el Juez de Control o Ejecución califica la legalidad 
del traslado en el plazo fijado, contra esa determinación será procedente el 
recurso de apelación establecido en el artículo 132, fracción VII, de la ley 
mencionada; mientras que si es omiso, podrá intentar la controversia judicial 
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regulada en los artículos 117, fracción III y último párrafo, 122, 123 y 124, de 
la misma ley, a fin de que una autoridad jurisdiccional resuelva sobre la lega­
lidad del traslado y corrobore que no existe afectación injustificada a alguno 
de los derechos fundamentales de la persona privada de la libertad en el 
centro de reclusión, con posibilidad de suspender los efectos del traslado 
de manera inmediata, de oficio o a petición de parte. Así, la persona pri­
vada de la libertad ya no queda sin defensa, dado que dispone de un recurso 
que procede con posterioridad a la ejecución del traslado, al margen de que 
la autoridad administrativa haya notificado a la autoridad jurisdiccional y de 
que ésta resuelva o no respecto a la legalidad del acto. Sobre esa base, la 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, abandona los 
criterios establecidos en las jurisprudencias 1a./J. 83/2015 (10a.) y 1a./J. 
58/2016 (10a.), porque derivaron de una concepción existente antes de la 
entrada en vigor de la Ley Nacional de Ejecución Penal, cuando no se con­
taba con una legislación especial que regulara la emisión de la orden de 
traslado, ni se preveía algún recurso para su impugnación, por lo que única­
mente se tenía como parámetro verificar que la orden de traslado fuera 
calificada por una autoridad jurisdiccional de manera previa a su ejecución, y 
por ello, cuando el traslado se ejecutaba sin cumplir esa previsión, válida­
mente se le consideraba como un acto emitido fuera del procedimiento, res­
pecto del que debía concederse la suspensión de oficio y de plano. Sin 
embargo, ante la nueva regulación legal que opera en materia de traslados 
penitenciarios, tal concepción ha sido superada y deviene inaplicable, aun 
cuando la orden de traslado impugnada se ejecute sin control judicial previo, 
por lo que si el inconforme finalmente decide acudir a la instancia de amparo, 
tendrá que agotar los referidos medios de defensa, así como sujetarse al 
plazo y reglas de la suspensión que operan respecto de los actos que se 
emiten dentro de un procedimiento.

1a. XXI/2021 (10a.)

Queja 36/2020. Óscar Bonito Flores u Óscar Flores Iglesias. 13 de enero de 
2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos 
Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Héctor 
Vargas Becerra.
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Queja 46/2020. Carlos Alberto Angelino Barrón y otro. 13 de enero de 2021. 
Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó 
su derecho para formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, y 
los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto 
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Alexandra Valois 
Salazar.

Nota: Esta tesis se publicó el viernes 7 de mayo de 2021 en el Semanario Judicial 
de la Federación, y en virtud de que abandona el criterio contenido en las 
jurisprudencias 1a./J. 83/2015 (10a.) y 1a./J. 58/2016 (10a.), de títulos y 
subtítulos: "ORDEN DE TRASLADO DE UN CENTRO PENITENCIARIO 
A OTRO. SI SE EJECUTA SIN INTERVENCIÓN DE LA AUTORIDAD JUDI­
CIAL, NO PUEDE CONSIDERARSE COMO UN ACTO DENTRO DEL PRO­
CEDIMIENTO Y, POR ENDE, SE ACTUALIZA EL PLAZO EXCEPCIONAL 
PARA INTERPONER LA DEMANDA DE AMPARO EN SU CONTRA PREVISTO 
EN EL ARTÍCULO 17, FRACCIÓN IV, DE LA LEY DE LA MATERIA." y "ORDEN 
DE TRASLADO DE UN CENTRO PENITENCIARIO A OTRO. PROCEDE 
CONCEDER LA SUSPENSIÓN DE OFICIO Y DE PLANO CUANDO SE 
EMITE SIN LA INTERVENCIÓN DE LA AUTORIDAD JUDICIAL REC­
TORA, AUN CUANDO SÓLO SE AFECTE LA LIBERTAD PERSONAL DE 
MANERA INDIRECTA.", publicadas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción del viernes 4 de diciembre de 2015 a las 10:30 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 25, Tomo I, 
diciembre de 2015, página 247, con número de registro digital: 2010596, 
y del viernes 18 de noviembre de 2016 a las 10:29 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 36, Tomo II, 
noviembre de 2016, página 865, con número de registro digital: 2013066, 
respectivamente, estas últimas dejaron de considerarse de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 10 de mayo de 2021.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de mayo de 2021 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

ABUSO SEXUAL AGRAVADO. EL ARTÍCULO 261 DEL CÓDIGO PENAL 
FEDERAL QUE PREVÉ DICHO DELITO, NO ES VIOLATORIO DEL PRIN­
CIPIO DE PROPORCIONALIDAD PREVISTO EN EL ARTÍCULO 22 
CONSTITUCIONAL.

Hechos: Una persona fue sentenciada a una sanción privativa de la libertad 
de nueve años por el delito de abuso sexual agravado en perjuicio de una 
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menor de edad; inconforme con la determinación dictada en el recurso de 
apelación que confirmó dicha sanción, interpuso juicio de amparo directo 
alegando la inconstitucionalidad del artículo 261 del Código Penal Federal, al 
considerar que la pena que prevé es desproporcionadamente severa con 
relación al bien jurídico que tutela (libertad y normal desarrollo psicosexual 
de una menor); al respecto, el órgano de amparo estimó que la norma era 
constitucional, lo cual fue impugnado mediante recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el artículo 261 del Código Penal Federal, al imponer 
de seis a trece años de pena privativa de libertad a quien cometa el delito de 
abuso sexual en una persona menor de quince años o que no tenga la capa­
cidad de comprender el significado del hecho, es constitucional, toda vez 
que es acorde con el principio de proporcionalidad de las penas previsto en 
el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Justificación: Ello, porque el tertium comparationis para examinar la propor­
cionalidad del delito en estudio, debe considerar que confluyen diversos 
factores de vulnerabilidad que la norma pretende proteger, a saber, el rango 
de edad y el grado de comprensión de los sujetos pasivos, sobre los que es 
posible advertir que fue voluntad del legislador diferenciar el tratamiento e 
incrementar la sanción impuesta al tipo penal en estudio, atendiendo a la 
afectación tan intensa que implican esos delitos cuando se cometen en contra 
de un sujeto pasivo menor de edad, así como al interés superior del niño. 
En ese tenor, el análisis respectivo se debe hacer frente a aquellos delitos 
establecidos en el mismo código punitivo que protejan el mismo bien jurí­
dico, que es la libertad y el normal desarrollo psicosexual de menores de 
quince años de edad y de personas que no comprendan el significado 
del hecho. Así, se advierte que el abuso sexual se ubica en el rango de las 
penas impuestas al delito de violación, cuando ocurre en los supuestos 
referidos, siendo además menor, considerando que en una violación el grado 
de afectación al bien jurídico tutelado, es mayor. En este sentido, no se 
advierte un salto irrazonable o evidentemente desproporcionado entre las 
penas previstas para ambos delitos.

1a. XXII/2021 (10a.)
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Amparo directo en revisión 7006/2019. 18 de noviembre de 2020. Cinco votos 
de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien manifestó estar con 
el sentido, pero con salvedad en las consideraciones, Ana Margarita Ríos 
Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Alexandra Valois Salazar.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de mayo de 2021 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

CONCURSO DE DELITOS. LA PRETENSIÓN PUNITIVA DEL ESTADO PARA 
PERSEGUIRLOS SE SINTETIZA EN LA ACCIÓN PENAL HOMOLOGADA 
QUE PERMITE IMPONER UNA PENA ÚNICA TOTAL, CUYA PRESCRIP­
CIÓN EQUIVALE A UN PLAZO ÚNICO, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 
108 DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL.

Hechos: El defensor de un inculpado solicitó la prescripción de la acción 
penal de los delitos atribuidos a su patrocinado; la autoridad judicial deter­
minó no acordar favorablemente la petición al estar en presencia de un 
concurso de delitos; el Tribunal Colegiado de Circuito que conoció del 
recurso de revisión remitió los autos a la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, al estimar que se trataba de un asunto en el que subsistía la materia 
de impugnación de una ley federal, en específico del artículo 108 del Código 
Penal Federal, en relación con la constitucionalidad del plazo de prescripción 
regulado para los concursos de delitos.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación establece que la pretensión punitiva del Estado sobre la comisión 
concursal de delitos de conformidad con el Código Penal Federal se sinte­
tiza en una acción penal homologada que permite imponer una pena única 
total ante su verificación; de ahí que esta acción penal homologada debe tener 
un plazo único de prescripción equivalente al plazo correspondiente al 
delito que merezca la pena mayor del concurso de delitos, pues permite 
que se pueda ejercer por la totalidad del tiempo en que son punibles los 
delitos que integran el concurso.

Justificación: Se arriba a esta conclusión, pues de conformidad con el 
artículo 64 del Código Penal Federal, existen dos normas jurídicas que 
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prevén a los concursos de delitos reales e ideales, respectivamente como 
hipótesis normativas, y como soluciones calificadas deónticamente una 
pena única total correspondiente al tipo de concurso; pena única que se 
construye a partir de las penas de los delitos del concurso, y que al finalizar 
su construcción es independiente de éstas, pues únicamente las empleó 
como variables para construirse. Así, para que las referidas penas puedan 
ser aplicadas, el Estado debe poder ejercer su pretensión punitiva sobre la 
comisión concursal de delitos. Por lo tanto, esta Suprema Corte de Justicia 
de la Nación considera que la pretensión punitiva prevista a través de los 
lineamientos regulados en el artículo 64 del Código Penal Federal, se ejerce 
a través de una acción penal homologada, la cual es la suma de conductas 
ilícitas cuya estructura es tan homogénea que permite conceptualizarse 
como una unidad. Una parte elemental de esta figura es la pretensión puni­
tiva del Estado que puede ejercer contra una persona que probablemente 
intervino en la comisión concursal de delitos, con la finalidad de que se 
aplique la pena única a pesar de la concurrencia de acciones. Ahora 
bien, la prescripción de la acción penal homologada debe tener un plazo 
único, pues aquello sobre lo que se acciona es una unidad, que si bien 
se construye y demuestra a partir de los delitos que lo configuran, al final 
existe como una figura que crea una unidad. Asimismo, el plazo de pres­
cripción para el concurso de delitos equivale a aquel contemplado en el 
artículo 108 del Código Penal Federal al delito que merezca mayor pena, 
ya que permite que la acción homologada se pueda ejercer y, por lo tanto, 
que la pena única correspondiente a la actualización de un conjunto concursal 
se pueda aplicar. Lo anterior es así, toda vez que para que en el ordenamiento 
jurídico se pueda imponer la pena única correspondiente, el proceso penal 
debe poder seguirse por el conjunto de delitos vistos como una unidad 
autónoma, y por el tiempo en que la totalidad de los delitos pueden llegar a 
formar parte de esa unidad, el cual corresponde al límite máximo de pres­
cripción del delito que merezca pena mayor. Si se disgrega la prescripción 
de los concursos de delitos en la prescripción de cada uno de sus inte­
grantes, la acción penal homologada que lleva a la implementación de la 
pena única se podría ejercer únicamente hasta la vigencia del delito de pena 
menor, lo cual generaría una vigencia fraccionada, lo que es incongruente 
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con la naturaleza del ius puniendi del Estado para perseguir los tipos penales 
regulados.

1a. XXIII/2021 (10a.)

Amparo en revisión 1042/2019. Zhenli Ye Gon. 12 de agosto de 2020. Mayoría 
de cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, Ana Margarita 
Ríos Farjat, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y 
los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo y Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Disi­
dente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena quien formuló voto particular. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Carlos Manuel Baráibar Tovar.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de junio de 2021 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

ORDEN DE TRASLADO DE UN CENTRO PENITENCIARIO A OTRO SIN 
INTERVENCIÓN JUDICIAL PREVIA. LA CONTROVERSIA JUDICIAL PRE­
VISTA EN LOS ARTÍCULOS 52 Y 117, FRACCIÓN III, DE LA LEY NACIONAL 
DE EJECUCIÓN PENAL, ES EL MEDIO DE DEFENSA IDÓNEO PARA 
IMPUGNARLA, AUN CUANDO EL AFECTADO NO TENGA UNA RESO­
LUCIÓN TANGIBLE QUE RECURRIR Y, POR TANTO, DEBE AGOTARLO 
ANTES DE PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, EN ATEN­
CIÓN AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD. 

Hechos: Una persona privada de la libertad en un centro penitenciario, 
promovió juicio de amparo indirecto con el argumento de que la autoridad 
administrativa le había notificado verbalmente una orden para trasladarlo del 
centro en que se encontraba interna a uno diverso. La demanda se desechó 
de plano, al considerar que se actualizaba la causa de improcedencia pre­
vista en el artículo 61, fracción XX, de la Ley de Amparo, porque la parte 
quejosa no agotó el medio de defensa regulado en la Ley Nacional de Ejecu­
ción Penal, antes de promover el juicio constitucional.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, considera que la controversia judicial, regulada en los artículos 52 
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y 117, fracción III, de la Ley Nacional de Ejecución Penal, es el medio de 
defensa idóneo para combatir la orden de traslado que se emite sin autori­
zación judicial previa, aun cuando el afectado alegue que sólo se le notificó 
verbalmente ese acto y no tenga una resolución tangible que recurrir, porque 
ese recurso tiene potencial para confirmar, modificar o revocar la determi­
nación de traslado, sin rebasar los requisitos que la Ley de Amparo prevé 
en el artículo 61, fracción XX, y por ello, debe agotarse previamente a la 
promoción del juicio de amparo indirecto.

Justificación: El artículo 52, de la Ley Nacional de Ejecución Penal, establece 
que la autoridad penitenciaria tiene facultad para ordenar y ejecutar el tras­
lado de un centro penitenciario a otro, sin autorización judicial previa, en los 
supuestos de urgencia y excepción que señala el primero de los precep­
tos citados, esto es, tratándose de delincuencia organizada y medidas espe­
ciales de seguridad; riesgo objetivo para la integridad y la salud de la 
persona privada de su libertad; y, cuando se ponga en riesgo la seguridad 
o gobernabilidad del centro penitenciario, ya que en esos supuestos se 
autoriza a la autoridad administrativa para que el control judicial se realice 
dentro de las veinticuatro horas siguientes a la ejecución del traslado. 
En ese contexto, dado que el control judicial se reserva para un momento 
posterior a que es ejecutado el traslado, es válido considerar que, sin 
perjuicio de las hipótesis enunciadas, cuando se presenten casos en que 
la persona privada de la libertad reclame una orden de traslado que no se 
materializó, ni se tenga certeza de la calificación que sobre su legalidad 
emite la autoridad jurisdiccional, como sucede cuando se alega que la auto­
ridad administrativa sólo comunicó de forma verbal esa medida, lo procedente 
será que el afectado promueva la controversia judicial a que se refiere el 
precepto 52 en cita, ya que de conformidad con el artículo 117, fracción III 
y último párrafo, de la ley mencionada, la persona privada de la libertad 
puede intentar el aludido medio de defensa y hacer valer cualquier cuestión 
relacionada con la afectación a sus derechos en materia de traslado, en el 
momento de la notificación de ese acto, dentro de los diez días siguientes 
a la misma, o dentro de los diez días siguientes a su ejecución, cuando no 
hubiera sido notificado previamente. Asimismo, de los artículos 122 y 124, 
de la propia ley en cita, se destaca que el afectado puede solicitar la sus­
pensión de la orden del traslado mediante petición simple en el escrito inicial 
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de la controversia judicial y la autoridad judicial podrá, si lo considera perti­
nente, conceder la medida cautelar de manera inmediata hasta en tanto se 
resuelve en definitiva, o incluso, pronunciarse de oficio, con lo cual evitará 
que la controversia quede sin materia. De igual forma, se entiende que la 
referida orden de traslado sin autorización judicial previa no carece de fun­
damentación, ni se traduce en una violación directa a la Constitución General, 
porque las hipótesis en que puede ejecutarse están previstas en la citada 
ley especial, y se trata de un acto que emite una autoridad competente 
dentro del correspondiente procedimiento. Lo que lleva a concluir que la 
controversia judicial es un medio de defensa idóneo para impugnar y sus­
pender los efectos de la orden de traslado urgente o excepcional cuando no 
se cuenta con la resolución en la que la autoridad judicial califique la lega­
lidad del acto, ya que no rebasa las previsiones del artículo 61, fracción XX, 
de la Ley de Amparo, sin soslayar que la Ley Nacional de Ejecución Penal, en 
el artículo 132, fracción VII, prevé la procedencia del recurso de apela­
ción en caso de inconformidad con la resolución que decida la controversia 
judicial, por lo que, el afectado tiene la obligación de agotar los referidos 
medios de defensa previamente a acudir a la instancia constitucional.

1a. XXIV/2021 (10a.)

Queja 36/2020. Óscar Bonito Flores u Óscar Flores Iglesias. 13 de enero de 
2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos 
Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Héctor 
Vargas Becerra.

Queja 46/2020. Carlos Alberto Angelino Barrón y otro. 13 de enero de 2021. 
Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó 
su derecho para formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, y 
los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto 
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Alexandra Valois 
Salazar.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de junio de 2021 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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MULTAS DERIVADAS DE UN PROCESO PENAL. SU APLICACIÓN EN 
BENEFICIO DE UN FONDO DE APOYO A LA ADMINISTRACIÓN DE 
JUSTICIA, COMO LO DISPONE EL ARTÍCULO 38 DEL CÓDIGO PENAL 
PARA EL ESTADO DE DURANGO, NO VIOLENTA EL ARTÍCULO 17 
CONSTITUCIONAL. 

Hechos: Se impuso al quejoso una multa como sanción penal, y se estable­
ció que se aplicaría en beneficio del Fondo Auxiliar para la Administración 
de Justicia del Tribunal Superior de Justicia de Durango, lo que el quejoso 
señalaba violatorio del artículo 17 constitucional que señala que el servicio 
de administración de justicia es gratuito y que está prohibido el cobro de 
costas judiciales.

Criterio jurídico: Si una norma establece que el pago de la multa impuesta 
como sanción en un proceso penal sea destinada a un fondo de apoyo a la 
administración de justicia, no puede considerarse como pago de costas 
judiciales, pues la imposición de la multa constituye una consecuencia legal 
por la comisión de un delito y no una contraprestación a la actividad jurisdic­
cional, por lo que no violenta el contenido del artículo 17 constitucional.

Justificación: El artículo 17 de la Constitución Federal señala que la adminis­
tración de justicia es gratuita y está prohibido el cobro de costas judiciales. 
Al respecto, el Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
sostenido que dicha prohibición debe entenderse para evitar que el gober­
nado pague una determinada cantidad de dinero por la actividad que 
realiza el órgano jurisdiccional, tal y como quedó plasmado en la jurispru­
dencia P./J. 72/99, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
con rubro: "COSTAS JUDICIALES. ALCANCE DE SU PROHIBICIÓN CONSTI­
TUCIONAL.". En ese sentido, la multa impuesta en un proceso penal con el 
carácter de sanción, deriva de la trasgresión a las leyes penales y de la obli­
gación del Estado de actuar en consecuencia e imponer penas, pero no 
constituye una contraprestación por el servicio de administración de justicia. 
Siendo así, su pago no puede considerarse como una costa judicial, con 
independencia del destino que se les dé a tales recursos, por más que se 
destinen a gastos de los órganos jurisdiccionales pues, como lo estipula 
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el artículo 38 del Código Penal para el Estado de Durango, las multas serán 
consignadas al Fondo Auxiliar para la Administración de Justicia.

1a. XXV/2021 (10a.)

Amparo directo en revisión 540/2019. Felipe Ramírez Valles. 27 de mayo de 
2020. Mayoría de cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Her­
nández, quien está con el sentido, pero con salvedad en las conside­
raciones, Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidente: Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto 
particular. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Raúl Mendiola 
Pizaña y Santiago Mesta Orendain.

Nota: La citada tesis P./J. 72/99, de título y subtítulo: "COSTAS JUDICIALES. 
ALCANCE DE SU PROHIBICIÓN CONSTITUCIONAL.", se publicó en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo X, 
agosto de 1999, página 19, con número de registro digital: 193559.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de junio de 2021 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

MEDIOS DE COMUNICACIÓN A FAVOR DE LOS PUEBLOS Y COMU­
NIDADES INDÍGENAS. LA CONSTITUCIÓN GENERAL CONSAGRA UN 
DERECHO DE TRATAMIENTO DIFERENCIADO SOBRE SU OPERACIÓN. 

Hechos: Una asociación civil titular de una concesión de uso social indígena 
promovió juicio de amparo en contra de un artículo que le obligaba a pagar 
derechos por el uso del espectro radioeléctrico de la misma manera que los 
titulares del resto de categorías de concesiones.

Criterio jurídico: La Constitución General individualiza a los pueblos y comu­
nidades indígenas como sujetos diferenciados para establecerlos como 
beneficiarios de un tipo especial de concesión y de medidas para remediar 
la discriminación que han sufrido, tanto en las condiciones de adquisición 
como de operación de las concesiones sobre el espectro radioeléctrico, 
por tanto, es inconstitucional que la ley someta a estos grupos a reglas que 
no reconozcan su diferencia.
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Justificación: El artículo 2o., apartado B, fracción VI, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos establece un mandato legislativo 
en materia de telecomunicaciones, consistente en diseñar las condiciones 
para que los pueblos y las comunidades indígenas puedan adquirir, operar 
y administrar medios de comunicación, lo que se correlaciona con lo pre­
visto en el artículo 30 del Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales 
en Países Independientes, de la Organización Internacional del Trabajo 
(OIT), interpretados sistemática y armónicamente a la luz de los diversos 8, 
punto 1 y 16 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos 
de los Pueblos Indígenas. Este derecho constitucional ancla sus raíces en el 
reconocimiento del valor del multiculturalismo y constitucionaliza la obliga­
ción de diseñar una política de la diferencia, para reconciliar el valor univer­
sal de los derechos humanos con la composición pluricultural de la sociedad 
mexicana. Así, el legislador está obligado a reglamentar instrumentos para 
que las minorías defiendan su identidad y reclamen reconocimiento. Sin 
medidas remediales para la adquisición y operación de concesiones, los 
pueblos y comunidades indígenas no tendrían asegurado un espacio para 
debatir su relación con las otras identidades y sobre el contenido y alcance de 
lo que significa adscribirse a una identidad indígena. Por tanto, mediante la 
consagración de derechos específicos en materia de acceso y operación 
de medios de comunicación, la Constitución otorga a los pueblos y comu­
nidades indígenas espacios para entablar diálogos culturales, no sólo que 
les permitan evitar la asimilación cultural y, por tanto, evitar la indeseable 
homologación, sino también para debatir internamente el contenido de sus 
procesos de representación.

1a. XXVI/2021 (10a.)

Amparo en revisión 603/2019. Telecomunicaciones Indígenas Comunitarias, 
A.C. 13 de enero de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández, quien votó con el sentido por consideraciones distintas, formu­
lará votó concurrente y por lo tanto se separa de las consideraciones 
contenidas en la presente tesis, Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente en el que 
se separa de las consideraciones contenidas en la presente tesis, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: David García Sarubbi.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de julio de 2021 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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DERECHOS POR EL USO DEL ESPECTRO RADIOELÉCTRICO RESPEC­
TO DE LAS CONCESIONES SOCIALES INDÍGENAS. LOS ARTÍCULOS 239, 
PRIMER PÁRRAFO, Y 244-B DE LA LEY FEDERAL DE DERECHOS, VIGEN­
TE EN 2016, QUE PREVÉN SU COBRO, NO RESPETAN EL DERECHO 
CONSTITUCIONAL DE ACCESO A CONDICIONES REMEDIALES EN LA 
OPERACIÓN DE LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN A FAVOR DE ESOS 
PUEBLOS Y COMUNIDADES. 

Hechos: Una asociación civil titular de una concesión de uso social indígena 
promovió juicio de amparo en contra de un artículo que le obligaba a pagar 
derechos por el uso del espectro radioeléctrico de la misma manera que los 
titulares del resto de categorías de concesiones.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que los artículos 239, primer párrafo, y 244-B de la Ley Federal 
de Derechos, vigente en 2016, violan el artículo 2o., apartado B, fracción VI, de 
la Constitución General y de distintas normas convencionales, al imponer 
una idéntica obligación de pago de derechos a todos los concesionarios 
por el uso del espectro radioeléctrico, sin introducir trato diferenciado alguno 
a favor de las concesiones sociales indígenas.

Justificación: El primer párrafo del artículo 239 de la Ley Federal de Derechos 
establece la obligación de pago de derechos por el uso del espectro 
radioeléctrico, y el artículo 244-B de la misma legislación específica las 
condiciones de pago de dichos derechos, previendo la cuota por cada 
región en la que operen y por cada kilohertz concesionado o permisionado. 
Así, dichas normas consagran una regla de aplicación general, la cual es 
neutra en relación con la calidad de los sujetos obligados a su pago. Los 
preceptos legales son inconstitucionales, ya que sujetan a las concesio­
nes sociales de uso indígena a la misma obligación de pago de derechos 
por el uso del espectro radioeléctrico que las demás concesiones, lo que 
supone que el legislador no introdujo, como lo ordena la Constitución, un 
tratamiento diferenciado en su favor.

1a. XXVII/2021 (10a.)
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Amparo en revisión 603/2019. Telecomunicaciones Indígenas Comunitarias, 
A.C. 13 de enero de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández, quien votó con el sentido por consideraciones distintas, formu­
lará votó concurrente y por lo tanto se separa de las consideraciones 
contenidas en la presente tesis, Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente en el que 
se separa de las consideraciones contenidas en la presente tesis, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: David García Sarubbi.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de julio de 2021 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

VIOLENCIA ECONÓMICA CONTRA LA MUJER. SU ACTUALIZACIÓN EN 
EL RÉGIMEN DE SOCIEDAD CONYUGAL. 

Hechos: En un matrimonio contraído bajo el régimen de sociedad conyu­
gal, el cónyuge varón, de manera injustificada, incumplió con sus deberes 
de aportar tanto económicamente, como en las labores del hogar, en detri­
mento del haber común. Por el referido incumplimiento, la esposa canalizó 
gran parte de sus ingresos para evitar la pérdida o deterioro del haber 
común derivado de la sociedad conyugal e incluso, dejó de aportar para 
incrementarlo, por cubrir los gastos derivados del desentendimiento de 
aquél a sus deberes de solidaridad en las labores del hogar.

Criterio jurídico: Se configura un tipo de violencia económica contra la 
mujer, al asumir el cónyuge varón una posición de mando sobre ella.

Justificación: Comete violencia económica el cónyuge varón que, de mane­
ra injustificada, se desentiende de sus obligaciones de aportar económica­
mente e, incluso, de realizar las labores domésticas o del cuidado de las 
personas dependientes, pues falta a los principios y finalidades del matri­
monio y de la sociedad conyugal, y deja a la mujer afrontar sola los gastos 
necesarios para la preservación o, incluso, para el incremento del haber 
común derivado de dicha sociedad.

1a. XXVIII/2021 (10a.)
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Amparo directo en revisión 7134/2018. 21 de agosto de 2019. Mayoría de tres 
votos de la Ministra Norma Lucía Piña Hernández, y los Ministros Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente, y Juan Luis Gonzá­
lez Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente. Disidente: Luis 
María Aguilar Morales. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Luis Mauricio Rangel 
Argüelles.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de agosto de 2021 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

DERECHO HUMANO DE ACCESO A LA JUSTICIA. PARA RESPETARLO, 
CUANDO SE ALEGA LA VIOLACIÓN AL DERECHO HUMANO A LA PRO­
PIA IMAGEN A TRAVÉS DE UNA ACCIÓN CIVIL POR DAÑOS Y PERJUI­
CIOS, NO ES POSIBLE CONDICIONAR LA PROCEDENCIA DE DICHA 
ACCIÓN A LA DECLARACIÓN PREVIA POR PARTE DEL INSTITUTO 
MEXICANO DE LA PROPIEDAD INDUSTRIAL SOBRE LA EXISTENCIA 
DE INFRACCIONES EN LA MATERIA.

Hechos: Una persona física promovió un juicio civil en contra de una perso­
na moral por considerar que ésta había violado su derecho a la imagen. En 
un principio su acción fue declarada procedente y se condenó a la persona 
moral al pago de daños y perjuicios; no obstante, en el juicio de amparo 
directo el Tribunal Colegiado de Circuito sostuvo que la reclamación del 
daño material era improcedente, ya que el actor no tramitó de manera pre­
via el procedimiento administrativo ante el Instituto Mexicano de la Propie­
dad Industrial (IMPI) mediante el cual se determinara que el uso de su 
imagen constituyó una infracción de comercio, lo que el tribunal entendió 
como un requisito de procedencia para la acción civil.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Na­
ción considera que, atendiendo a la normatividad legal aplicable y al con­
tenido del derecho humano de acceso a la justicia visto en su elemento de 
tutela jurisdiccional efectiva, no es necesario agotar ningún procedimiento 
administrativo como prerrequisito para el ejercicio de una acción civil de 
reparación de daños cuando se aduce una violación al derecho a la propia 
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imagen; esto, con independencia de que la misma violación encuentre tu­
tela en las normas que buscan proteger la propiedad intelectual.

Justificación: Uno de los elementos integrales del acceso a la justicia es el 
derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, el cual implica al menos tres fac­
tores: primero, que el acceso a la jurisdicción sea "dentro de los plazos y 
términos que fijen las leyes"; segundo, que este acceso debe ser "de mane­
ra expedita" y, tercero, que el acceso que se debe garantizar es a los "tribu­
nales independientes e imparciales". Siendo criterio reiterado de esta 
Suprema Corte de Justicia de la Nación que el órgano legislativo puede 
establecer válidamente las condiciones para el acceso a los tribunales, 
siempre y cuando gocen de fundamento en la ley y cumplan con criterios 
de proporcionalidad. En ese sentido, contrario a la posición interpretativa 
del Tribunal Colegiado de Circuito, si bien los artículos 87, 231, fracción II, 
y 232 de la Ley Federal del Derecho de Autor establecen que el uso de la 
imagen de una persona sin su consentimiento constituye una infracción de 
comercio y que el IMPI es la autoridad competente para declararla, de 
estos artículos no se sigue que sea necesario llevar a cabo dicho 
procedimiento administrativo como un requisito previo para poder endere­
zar la acción judicial por daños a la propia imagen. El procedimiento para 
determinar la infracción de comercio es autónomo e independiente de la 
acción civil por daños y perjuicios cuando se alega la violación de un dere­
cho humano como el de la propia imagen. Por su parte, no hay ninguna otra 
disposición en la Ley Federal del Derecho de Autor que nos pueda proveer 
un fundamento expreso o implícito para sostener la determinación del Tri­
bunal Colegiado de Circuito; de hecho, sus artículos 213, 213 Bis, 215, 
segundo párrafo, 217 y 219 apuntan en el sentido opuesto, al igual que los 
artículos 137, 138, 141, 164 y 165, fracción I, del Reglamento de la Ley 
Federal del Derecho de Autor. Por lo tanto, la decisión del Tribunal Colegia­
do de Circuito referente al agotamiento de un procedimiento administrativo 
previo a la acción civil, basada en su interpretación del derecho de acceso 
a la justicia, no encuentra ningún sustento en la ley; por lo que más bien se 
trata de una determinación que en realidad parte de un incorrecto 
entendimiento del contenido de este derecho humano.

1a. XXIX/2021 (10a.)
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Amparo directo en revisión 6152/2019. Gabriel Soto Borja Díaz. 24 de marzo de 
2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, Ana 
Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Ca­
rrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Po­
nente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Miguel Antonio Núñez 
Valadez.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de agosto de 2021 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

MEDIDAS FITOSANITARIAS. LOS ARTÍCULOS 54, 55 Y NOVENO TRANSI­
TORIO DEL REGLAMENTO DE LA LEY FEDERAL DE SANIDAD VEGETAL 
QUE LAS PREVÉN, SON VÁLIDAS CONFORME AL PARÁMETRO DE CON­
TROL CONSTITUCIONAL Y ESTÁNDAR DE ESCRUTINIO APLICABLE. 

Hechos: Un conjunto de productores nacionales del tubérculo papa promo­
vieron juicio de amparo indirecto en contra, entre otros actos, de los artículos 
54, 55 y noveno transitorio del Reglamento de la Ley Federal de Sanidad 
Vegetal, las cuales regulan las condiciones de importación de dicho producto, 
al considerarlas violatorias del derecho al medio ambiente, por no prevenir 
los riesgos de plagas externas; el Juez de Distrito del conocimiento conce­
dió el amparo. En contra de esta resolución las empresas tercero interesadas 
y algunas autoridades responsables interpusieron recursos de revisión en 
los que se cuestionó si las normas reclamadas son válidas desde la perspec­
tiva de su abordaje de los riesgos fitosanitarios.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que los artículos 54, 55 y noveno transitorio del Reglamento de la 
Ley Federal de Sanidad Vegetal son válidos conforme al parámetro de control 
constitucional y estándar de escrutinio aplicable.

Justificación: El estándar aplicable para evaluar la validez de normas reglamen­
tarias emitidas por el Poder Ejecutivo, con fundamento en el artículo 89, 
fracción I, cuya materialidad se refiera a medidas de comercio exterior, de 
las referidas en el artículo 131, con un impacto en el medio ambiente, prote­
gido en el artículo 4o., todos de la Constitución General, debe constar de tres 
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pasos: En primer lugar, debe verificarse que el reglamento se ajusta al prin­
cipio de legalidad, es decir, que su contenido no vulnere los sub-principios de 
reserva de ley y de subordinación jerárquica a la ley. Por el ámbito material 
especializado que supone la intersección del comercio exterior y la protec­
ción al medio ambiente, la evaluación debe limitarse a verificar que el conte­
nido reglamentario guarde una relación racional con la ley, ya que se trata 
de un ámbito en el que el principio de reserva de ley se encuentra en su 
menor expresión, lo que debe ser compatible con un margen de apreciación 
a favor del Ejecutivo para introducir medidas técnicas, conforme a raciona­
lidades especializadas, propio del dinamismo de una fuente administrativa 
que busca afrontar con agilidad cambios en las condiciones económicas y 
ambientales y que, por tanto, pueda producir cambios normativos más rápidos 
que la fuente legislativa. De superarse este primer paso, debe evaluarse el 
contenido de las normas impugnadas. Así, de tratarse de reglas técnicas, 
cuya función sea positivizar procedimientos de naturaleza científica o cuyo 
propósito sea delegar en determinadas agencias de la administración 
pública competencias de esta misma naturaleza, con el fin de que sean éstas 
quienes determinen el resultado de algunas de las operaciones previstas en 
el artículo 131 constitucional, como es el tránsito o la importación de efectos 
u objetos, su contenido debe sujetarse a un estándar de deferencia, conforme 
al cual obtendrán validez si no son arbitrarias o caprichosas. El estándar 
de deferencia llegará a su máximo grado cuando el contenido de las normas 
considere a los intereses medio ambientales, como podría ser la sanidad 
vegetal, y el comercio exterior como parte de un procedimiento, cuyo pro­
pósito sea que las autoridades especializadas evalúen caso por caso el 
equilibrio óptimo de los beneficios y costos marginales de cada factor. 
En caso contrario, es decir, que las normas reglamentarias no contengan 
reglas o dispositivos de esta naturaleza técnica, ni deleguen en agencias 
especializadas las operaciones jurídicas relevantes, para considerar estos 
factores, el estándar será más exigente, pudiendo llegar a ser aplicable un 
estándar de escrutinio estricto si las medidas contenidas son totalmente 
indiferentes al impacto medio ambiental. Pues bien, conforme a lo expuesto, 
debe concluirse que los preceptos reclamados son válidos. Por una parte, 
las normas reglamentarias delimitan el ámbito material de validez de su 
contenido a reglamentar un concepto legal: las medidas fitosanitarias, lo que 
implica que no se vulnera el principio de reserva de ley, ya que las disposi­
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ciones reglamentarias se limitan a regular el quién, el cómo y el cuándo de 
ese concepto legal y, por el otro, dichas medidas guardan congruencia con 
los lineamientos prescritos en la legislación, por lo que cumplen con el prin­
cipio de subordinación jerárquica a la ley, por lo que una vez visto el conte­
nido de las normas impugnadas, y su relación funcional con la ley de la 
materia, esta Primera Sala concluye que su naturaleza es técnica, pues, por 
una parte, establecen procedimientos de naturaleza científica y, por la otra, 
buscan empoderar a determinadas agencias de la administración pública 
con competencias de esta misma naturaleza, las cuales no son arbitrarias ni 
caprichosas.

1a. XXX/2021 (10a.)

Amparo en revisión 109/2019. Sección Agrícola Especializada de Productores 
de Papa adscrita a la Asociación de Productores del Río Fuerte y otros. 
28 de abril de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
Ana Margarita Ríos Farjat, quien formuló voto concurrente, y los Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto concurrente en el que se separa de las consideraciones 
contenidas en la presente tesis, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: David García Sarubbi.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de agosto de 2021 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

RESOLUCIÓN QUE CONFIRMA UN AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO. 
DEBE TENERSE POR CONSENTIDA CUANDO SE SEÑALA COMO ACTO 
RECLAMADO Y CON POSTERIORIDAD LA PARTE QUEJOSA ACEPTA 
QUE LA CAUSA PENAL QUE SE SIGUE EN SU CONTRA SE RESUELVA 
A TRAVÉS DE UN PROCEDIMIENTO ABREVIADO QUE ES AUTORIZADO 
JUDICIALMENTE. 

Hechos: Al promover un juicio de amparo indirecto la parte quejosa reclamó 
la resolución de segunda instancia que confirmó un auto de vinculación a 
proceso que pesa en su contra, en el que alegó la inconstitucionalidad de 
los artículos 114 y 117, fracción I, del Código Nacional de Procedimientos 
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Penales. Ante la negativa del amparo decretada interpuso recurso de revi­
sión, el cual fue remitido a este alto tribunal para conocer del reclamo de 
inconstitucionalidad de esos preceptos. Con posterioridad el recurrente 
aceptó que la causa penal fuera resuelta a través de un procedimiento 
abreviado en el que le fue dictada sentencia.

Criterio jurídico: Cuando la parte quejosa reclama la resolución de apelación 
que confirma un auto de vinculación a proceso y con posterioridad otorga 
su aceptación para que la causa penal sea resuelta a través de un proce­
dimiento abreviado, el cual es autorizado por el órgano jurisdiccional, ello 
actualiza la causa de improcedencia prevista en la fracción XIII, del artículo 61 
de la Ley de Amparo, pues dicha aceptación constituye un consentimiento de 
la acusación, su responsabilidad en la comisión de los hechos y a ser juz­
gada con los datos de prueba que sustentaron el auto de vinculación que 
pesa en su contra.

Justificación: Lo anterior, porque el procedimiento abreviado es instituido 
como una forma anticipada de resolución de la controversia penal que cons­
tituye una negociación entre la fiscalía y la defensa para que se emita una 
sentencia condenatoria una vez que el imputado ha sido vinculado a pro­
ceso y consiente la acusación, acepta su responsabilidad y admite ser sen­
tenciado con base en los datos de prueba de la fiscalía a cambio de una 
reducción en la pena, siempre que se haya garantizado la reparación del daño, 
en caso de que exista, tal y como disponen los artículos 201 y 202 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales. Por lo tanto, siguiendo la lógica de 
lo resuelto por esta Primera Sala al emitir la jurisprudencia 1a./J. 33/2017 
(10a.), de título: "CONSENTIMIENTO DEL AUTO DE VINCULACIÓN A PRO­
CESO. ACONTECE CUANDO EL IMPUTADO ACEPTA CONCLUIR EL 
PROCESO PENAL A TRAVÉS DE UN ACUERDO REPARATORIO O SUS­
PENSIÓN DEL PROCESO A PRUEBA, POR LO QUE SE ACTUALIZA LA 
CAUSA DE IMPROCEDENCIA QUE PREVÉ EL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN 
XIII, DE LA LEY DE AMPARO.", si un amparo es interpuesto en contra de 
una resolución que confirma un auto de vinculación a proceso, y posterior­
mente el quejoso expresamente acepta la instauración del procedimiento 
abreviado, el cual es autorizado judicialmente, tal reconocimiento constituye 
un consentimiento del acto reclamado, pues conforme a las reglas diseña­
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das para ese procedimiento, la persona imputada emite una aceptación de 
manera libre e informada de su participación en los hechos delictuosos, 
como a ser juzgada con el contenido de los datos de prueba que sustentaron 
la acusación ministerial y la emisión del auto de vinculación a proceso que 
pesa en su contra, lo cual actualiza la causa de improcedencia del juicio 
prevista en el artículo 61, fracción XIII, de la Ley de Amparo.

1a. XXXI/2021 (10a.)

Amparo en revisión 726/2019. Margarito Ibarra García. 29 de julio de 2020. 
Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien precisó 
que está con el sentido, pero se aparta de las consideraciones contenidas 
en la presente tesis, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente. Ponente: Ana Margarita 
Ríos Farjat. Secretario: Santiago Mesta Orendain.

Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 33/2017 (10a.) citada, aparece publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 16 de junio de 2017 
a las  10:22 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 43, Tomo I, junio de 2017, página 461, con número de 
registro digital: 2014495.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de septiembre de 2021 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

TESTIMONIO DE PERSONAS CON TRASTORNO MENTAL TEMPORAL O 
PERMANENTE. LA EXCEPCIÓN PREVISTA EN LA FRACCIÓN I DEL 
ARTÍCULO 386 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES 
CONSISTENTE EN QUE NO ACUDAN A LA AUDIENCIA DE JUICIO Y SU 
DECLARACIÓN MINISTERIAL SEA REPRODUCIDA MEDIANTE LEC­
TURA, NO ES VIOLATORIA DE LOS PRINCIPIOS DE INMEDIACIÓN, 
CONTRADICCIÓN E IGUALDAD PROCESAL. 

Hechos: En un proceso acusatorio y oral se efectuó una interpretación 
constitucional sobre una excepción prevista en el Código Nacional de 
Procedimientos Penales, a partir de la cual se concluyó que estaba justifi­
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cado que unas personas no acudieran ante el Juez a rendir su testimonio, y 
que su entrevista ministerial fuera reproducida mediante lectura a la audien­
cia de juicio. El análisis de esa interpretación fue omitida por el Tribunal 
Colegiado de Circuito.

Criterio jurídico: La excepción prevista en la fracción I del artículo 386 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales, referente a la incorporación por 
lectura de declaraciones rendidas en la etapa de investigación, cuando 
quien deba rendir testimonio padezca un trastorno mental transitorio o per­
manente y, por eso no hubiese sido posible solicitar su desahogo anticipado, 
no vulnera los principios de inmediación, contradicción e igualdad procesal 
previstos en el artículo 20 de la Constitución Federal.

Justificación: La racionalidad tras esa excepción radica en que el trastorno 
mental permanente o transitorio con que cuenta la persona que rendirá 
testimonio en juicio le impide acudir ante el Juez y cumplir con la obligación 
legal de hacerlo, dicha condición deberá ser verificada por la persona juz­
gadora con base en las pruebas y circunstancias del caso. Por ello, se 
justifica que su declaración rendida ante la autoridad ministerial sea repro­
ducida mediante lectura al juicio, respecto de la cual, las partes están 
en posibilidad de analizar su contenido y refutarla o constatarla, como 
corresponda, con los restantes elementos de prueba aportados al juicio 
oral, sin que ello implique que el Ministerio Público incumpla con la carga 
procesal de probar su acusación, aunado a que la persona juzgadora está 
obligada a valorar esa reproducción de manera libre y lógica, de forma con­
junta e integral con las demás pruebas, acorde con lo dispuesto en el 
artículo 265 del Código Nacional de Procedimientos Penales. Esta excepción 
no genera un desequilibrio procesal, pues desde el punto de vista de la 
parte oferente opera sin distinguir si la prueba pertenece a la acusación o 
a la hipótesis de la defensa, y desde la perspectiva de la persona sujeta al 
desahogo de la prueba, resulta aplicable a los testigos en general, víctimas 
u ofendidos, así como a las personas coinculpadas. Además, la incorpora­
ción leída de la entrevista de quien no puede declarar en juicio por causas 
ajenas a su voluntad contribuirá a los objetivos constitucionales del proceso 
penal de esclarecer los hechos, proteger al inocente, que el delito no quede 
impune y conseguir la reparación del daño. En consecuencia, la excepción 
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prevista en el artículo 386, fracción I, del Código Nacional de Procedimientos 
Penales no resulta violatoria de los principios de inmediación, contradicción 
e igualdad procesal, previstos respectivamente en las fracciones II, IV y V, 
del apartado A, del artículo 20 constitucional.

1a. XXXII/2021 (10a.)

Amparo directo en revisión 1956/2019. Javier Ruíz Armenta y otros. 14 de abril 
de 2021. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Norma Lucía 
Piña Hernández. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Saúl 
Armando Patiño Lara y Ramón Eduardo López Saldaña.

Amparo directo en revisión 2112/2019. Francisco Javier García Barrientos y 
otro. 14 de abril de 2021. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: 
Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secre­
tarios: Saúl Armando Patiño Lara y Ramón Eduardo López Saldaña.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de septiembre de 2021 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

DICTAMEN EMITIDO POR LA PROCURADURÍA FEDERAL DEL CONSU­
MIDOR EN EL PROCEDIMIENTO CONCILIATORIO. TIENE LA CALIDAD 
DE TÍTULO EJECUTIVO, SI LA OBLIGACIÓN CONTRACTUAL INCUM­
PLIDA QUE CONSIGNA ES CIERTA, EXIGIBLE Y LÍQUIDA. 

Hechos: Una persona jurídica promovió juicio de amparo indirecto, en el 
que planteó la inconstitucionalidad de los artículos 114, 114 BIS y 114 TER 
de la Ley Federal de Protección al Consumidor, al estimar que vulneraban 
el principio de seguridad jurídica, por facultar a la Procuraduría Federal del 
Consumidor para emitir un acuerdo de trámite que contenga el dictamen 
que constituirá un título ejecutivo no negociable en favor del consumidor, lo 
que se adujo cambiaba indebidamente la naturaleza de esa resolución 
administrativa.
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación considera que los preceptos indicados que permiten a la autori­
dad administrativa crear un título ejecutivo, siempre y cuando la obligación 
contractual incumplida que en él se consigne sea cierta, exigible y líquida 
a juicio de la autoridad judicial, no conculcan el principio de seguridad 
jurídica.

Justificación: De la interpretación armónica de los artículos 114, 114 BIS y 
114 TER de la Ley Federal de Protección al Consumidor, deriva que la 
Procuraduría Federal del Consumidor tiene facultades para tramitar y resol­
ver procedimientos de conciliación entre consumidores y proveedores de 
bienes o servicios, como un medio alternativo para la solución de las diferen­
cias suscitadas entre ellos, de forma pronta y expedita, de manera que si 
tramitado el procedimiento respectivo las partes desavenidas no llegan a 
un acuerdo, se faculta a dicha dependencia para que emita el acuerdo de 
trámite que contenga el dictamen con carácter de título ejecutivo, siempre 
y cuando la obligación contractual incumplida que en él se consigne sea 
cierta, exigible y líquida a juicio de la autoridad judicial, por corresponder 
al órgano jurisdiccional verificar si se reúnen los requisitos necesarios para 
considerar si el documento constituye un título ejecutivo a efecto de que se 
dé trámite a la vía ejecutiva mercantil, porque solamente determinado el 
crédito, el incumplimiento y los requisitos esenciales del título ejecutivo, puede 
procederse a la ejecución en la referida vía sumaria.

1a. XXXIII/2021 (10a.)

Amparo en revisión 410/2020. Teléfonos de México, S.A.B. de C.V. 3 de marzo 
de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, 
Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: César de la 
Rosa Zubrán.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de septiembre de 2021 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

COMPETENCIA PARA CONOCER DE UN JUICIO ORDINARIO MERCAN­
TIL ANTE LA MULTIPLICIDAD DE ADMINISTRACIONES (DOMICILIOS) 
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DE LA PERSONA MORAL DEMANDADA. SE SURTE A FAVOR DEL JUEZ 
QUE ELIJA LA PARTE ACTORA, EN TÉRMINOS DE LO PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 1104, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO DE COMERCIO. 

Hechos: Una persona moral demandó a otra diversa persona moral en un 
juicio ordinario mercantil; la demandada en su contestación, opuso la excep­
ción de incompetencia por declinatoria, la cual resultó infundada y se declaró 
competente al Juez de Primera Instancia. La demandada promovió am­
paro indirecto en el que reclamó el artículo 1104 del Código de Comercio 
al considerar que vulneraba el principio de seguridad jurídica, porque no 
define cuál es el domicilio que debe ser considerado como el de la admi­
nistración de la persona moral; el Juez de Distrito consideró que el referido 
artículo 1104 era constitucional, pues interpretado armónicamente con el 
diverso 33 del Código Civil Federal, aplicado de manera supletoria, esta­
blece las bases para que las personas morales puedan conocer ante qué 
Juez se deben llevar los juicios que se promuevan en su contra; esto es, en 
el lugar donde se encuentra su administración, entendido como el primer 
lugar de importancia, anteponiéndose y prefiriéndose a otros.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación considera que el artículo 1104 del Código de Comercio, leído en su 
conjunto, contempla diversos supuestos para determinar la competencia, 
incluidos los que le asisten a los suscitados con personas morales, que no 
sólo se supeditan a lo establecido en la fracción III de este artículo; sin 
embargo, dicha fracción, en lo general, dispone que, de no actualizarse las 
fracciones anteriores, si se tuvieren varios domicilios, "el Juez competente 
será el que elija el actor". Adicionalmente, tal fracción cuenta con un párrafo 
adicional aplicable a las personas morales, señalando que el domicilio será 
donde se ubique su administración. Por lo que, de encontrarse en este último 
supuesto, cuando se tienen varias administraciones o bien varios estable­
cimientos que pudieran entenderse como sus centros de administración, 
debe seguirse la misma regla interpretativa de pluralidad establecida en la 
propia fracción III que le corresponde; es decir, será el Juez competente 
el que elija el actor de entre la multiplicidad de administraciones.

Justificación: Dicha interpretación que se deriva de la literalidad del pre­
cepto es además consecuente con el beneficio del derecho de acción, que 



263

Informe DE LA PRIMERA SALA 2021

con la inclusión de dicha fracción III, en la reforma publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el diez de enero de dos mil catorce, se buscó regu­
lar frente a la incertidumbre que podría generar tal pluralidad, por lo que la 
multiplicidad de administraciones no puede configurarse como un obstáculo 
para que el actor haga valer sus pretensiones en juicio. Por tanto, la idea 
que subyace en esta regla interpretativa del último párrafo en comento es 
evitar precisamente que se pueda presentar una conducta fraudulenta o dila­
toria por parte del demandado, al establecer que cuando existan diversos 
domicilios del demandado –y no se surtan los supuestos de las fraccio­
nes I y II–, quede a elección del actor decidir cuál es el Juez competente. 
Ello resulta también consecuente con el espíritu de lo dispuesto en el artículo 
1093 del Código de Comercio, al que hace alusión expresa el artículo 1104, 
el cual establece literalmente que: "En el caso de que se acuerden plurali­
dad de jurisdicciones, el actor podrá elegir a un tribunal competente entre 
cualquiera de ellas." En este sentido, resulta coherente que si el demandado 
conoce su situación de pluralidad de centros de administración, ante el 
riesgo de poder ser demandado en cualquiera de ellos, entra dentro de su 
previsión el pactar previamente cuál será la jurisdicción a la cual se some­
terá como lo establecen los demás supuestos del artículo; de lo contrario, la 
falta de tal diligencia no puede traducirse en la obstaculización del derecho 
de acción de su contraria, mucho menos cuando tal omisión pudiera reali­
zarse con el fin de evadir el ejercicio de la acción. Por lo que, esta dispo­
sición no contraviene el principio de seguridad jurídica, sino que en su 
conjunto cuenta con las bases para ser debidamente interpretado entre los 
supuestos planteados aplicables a la fracción III del mismo.

1a. XXXIV/2021 (10a.)

Amparo en revisión 448/2020. Mx Farmacéutica, S.A. de C.V. 14 de abril de 
2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, Ana 
Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Jorge Francisco Calderón 
Gamboa.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de septiembre de 2021 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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PRUEBA ANTICIPADA. EL TRIBUNAL DE ENJUICIAMIENTO ESTÁ FACUL­
TADO PARA VERIFICAR SI LAS CONDICIONES QUE MOTIVARON EL 
DESAHOGO DE LA PRUEBA ANTICIPADA EN ETAPAS PREVIAS AL JUI­
CIO ORAL CONTINÚAN VIGENTES. 

Hechos: En la etapa intermedia de un procedimiento penal se desahogaron 
como pruebas anticipadas testimonios de coimputados, pues éstos tenían 
el temor fundado de sufrir un daño a su persona. En la etapa de juicio oral se 
incorporaron esos testimonios, aunque en esa audiencia estuvieron presen­
tes dichos testigos; después, el Tribunal de Enjuiciamiento los valoró y tomó 
en cuenta al dictar la sentencia definitiva. Esta determinación fue apelada. 
Al resolver el recurso, el Tribunal de Alzada determinó que el Tribunal de 
Enjuiciamiento vulneró las reglas del debido proceso ya que, previo a incor­
porar los testimonios, debía verificar si las condiciones que motivaron 
el desahogo de manera anticipada persistían al momento de celebrarse el 
juicio, pues los referidos coinculpados estuvieron presentes durante esa 
audiencia. Ante esa vulneración se absolvió a la persona sentenciada. Incon­
formes, las víctimas promovieron amparo directo, el cual fue atraído por esta 
Suprema Corte.

Criterio jurídico: Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina procedente que el Tribunal de Enjuiciamiento verifique 
en la etapa de juicio oral si las condiciones que motivaron el desahogo de 
una prueba anticipada continúan vigentes al momento en que se celebre la 
audiencia de juicio, y en caso de que hayan cambiado esas condiciones, 
las pruebas se desahoguen materialmente en el juicio, siempre y cuando 
hayan sido ofrecidas y admitidas en la etapa intermedia.

Justificación: En el artículo 20, apartado A, fracción III, de la Constitución 
Federal, se reconoce el principio de inmediación, según el cual para el 
dictado de la sentencia en los procesos penales sólo se considerarán como 
pruebas aquellas que hayan sido desahogadas en el juicio oral; sin embargo, 
se prevé una excepción a dicho principio, pues establece que será posible 
desahogar pruebas de manera anticipada a la audiencia de juicio oral, 
cuando por su naturaleza así lo requieran, cuya excepción y requisitos de 
admisibilidad estarán previstos en la ley. En esa línea, el Código de Pro­
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cedimientos Penales del Estado de Chihuahua y el Código Nacional de 
Procedimientos Penales, establecen que la prueba anticipada tendrá la 
naturaleza de prueba "condicionada", pues limitan su procedencia a casos 
en los que se encuentre en peligro de ser alterada o de perderse la prueba, 
como podría ser el caso de un testigo que se encuentra en inminente peligro 
de muerte que hace poco probable que sobreviva hasta el juicio oral o que 
se va a ausentar del país o por su estado de salud o incapacidad física o 
mental que le impidiese declarar, esto es, la prueba anticipada será admi­
tida, únicamente, frente a circunstancias especiales como las referidas, al 
tratarse de una excepción al principio de inmediación. Ahora, de conformidad 
con el artículo 268, último párrafo, del Código de Procedimientos Penales 
del Estado de Chihuahua (cuya norma corresponde con lo dispuesto por el 
artículo 306, segundo párrafo, del Código Nacional de Procedimientos 
Penales), se advierte que si la prueba anticipada es ofrecida y agregada 
al auto de apertura a juicio oral, entonces en la audiencia de juicio el Tri­
bunal de Enjuiciamiento deberá verificar si las condiciones que motivaron 
el desahogo de la prueba anticipada en etapas previas continúan vigentes, 
si para ese momento las condiciones han cambiado, entonces deberán 
desahogarse, pero si continúan vigentes, únicamente deberán incorporar­
se al juicio. Todo ello previo debate entre las partes y verificación por parte 
de la autoridad judicial. Lo anterior se considera así, porque sólo a través del 
ejercicio de verificación referido, se asegura que únicamente ante circuns­
tancias extraordinarias, actuales y reales, una prueba pueda ser valorada, a 
pesar de no ser desahogada frente al Tribunal de Enjuiciamiento, en términos 
de lo dispuesto en la fracción III del apartado A del artículo 20 constitucional.

1a. XXXV/2021 (10a.)

Amparo directo 18/2019. Lydia Chávez Meléndez y otro. 13 de enero de 2021. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidentes: Norma Lucía Piña Her­
nández y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quienes reservaron su derecho 
para formular voto de minoría. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secre­
tarios: Ramón Eduardo López Saldaña y Edwin Antony Pazol Rodríguez.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de septiembre de 2021 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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APLICACIÓN RETROACTIVA DE LA LEY PENAL MÁS FAVORABLE A 
LA PERSONA INDICIADA. NO PROCEDE RESPECTO A UNA REGLA DE 
PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL CUANDO LA VÍCTIMA O PER­
SONA OFENDIDA YA SATISFIZO, CONFORME AL MARCO JURÍDICO 
VIGENTE AL MOMENTO EN QUE OCURRIERON LOS HECHOS, LOS 
ACTOS NECESARIOS PARA QUE EL ESTADO INVESTIGUE EL DELITO. 

Hechos: En la fecha en que la víctima presentó su denuncia, el delito de 
fraude era de persecución oficiosa. Posteriormente, una reforma al respec­
tivo código penal determinó que ese ilícito era perseguible por querella, 
lo que implica que prescribe la acción penal si no se presenta querella en el 
plazo de un año a partir del conocimiento del delito. En el juicio de amparo, 
la persona indiciada señaló que debía aplicarse retroactivamente esa dis­
posición, ya que la víctima presentó la denuncia después de un año del 
conocimiento de los hechos materia del delito.

Criterio jurídico: Con base en el principio de seguridad jurídica, una vez 
que la víctima presenta la denuncia, que es el acto jurídico por el cual se da 
noticia al Estado de la posible comisión de un delito, esta persona goza 
de la confianza legítima de que se investigará el delito; razón por la cual, si 
posterior a la denuncia se modifican las reglas procesales para la configu­
ración de la prescripción de la acción penal, la persona indiciada no puede 
valerse de la aplicación retroactiva de esa reforma.

Justificación: La razón de ser de la prescripción de la acción penal es que 
todos los actores involucrados por la comisión de un delito (persona impu­
tada, víctima, persona ofendida y Ministerio Público) gocen de seguridad 
jurídica; es decir, que conozcan las reglas y las bases sobre las cuales se 
ejercerán las facultades de investigación y sanción, propias del Estado. 
De esta manera, las normas que establecen la mecánica de su configura­
ción señalan de manera precisa cuál debe ser la actuación de la víctima y 
del Ministerio Público desde el momento en que se considera que se cometió 
un delito. La prescripción de la acción penal, por extensión, también tiene 
efectos adversos para la víctima, quien, debido a su desinterés, por no 
presentar su querella en el tiempo señalado para ello, ya no podrá obtener 
a su favor las reparaciones inherentes a su condición, a través de una sen­
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tencia condenatoria. Por lo tanto, no es posible concebir que en contra de 
la víctima o persona ofendida se configuren los efectos de una disposición 
que no incumplió, ni estaba en posibilidad de cumplir, pues en la fecha 
en que presentó su denuncia aún no nacía a la vida jurídica su obligación 
de presentar querella ante el Ministerio Público en el plazo de un año a 
partir del conocimiento de la conducta delictuosa. Por el contrario, la víctima 
o persona ofendida cuenta con la confianza legítima de que una vez pre­
sentada su denuncia por el delito del que fue objeto, el Estado iniciaría las 
investigaciones necesarias para eventualmente ejercer su pretensión puni­
tiva. Por lo tanto, no es jurídicamente válido que la víctima deba resentir los 
efectos jurídicos por un desinterés o abandono en obtener una respuesta 
punitiva del Estado, que en realidad no existió, al haber cumplido a cabali­
dad con la carga procesal que le fue propia en el tiempo previsto por el 
marco jurídico vigente en esa época.

1a. XXXVI/2021 (10a.)

Amparo directo en revisión 3033/2018. Blanca Rosa Zamacona Sánchez. 3 de 
marzo de 2021. Mayoría de cuatro votos de las Ministras Norma Lucía 
Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente, y Jorge Mario Pardo Rebo­
lledo, quien formuló voto concurrente. Disidente: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria: Irlanda Denisse 
Ávalos Núñez.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de septiembre de 2021 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

CARGA DINÁMICA DE LA PRUEBA. SUPUESTOS EN LOS QUE LA 
AUTORIDAD JURISDICCIONAL PUEDE EXCEPCIONALMENTE REVER­
TIR LA CARGA DE LA PRUEBA. 

Hechos: En un juicio ordinario civil se ejerció la acción de daño moral contra 
una empresa a partir del fallecimiento de una de sus trabajadoras dentro de 
sus instalaciones. La parte actora adujo como hecho ilícito el incumplimiento 
de la empresa a sus deberes de cuidado como patronal. En particular, le 
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atribuyó no proveer la seguridad adecuada de la trabajadora; el retraso 
injustificado de su personal en la búsqueda y localización oportuna de la 
trabajadora, así como en dar noticia del deceso a las autoridades; la incer­
tidumbre sobre las verdaderas circunstancias, motivos y lugar del falle­
cimiento; y, la falta de atención, apoyo e información a los familiares con 
motivo de los hechos. En primera instancia se tuvo por acreditada la 
acción; sin embargo, en apelación la Sala civil determinó que la parte actora 
no probó la conducta ilícita, por lo que absolvió a la empresa demandada.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que si bien en materia de responsabilidad extracontrac­
tual por daño moral, por regla general, corresponde a la parte actora probar 
los hechos constitutivos de los elementos de su acción, excepcionalmente 
procede invertir esa obligación adjetiva para que sea la parte demandada 
quien justifique alguno de estos hechos cuando entre las partes existe una 
relación asimétrica en torno a la proximidad probatoria del hecho.

Justificación: La anterior determinación tiene sustento en la garantía del 
derecho de igualdad de las partes en los juicios, como una manifesta­
ción del debido proceso, la cual exige la existencia de un equilibrio proce­
sal entre ellas, de modo que se logre una concurrencia al litigio en un plano 
de igualdad material y no meramente formal, lo que implica que cualquier 
situación de facto que impida mantener ese equilibrio debe ser solventada por 
la autoridad jurisdiccional mediante las herramientas hermenéuticas corres­
pondientes. Por lo tanto, procede invertir la carga de la prueba cuando, 
derivado de las circunstancias particulares del caso, la parte actora esté 
imposibilitada o tenga un alto grado de dificultad para acceder a los 
medios de convicción necesarios a fin de justificarlo y, en contrapartida, la 
parte demandada cuente con una mayor disponibilidad de los medios de 
convicción y una mejor facilidad para aportarlos al juicio, a fin de acredi­
tar el hecho contrario. La postura expresada se torna aún más relevante 
cuando la responsabilidad extracontractual por daño moral se hace derivar 
de un hecho ilícito conformado por el incumplimiento de deberes tutela­
res de derechos humanos, lo que resulta aplicable a los particulares siguiendo 
la doctrina sobre la transversalidad de los derechos humanos sustentada 
por esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, pues en estos supuestos 
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la necesidad de mantener el equilibrio procesal entre las partes garantiza, 
además del debido proceso, los derechos a la dignidad humana y una 
justa indemnización en favor de las víctimas, lo que justifica la inversión de 
la carga probatoria para imponer el deber de demostrar el hecho contrario al 
actuar ilícito a la parte que tiene una mayor proximidad probatoria (facilidad 
y disponibilidad).

1a. XXXVII/2021 (10a.)

Amparo directo en revisión 5505/2017. Cristian Jesús Díaz Vargas. 13 de enero 
de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, 
quien está con el sentido, pero se aparta de las consideraciones conteni­
das en la presente tesis, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto concu­
rrente. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria: Irlanda Denisse 
Ávalos Núñez.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de septiembre de 2021 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

DAÑO MORAL. CARGA DINÁMICA DE LA PRUEBA SOBRE LA ILICITUD 
DE LA CONDUCTA POR NEGLIGENCIA DE UNA EMPRESA RESPECTO DEL 
FALLECIMIENTO DE UNA TRABAJADORA O TRABAJADOR. SUPUESTO 
DE EXCEPCIÓN A LA REGLA GENERAL (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
MÉXICO). 

Hechos: Una persona demandó el pago de una indemnización por daño 
moral a una empresa en la que laboraba su madre, pues esta última falle­
ció en sus instalaciones. La parte actora consideró que la empresa incurrió 
en una conducta ilícita por: 1) no proveer la seguridad adecuada a su 
madre en el trabajo; 2) el retraso injustificado de su personal en la búsqueda 
y localización oportuna de su madre, así como en dar noticia del deceso a 
las autoridades; 3) la incertidumbre sobre las verdaderas circunstancias, 
motivos y lugar del fallecimiento; y, 4) la falta de atención, apoyo e informa­
ción al actor y sus demás familiares con motivo de los hechos. En primera 
instancia se le dio la razón, pero en segunda instancia, la Sala civil revocó 
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la sentencia y absolvió a la empresa, al considerar que, conforme al material 
probatorio que obraba en autos, la parte actora no acreditó la conducta 
ilícita de la demandada. Inconforme, la parte actora promovió juicio de 
amparo, el cual fue negado por el Tribunal Colegiado.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que si bien el sistema normativo que rige la distribución 
de la carga de la prueba en la acción de daño moral –integrado por los 
artículos 1.252 a 1.254 del Código de Procedimientos Civiles y el artículo 
7.156, primer párrafo, del Código Civil, ambos del Estado de México– esta­
blece, como regla general, que corresponde a la parte actora acreditar 
plenamente la ilicitud de la conducta, excepcionalmente procede invertir 
esa carga de la prueba para que sea la parte demandada quien justifique 
la licitud de su conducta. Lo anterior, cuando el acto que se reclame como 
hecho ilícito consista en la violación a derechos fundamentales por parte de 
la patronal, como consecuencia del incumplimiento a sus deberes de cui­
dado, que derive en el fallecimiento de alguna de sus trabajadoras o traba­
jadores, en un contexto ajeno al desarrollo ordinario de sus labores.

Justificación: En el caso citado, a la parte actora le resultaría sumamente 
difícil o casi imposible demostrar que la demandada actuó con negligencia, 
pues implica el acceso a información, documentación y conocimientos téc­
nicos no sólo sobre el marco obligacional de la empresa, sino sobre circuns­
tancias concretas relevantes para la litis que únicamente la empresa podría 
conocer (testigos, documentos, dinámica de actividades internas, protocolos 
de seguridad, etcétera) y que justifiquen el cumplimiento o incumplimiento de 
sus obligaciones para con sus empleados o empleadas, respecto de los 
cuales la parte trabajadora (o sus familiares) no tendrían disponibilidad o 
fácil acceso; a diferencia de la patronal, quien al ser la poseedora de la infor­
mación necesaria, será quien cuente con la mayor proximidad probatoria 
(disponibilidad y facilidad) para aportar los elementos al proceso a fin de 
acreditar que su actuar fue lícito. Por lo tanto, a fin de garantizar los derechos 
de igualdad procesal, como manifestación del debido proceso, a la digni­
dad humana y a una justa indemnización, es procedente invertir la carga de 
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la prueba a fin de que sea la demandada quien acredite la licitud en su 
actuación.

1a. XXXVIII/2021 (10a.)

Amparo directo en revisión 5505/2017. Cristian Jesús Díaz Vargas. 13 de enero 
de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, 
quien está con el sentido, pero con salvedad en las consideraciones, y 
Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: 
Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria: Irlanda Denisse Ávalos Núñez.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de septiembre de 2021 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

DAÑO MORAL. LOS SUPUESTOS PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 7.156, 
PÁRRAFO SEGUNDO, DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO DE MÉXICO 
SON ENUNCIATIVOS, NO LIMITATIVOS.

Hechos: Una persona demandó el pago de una indemnización por daño 
moral a una empresa en la que laboraba su madre, pues esta última falleció 
en sus instalaciones. La parte actora consideró que la empresa incurrió en 
una conducta ilícita por: 1) no proveer la seguridad adecuada a su madre 
en el trabajo; 2) el retraso injustificado de su personal en la búsqueda y 
localización oportuna de su madre, así como en dar noticia del deceso a las 
autoridades; 3) la incertidumbre sobre las verdaderas circunstancias, motivos 
y lugar del fallecimiento; y, 4) la falta de atención, apoyo e información al 
actor y sus demás familiares con motivo de los hechos. En primera instancia 
se le dio la razón, pero en segunda instancia, la Sala civil revocó la senten­
cia y absolvió a la empresa, al considerar que no se acreditó la conducta 
ilícita. Inconforme, la parte actora promovió juicio de amparo, el cual fue 
negado por el Tribunal Colegiado bajo el argumento de que los hechos ilí­
citos en que sustentó su acción no se ubican en ninguno de los supuestos 
previstos en el segundo párrafo del artículo 7.156 del Código Civil del Estado 
de México. Por esta razón, el quejoso impugnó la constitucionalidad del 
citado artículo en el recurso de revisión.
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que los supuestos sobre hechos ilícitos previstos en el artículo 
7.156, párrafo segundo, del Código Civil para el Estado de México en rela­
ción con el daño moral son de carácter enunciativo y no limitativo, lo que 
salvaguarda los derechos a la dignidad humana y a una justa indemnización.

Justificación: El segundo párrafo del artículo 7.156 del Código Civil del 
Estado de México establece que, de conformidad con lo establecido por 
dicho ordenamiento, se consideran como hechos ilícitos: i) comunicar a una 
o más personas, la imputación que se hace a otra de un hecho cierto o 
falso, determinado o indeterminado, que cause o pueda causarle deshonra, 
descrédito o perjuicio, o exponerla al desprecio de alguien; ii) ejecutar una 
acción o proferir una expresión que, por su naturaleza, ocasión o circuns­
tancia, pueda perjudicar la reputación del agraviado, fuera de una contienda 
de obra o palabra y con ánimo de ofender; y iii) imputar a otro falsamente 
un delito, ya sea porque el hecho es falso o inocente la persona a quien se 
imputa. Ahora bien, el artículo 7.154 del Código Civil del Estado de México 
define el daño moral como la afectación que una persona sufre en su honor, 
crédito y prestigio, vida privada y familiar, al respeto a la reproducción de 
su imagen y voz, en su nombre o seudónimo o identidad personal, su pre­
sencia estética, y los afectivos derivados de la familia, la amistad y los 
bienes. En ese mismo sentido, la doctrina divide el daño moral en la afec­
tación a "la parte social o moral", que comprende el honor, la reputación, la 
consideración que de sí misma tienen los demás y en la "parte afectiva", 
que toca a la persona en sus sentimientos y sufrimientos. Por tanto, inter­
pretar en sentido taxativo el artículo 7.156, segundo párrafo, del Código 
Civil en cita implicaría sesgar el concepto mismo de daño moral, al excluir, 
injustificadamente, toda reclamación que se sustente en un menoscabo 
a la parte afectiva de una persona y cualquier otro que, fuera de los tres 
supuestos previstos en esa porción normativa, configuren hechos ilícitos que 
incidan en la parte social o moral de una persona. Además, no hay nada en 
la frase "se consideran" contenida en el texto de esa porción normativa que, 
semánticamente, permita concluir que se usa en sentido taxativo. Por el 
contrario, su interpretación sistemática con los artículos 7.145, 7.154 y 
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7.155 del Código Civil mencionado permite concluir que tienen un sentido 
meramente enunciativo.

1a. XXXIX/2021 (10a.)

Amparo directo en revisión 5505/2017. Cristian Jesús Díaz Vargas. 13 de enero 
de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, 
quien está con el sentido, pero con salvedad en las consideraciones, y 
Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: 
Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria: Irlanda Denisse Ávalos Núñez.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de septiembre de 2021 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

ACCIÓN DE REVOCACIÓN DE DONACIONES ANTENUPCIALES Y ENTRE 
CÓNYUGES. LOS ARTÍCULOS 228 Y 233 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL 
DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO, ESTA­
BLECEN LOS SUPUESTOS PARA SU PROCEDENCIA, LOS CUALES 
DEBEN GENERARSE DURANTE EL MATRIMONIO, Y EN ELLOS NO SE 
FIJA UN PLAZO PARA EL EJERCICIO DE DICHA ACCIÓN. 

Hechos: El quejoso demandó de su exesposa la revocación de donaciones 
ocurridas durante el matrimonio; las diversas instancias sostuvieron que la 
acción de revocación de las donaciones hechas entre cónyuges resultaba 
improcedente, porque conforme a los preceptos referidos, dicha acción sólo 
podía plantearse durante la vigencia del matrimonio, y como en el caso la 
demanda se planteó después de que por sentencia firme se decretó el divor­
cio de las partes, dicho reclamo no podía prosperar; es decir, se sustentó 
en que los artículos 228 y 233 del Código Civil para el Distrito Federal esta­
blecían un límite temporal para ejercer la acción aludida.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que, tanto las donaciones antenupciales señaladas en el artículo 
228, como las efectuadas entre cónyuges referidas en el artículo 233 del 
Código Civil para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, 
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están sujetas a lo previsto en el artículo 228 citado, el cual tiene como 
propósito primordial establecer los supuestos fácticos que podrán dar proce­
dencia a la revocación de una donación hecha entre cónyuges, por lo que 
la locución "serán revocadas cuando, durante el matrimonio, el donatario 
realiza conductas de", sólo puede ser entendida en relación con la reali­
zación de las conductas del donatario que darán causa a la revocación, y 
no como una regla que fije un límite temporal para el ejercicio de la acción 
de revocación; es decir, lo que prevé dicha disposición son los supuestos de 
procedencia para la revocación, los cuales deben generarse durante el 
matrimonio, por lo que los plazos para el ejercicio de la acción respectiva 
no están regulados en ese dispositivo.

Justificación: De una adecuada lectura de la norma, y atendiendo a una 
interpretación literal, histórica y conforme de los artículos 228 y 233 del 
Código Civil para el Distrito Federal, no se desprende que exista una limi­
tación supeditada a la vigencia del matrimonio para promover la acción de 
revocación de donaciones entre consortes, sino que se establecen las cau­
sales de revocación condicionadas a que se actualicen dentro del matrimo­
nio. En este sentido, el entendimiento de la norma conforme a su literalidad, no 
permite justificar en modo alguno que allí se establezca una regla de tem­
poralidad que coarte el ejercicio de la acción procesal de revocación de 
donaciones entre cónyuges, ya que su construcción gramatical sólo respon­
de a la lógica de fijar una condición para que las conductas del donatario 
puedan ser reprochables y dar causa a la revocación de la liberalidad; 
condición que consiste en que una o más de esas conductas se realicen 
mientras las partes están unidas en matrimonio. Por otra parte, no pasa 
inadvertido para la Primera Sala que, con la reforma que tuvo lugar en 
el año de 1983, el legislador local del entonces Distrito Federal eliminó la 
regla de antaño que preveía que las donaciones entre cónyuges sólo que­
darían firmes con la muerte del donante, así como la relativa a que la 
revocación se podía solicitar en cualquier tiempo y libremente para, en su 
lugar, señalar que dichas donaciones sólo se podrían revocar "mientras 
subsistiera el matrimonio" y por causas justificadas a juicio del Juez, con 
fines de protección al donatario. No obstante, también es cierto que en la 
reforma de mayo del año 2000, el mismo legislador eliminó la parte del 
artículo 233 que establecía esa regla de temporalidad, para remitir la revo­
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cación de donaciones entre cónyuges a las mismas reglas de las antenup­
ciales previstas en el artículo 228, en las que no se evidencia la previsión 
de un límite temporal para el ejercicio de la acción, así como tampoco se des­
prende ello de la exposición de motivos de la indicada reforma legal ni de 
las posteriores. En consecuencia, ante la ausencia de motivación del legisla­
dor y al no confrontar derechos humanos o verificarse una acción afirmativa, 
debe estarse al texto expreso del precepto y ajustar su entendimiento a su 
literalidad.

1a. XL/2021 (10a.)

Amparo directo en revisión 4270/2019. Erick Roberto Zepeda Salinas. 10 de 
junio de 2020. Mayoría de tres votos de las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, y el Ministro Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Disidentes: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló 
voto particular y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretario: Jorge Francisco Calderón Gamboa.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de septiembre de 2021 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

DELITO DE ACTOS LIBIDINOSOS COMETIDO EN CONTRA DE PERSONA 
IMPÚBER. CUANDO SE SANCIONA DE MANERA AGRAVADA, NO SE 
VULNERA EL PRINCIPIO DE DOBLE PUNICIÓN (NON BIS IN ÍDEM). 

Hechos: Una persona fue condenada, en primera y segunda instancias, por 
el delito de actos libidinosos cometido en contra de una persona impúber, 
delito agravado al haberse cometido mediante violencia, previsto y sancio­
nado en el artículo 270 del Código Penal del Estado de México, en su texto 
vigente hasta el dieciséis de diciembre de dos mil catorce. Promovió juicio de 
amparo directo, en el que reclamó la inconstitucionalidad del artículo citado 
porque al sancionar la conducta básica más la agravante vulnera el principio 
de prohibición de doble punición.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el artículo 270 del Código Penal del Estado de México, en su 
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texto vigente hasta el dieciséis de diciembre de dos mil catorce, no establece 
una penalidad doble por la comisión de una misma conducta, sino la agra­
vante de uso de violencia física o moral, que guarda relación con la con­
ducta sancionada; por ende, cuando se sanciona la conducta básica más 
la agravante señalada, no se transgrede el principio de prohibición de doble 
punición, previsto en los artículos 23 de la Constitución Federal y 8.4 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos.

Justificación: El artículo 23 constitucional y el 8.4 de la Convención Ameri­
cana sobre Derechos Humanos reconocen el principio de prohibición de 
doble punición, según el cual nadie puede ser juzgado dos veces por el 
mismo delito, ya sea que en el juicio se le absuelva o se le condene. Este 
principio protege los derechos de las personas que han sido condenadas 
por determinados actos para que no vuelvan a ser enjuiciados por los mismos 
hechos, pero no impide que el legislador establezca una penalidad adicional 
a la del tipo básico para sancionar una circunstancia que agrave la con­
ducta. El supuesto anterior es el que se presenta en el párrafo tercero del 
artículo 270 del Código Penal del Estado de México, en su texto vigente 
hasta el dieciséis de diciembre de dos mil catorce, el cual dispone que si 
en la comisión del delito de actos libidinosos se hiciere uso de la violencia 
física o moral se impondrá "además de la pena al tipo básico" la sanción de 
uno a cuatro años de prisión. Para esta Sala, ello no implica la imposición 
de una doble penalidad, sino que se trata de una circunstancia agravante 
relacionada con la conducta delictiva, que puede o no presentarse en la 
comisión del delito, lo cual está sujeto al desarrollo y estudio del caso en con­
creto, que de acreditarse ameritará una sanción adicional. Además, se reco­
noce que el legislador cuenta con amplia libertad configurativa para tipificar 
delitos y sus agravantes ante las características de la conducta y las circuns­
tancias de los hechos, siempre que la actividad legislativa no se torne arbi­
traria o excesiva, pues lo que se busca es punir la conducta desplegada en 
su integridad.

1a. XLI/2021 (10a.)

Amparo directo en revisión 7165/2018. 25 de noviembre de 2020. Cinco votos 
de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho 
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para formular voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá, quien formuló voto concurrente. Ponente: Ana Margarita 
Ríos Farjat. Secretarios: Ramón Eduardo López Saldaña y Edwin Antony 
Pazol Rodríguez.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de octubre de 2021 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

PENA PREVISTA PARA EL DELITO DE ACTOS LIBIDINOSOS COMETIDO 
EN CONTRA DE PERSONA IMPÚBER. NO VULNERA EL PRINCIPIO DE 
PROPORCIONALIDAD DE LAS PENAS. 

Hechos: Una persona fue condenada, en primera y segunda instancias, por 
el delito de actos libidinosos cometido en contra de una persona impúber, 
previsto y sancionado en el artículo 270 del Código Penal del Estado de 
México, en su texto vigente hasta el dieciséis de diciembre de dos mil 
catorce. Promovió juicio de amparo directo, en el que reclamó la inconstitu­
cionalidad del artículo citado al considerar que atenta contra el principio de 
proporcionalidad entre la pena y el delito.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que la pena prevista en el artículo 270 del Código Penal del 
Estado de México, en su texto vigente hasta el dieciséis de diciembre de dos 
mil catorce, es proporcional entre la naturaleza y la gravedad del delito y el 
bien jurídico afectado, razón por la cual no vulnera el principio de propor­
cionalidad de las penas previsto en el artículo 22 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos.

Justificación: En el principio de proporcionalidad de las penas regularmente 
se analiza una regla (el tipo penal de que se trate) frente a un principio consti­
tucional (el principio de proporcionalidad establecido en el artículo 22 
constitucional), con la finalidad de determinar si la pena es acorde o no con 
el bien jurídico afectado. Para examinar la proporcionalidad de las penas 
esta Primera Sala utiliza la metodología denominada tertium comparationis, 
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la cual debe considerar que confluyen diversos factores de vulnerabilidad 
que la norma pretende proteger, a saber, el rango de edad y el grado de 
comprensión de la víctima, sobre los que es posible advertir que fue volun­
tad del legislador diferenciar el tratamiento con otros delitos e incrementar 
la sanción impuesta en el tipo penal en estudio, atendiendo a la afectación 
tan intensa que implican esos delitos cuando se cometen en contra de una 
persona menor de edad, así como al interés superior del niño. En el caso 
concreto, el análisis respectivo se debe hacer frente a aquellos delitos esta­
blecidos en el mismo código punitivo que protejan el mismo bien jurídico, 
que es la libertad y el normal desarrollo psicosexual de menores de edad y 
de personas que no comprendan el significado del hecho. Se advierte que 
el delito de actos libidinosos se ubica en el rango de las penas impuestas a 
los delitos de violación o estupro, cuando ocurre en los supuestos referidos, 
siendo además menor, considerando que en esos delitos el grado de afec­
tación al bien jurídico tutelado, es mayor. En este sentido, no se observa 
un salto irrazonable o evidentemente desproporcionado entre las penas 
previstas para esos delitos.

1a. XLII/2021 (10a.)

Amparo directo en revisión 7165/2018. 25 de noviembre de 2020. Cinco votos 
de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Minis­
tros Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente. Ponente: Ana 
Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Ramón Eduardo López Saldaña y 
Edwin Antony Pazol Rodríguez.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de octubre de 2021 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

DELITO DE ACTOS LIBIDINOSOS COMETIDO EN CONTRA DE PERSONA 
IMPÚBER. NO VULNERA EL PRINCIPIO DE TIPICIDAD. 

Hechos: Una persona fue condenada, en primera y segunda instancias, por 
el delito de actos libidinosos cometido en contra de una persona impúber, 
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previsto y sancionado en el artículo 270 del Código Penal del Estado de 
México, en su texto vigente hasta el dieciséis de diciembre de dos mil 
catorce. Promovió juicio de amparo directo, en el que reclamó la inconstitu­
cionalidad del artículo citado al considerar que la porción "impúber" vulnera 
el principio de tipicidad que rige en la materia penal.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que la locución "impúber" contenida en el segundo párrafo del 
artículo 270 del Código Penal del Estado de México, en su texto vigente 
hasta el dieciséis de diciembre de dos mil catorce, no vulnera el principio 
de tipicidad, reconocido en los artículos 14, párrafo tercero, constitucional 
y 9 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues permite 
conocer con certeza y claridad que el delito se acreditará cuando se cometa 
en contra de un menor de edad, que biológicamente se encuentra en la 
infancia, pero previo a entrar a la adolescencia.

Justificación: El principio de tipicidad en materia penal se prevé en el artículo 
14, párrafo tercero, constitucional, el cual dispone que en los juicios de 
orden criminal queda prohibido imponer, por simple analogía y aun por mayo­
ría de razón, pena alguna que no esté decretada por una ley exactamente 
aplicable al delito de que se trata. El principio referido se respeta cuando el 
legislador al redactar un tipo penal evita que la descripción de la conducta 
delictiva sea vaga, imprecisa, abierta o amplia, al grado de permitir la arbi­
trariedad en su aplicación. Ello no implica que el legislador deba definir cada 
vocablo utilizado en la descripción delictiva, pues se tornaría imposible 
la función legislativa y porque, además, basta que la conducta prohibida 
pueda ser conocida por el destinatario de la norma. Las condiciones ante­
riores fueron cumplidas por el legislador del Estado de México, al establecer 
en el artículo 270 del Código Penal de dicha entidad federativa, vigente 
hasta el dieciséis de diciembre de dos mil catorce, que será víctima del 
delito de actos libidinosos la persona "impúber". Es así, porque este término 
está asociado con la etapa previa a la pubertad, que se relaciona con el 
proceso biológico en el que desarrollaron los caracteres sexuales secunda­
rios, la madurez sexual y los cambios somáticos y emocionales de la persona 
adolescente, lo que permite conocer con toda claridad y certeza que el 
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delito se acreditará cuando se cometa contra una persona que se encuentra 
en la etapa de infancia de su vida y previo a la adolescencia.

1a. XLIII/2021 (10a.)

Amparo directo en revisión 7165/2018. 25 de noviembre de 2020. Cinco votos 
de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Minis­
tros Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá, quien formuló voto concurrente. Ponente: Ana Margarita 
Ríos Farjat. Secretarios: Ramón Eduardo López Saldaña y Edwin Antony 
Pazol Rodríguez.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de octubre de 2021 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

VERSIONES PÚBLICAS DE TODAS LAS SENTENCIAS. CONSTITUYE UNA 
OBLIGACIÓN DE LOS PODERES JUDICIALES FEDERAL Y LOCALES 
PONERLAS A DISPOSICIÓN DE LA SOCIEDAD, POR TENER EL CARÁC­
TER DE INFORMACIÓN DE INTERÉS PÚBLICO. 

Hechos: Asociaciones civiles promotoras de litigios estratégicos en materia de 
derechos humanos y combate a la corrupción, promovieron juicio de amparo 
indirecto, en el cual señalaron como actos reclamados: 1) la omisión de los 
órganos del Poder Judicial del Estado de Zacatecas de elaborar y poner a 
disposición de la sociedad versiones públicas de sus sentencias durante 
los años dos mil dieciséis y dos mil diecisiete, y 2) la inconstitucionalidad 
de los artículos 73, fracción II, de la Ley General de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública (vigente antes de la reforma publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el trece de agosto de dos mil veinte), y 43, fracción II, 
de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de 
Zacatecas (vigente antes de la reforma publicada en el Periódico Oficial 
Local el veinticuatro de febrero de dos mil veintiuno), por prever la obliga­
ción de hacer versiones públicas, únicamente, de aquellas sentencias que 
fueran de interés público, en detrimento del derecho de acceso a la 
información.
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que la interpretación sistemática de los artículos 73, fracción II y 3, 
fracción XII, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, revela que dicha normativa no vulnera el derecho de acceso a la 
información, en tanto que de ella se sigue que todas las sentencias pronun­
ciadas por los tribunales de los Poderes Judiciales Federal y locales son 
de interés público, por lo que ameritan ser puestas a disposición de la socie­
dad mediante versiones públicas.

Justificación: Los parámetros legislativos que se tienen para determinar si 
una información es de interés público están previstos en el artículo 3, frac­
ción XII, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 
y son los siguientes: a) La información debe ser relevante o beneficiosa para 
la sociedad y no, simplemente, de interés individual; y, b) Su divulgación 
debe ser útil para que el público comprenda las actividades llevadas a 
cabo por los sujetos obligados. Ambos parámetros son cumplidos por la 
totalidad de sentencias emitidas por los órganos jurisdiccionales. Por cuanto 
hace al primer parámetro, debe señalarse que las sentencias son el resul­
tado del despliegue de la función jurisdiccional por parte de los órganos del 
Estado habilitados para tales efectos (tribunales). Así, cuando un Juez dicta 
una sentencia, con independencia de la materia (penal, civil, familiar, admi­
nistrativa, agraria, entre otras) y del valor de las pretensiones que se hagan 
valer, desarrollan y dotan de significado al ordenamiento jurídico, precisa­
mente, por delimitar el sentido y alcance de las normas aplicables, con la 
consecuente producción de un precedente. De ahí que la divulgación y 
el fácil acceso a las sentencias emitidas por los tribunales del país se torna 
de la mayor relevancia, no sólo para las partes involucradas en los litigios 
correspondientes, sino para toda la sociedad mexicana, pues su compren­
sión permite, en todo momento y con mayor precisión, conocer cómo la 
legislación es entendida por los juzgadores y concretizada en los casos 
puestos a su jurisdicción, esto es, permite apreciar el "derecho viviente". 
Lo mismo sucede con el segundo parámetro, esto es, la divulgación de las 
sentencias resulta útil para que el público comprenda las actividades lleva­
das a cabo por los sujetos obligados. Si aceptamos la premisa de que los 
juzgadores deben observar en todo momento el principio de imparcialidad 
y, por ello, deben hablar a través de sus sentencias, válidamente, se puede 
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afirmar que la sociedad tiene el más alto interés en conocer esa voz, sin 
complicaciones superiores a las que supone tener a la mano un disposi­
tivo con acceso a Internet. Esta consideración encuentra eco no sólo en el 
mandato constitucional de que en la interpretación del derecho de acceso 
a la información debe imperar el principio de máxima publicidad, sino 
también encuentra su fundamento en las obligaciones de transparencia 
que deben observar todos los tribunales, a fin de combatir la opacidad y, 
con ello, suprimir hasta la menor duda en torno a que sus determinaciones 
no están envueltas en vicios de corrupción, sino en el respeto irrestricto de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y de la ley.

1a. XLIV/2021 (10a.)

Amparo en revisión 271/2020. Gerardo Carrasco Chávez y otros. 3 de febrero 
de 2021. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien 
formuló voto concurrente, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular 
voto particular. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secreta­
rios: Fernando Sosa Pastrana y Víctor Manuel Rocha Mercado.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de octubre de 2021 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

DERECHO AL NOMBRE. EL ESTÁNDAR PROBATORIO PARA SU MODIFI­
CACIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 70, FRACCIÓN I, DEL CÓDIGO 
CIVIL PARA EL ESTADO DE PUEBLA ES INCONSTITUCIONAL, AL NO 
SUPERAR LAS GRADAS DE NECESIDAD Y PROPORCIONALIDAD 
EN SENTIDO ESTRICTO.

Hechos: Una persona promovió un juicio civil para eliminar uno de sus dos 
nombres, así como el apellido de su padre biológico y sustituirlo por el ape­
llido de la pareja de su madre. Los tribunales civiles de primera instancia 
del Estado de Puebla resolvieron que la persona no justificó su pretensión 
porque no exhibió documentos indubitables e inobjetables, adminiculados 
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en su caso con otras pruebas, los cuales justificaran que de manera inva­
riable y constante ha usado en su vida social y jurídica otro nombre distinto 
al de su registro, como lo exige el artículo 70, fracción I, del Código Civil de 
esa entidad. Contra esa decisión promovió amparo directo en el cual, entre 
otras cosas, cuestionó la constitucionalidad del precepto, pero le fue negada 
la protección solicitada.

Criterio jurídico: El estándar probatorio previsto en el artículo 70, fracción I, 
del Código Civil para el Estado de Puebla no supera las gradas de necesi­
dad y proporcionalidad en sentido estricto, del test de proporcionalidad y, por 
ende, transgrede el derecho al nombre en su dimensión del ejercicio a su 
modificación, pues al exigir a una persona probar fehacientemente su reali­
dad social, únicamente mediante documentales indubitables e inobjetables 
provoca un sacrificio injustificado del contenido esencial del citado derecho 
humano, lo que puede derivar en dejar de atender pretensiones legítimas, 
ante la ausencia de estos elementos probatorios.

Justificación: El artículo 70, fracción I, del Código Civil para el Estado de 
Puebla es inconstitucional al establecer que procede el cambio de nombre 
de una persona siempre y cuando se demuestre fehacientemente, con 
documentos indubitables e inobjetables, que de manera invariable y cons­
tante una persona ha usado en su vida social y jurídica otro nombre distinto 
al de su registro. Lo anterior, en virtud de que si bien persigue una finalidad 
constitucionalmente válida y es una medida idónea para cumplir con dicha 
finalidad, lo cierto es que no supera las gradas de necesidad y proporcio­
nalidad en sentido estricto, pues existen medidas menos lesivas para tal 
propósito. En efecto, la norma persigue un fin constitucionalmente válido 
consistente en evitar que la modificación del nombre se efectúe a simple 
voluntad, en beneficio de la seguridad jurídica sobre el estado civil de las 
personas en sus relaciones con su familia, la sociedad y el Estado. Dicho 
estándar probatorio es idóneo para la consecución del fin, porque evita que 
el nombre sea modificado con la mera manifestación de la persona accio­
nante de tener una realidad social o jurídica particular a la cual debe ajus­
tarse su nombre, al imponerle la carga de probar fehacientemente, a través 
de esos específicos medios de convicción, la existencia de esa realidad. 
Sin embargo, el particular y elevado estándar probatorio que se impone en el 
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precepto y fracción en estudio para lograr la modificación del nombre (como 
es la presentación de documentales indubitables e inobjetables) no cumple el 
principio de necesidad, porque no existe una justificación válida y racional, 
para acotar a esos específicos medios de convicción la prueba del supuesto 
legal, ya que existen diversos medios de prueba que, al igual que los exigidos, 
pueden generar convicción en la autoridad jurisdiccional sobre la existencia 
de la realidad a la cual se pretende ajustar el nombre (tales como pruebas 
testimoniales). Admitir lo contrario implicaría una cancelación del contenido 
esencial del derecho, pues se excluirían injustificadamente pretensiones 
legítimas sólo por no contar con documentos para justificar su realidad, o 
porque éstos no reúnan las cualidades específicas que la norma exige. 
Además, la medida legislativa tampoco es proporcional en sentido estricto, 
porque el sacrificio del derecho a la modificación del nombre es demasiado 
elevado en contraste con la certeza que con ella se puede obtener.

1a. XLV/2021 (10a.)

Amparo directo en revisión 7691/2019. Emilio Canek Arenzano Monterd. 10 de 
marzo de 2021. Mayoría de cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández, quien está con el sentido, pero en contra de las considera­
ciones y reservó su derecho para formular voto concurrente, y Ana Margarita 
Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Ana Mar­
garita Ríos Farjat. Secretarios: Irlanda Denisse Ávalos Núñez y Jesús Iram 
Aguirre Sandoval.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de octubre de 2021 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

ESTEREOTIPO DE GÉNERO QUE AFECTA AL INTERÉS SUPERIOR DE LA 
INFANCIA. LO CONSTITUYE LA CONSIDERACIÓN DE QUE LA MADRE 
NO ES LA MÁS APTA PARA EJERCER LA GUARDA Y CUSTODIA POR 
TENER UNA ACTIVIDAD PROFESIONAL QUE DEMANDA TIEMPO Y 
ESFUERZO.

Hechos: El actor demandó a la madre la guarda y custodia de su hija menor 
de edad. Las autoridades jurisdiccionales de primera y segunda instancias 
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resolvieron a favor del actor, con sustento, principalmente, en que la madre 
ejercía labores jurisdiccionales, mientras que él realizaba labores adminis­
trativas, ambos dentro de un mismo órgano jurisdiccional. Por lo tanto, conclu­
yeron que la madre no era apta para el cuidado de la niña por tener una 
actividad profesional que le demandaba tiempo y esfuerzo, ya que ello impe­
diría que atendiera a su hija de manera directa y personal. La demandada 
impugnó dichas consideraciones en el juicio de amparo por ser violatorias 
de su derecho a la igualdad y no discriminación en el marco de las relaciones 
familiares.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que no puede soslayarse la estrecha relación que existe entre la 
obligación de eliminar estereotipos de género en el análisis y determinación 
de la guarda y custodia de una niña o un niño, con la garantía de su interés 
superior.

Justificación: Los estereotipos de género tienen un efecto pernicioso particu­
larmente en niñas y niños que se encuentran en su primera infancia, quienes 
están en proceso de desarrollar sus habilidades cognitivas, sociales y de 
aprendizaje. Por lo tanto, una determinación judicial que conlleve separar a 
una madre de su hija o hijo por el solo hecho de que la primera desarrolle una 
actividad profesional pública y social que demande tiempo y esfuerzo, per­
mitiría reforzar en niñas y niños los roles de género y la división sexual del 
trabajo, que aún se encuentran arraigados en el ámbito social y cultural, lo 
que afectaría negativamente en la eventual elección de su proyecto de vida. 
Ante una determinación como la descrita, se convalidarían los sesgos de 
género imperantes en la sociedad, generando una idea errónea en las niñas 
respecto a que no podrían aspirar a tener cargos públicos demandantes y 
a ser madres al mismo tiempo, sino que tendrían que tomar una elección 
entre dichas cuestiones, renunciando a sus anhelos o deseos. Por su parte, 
los niños podrían asumir que las mujeres no son capaces de conciliar una 
vida familiar con una vida profesional exitosa. En ese sentido, no puede per­
derse de vista que la representación simbólica de mujeres en espacios 
públicos directivos o gerenciales (que generalmente se han asociado a 
hombres) genera un efecto positivo en el derecho a la igualdad y no discrimi­
nación, pues brinda a niñas y niños el ejemplo de que pueden elegir la vida 
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que deseen. Razón por la cual resulta indispensable que desde la labor 
jurisdiccional se eliminen estereotipos de género que pueden limitar o res­
tringir la visión o determinación sobre la propia vida y la de los demás.

1a. XLVI/2021 (10a.)

Amparo directo en revisión 6942/2019. 13 de enero de 2021. Cinco votos de las 
Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y 
los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto 
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concu­
rrente en el que se separa de las consideraciones contendidas en la pre­
sente tesis, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria: 
Irlanda Denisse Ávalos Núñez.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de octubre de 2021 a las 10:39 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

MADRE ACTIVA PROFESIONALMENTE. LA CONSIDERACIÓN DE QUE 
LA MADRE NO ES APTA PARA EJERCER LA GUARDA Y CUSTODIA POR 
TENER UNA ACTIVIDAD PROFESIONAL QUE DEMANDA TIEMPO Y 
ESFUERZO CONSTITUYE UN ESTEREOTIPO DE GÉNERO QUE AFECTA 
EL DERECHO A LA IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN.

Hechos: El actor demandó a la madre la guarda y custodia de su hija menor 
de edad. Las autoridades jurisdiccionales de primera y segunda instancias 
resolvieron a favor del actor, con sustento, principalmente, en que la madre 
ejercía labores jurisdiccionales, mientras que él realizaba labores adminis­
trativas, ambos dentro de un mismo órgano jurisdiccional. Por lo tanto, con­
cluyeron que la madre no era apta para el cuidado de la niña por tener una 
actividad profesional que le demandaba tiempo y esfuerzo, ya que ello impe­
diría que atendiera a su hija de manera directa y personal. La demandada 
impugnó dichas consideraciones en el juicio de amparo por ser violatorias 
de su derecho a la igualdad y no discriminación en el marco de las relaciones 
familiares.
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que la exigencia a la madre de adecuarse a estereotipos prescrip­
tivos en el sentido de que a ella le corresponde de manera exclusiva y directa 
la labor de cuidado vulnera el derecho a la igualdad y no discriminación, pues 
genera efectos negativos en su proyecto de vida y, además, produce un 
impacto negativo en su ámbito personal, económico, laboral y social. Lo ante­
rior, pues implica presionarla para no continuar con su desarrollo profesional 
o a buscar un trabajo que sea menos demandante con la consecuente 
disminución de salario; cuestión que no resulta legítima y que, por el con­
trario, redunda en un retroceso en la igualdad entre el hombre y la mujer.

Justificación: Diversos organismos nacionales e internacionales han adver­
tido que el conflicto entre las responsabilidades relacionadas con el cui­
dado de la familia y las exigencias del trabajo remunerado es una enorme 
fuente de desventaja para las mujeres en el mercado de trabajo, y es una 
de las razones de la lentitud del progreso hacia la igualdad de oportunidades 
y de trato para hombres y mujeres en el empleo. Así, se ha invisibilizado o 
desconocido la necesidad de las mujeres de redistribuir la carga del cuidado 
entre los demás actores de la sociedad (Estado, mercado y varones), y se las 
sigue cargando con la responsabilidad casi exclusiva de las labores de cui­
dado por considerar que por "naturaleza" les corresponde hacerlas, lo que 
tiene consecuencias en su acceso al empleo, los ascensos y en la remune­
ración. Existen así una serie de factores que limitan la participación económica 
de las mujeres, entre los que destacan: la subvaloración del trabajo feme­
nino; la segregación ocupacional, tanto horizontal como vertical; la discri­
minación salarial; el nivel de instrucción de las mujeres, su estado conyugal 
y número de hijos; la doble jornada, que les impide participar en actividades 
de capacitación, recreación, políticas y sindicales; y el déficit y elevado 
costo de los servicios de apoyo para delegar responsabilidades domésticas 
y familiares. Por lo tanto, resulta fundamental que las autoridades jurisdic­
cionales juzguen estos casos con perspectiva de género y tomen en cuenta 
que la corresponsabilidad social en el trabajo de cuidados contribuye a 
incrementar la participación femenina en actividades económicas y a mejorar 
las condiciones laborales de las mujeres que trabajan para el mercado.

1a. XLVII/2021 (10a.)
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Amparo directo en revisión 6942/2019. 13 de enero de 2021. Cinco votos de las 
Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y 
los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto 
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concu­
rrente en el que se separa de las consideraciones contendidas en la 
presente tesis, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secreta­
ria: Irlanda Denisse Ávalos Núñez.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de octubre de 2021 a las 10:39 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

PUBLICIDAD DE LOS INFORMES INDIVIDUALES DE LA AUDITORÍA 
SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN (ASF). LA DENOMINACIÓN SOCIAL DE 
LAS PERSONAS MORALES QUE CONTRATAN CON EL ESTADO NO 
GOZA DE UNA EXPECTATIVA DE PRIVACIDAD EN VIRTUD DE LA PRE­
SUNCIÓN CONSTITUCIONAL DE RELEVANCIA PÚBLICA QUE ASISTE 
A TODO TIPO DE INFORMACIÓN RELACIONADA CON RECURSOS 
PÚBLICOS. 

Hechos: La Auditoría Superior de la Federación (ASF) publicó en su página 
de Internet un informe individual como resultado de un proceso de fiscali­
zación en el que detectó diversas irregularidades respecto a la forma en 
que se contrataron algunos servicios entre un órgano del Estado y una 
empresa; como parte de la información pública se incluyó la denominación 
de la persona moral contratante. La empresa promovió un juicio de amparo 
indirecto en el que planteó la inconstitucionalidad de los artículos 5 y 36, 
último párrafo, de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la 
Federación, al aseverar que transgreden los derechos a la privacidad y al honor, 
pues no permiten ponderar si la información de su denominación social es 
de relevancia pública o interés general, veraz, objetiva e imparcial.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que la información publicada en los informes individuales de la 
Auditoría Superior de la Federación relativa a la denominación social de 
una persona moral que contrata con el Estado, tiene una presunción consti­
tucional de relevancia pública por el carácter de los recursos que emplean, 



289

Informe DE LA PRIMERA SALA 2021

por lo que no es necesario un ejercicio de ponderación entre su publicación 
y el derecho al honor para determinar si la información es de relevancia 
pública o interés general, veraz, objetiva e imparcial.

Justificación: El artículo 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos establece que los recursos económicos de los que dispongan, 
entre otros, la Federación, deben administrarse con eficiencia, eficacia, 
economía, transparencia y honradez, además de que los resultados de 
su ejercicio deberán ser evaluados por las instancias técnicas previstas en la 
ley. Así, el proceso de fiscalización y su carácter público constituyen garan­
tías de los principios mencionados; pilares de la rendición de cuentas que 
permiten que el uso de los recursos económicos públicos y su aprove­
chamiento por parte de los particulares sean transparentados. Por tanto, 
las empresas que contratan con el Estado no gozan de una expectativa de 
privacidad respecto de la publicidad de su denominación social en los dis­
tintos procedimientos de fiscalización, pues la ciudadanía tiene derecho a 
conocer de manera oportuna a las personas involucradas y la forma en la 
que se emplean los recursos públicos. Por lo que el carácter público del 
nombre de las empresas, incluyendo su mención en los procesos de fiscali­
zación, es una característica que deben aceptar, pues se encuentra inmersa 
en las condiciones de contratación con el Estado Mexicano al existir recursos 
públicos involucrados.

1a. XLVIII/2021 (10a.)

Amparo en revisión 752/2019. Desarrollos Jurídicos Integrados, S.A. de C.V. 2 de 
septiembre de 2020. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández, quien está con el sentido, pero con salvedad en las consi­
deraciones y reservó su derecho para formular voto concurrente, y Ana 
Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: 
Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Juan Jaime González Varas.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de noviembre de 2021 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

PUBLICIDAD DE LOS INFORMES INDIVIDUALES DE LA AUDITORÍA 
SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN (ASF). LOS ARTÍCULOS 5 Y 36, ÚLTIMO 
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PÁRRAFO, DE LA LEY DE FISCALIZACIÓN Y RENDICIÓN DE CUENTAS 
DE LA FEDERACIÓN, AL NO PREVER ALGÚN TIPO DE MEDIDA PARA 
TESTAR LOS NOMBRES DE LAS EMPRESAS MENCIONADAS EN LOS 
INFORMES INDIVIDUALES QUE SE PUBLICAN, NO CONTRAVIENEN EL 
DERECHO AL HONOR, REPUTACIÓN Y PRESTIGIO. 

Hechos: La Auditoría Superior de la Federación (ASF) publicó en su página 
de Internet un informe individual como resultado de un proceso de fiscali­
zación en el que detectó diversas irregularidades respecto a la forma en que 
se contrataron algunos servicios entre un órgano del Estado y una empresa; 
como parte de la información pública se incluyó la denominación de la per­
sona moral contratante. La empresa promovió un juicio de amparo indirecto 
en el que planteó la inconstitucionalidad de los artículos 5 y 36, último párrafo, 
de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, al 
aseverar que transgreden los derechos a la privacidad y al honor, pues no 
prevén medidas para proteger u omitir su denominación social en los informes 
publicados.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que los artículos 5 y 36, último párrafo, de la Ley de Fiscalización y 
Rendición de Cuentas de la Federación que establecen que los informes 
individuales que formula la Auditoría Superior de la Federación son públicos, 
sin prever alguna medida para omitir los nombres de las empresas que con­
tratan con el Estado, no vulneran el derecho al honor, reputación y prestigio.

Justificación: El artículo 79, párrafo quinto, fracción II, de la Constitución Polí­
tica de los Estados Unidos Mexicanos prevé el carácter público de los informes 
individuales de la Auditoría Superior de la Federación a fin de transparentar 
los resultados de la fiscalización y puedan ser conocidos por la ciudadanía, 
aspecto fundamental para garantizar una verdadera rendición de cuentas. 
Por otra parte, el artículo 79 referido debe entenderse en el marco de los 
principios del diverso artículo 134 constitucional, el cual señala que los recur­
sos económicos de los que disponga, entre otros, la Federación, deben 
administrarse con eficiencia, eficacia, autonomía, transparencia y honra­
dez. De lo anterior se desprende un principio general de transparencia en 
la contratación pública que permea todo el orden constitucional, el cual no 
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se agota con el dar a conocer los contratos que celebran los particulares 
con el Estado, sino que, como una exigencia de acceso a la información de la 
ciudadanía, alcanza la planeación, ejecución, evaluación y control del gasto 
público. En consecuencia, los artículos 5 y 36, último párrafo, de la Ley de 
Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación no vulneran el derecho 
al honor, reputación y prestigio de las empresas, pues la transparencia en 
la fiscalización de las operaciones relacionadas con recursos públicos no 
tendría sentido si se testara el nombre de los particulares involucrados, ya 
que son éstos quienes prestan los servicios que precisamente constituyen 
la materia del escrutinio.

1a. XLIX/2021 (10a.)

Amparo en revisión 752/2019. Desarrollos Jurídicos Integrados, S.A. de C.V. 2 de 
septiembre de 2020. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández, quien está con el sentido, pero con salvedad en las conside­
raciones y reservó su derecho para formular voto concurrente, y Ana 
Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: 
Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Juan Jaime González Varas.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de noviembre de 2021 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

SERVICIO DE PILOTAJE. EL ARTÍCULO 55, ÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA 
LEY DE NAVEGACIÓN Y COMERCIO MARÍTIMOS QUE LES PERMITE A 
LOS PILOTOS DE PUERTO TENER EMBARCACIONES PARA EL EJER­
CICIO DE SUS FUNCIONES, NO GENERA UN TRATO DISCRIMINATORIO 
EN COMPARACIÓN CON LOS PERMISIONARIOS QUE PRESTAN EL 
SERVICIO DE LANCHAJE.

Hechos: Una empresa de servicios marítimos y portuarios promovió un am­
paro indirecto en contra del artículo 55, último párrafo, de la Ley de Nave­
gación y Comercio Marítimos, el cual permite a los pilotos de puerto tener 
las embarcaciones que consideren necesarias o disponer de las lanchas que 
se encuentren en el puerto para trasladarse de las instalaciones en tierra a 
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las embarcaciones donde prestan sus servicios de pilotaje. La empresa que­
josa presta servicios portuarios de lanchaje y, por ello, alegó que la norma 
resultaba inconstitucional al considerar que transgredía sus derechos de 
igualdad y no discriminación pues, a su parecer, se otorga un trato desigual 
injustificado que autoriza a los pilotos de puerto a prestar el servicio de 
lanchaje sin necesidad del permiso con el que deben contar el resto de las 
personas para realizar dicha actividad.

Criterio jurídico: El artículo 55, último párrafo, de la Ley de Navegación y 
Comercio Marítimos no vulnera el principio de igualdad y no discriminación, 
pues la norma no contempla una autorización a los pilotos de puerto para 
prestar el servicio de lanchaje sin un permiso para ello.

Justificación: El artículo 55, último párrafo, de la Ley de Navegación y Comer­
cio Marítimos faculta a los pilotos de puerto a tener sus propias embarcacio­
nes para la prestación de sus servicios, o bien, a utilizar alguna de las que 
se encuentren disponibles en el puerto destinadas para el servicio de lanchaje 
mediante el pago correspondiente al dueño o administrador de la lancha 
que cuente con el permiso respectivo. Tal autorización es exclusiva para reali­
zar las actividades inherentes al servicio de pilotaje y de ninguna forma 
implica que los pilotos de puerto puedan prestar el servicio de lanchaje 
como si se tratara de permisionarios. Además, el transporte autorizado a 
los pilotos de puerto no está destinado a satisfacer la necesidad de algún 
usuario a cambio de una contraprestación, pues sólo implica el traslado del 
propio piloto, lo que es necesario para que preste sus servicios en la 
embarcación. En consecuencia, el artículo mencionado no vulnera los prin­
cipios de igualdad y no discriminación, ya que simplemente responde a las 
necesidades propias de los pilotos de puerto, sin que ello implique una 
autorización para prestar un servicio distinto al de pilotaje.

1a. L/2021 (10a.)

Amparo en revisión 1162/2019. Servicios Integrales Marítimos Portuarios, S.A. 
de C.V. 5 de agosto de 2020. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía 
Piña Hernández, quien está con el sentido, pero con salvedad en las 
consideraciones, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario 
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Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Juan 
Jaime González Varas.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de noviembre de 2021 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

PROCEDIMIENTO ABREVIADO. EL ARTÍCULO 204 DEL CÓDIGO NACIO­
NAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, QUE ESTABLECE LA PROCE­
DENCIA DE LA OPOSICIÓN DE LA VÍCTIMA U OFENDIDO DEL DELITO 
PARA QUE SE LLEVE A CABO, NO VIOLA LOS PRINCIPIOS DE SEGU­
RIDAD Y CERTEZA JURÍDICA. 

Hechos: Una persona fue sentenciada en procedimiento abreviado por el 
delito de lesiones agravadas, se le impuso pena de prisión y se le condenó 
al pago de la reparación del daño, lo que vía apelación se confirmó, en 
contra de esa resolución, la víctima del delito promovió juicio de amparo directo 
en el que planteó como concepto de violación, entre otros, la inconstitucio­
nalidad del artículo 204 del Código Nacional de Procedimientos Penales, al 
considerarlo violatorio de los principios de seguridad y certeza jurídica, al esta­
blecer que la víctima u ofendido del delito puede oponerse a la proceden­
cia del procedimiento abreviado, cuando se acredite que no se encuentra 
debidamente garantizada la reparación del daño.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que el artículo 204 del Código Nacional de Procedimientos Pena­
les debe ser leído en conjunto con los artículos 201, fracción II, 202, 205 y 
206 del mismo ordenamiento, los cuales a la luz del artículo 20, apartado C, 
fracción VII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
permiten dar certeza a la víctima u ofendido de delito de la ineludible obli­
gación constitucional y legal del Juez de escuchar y dar respuesta expresa 
en audiencia a su oposición con relación a la desproporcionalidad del monto 
o pago de la reparación del daño, determinado por el Ministerio Público en 
la solicitud de apertura del procedimiento abreviado, así como todo lo relacio­
nado con la debida garantía, mediante el mejor medio posible establecido 
por la ley, que permita asegurar la entrega real del pago, en el menor 
tiempo posible.
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Justificación: Ello es así, pues de una interpretación conjunta de los artículos 
mencionados se advierte lo siguiente: A) El Juez de Control es quien auto­
riza el procedimiento abreviado y en audiencia deberá verificar los diversos 
requisitos que marca el artículo 201 mencionado; B) El Ministerio Público es 
quien solicita el procedimiento abreviado; en esa solicitud, entre otras cuestio­
nes, debe señalarse el monto de la reparación del daño; C) La víctima u 
ofendido del delito puede presentar oposición, pero sólo será vinculante al 
Juez cuando aquélla sea fundada; y, D) El imputado debe reconocer estar 
informado de los alcances del procedimiento abreviado y que renuncia al 
juicio oral, pues deberá admitir su responsabilidad por el delito atribuido y 
aceptar ser sentenciado con los medios de convicción obtenidos por el 
Ministerio Público. Luego, a la audiencia del procedimiento abreviado deben 
ser citadas todas las partes, incluida la víctima u ofendido del delito, así, 
expuesta la acusación por parte del Ministerio Público, el Juez de Control 
deberá resolver la oposición que hubiere presentado la víctima u ofendido 
para llevar a cabo el procedimiento abreviado (artículo 205), cuya oposi­
ción se traduce en que esa parte procesal manifieste ante el Juez de Control 
que no se encuentra garantizada la reparación del daño, lo que significa que 
el monto de la reparación establecido por el Ministerio Público en la acusa­
ción o solicitud de apertura de procedimiento abreviado no es suficiente o 
proporcional al daño ocasionado, pues no comprende la reparación material, 
moral, física y psicológica, todo lo que conlleva una reparación integral para 
la víctima u ofendido, y además, que ese monto debe estar debidamente 
garantizado, esto es, que debe asegurarse su pago mediante alguna de las 
formas que establece el código respectivo, como por ejemplo: a través de 
fianza, hipoteca, prenda o cualquier otra que a criterio del Juez de Control 
cumpla suficientemente con esa finalidad. Así, de conformidad con el 
artículo 20, apartado C, fracción VII, de la Constitución General, en relación 
con el artículo 109, fracciones XXIV y XXV, del Código Nacional de Proce­
dimientos Penales, la víctima u ofendido del delito puede directamente 
pedir al Juez que se le repare el daño, lo que significa que la propia víctima 
puede proponer un monto determinado para ello, así como la forma mediante 
la cual se le garantice que lo va a recibir. Ahora bien, para resolver la opo­
sición de la víctima u ofendido, el Juez de Control deberá considerar los 
elementos de prueba que logren demostrar que el monto de la reparación 
del daño ocasionado es o no proporcional y justo, que cubre o no los 
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requerimientos legales para la obtención de una reparación integral y que, 
además, está garantizado ese monto para que en el menor tiempo posible 
lo reciba la víctima u ofendido.

1a. I/2021 (11a.)

Amparo directo en revisión 2666/2020. 9 de junio de 2021. Cinco votos de las 
Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien está con el sentido, pero 
se separa de las consideraciones contenidas en la presente tesis, y Ana 
Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, en el que 
se separa de algunas consideraciones contenidas en la presente tesis, y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles.

Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia obligatoria porque no obtuvo la 
votación necesaria en la totalidad de las consideraciones de la misma.

La sentencia relativa al amparo directo en revisión 2666/2020, aparece publi­
cada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 27 de agosto 
de 2021 a las 10:35 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Undécima Época, Libro 4, Tomo IV, agosto de 2021, página 
3483, con número de registro digital: 30044.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de octubre de 2021 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

INTERÉS LEGÍTIMO EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. FORMA DE 
ACTUALIZARLO POR PARTE DE PERSONAS PERTENECIENTES A 
LA COMUNIDAD LGBTI+ Y DE SUS FAMILIARES EN RELACIÓN CON EL 
MATRIMONIO O CONCUBINATO IGUALITARIO. 

Hechos: El quince de julio de dos mil diecinueve, mediante la imposición 
de un mecanismo de votación por cédula secreta, el Pleno del Congreso del 
Estado de Yucatán desechó por mayoría de votos un dictamen de reforma 
a la Constitución Local, mediante el cual se pretendía derogar la definición 
del matrimonio y el concubinato como la unión entre una mujer y un hombre. 
En desacuerdo, un conjunto de personas, quienes manifestaron ser resi­
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dentes en el Estado de Yucatán e integrantes de la comunidad LGBTI+ o 
familiares de personas de dicha comunidad, promovieron juicio de amparo 
indirecto, alegando que la imposición y ejecución de dicha votación por 
cédula violaba, entre otros, el derecho a participar activamente en la dirección 
de los asuntos públicos del Estado, en relación con la libertad de expre­
sión y el acceso a la información pública. El Juez de Distrito sobreseyó en 
el juicio al considerar que las y los quejosos no acreditaron su interés 
legítimo.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que basta que las personas se autodeterminen como pertene­
cientes o como familiares de personas pertenecientes a la comunidad de 
lesbianas, homosexuales, bisexuales, personas transgeneristas, intersexuales 
y más (LGBTI+) para efectos de acreditar que son sujetos del mensaje estig­
matizante de las normas que prohíben el matrimonio o concubinato iguali­
tario y, con ello, tener por satisfecho el interés legítimo en el juicio de amparo 
indirecto sin mayor exigencia probatoria.

Justificación: Ante una demanda de amparo indirecto en la que se impugna 
la imposición de una votación por cédula secreta y la celebración de la 
misma que dio lugar al desechamiento de un dictamen de reforma consti­
tucional local en materia de matrimonio y concubinato igualitario, no se 
pasa por alto que la especial conexión entre el reclamo formulado en la 
demanda y el contexto del Estado de Yucatán presupone que las y los que­
josos son de alguna forma sujetos del mensaje estigmatizante. En ese sentido, 
cuando se trata de seres humanos, tal aspecto no requiere ser acreditado a 
partir de un determinado tipo de prueba directa. El mensaje estigmatizante 
lo sufre cualquier persona que se identifique con ese mensaje discriminato­
rio. Se trata, pues, de una afectación que incide de manera individualizada 
en cualquier persona que no puede contraer matrimonio (o concubinato) 
con una persona de su mismo sexo. Mensaje que también afecta al con­
junto de esas personas como colectividad (personas que pertenecen al 
colectivo LGBTI+) y a las personas que se dedican a la defensa y protec­
ción de los derechos de esta colectividad. Así, la identificación que un ser 
humano invoca como destinatario del mensaje estigmatizante no puede ser 
sujeta a prueba por las partes en el juicio de amparo. Son las propias perso­
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nas las que se autodeterminan y, por ello, las que pueden valorar si se 
encuentran o no sujetas al mensaje estigmatizante. Es pues la autodetermi­
nación lo que define que un ser humano forme parte del colectivo LGBTI+. 
Basta la protesta de decir verdad para no poner en entredicho sus afirma­
ciones. La identidad de género parte únicamente de la autodeterminación 
de cada persona y es un elemento integral de los derechos al libre desa­
rrollo de la personalidad y a la privacidad. En estos términos, tratándose de 
seres humanos que se autodeterminan, el Poder Judicial sólo puede reco­
nocer y dar fe de tal identificación sin exigir mayor formalidad probatoria 
sobre esta afirmación.

1a. II/2021 (11a.)

Amparo en revisión 25/2021. 18 de agosto de 2021. Cinco votos de las Ministras 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente en el que se separa de las consideraciones contenidas 
en la presente tesis por no ser el tema de estudio, y Ana Margarita Ríos 
Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto concu­
rrente en el que se separa de las consideraciones contenidas en la presente 
tesis, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretario: Miguel Antonio Núñez Valadez.

Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia obligatoria porque no obtuvo la 
votación necesaria en la totalidad de las consideraciones de la misma.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de noviembre de 2021 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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